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PRESENTACION

El número 50 de la Revista de Administración Pública, integrado por traba­
jos de eminentes estudiosos de la administración gubernamental mexicana en
el siglo XIX, sirvió para conmemorar más de dos décadas y media de existen­
cia de nuestro órgano de difusión de la cultura administrativa. Hoy, el Insti­
tuto Nacional de Administración Pública desea continuar presentando a sus
miembros y a la comunidad de profesionales de nuestra disciplina la obra de
otros importantes pensadores mexicanos, pero no sólo de ayer, sino de hoy;
además de relevantes trabajos producidos fuera.del país, antes y ahora. Esto
nos ha motivado a programar los siguientes tres números, a partir de la pre­
sente edición, sobre la base del estudio de la administración pública mexica­
na en los siglos XIX y XX.

Ofrecemos ahora a nuestros lectores tres importantes trabajos que se
remontan al siglo pasado: el Manual de administración de Francisco de Paula
Madraza, publicado en 1857, y que será presentado en tres ediciones sucesi­
vas; el Manual de los ayuntamientos de Julio Jiménez y Agustín Lozano, edi­
tado en 1875; y el Breve compendio en forma de catecismo de las lecciones
orales sobre administración pública de M. López de Meoqui, publicado en
1879; estos trabajos, más el trascedental documento denominado La vigorosa
acción social de la confederación nacional de la administración pública, apa­
recido en 1922, integran la sección que hemos denominadoAyer. Lasegunda,
Hoy, está integrada por dos estudios contemporáneos de autores mexicanos:
El control jurisdiccional de la empresa pública de Alfonso Nava Negrete y
Las empresas de participación estatal minoritaria de Irma Cue de Duarte.
La última sección, integrada por una miscelánea de dos trabajos, está com-



puesta por el artículo de Ricardo Uvalle Berrones La hegemonía histórica
del ejecutívo en los regímenes políticos modernos, y La reforma administra­
tiva en América Latina de Gildardo Campero Cárdenas.

El INAP agradece a los profesores Cipriano Flores y Enrique Varas su
valiosa colaboración para la localización y acceso de los documentos que in­
tegran la Sección Ayer, tanto de este número como los dos siguientes.

La Revista de Administración Pública espera que estas obras sean de uti­
lidad para todos sus lectores.



MANUAL DE ADMINISTRACION (1)*

Francisco de Paula Madraza

INTRODUCCION

La aficion que de algunos años á esta parte se
ha despertado hácia el estudio de la ciencia de
la administracion, no solo debe á nuestro jui­
cio mirarse como un notable progreso de la

Obra de extraordinaria importancia, este Manual dedicado
a la administración pública española fue sin embargo pu­
blicado en México durante 1857. pero impreso en París
por la librería De Rosa, Bouret y Cía. El libro forma par­
te de la Enciclopedia Popular, colección mexicana dedi­
cada a la producción y difusión de Manuales de Artes.
ciencias y oficios. la colección comprende cinco títulos:
Historia y Ciencias Eclesiásticas; Moral, Filosofía, Derecho
y Poi Itica -donde se sitúa esta obra-; Ciencias FIslcas y
Matemáticas, Agricultura, Minería e Industria; Historia.
Geografía, Comercio, Navegación y Arte Militar; Bellas
Artes y Artes Mecánicas. Hay por tanto 105 más variados
manuales, Que incluyen del abogado, moral cristiana, agri­
cultura, óptica, hiqléne, geología,del comerciante, historia,
del cocinero, del joyero, economía política, filosofía,

instrucci on pública, sino como uno de aque­
llos fenómenos que, revelando el estado de la
sociedad, prueban de un modo indudable que
este ser moral se acerca ya á su completo desa­
rrollo, y que ha llegado el dia de entregarle
el cuidado de sus propios intereses. Merced á
los progresos de la civilizacion, al cambio de
las instituciones y á la modificacion radical
de las costumbres y de los hábitos, á aquellos
tiempos en que la nacion no ten la existencia

etcétera. Sin embargo, no se puede pensar Que la obra de
Madraza sólo sea un apunte práctico; se trata, en verdad,
de una inapreciable obra pionera de la teor Ia de la admi­
nistración pública, Que no general ni privada, Que causará
una sorpresa muy agradable por su comprensión del esta­
do en que se enccntreba el estudio de nuestra disciplina
en México a mediados del siglo XIX. Con objeto que el
lector observe a la obra con todo su sabor decimonónico,
se ha conservado la orrocrat ía y la numeración original del
capitulado. Por razones de espacio que huelga mencionar,
el Manual se presentará en tres partes; ésta es la primera.
N. del O.
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propia y en que no había mas que fuerza por
una parte y debilidad por otra, han sucedido
los presentes, tiempos sin duda alguna, á pesar
de todas las perturbaciones que los anublan y
los agitan, mucho mejores que los antiguos,
tiempos en que se aproximan los intereses de
la nacion y del individuo, y caminando en
1íneas convergentes llegan á cruzarse, tiempos
en que no pueden reclamar derechos y hacer
frente á todo género de opresiones y de tira­
n ías, y en que por fortuna de la humanidad el
solo grito de una víctima produce un sacudi­
miento eléctrico en todo el cuerpo social. Hoy
felizmente es uno el interés de todos, hoy to­
dos vivimos bajo unas mismas leyes, y por eso
es natural querer conocerlas, estudiarlas, di­
fundirlas por todas partes para que por nadie
puedan ser desconocidas, ni olvidadas. Inútiles
son para los pueblos sus códigos poi íticos, si
pasan desapercibidos para la generalidad los
principios en que se fundan, ó si son mal co­
nocidos y erradamente interpretados.

La ciencia administrativa nos sirve para to­
do esto. Mengua ha sido por cierto el lamenta­
ble abandono con que se ha mirado su estudio
por mucho tiempo en España. Ni una escuela,
ni un libro se encontraban en ninguna parte
donde el hombre estudioso pudiera satisfacer
su ansia de saber, y mientras se abrian escuelas
para toda clase de carreras y de conocimientos,
solo estaba olvidada la ciencia del gobierno y
de la administracion, como si el regir bien á
los pueblos fuese un arte fácil y sencillo, que
no necesitara largas meditaciones y profundos
estudios. Y por cierto que pocas cosas necesi­
tan mas conocimiento para resolverse que los
expedientes administrativos, donde no hay
pruebas, donde no cabe por lo general la dis­
cusion ni el exámen detenido, y donde mu­
chas veces hay que decidir en breves y rápidos

instantes de la suerte de la sociedad entera.
Aumenta la gravedad -de estas decisiones la
consideracion de que los errores de la adminis­
tracion son casi siempre irreparables, bastando
para comprender todo lo trascendental de sus
consecuencias, el que tendamos una rápida
mirada sobre el vasto cuadro de sus importan­
tes y variadas relaciones. Y para trazar este
cuadro nos queremos valer de las mismas frases
con que le ha pintado de una manera hábil y
gráfica un distinguido profesor de esta ciencia.
"La administracion, ha dicho el Sr. Posada, es
la providencia de la humanidad. Desde que
nace el hombre hasta que muere, vive bajo su
vigilancia y su cuidado, y siguiéndole con la
solicitud de madre cariñosa le acompaña des­
de la cuna hasta el sepulcro. Si el cielo os con­
cedió la fortuna de tener padre, la administra­
cion certifica en el registro civil de su existen­
cia; si sois tan desgraciado que no conoceis á
los que os dieron el ser, si poregoismo bárbaro
abandonaron sus deberes sagrados, ella os
ofrecerá un asilo y cuidará con esmero de vues­
tra infancia, tan hermosa por sus esperanzas,
como interesante por su infortunio. Habeis
llegado á ser adulto, pero sois pobre, vivis
enfermo, y no teneis quien os enseñe; pues
ella pondrá los ojos en vosotros, os dará ins­
truccion en sus escuelas, os recogerá en sus
casas de beneficencia y os curará de vuestras
enfermedades. Vivis de la obra de vuestras ma­
nos ya en el campo silencioso, ya entre el rui­
do de los talleres y las máquinas, pues all í
vendrá la administracion á elevar vuestro ser
enseñándoos á hacer uso de la razon en el tra­
bajo, á hacer fructíferas las tierras estériles, á
calcular las fuerzas de los instrumentos y eco­
nomizar las vuestras por medio de la mecánica,
á comunicar á los demás vuestros pensamien­
tos por medio del dibujo. Ella os ofrecerá cajas
de ahorros para estimularos á la econom ía,
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cuidará de vuestra casa mientras dormis, os
proporcionará diversiones públicas donde deis
esparcimiento al ánimo descansando de vues­
tras fatigas; abrirá anchos caminos y canales

que llevando de una parte á otra la animacion
y la vida, os proporcionen medios de ejercer
el tráfico y despachar vuestros productos; os
protegerá de vuestros viajes dentro de su terri­
torio, y si alguna vez traspasais los límites que
la separan de otras naciones, si bastante atrevi­
do fiais vuestra suerte á las olas del mar y cor­
tando la tersa superficie de las aguas vais á
buscar en regiones apartadas alimento al co­
merci o y á los goces de la vida, la administra­
cion os acompañará en vuestros peligros, y
haciendo valer los derechos de la justicia y de
la desgracia, las leyes de los tratados y de la
humanidad, si sois feliz protegerá vuestras
propiedades contra la violencia, y si sois náu­
frago desgraciado os conducirá donde volvais
á ver el sol de vuestra patria. La administra­
cion, en una palabra, es la vida de la sociedad.
Por ella obra, por ella se instruye, por ella
piensa las leyes, por ella las ejecuta, por ella
progresa, por ella entra en relacion con los
pueblos extranjeros, por ella se organiza, por
ella se defiende, por ella en fin provee á todas
sus necesidades y peligros. Unas veces siguiendo
en pos del legislador ejecuta las leyes vencien­
do todas las dificultades que se oponen á su
cumplimiento; otras adelantándose en su ca­
rrera examina las necesidades públicas, reune
los datos y prepara los fundamentos de las
disposiciones legales. Preside las elecciones,
organiza los ejércitos, cobra las rentas, admi­
nistra los bienes públicos, celebra los tratados,
es en fin la sociedad en accion, pensando,
obrando, siguiendo el camino que le ha marca­
do la Providencia en el espacio de los siglos."

Esta es la administracion en todos sus ra­
mos, en todos sus deberes, en todas sus diver-

sas aplicaciones. Ciencia que como todas for­
ma su todo en sus principios y en sus leyes,
principios y leyes que es menester reunir y
analizar, uno por uno, y reducirlos despues á
aquel todo para poderlos considerar desde el
punto filosófico de su unidad. Solo así puede
darse una solucion acertada y provechosa á
tanta multitud de cuestiones de filosofía, de
moral y de gobierno como abraza la adminis­
tracion en su anchuroso seno.

Excusamos, pues, encarecer la inmensa uti­
lidad de este estudio. El es una necesidad de
la época.

Una observacion ahora para cerrar este pre­
ámbulo.

Al desempeñar el trabajo que nos hemos
impuesto en este tratado, no vamos á ocupar­
nos de vanas teorías, ni de principios abstrac­
tos, sino de doctrinas de aplicacion práctica; y
si alguna vez nos remontamos á las altas regio­
nes de la ciencia, será para descender despues
por un camino fácil y llano al terreno de las
aplicaciones, contrastando en la práctica de
las leyes la verdad de los principi os. Objeto
serán de este tratado todas las instituciones,
todas las leyes, todos los derechos que forman
los diferentes lazos y relaciones del hombre en
sociedad, así como todos los derechos de esta.
Pero al ocuparnos de todo esto, lo haremos
sin preocupacion de escuela, sin pasion de par­
tido. Escribimos un tratado científico, no un
libro de política. Si conseguimos consignar en
él, siquiera sea en compendiado resúmen, los
buenos principios, los únicos sobre que puede
establecerse una administracion inteligente,
ilustrada, justa y vigorosa, algo habremos he­
cho en favor de las buenas doctrinas, y nuestra
ambician de escritores quedará cumplidamente
satisfecha.
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DE LA UNIDAD Y DE LA
CENTRALlZACION

La unidad es el hecho mas marcado y mas im­
portan le de las sociedades modemas. Enten­
demos por unidad la igualdad de leyes y dere­
chos de todos los ciudadanos dentro de su
país. Esa unidad es causa fecunda de bienes
sin cuento, pues produce relaciones entre to­
dos los ciudadanos, establece entre ellos mutua
confianza y generaliza los mismos hábitos y
costumbres entre todas las provincias y pue­
blos de la nacion. De esta manera y por estos
medios se crea ese espíritu público y ese amor
al país, palancas poderosas de accion y de pro­
greso, especialmenle en los gobiernos repre­
sentativos. Pero la unidad que es causa de tan­
tos bienes, es á su vez efecto, como producida
por esa mancomunidad de intereses que hay
dentro de la sociedad, y por la facilidad de las
comunicaciones que, proporcionando á los
pueblos el cambio de productos, contribuye
á la satisfaccian de todas sus necesidades.

No es posible en un tratado como el presen­
te examinar todas las causas que han podido
producir esta unidad, pero en la precisian de
consignarlas rápidamenle para marcar la dife­
rencia que existe entre la unidad y la centrali­
zacion, las fijaremos en breves líneas.

La monarquía hereditaria, hé aquí la prime­
ra causa que ha contribuido á dar vida á la
nacian española. Poder de hecho y el de mas
fuerza que habia en la sociedad, tendió natu­
ralmente á encadenar á los demás y á conte­
nerlos en oetermlnados ífrnites. De aquí el

hacerse poseedor de todos los derechos. Pero
además de poder, la monarquía se convirtió
en España en hábito, en costumbre, en senti­
miento nacional, y nuestros lectores saben
cuánto subyugan las costumbres y los senti­
mientos el corazon de los hombres.

El sentimiento religioso, que hace que los
hombres se consideren como hermanos, ha
influido tambien poderosamente en el esta­
blecimiento de la unidad española. El senti­
miento cristiano acostumbró á los pueblos á
la sumision y á los reyes y á los grandes á la
benignidad, demostrando que la obediencia
por un lado y la justicia por otro son los dos
fundamentos cardinales sobre que las socieda­
des descansan. La organizacion misma de la
Iglesia católica, formando una cadena que
empezaba en el feligrés, seguia por el párroco
y el obispo, y concluia en el concilio, presen­
taba un cuerpo homogéneo que tambien cons­
tituia esta unidad.

Al sentimiento monárquico y al sentimien­
to religioso se unian, para fortalecer este gran
principio de la unidad, las mismas guerras, las
cuales produciendo en el espíritu de cada una
de las parles beligerantes su sentimiento co­
mun, enlazan de un modo maravilloso y fra­
ternal á los que sostienen una misma causa.

y por último la reunion frecuente de las
Cortes generales, asi en Castilla como en Ara­
gan, reunion que era efecto de intereses co­
munes, contribuyó eficazmente á dar unidad
á cada uno de los estados que se formaban
dentro de la nacion española.

Conocidas, pues, las causas de la unidad y
lo que por esta entendemos, marquemos aqu í,
al propio tiempo que muchos principios adrni-
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nistrativos, la diferencia que existe entre la
unidad y la centralizacion. La una no debe
confundirse con la otra.

La unidad, como hemos dicho ya, es la
igualdad de leyes y derechos. Lacentralizacion
es la facultad de resolver todas las cuestiones
que pueden interesar á un país por el gobierno
central, situado en la capital de la monarquía,
Reconocemos, pues, la unidad como principio
y la admitimos en todas sus consecuencias.
Veamos si nos es posible hacer lo mismo con
el principio de la centralizacion.

Dos escuelas disputan hoy en Europa sobre
esta materia. Una defensora de la centraliza­
cion y que quiere que todo sea dirigido desde
la capital del país; otra excentralizadora que
pretende que la capital no debe tener influen­
cia en lo relativo á ciertos intereses locales,
dejando una grande latitud á la provincia y al
municipio.

Dos movimientos se advierten desde luego
en la administracion. El uno del poder central
que tiende á absorber en sí la resolucion de
todas las cuestiones, así de administracion co­
mo de gobierno. El otro de los individuos, de
los ayuntamientos, de las diputaciones que
tienden á emanciparse de la tutela de este po­
der central y á resolver por s í mismos las cues­
tiones que les interesan mas de cerca. Si estos
dos movimientos marchan en direcciones
opuestas, chocan y se paralizan, con grave per­
juicio de la nacion en general. Por el contrario,
si se obtiene que estos dos movimientos pue­
dan caminar paralelamente ó en una direccion
dada formando la mayor resultante posible,
en este caso serán favorables al gobierno y á
la administracion del país. La adopcion pues
de un principio que concilie las necesidades

del Gobierno central como las del individuo,
las del municipio como las de la provincia, es
de todo punto indispensable.

¿Cuál será este principio conciliador de am­
bos extremos? ¿Cómo obtendremos todas las
ventajas posibles de la centralizacion, sin ex­
perimentar ninguno de sus inconvenientes?

Para poder contestar con acierto á estas
preguntas, es necesario ver cuáles son las ven­
tajas de la centralizacion y cuáles sus desven­
tajas. Empecemos por las primeras.

Destaca en primer término la mayor igualdad
y la mayor justicia con que se resuelven todas
las cuestiones administrativas, cuando se deci­
den por el gobierno central. La ley, una para
todos, tiene la misma interpretacion, se ejecu­
ta con la misma fuerza en todas partes, sin
que la tuerzan ni la desfiguren las pasiones rui­
nes de pueblo, ni el espíritu de partido que
ejerce por lo comun influencia tan poderosa.
La buena administracion de los pueblos pe­
queños es otra de las ventajas del principio
que analizamos. Encargada á veces la gestion
de los intereses municipales á manos interesa­
das, no siempre resplandece la pureza en el
manejo de sus fondos, y nula casi la vigilancia
del poder supremo, se ven los pueblos gravados
con impuestos que no se dedican á la satisfac­
cion de sus verdaderas necesidades sino á las
ficticias ó caprichosas de sus ayuntamientos.
Cuando el poder central ejerce toda su influen­
cia, las dilapidaciones son menos frecuentes,
los pueblos pagan menos y se ven mas aten­
didos.

Produce, pues, la centralizacion la ventaja
de hacer que las leyes se ejecuten con igualdad,
de cortar la opresion á que son tan ocasiona-
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dos los pueblos pequeños y de introducir el
órden en estos mismos.

Desventajas. La primera de todas es agolpar
todas las fuerzas de la sociedad en un punto,
aglomeracion que facilita el contagio de los
movimientos revolucionarios, porque la insu­
rreccion una vez enseñoreada del centro, se
apodera y se extiende por toda la superficie.
La asombrosa rapidez con que se han sucedi­
do en Francia las dinastías y las instituciones
es una prueba práctica de esta verdad. Con un
sistema exclusivamente centralizador no se
hubiera verificado en España el movimiento
de 1808 que asombró al mundo. En vano se
apoderó Napoleon de una manera insidiosa de
la capital de la monarqu ía. Cien caudillos y
cien ejércitos se levantaron como por encanto
para arrojarle á las fronteras.

La segunda desventaja de la centralizacion
es el poco conocimiento con que se resuelven
muchos de los negocios que vienen del fallo
del poder central. Es indisputable que hay
multitud de cuestiones administrativas que no
pueden resolverse sin datos é informes que el
gobierno tiene que buscar fuera de su seno.
De aqu í la necesidad de la formacion de expe­
dientes, contra los cuales tanto se clama por
lo mucho que suelen dilatar la resolucion de
los negocios, necesidad inevitable mientras
las cuestiones no se resuelvan en el mismo lu­
gar donde tienen su orígen; extremo, sin em­
bargo, que no deja de tener sus inconvenientes.

El número considerable de agentes Ó em­
pleados que un sistema centralizador con ex­
ceso requiere, y lo mucho que contribuye á
entibiar el amor de los ciudadanos á su loca­
lidad, á su provincia y á su patria el alejarlos

de toda intervencion en el manejo de sus inte­
reses, son otros dos grandes inconvenientes de
la centralizacion excesiva.

Pesadas las ventajas y los inconvenientes de
uno y otro sistema, sin querer centralizarlo
todo, ni abogar tampoco por una descentrali­
zacion absurda, formularemos como el sistema
mas aceptable á los ojos de la ciencia y como
el mas conveniente para la prosperidad y buen
gobiemo de los Estados el que tenga por base
los siguientes principios:

El gobierno central Ó supremo es el tutor
de los pueblos y el ejecutor de las leyes; todas
las fuerzas del pa ís deben estar á sus órdenes
para defender á la nacion de sus enemigos in­
teriores y exteriores; debe recaudar las rentas
públicas sin que se opongan obstáculos á su
recaudacion; puede llamar los ciudadanos á
las armas con arreglo á la ley, sin que las cor­
poraciones populares se lo dificulten; debe
procurar que las leyes se ejecuten con igualdad
y contener dentro de los límites de sus atri­
buciones á las diputaciones y ayuntamientos
que los traspasen. Hasta aqu í puede llevar su
accion y nada mas. Por esto no podrá dispo­
ner nunca de los bienes de los pueblos, ni en­
trometerse á adminis_trar sus fortunas. Bástale
tener el veto para que estas no puedan dilapi­
darse.

Formulando, pues, nuestros principios en
breves frases, diremos: "Gobierno central,
administracion central para todos los intereses
generales del país. Administracion local, con­
fiada á los ayuntamientos y diputaciones pro­
vinciales en todo. La latitud que sea compati­
ble así con el gobierno de la nacion, como con
la administracion en general."
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11

DE LA ADMINISTRACION.-DE L
DERECHO ADMINISTRATIVO

Administrar, segun el Diccionario de la Aca­
demia española, es lo mismo que gobernar,
cuidar, beneficiar, disponer de alguna cosa, y
administracion es el acto ó ejercicio de regir
ó gobernar alguna cosa, como la hacienda, la
república, la justicia, etc. Esta significacion
genuina que tienen estas voces en nuestra len­
gua, no puede aplicarse rigurosamente á la
ciencia de que nos ocupamos, y como han de
servir de base á este tratado, es indispensable
que revistiéndolas, por decirlo así, de un ca­
rácter técnico, les demos una significacion es­
pecial.

Fundados en esta necesidad adoptamos las
definiciones siguientes.

Administracion es el número y distribucion
de los agentes que tiene el gobierno para eje­
cutar las leyes.

Derecho administrativo es el conjunto de
leyes administrativas.

Ciencia de la administracion es la que esta­
blece los principios y las relaciones que me­
dian entre la sociedad y los individuos que la
componen; mas aquellos derechos que existen
entre los particulares que están reglados por
la equidad y nacen del principio de asociacion.

Como se deduce naturalmente de las dos
primeras definiciones, el derecho administra-

tivo y la administracion son dos cosas distin­
tas; pues al paso que el derecho administrativo
fija las reglas de la accion y de la competencia
del poder ejecutivo central y de las autorida­
des locales en sus relaciones con sus adminis­
trados; la administracion representada por los
agentes del gobierno, pone estas reglas en prác­
tica, viniendo á ser, segun la feliz expresion de
un escrítbr extranjero, el Estado personificado
para la direccion y el arreglo de sus propios in­
tereses.

Sabido lo que es derecho administrativo y
lo que es la ciencia que crea este derecho, de­
bemos y podemos considerar la administracion
bajo tres puntos de vista, como ciencia, como
arte y como institucion política. Si la conside­
ramos bajo el primer aspecto, comprenderá las
máximas, las teorías y los principios en que
debe fundarse; si bajo el segundo, comprende­
rá las reglas por que debe dirigirse; y si la mi­
ramos por último como institucion poi ítica,
deberá trazar las atribuciones y facultades de
los ayuntamientos, de las diputaciones provin­
ciales y de todas las autoridades administrati­
vas que gobiernan el país.

Es menester no confundi r el derecho admi­
nistrativo con el derecho público, por el cual
entendemos no el derecho constitucional del
país, sino lo que generalmente se entiende por
leyes orgánicas. Sin embargo somos los prime­
ros á reconocer que el derecho administrativo
nace del derecho público, se funda en él y no
es por decirlo así otra cosa mas que un desa­
rrollo del mismo. Tampoco se debe confundir
el derecho administrativo con el derecho in­
ternacional, que establece y regula las relacio­
nes que median entre la nacion española y las
demás de Europa. Pero sobre todo lo que mas
interesa á nuestro propósito es marcar clara y
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precisamente la línea que separa al derecho
civil del derecho administrativo. Ocúpase el
primero de los derechos que puede tener el
hombre como persona privada, al paso que
el segundo se refiere tan solo á los que el
hombre puede tener como individuo de la so­
ciedad á que pertenece. La misma diferencia
que se advierte en la índole de estos dos dere­
chos se hace sentir en sus leyes, pue§ al paso
que las del derecho civil están sujetas á princi­
pios fijos é invariables, las del administrativo
tienen un campo mas vasto y no reconocen
mas base que la equidad. Conviene, sin embar­
go, advertir que no obstante estas radicales
diferencias, el derecho administrativo y el de­
recho civil tienen tres puntos comunes de par­
tida, que son el derecho natural, la equidad,
base de todas sus determinaciones, y el gran
principio, garantía de todos los derechos, de
que las leyes no tienen efecto retroactivo.

El derecho administrativo se roza á cada
paso con el internacional, como se roza tam­
bien con el derecho público y con el derecho
poi ítico. Consignado esto, veamos qué mate­
rias se comprenden en la esfera del derecho
administrativo.

La sociedad puede considerarse bajo dos
conceptos á cual mas importantes; ello. co­
mo un todo, como un individuo, y puede con­
siderarse tambien con relacion á cada uno de
los individuos que forman el cuerpo social.
Este cuerpo tiene una organizacion y cada una
de sus partes debe ejercer determinadas fun­
ciones. Por eso la organizacion de las autori­
dades y sus relaciones serán siempre una parte
muy importante del derecho administrativo.
La administracion, este cuerpo organizado
para la direccion de la sociedad, tiene dos es­
feras distintas, una nacional y otra local. As í

al tratar de la primera nos ocuparemos de las
autoridades puramente nacionales, como son
el Rey, los Ministros, las Direcciones, los Go­
bernadores y los Empleados; y al referirnos
á la esfera local nos ocuparemos de los Ayun­
tamientos y de las Diputaciones provinciales.
Además como los ciudadanos entran por mu­
cho en la organizacion social y tienen en los
sistemas modemos una participacion directa
en el gobierno de su país, trataremos del sis­
tema electoral en sus tres escalas, en la del
municipio, en la de la Diputacion, y en la del
Parlamento.

La sociedad necesita vivir y progresar, y un
tratado de administracion tiene que ocuparse,
siquiera sea someramente, de las contribucio­
nes, del crédito público y de la Deuda del Es­
tado. Necesita además defenderse en el inte­
rior y en el exterior, y por lo tanto deben ser
objeto de nuestro exámen las leyes necesarias
para conservar el órden público y en particu­
lar la del reemplazo del Ejército.

Si pasamos de aqu í á examinar las relaciones
que tiene la sociedad con la marcha de esa so­
ciedad misma y con su propio desarrollo, ve­
remos que las funciones de la administracion
son de distintas clases, económicas, morales y
tutelares. Las primeras arreglan la distribucion
de la propiedad, y al referi m os á ellas di remos
algo de las minas, de las aguas, de los pastos,
de los montes, etc.; nos fijaremos tambien en
el arreglo de pesos y medidas, en la acuñacion
de la moneda, en el órden de los mercados pú­
blicos y en fijar las reglas que puedan condu­
cir á que los ciudadanos no sean engañados y
á que sea rápido, fácil y activo el movimiento
del tráfico y del comercio. As í la administra­
cion cuida de las obras públicas de los cami­
nos, de los canales, de los depósitos del co-
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mercio, del tráfico mercantil y de todo lo que
puede contribuir á que la vida material de la
sociedad sea mas activa, mas progresiva y mas
fecunda. Tambien es de su obligacion proteger
la libertad de la industria contra los ataques
del extranjero, y para dar á la del país seguri­
dad y proteccion están dentro de su esfera las
patentes de invencion y las leyes de aranceles
sabias y bien meditadas. Con la agricultura tie­
ne las mismas obligaciones y debe fomentar
los bancos agrícolas y los pósitos.

Hasta aqu í las funciones económicas que
satisfacen la vida material. Las morales no son
menos importantes. La administracion está en
el imperioso deber de satisfacerlas dando li­
bertad al pensamiento, instruccion al que no
la tiene, moralidad al que carece de ella. En­
tran pues en el círculo de estas funciones la
imprenta, la instruccion pública, las casas de
correccion, las cárceles, y como elemento de
toda moralidad el culto religioso.

En las funciones tutelares comprendemos
todo lo que se llama policía urbana, higiene
pública y beneficencia; todo lo que tiende á
aumentar la comodidad, la salud y el bienestar
de los ciudadanos.

Hé aquí el inmenso círculo que tiene que
recorrer la administracion en sus funciones
puramente administrativas. Veamos ahora rá­
pidamente cuáles han de ser los fundamentos,
así del derecho administrativo como de la
ciencia administrativa.

La constitucion poi ítica del país es el pri­
mer fundamento del derecho administrativo,
y lo son además todas las leyes, todas las rea­
les órdenes, decretos y reglamentos que expi­
de el poder ejecutivo en virtud de las atribu-

ciones que la misma constitucion le conceda.
Trazar la esfera que abrazan todas las leyes
administrativas de nuestro país, separar las
que están vigentes de las que no lo están, es
un trabajo tanto mas difícil cuanto que nues­
tra legislacion administrativa es la obra inco­
herente de catorce siglos desde el Fuero-juzgo
hasta el último decreto publicado en el último
número de la Gaceta. Tenemos pues que en­
trar, por decirlo así, á oscuras en la aplicacion
de nuestras leyes, sin contar con un guia que
nos lleve por el camino verdadero. En España
no hay, como debia haber, una autoridad cen­
tral administrativa que no sea variable al com­
pás de los cambios poi íticos de los gabinetes,
una autoridad que esté fuera de las pasiones
de los partidos, que inspire respeto á los ciu­
dadanos, que tenga autoridad legal y fuerza
de interpretacion auténtica de la ley. Esta mi­
sion está encomendada á los consejos de Esta­
do en todos los países medianamente goberna­
dos. Entre nosotros no teniendo otra autoridad
central administrativa, mas que la de los mi­
nistros cuyas decisiones varian á cada paso,
segun la opinión particular y el sistema polí­
tico de cada uno, sucede que las resoluciones
administrativas no son constantes, sino las
mas veces contradictorias, y esto que no puede
menos de suceder en el cuerpo central, suce­
de con mas razon en la esfera de la adminis­
tracion local.

Pero el derecho administrativo no solo tiene
por base las leyes y la jurisprudencia adminis­
trativa, sino ciertos principios inmutables que
forman los primeros rudimentos de la ciencia
administrativa y que son la piedra de toque
donde se deben probar las leyes al reduci rlas
á la práctica. Uno de estos principios, ó por
mejor decir, el primer cánon de la ciencia y
del derecho, deberá ser considerar como con-
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trario á las reglas de buena administracion to­
do lo que tienda á destruir el principio de la
conservacion de la sociedad y detener su mar­
cha y su progreso. Otro principio fundamental
es procurar que la nacion tenga la mayor suma
de prosperidad posible y que llegue esta hasta
su completo desarrollo sin herir la libertad in­
dividual y la propiedad particular. Debe tam­
bien la administracion, y es otro de sus princi­
pios cardinales, procurar defender los intereses
de la sociedad cuando estén en lucha con los
del individuo, pero sin sacrificar á este. La
sociedad no puede progresar si el individuo no
progresa. Debe pues entrar tambien como una
de las bases del derecho administrativo la se­
guridad de los productos de la industria y la
propiedad del trabajo de todos los individuos
de la nacion.

Reasumamos este capítulo. Progreso en la
sociedad, respeto á la libertad individual y á
la propiedad particular, seguridad del produc­
to de trabajo y de la industria de todos los
ciudadanos, hé aqu í las bases cardinales que
tendremos siempre presentes en este tratado
para aplicar los principios del derecho admi­
nistrativo.

111

DEL PODER LEGISLATIVO. - DEL
ADMINISTRATIVO. DEL JUDICIAL

Consideremos ya la administracion como po­
der social. Todas las constituciones que han
regido en España han reconocido tres poderes
que abarcan la administracion general del país.
Estos son el legislativo, el administrativo y el
judicial.

El poder legislativo es el que forma las leyes
de interés general y el que dicta las reglas á
que se han de ajustar así los intereses de toda
la nacion como los del individuo con relacion
á esta y los de los particulares entre sí. Pero
no basta dictar las leyes, estas serian nuevas
fórmulas escritas si no hubiese un poder re­
vestido de la fuerza bastante para hacerlas eje­
cutar. Este poder es el ejecutivo, que se divide
en dos brazos distintos; el uno encargado de
los intereses generales de la sociedad se llama
poder administrativo; el otro encargado del
cumplimiento de las leyes civiles y de la reso­
lucion de las cuestiones que surgen entre los
particulares, se llama poder judicial. Sirvién­
donos de una elegante figura de Macarel dire­
mos que estos tres poderes forman un triángulo
en cuyo vértice está colocado el poder legisla­
tivo, en los dos ángulos de la base el adminis­
trativo y el judicial, y dentro del area los inte­
reses de la sociedad.

Señalemos ahora, como objeto preferente
de este capítulo, las diferencias y semejanzas
que hay entre el poder administrativo y el le­
gislativo, así como entre el poder judicial y el
poder administrativo.

Se parecen desde luego el poder administra­
tivo y el legislativo, en que las órdenes y dis­
posiciones del uno y del otro exigen necesaria­
mente la sumision y la obediencia de los ciu­
dadanos. No creemos del momento tocar la
difícil cuestion que consiste en fijar el límite
que separa los mandatos de estos poderes que
deben resistirse de aquellos que deben obede­
cerse. Para nosotros por regla general todos
los mandatos, así del poder legislativo como
del administrativo, exigen completa obedien­
cia no solo en sus agentes, sino en todos los
ciudadanos. Sin esta obediencia, sin este res-
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peto á los poderes que dirigen la sociedad,esta
no puede existir. Respecto á los agentes de la
administracion la cuestion no puede presen­
tarse siquiera. Estos deben obedecer siempre
porque no están en el puesto que ocupan para
hacer resistencia al gobierno que los ha nom­
brado. El dia que su conciencia no se lo dicte
as í, deben abandonar el puesto en que se en­
cuentran colocados. No es aplicable la misma
teoría á los agentes del poder judicial. En este
es un deber obedecer las leyes, pero no siem­
pre lo es obedecer las órdenes y reglamentos
que alteren ó modifiquen el espíritu de las le­
yes establecidas, pues si es un principio de go­
bierno obedecer las leyes y las órdenes del
poder ejecutivo, tambien es una regla de justi­
cia el respeto y proteccion á los derechos del
individuo. Por esta razon el poder judicial en
buenos principios debe ser inamovible.

Vengamos ahora á la diferencia que separa
al poder administrativo del legislativo.

En primer lugar el poder legislativo procede
por medidas generales, extensivas á todo el
país, y el administrativo por medidas particu­
lares, que tienden á acomodar las generales á
la localidad, resolviendo las dudas que pueden
ofrecerse y que el legislador no pudo prever.
El carácter peculiar de la administracion exige
que haya un solo jefe y que las facultades ad­
ministrativas se concentren todo lo posible.
Por lo contrario, las medidas legislativas nece­
sitan encomendarse al mayor número de per­
sonas posible; de suerte que, cuanto mas nu­
merosos sean los cuerpos legislativos, serán
las leyes mejor pensadas y la opinion pública
se verá mas fielmente representada. Por otra
parte el poder administrativo necesita reunir
los medios de obrar con seguridad y prontitud,
y por el contrario el legislativo debe estudiar

con detenimiento y madurez las modificacio­
nes que sufren las costumbres y necesidades
del país, y debe por decirlo así encarnarse en
el pensamiento general para convertirlo en ley
despues de una discusion grave, solemne y de­
tenida. Tampoco el poder legislativo puede
estar siempre en ejercicio sin desnaturalizar su
índole, al paso que el poder administrativo es
de todos los días, de todos los instantes, en
términos que la sociedad no puede existir un
solo momento sin su presencia. En una pala­
bra, el poder administrativo comienza donde
el poder legislativo concluye. Elaborado el
pensamiento de una ley en la opinion, con­
viértese esta necesidad social en ley é inmedia­
tamente el poder administrativo entra á ejercer
sus atribuciones. De estas diferencias que hay
de uno á otro poder nacen las que son consi­
guientes en las disposiciones que emanan de
uno y otro. Así las que emanan del legislativo
se llaman leyes; las que emanan del adminis­
trativo se llaman órdenes, decretos, reglamen­
tos. La misma diferencia se nota en las mate­
rias que son objeto de uno y otro poder. Todas
las de interés general que se refieren á la legis­
lacion, á las leyes orgánicas, á los presupuestos,
son objeto del poder legislativo. La ejecucion
de estas leyes, los reglamentos para su aplica­
cion, la resolucian de las dudas que ocurran
en la práctica son objeto del administrativo.
Las disposiciones legislativas proceden tambien
de autoridad distinta que las administrativas,
puesto que emanan de las Cortes can el rey,
al paso que las segundas solo emanan del mo­
narca. Las primeras tienen cierto carácter de
perpetuidad como resultado de la opinion del
país y reflejo de sus costumbres, las cuales solo
se modifican lentamente. Sucede lo contrario
con las segundas. Las disposiciones del poder
administrativo, como que nacen de lascircuns­
tancias de localidad y de tiempo, son variables



26 REVISTA DE ADMINISTRACION PUBLICA

de suyo, y así vemos multitud de reales órde­
nes y decretos que caducan al poco tiempo de
darse.

Marcadas estas diferencias, tracemos los de­
beres del poder administrativo y los límites
dentro de los cuales debe encerrarse.

El poder administrativo, como poder de
ejecucion, encargado de llevar á efecto las le­
yes, tiene la facultad que ya hemosconsignado
de dar reales órdenes, decretos y reglamentos;
pero es necesario que se conformen estricta­
mente al espíritu de la ley, que sigan la ten­
dencia del legislador y que no sirvan de pre­
texto para eludir sus disposiciones. Pero al
propio tiempo que el poder administrativo
debe dar las órdenes y reglamentos que han
de servir para la ejecucion de las leyes,el poder
legislativo debe respetar los derechos de aquel
y no mezclarse en sus atribuciones. Así el po­
der legislativo no puede disponer de la tropa
de mar y tierra, no puede manejar los fondos
públicos, no puede nombrar empleados de
ninguna clase, ni ejercer ninguno de aquellos
actos que la Constitucion concede al poder
ejecutivo en la persona del rey. Esta es la línea
divisoria que separa un poder de otro, pero
esta 1ínea no obsta para que entre ambos po­
deres se ejerza una especie de influjo recípro­
co que es de inmensa importancia para la bue­
na marcha del gobierno. Las Cortes influyen
en la administracion indirectamente, cuando,
merced á sus votos, sube al poder el ministerio;
influyen censurándole y poniendo coto á sus
abusos por medio de la discusion pública y de
la libertad que tienen de examinar sus actos.
A su vez el poder administrativo influye en el
legislativo, ya proponiendo las leyes, ya asis­
tiendo á las discusiones, ya en fin por todos
los medios que la Constitucion pone en su ma-

no para hacer que sea una misma la persona
que tiene el pensamiento de una ley y la que
llegue á ejecutarla; sin esta influencia recíproca
de un poder sobre otro poder, la marcha de
los gobiernos representativos sería muy difícil,
se moverían con extraordinaria lentitud y la
administracion del país marcharia de escollo
en escollo. Sin uniformidad completa entre el
pensamiento y la voluntad que dirige el cuer­
po social, no puede haberla en la marcha de
la sociedad misma. Debemos pues reconocer
como principio fundamental esta influencia
precisa y salvadora.

Precisando pues lo que puede y no puede
hacer cada uno de estos poderes, para evitar
la oscuridad en que algunas veces se halla su
deslinde, diremos que el poder administrativo
nunca podrá dar órdenes ni decretos para im­
poner contribuciones ni para crear derechos
poi íticos ni civiles en los ciudadanos ni para
imponer penas corporales, aunque sí pecunia­
rias dentro de los límites que permitan las
leyes. Estos tres órdenes de funciones prohi­
bidas al derecho administrativo sirven de ga­
rantía á los intereses y á los derechos de los
ciudadanos.

Pasemos á las diferencias que existen entre
el poder administrativo y el judicial.

Confundidos por espacio de muchos siglos
estos dos poderes, porque toda la ciencia de
la administracion estaba reducida para los go­
biernos á procurar que los pueblos contribu­
yesen con cuanto les fuera necesario para sus
gastos, no se pensó en mucho tiempo en que
debia de haber un poder en la sociedad que
atendiese á todas sus necesidades y procurase
satisfacerlas del mejor modo posible. Confun-
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didos en una mano el poder judicial y el admi­
nistrativo, tenian de este modo los monarcas
á su disposicion todos los poderes que existian
dentro de la sociedad, y así lograban mas
cumplidamente sus miras. Así hemos visto
que la administracion española desde la época
de los reyes Católicos ha estado depositada en
manos del Consejo, de las Audiencias y de los
corregidores de los pueblos, Poco á poco fue­
ron conociendo los reyes la necesidad de se­
parar las funciones administrativas de las ju­
diciales, y desde Felipe V y en los reinados
sucesivos se inició claramente esta tendencia,
la cual no llegó á su completo desarrollo hasta
un siglo despues. La primera separacion radi­
cal que se hizo en España del poder judicial y
del administrativo, la debemos á la Constitu­
cion de 1812, la cual marca los límites en que
debe encerrarse el poder judicial y separa
completamente del administrativo todas las
atribuciones pertenecientes á los tribunales.
Poderes cuyo carácter es completamente
opuesto, no pueden reunirse sus atribuciones
en una sola mano sin un contrasentido. El po­
der judicial tiene por base la inamovibilidad;
el administrativo es amovible y variable por
esencia; los hombres de la administracion se
gastan rápidamente, al paso que los jueces se
hallan fuera de ese terreno movible de los
partidos. El poder judicial debe atender solo
á la justicia, el administrativo tiene que resen­
tirse de las pasiones del momento.

No hay cuestion, pues, sobre la convenien­
cia de que estos dos poderes estén separados.
Veamos ahora cuál es el carácter de las atri­
buciones de cada uno de ellos.

Unos y otros funcionarios tienen en su ori­
gen una perfecta semejanza. El monarca es el
que los nombra y el que los separa libremente.

Pero es de notar que el monarca, que puede
ejercer por sí las funciones administrativas, no
puede ejercer por sí mismo las funciones judi­
ciales ni influir en los fallos de los jueces y en
las decisiones de los tribunales. Por mas gran­
de, por mas hermosa, por mas poética que
pueda presentarse la idea de ese poder real
que representa los intereses perpetuos de la
sociedad, que distribuye la justicia con igual­
dad entre todos los individuos de la misma,
ese poder es incompatible con las funciones
del poder judicial, y si alguna vez lo han ejer­
cido nuestros reyes, obraron contra sus inte­
reses y aun contra los principios fundamenta­
les de la monarqu ía. El ministerio fiscal nom­
brado por el reyes el representante ante los
tribunales del poder administrativo; este mi­
nisterio es el encargado de la acusación de los
delitos, y si el monarca influyera en las deci­
siones del tribunal ó se sentara al lado de los
jueoes para dar su fallo, sería acusador y juez
al propio tiempo. Por otra parte el monarca
juez, seria un juez que no podria condenar
nunca, porque si condenaba se privaría de
ejercer la hermosa prerogativa del indulto que
es una de las joyas mas preciosas de la Corona.
Las resoluciones del poder judicial tienen que
ser graves, detenidas y con arreglo á ciertos
trámites que la ley marca y de que no le es
posible prescindir. El poder administrativo
por el contrario obra y debe obrar sin reglas
fijas, sin otra guia las mas veces que la pruden­
cia y la equidad. La administracion necesita
una accion libre y desembarazada para resol­
ver en todos los casos; necesita prever los ma­
les que pueden ocurrir, los sucesos que han de
verificarse y que pueden alterar la marcha pa­
cífica de la sociedad. Al poder judicial no le
toca mas que administrar justicia y aplicar el
castigo á los delincuentes.
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Pero á pesar de todas estas diferencias las
miras del poder administrativo y las del poder
judicial deben ser las mismas, sus movimientos
deben ser paralelos. Poderes protectores de la
sociedad deben mutuamente auxiliarse, y este
auxilio, para el que no se pueden dar reglas
fijas, pende del tino así del administrador co­
mo del juez. Para que ambos poderes se respe­
ten recíprocamente y acaten mutuamente sus
atribuciones respectivas, es preciso consignar
el principio de que uno y otro deben conte­
nerse dentro de los 1ímites que les tienen mar­
cados las leyes. Así como el poder administra­
tivo no podrá jamás resolver las cuestiones
que surgen entre particulares sobre derechos
individuales, así el poder judicial no podrá
mezclarse en las decisiones del poder adminis­
trativo.

Muy enlazada con esta materia está la cues­
tion importantísima de cómo y cuándo el po­
der judicial debe encausar á los agentes del
poder administrativo. Diremos nuestra opi­
nion en breves frases. Nosotros, en tesis gene­
ral y con arreglo á los principios mas admitidos
en Europa, opinamos por que sean responsa­
bies las autoridades administrativas de los de­
litos que cometan Ó de las faltas en que incu­
rran dentro de los límites de sus atribuciones.
Sea en hora buena la ley severa contra ellas,
pero sea imparcial al mismo tiempo, déles
alguna garantía, no tanto en su interés como
en el de la sociedad en cuyo nombre ejercen
sus atribuciones. Esta garantía que se les debe
dar no puede ser mas que una: Que no puedan
ser encausados sino con el permiso del jefe del
ramo á que pertenecen. Si se admite otra doc­
trina, será muy fácil que los tribunales se mez­
clen en las atribuciones de la administracion,
impidiendo á sus agentes el libre uso de sus
funciones y rompiendo el equilibrio de in-

dependencia que debe haber entre ameos po­
deres. Esta opinion nuestra es la misma de
Henrian Pausey, tan competente en estas ma­
terias.

y este permiso solo pueden concederle los
ministros para que tengan la suficiente inde­
pendencia y libertad para obrar dentro del
círculo de sus atribuciones en todos los ramos
que les están encomendados. Hágase efectiva
la responsabilidad de los ministros, pero déje­
se á la administracion que ejerza sus atribucio­
nes sin dependencia de poder judicial. Solo
así se conseguirá que los tres poderes del Es­
tado, el legislativo, el administrativo y el judi­
cial ejerzan sus funciones con entera libertad,
aunque con recíproca y benéfica influencia.

IV

DE LA JURISDICCION y DE LAS
COMPETENCIAS

Determinado el carácter de la administracion,
y considerados los rasgos que la distinguen así
del poder legislativo como del poder judicial,
es necesario indicar las materias en las cuales
debe entender únicamente la administracion,
los medios que tiene en su mano para que el
poder judicial no la turbe en el ejercicio de sus
funciones, y la autoridad á quien compete re­
solver todas las reclamaciones que pueda ha­
ber, ya de parte de la administracion contra
el poder judicial, ya de parte de este contra la
admin istracion.

El poder judicial y el poder administrativo
tienen de comun que ambos ejercen lo que se
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llama jurisdicci on. Llamamos jurisdiccion la
facultad de conocer y decidir de asuntos de­
terminados. La jurisdiccion se divide en pro­
pia, delegada y prorogada. La primera solo la
ejerce el rey; pero en el uso comun se dice que
tienen jurisdiccion propia todos los que la tie­
nen por mandato expreso de la ley. Se llama
jurisdiccion delegada la que ejerce un particu­
lar ó una autoridad por delegacion de la per­
sona á quien está encomendada aquella juris­
diccion por la ley; y se llama jurisdiccion pro­
rogada aquella que ejerce el poder judicial, Ó
el administrativo en su caso, en virtud del con­
sentimiento tácito de las partes que se presen­
tan ante ellos para que resuelvan sus cuestiones
particulares.

Es un principio en el órden de las jurisdic­
ciones que nadie puede prorogar la jurisdiccion
convirtiéndola de administrativa en judicial y
vice versa; sin embargo sucede con frecuencia
que se proroga la jurisdiccion, ya la que ejer­
cen los tribunales en favor de la administra­
cion, ya la que ejerce la administracion en fa­
vor de los tribunales. Pero la jurisdiccion de
estos y de aquella seria inútil si no les acompa­
pase la facultad de ejecutar sus decisiones. Para
complemento de estas facultades propias de
uno y otro poder acompañan á ambos las de
coercicion y de ejecucion, y á este conjunto
es á lo que se llama atribuciones. De manera
que para nosotros la jurisdiccion administrati­
va con el derecho de hacerse respetar y de eje­
cutar los fallos administrativos es lo que cons­
tituye las atribuciones del poder administra­
tivo; y la jurisdiccion civil con el derecho de
ejecutar las sentencias de los tribunales forma
el círculo de las atribuciones judiciales.

Antes de señalar los puntos que marcan la
línea divisoria entre unas y otras, debemos ad-

vertir que el agente del poder administrativo
tiene tres consideraciones; unas que le ligan
con el primer jefe de la administracion, otras
con los agentes iguales en la misma línea ó en
otra distinta, y otras por último que le ligan
con sus subalternos ó administrados. Al jefe
de la administracion debe el agente adminis­
trativo obediencia completa y cumplimiento
exacto de las disposiciones que de él emanen;
á sus administrados les debe la proteccion que
las leyes previenen, y á las autoridades que les
son iguales ó de atribuciones distintas les debe
el respeto y consideracion que exige la buena
marcha de la sociedad. De cada una de estas
tres relaciones nace una serie de obligaciones
y derechos consignados en las leyes y que son
los que indican lo que se llama competencia.
La competencia pues mide la jurisdiccion del
administrador ó del juez en cada caso particu­
lar. Cuando un agente de la administracion se
entromete en el conocimiento de negocios
que pertenecen á otra autoridad, comete un
exceso de jurisdiccion. Cuando el agente no
respeta las funciones de otro y se entra á co­
nocer de asuntos que no le tocan por razon del
territorio en que está circunscrito, comete un
exceso de poder; y cuando entra á conocer de
asuntos que corresponden al poder judicial,
comete un exceso de atribuciones. Este últi­
mo punto es el mas importante. Lascuestiones
de jurisdiccion ofrecen pocas dificultades, pe­
ro las que ofrecen muchas y no tienen princi­
pios fijos para resolverse son las diferencias
que suele haber entre la autoridad administra­
tiva y la judicial; el modo de decidir las com­
petencias que de aqu í nacen y la autoridad
que debe resolverlas.

El poder judicial solo puede entrar en com­
petencia con el administrativo en los casos co­
nocidos con el nombre de asuntos contencio-
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sos administrativos. Veamos pues cuáles son
estos.

Todo juicio administrativo tiene que recaer
sobre un hecho y un derecho. El hecho será
el acto de la autoridad administrativa contra
el cual reclama el individuo, y el derecho aquel
que demanda se le conserve ante la misma au­
toridad administrativa. De manera que para
que haya contencion administrativa, ha de
fundarse la parte que reclama en la resistencia
de un hecho de la administracion que ataque
derechos preexistentes. Están por tanto fuera
de lo contencioso todas las materias que ver­
san acerca de puntos constitucionales 6 de le­
yes orgánicas, y todas aquellas resoluciones
que toma la autoridad dentro del círculo de
sus atribuciones, ya en materia de 6rden pú­
blico, ya respecto de ·los intereses colectivos
de la agricultura, industria y comercio.

Pasemos ahora á las reglas que hemos de se­
guir al fijar los límites entre lo contencioso­
administrativo y lo judicial. El primer principio
que debemos tener presente es que las leyes
positivas marcan las atribuciones de ambos
poderes, y meditando su espíritu se puede
deducir si las cuestiones contenciosas que re­
sulten son de la competencia de la administra­
cion 6 de los tribunales. Pero si la cuestion de
competencia no puede existir cuando las leyes
marcan las atribuciones de estos poderes de
un modo especial, puede existir cuando aque­
llas abrazan en términos generales y bajo una
sola atribucion 6 facultad multitud de negoci os
distintos. No hay que confundir los casos de
prioridad con los de competencia.

Hemos consignado ya el mutuo respeto que
se deben la administracion y el poder judicial,
indicando que este respeto es la base de su in-

dependencia. Pero este principio sufre bastan­
tes excepciones. Hay actos del poder adminis­
trativo que indican solamente gestion, no uso
de poder; otros que son indiferentes á las atri­
buciones del administrador, y otros que no
suponen su deliberacion. En buenos principios
el poder judicial no tiene que respetar estos
actos del poder administrativo. Así por ejem­
plo, no se considerarán como actos adminis­
trativos las funciones que ejercen los alcaldes
en los juicios de paz, juicios verbales y demás
atribuciones judiciales que las leyes les conce­
den, y tampoco deberá el poder judicial dete­
nerse ante los actos administrativos, cuando
estos reservan á los particulares sus derechos
de propiedad 6 libertad ante los tribunales
civiles.

Otras limitaciones sufre tambien el princi­
pio general de que la autoridad judicial no
puede mezclarse en los actos administrativos.
Es una de ellas que el poder judicial no debe
extender el efecto de ciertos actos mas allá de
lo que haya sido la intencion de la administra­
cion. Cuando la cuestion es entre particulares,
la autoridad judicial debe impetrar el auxilio
del administrativo para conocer toda la exten­
sion del contrato que el particular haya podio
do celebrar con la administracion, y poder así
fallar con mas conocimiento de causa.

Pero prescindamos de casos particulares
que no pueden ser objeto de este tratado, y
veamos qué deberá hacer el poder judicial in­
mediatamente que se encuentra en presencia
de un acto de la administracion. Sabemos que
la administracion unas veces obra porsí y otras
decide las cuestiones que se le presentan.
Cuando á un juez se le remita una real órden
imponiendo penas no establecidas por las le­
yes. debe desobedecerla; pero si se le presenta
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un acto que pueda menoscabar la propiedad,
debe entablar su reclamacion y esperar á que
se resuelva, obedeciendo si se falla por el jefe
del Estado contra sus principios. Cuando los
actos de la autoridad administrativa no son
voluntarios, sino decisiones sobre casos parti­
culares, estos actos podrán ser de tres clases:
absorbentes, prejudiciales ó indiferentes. Si
son absorbentes, el poder judicial tiene que
encerrarse dentro de sus atribuciones. Si un
particular trata de establecer una fábrica per­
judicial á la salud, y negado el permiso por la
autoridad acude á los tribunales, estos no pue­
den hacer nada. Podrá suceder tambien que
las atribuciones de uno y otro poder estén cla­
ramente señaladas, pero que la decision del
uno deba influir en la sentencia del otro; en
ese caso los tribunales deberán esperar á que
se resuelva la cuestion prejudicial por el poder
administrativo, para resolver despues la que es
de su competencia. Reduciendo pues á una
fórmula el principio general que debe servirnos
de guia en esta materia, diremos: 10. que todas
las cuestiones que interesan al público ó que
deben resolverse por reglas generales de inte­
rés comun, ya entre en ellas la sociedad for­
mando un todo capaz de derechos y obliga­
gaciones, ya con relacion á la generalidad de
los ciudadanos, deben ser decididas por la au­
toridad administrativa; 20. que siempre que
se trate de cuestiones entre particulares ó entre
la sociedad y un particular, pero que hayan
de resolverse por los principios del derecho
civil, corresponderá su conocimiento á los tri­
bunales.

Cuando estos principios no bastan para
mantener á cada uno de los poderes en su ór­
bita; cuando la autoridad administrativa cree
que le corresponde ejercer ciertas funciones
que son en realidad pertenecientes al poder

judicial, ó cuando por el contrario cree este
que le toca resolver sobre ciertos puntos, que
son puramente administrativos, no hay mas
remedio que acudir á un poder superior que
encierre á cada uno en el círculo de sus atri­
buciones. Este alto poder no puede ser el tri­
bunal supremo de justicia, porque entonces
los tribunales serian jueces de la administra­
cion y engrandecerian sus facultades; no pue­
de ser el poder administrativo, porque enton­
ces este seria juez de las atribuciones de los
tribunales civiles, y la propiedad, la libertad y
todos los derechos estarian á su disposicion.
No hay pues mas que una persona que, no
participando de las pasiones de ninguno de
estos poderes, puede mantenerlos dentro de
sus límites. Esta persona es el rey. El rey debe
decidir las competencias entre el poder admi­
nistrativo y el judicial. Para hacerlo con acier­
to, para que estas decisiones sean siempre
arregladas á los mismos principios, y para que
no varien segun las opiniones de los ministros,
convendrá que el rey tenga á su lado un cuerpo
que le ayude á resolver la multitud de casos
dudosos que necesariamente se presentarán.
Este cuerpo no puede ni debe ser otro que el
Consejo de Estado.

v

DE LA DIVISION TERRITORIAL

Antes de ocuparnos de las diferentes atribu­
ciones que son peculiares de las autoridades
administrativas, tenemos necesidad de tratar
de la division territorial. Para que la adminis­
tracion pública no sea un caos y para que las
autoridades administrativas sepan de qué ne-
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gocios deben conocer y hasta dónde alcanza
el libre ejercicio de sus facultades, es necesario
que los agentes de la administracion tengan un
territorio determinado dentro del cual hayan
de ejercer sus atribuciones. No entra el) nues­
tro propósito al tratar de la division territorial
hablar de lo que fué en tiempo de los Roma­
nos, ni de las diferentes divisiones territoriales
que produjeron en nuestro país ya la conquis­
ta de aquellos, ya la invasion de los Godos.
Tampoco nos interesa averiguar cuál seria en
la época de la reconquista. Variando á cada
paso los límites de la monarqu ía segun la
mayor ó menor fuerza de los gobiernos, ro­
busteciéndose de dia en dia el poder de la no­
bleza, hoy se extendian los límites del territo­
rio y mañana se acortaban. Mas tarde, cuando
la monarquía Ilegá á su completo desarrollo,
fueron un grande obstáculo para hacer una di­
vision territorial justa y arreglada, de una par­
te la multitud de fueros de las provincias y de
los pueblos, por otra la indiferencia con que
se miraban entonces estas cuestiones adminis­
trativas y la absoluta falta de conocimientos,
así de geografía como de geodesia que son ne­
cesarios para esta clase de trabajos. Pero cuan­
do se fueron conociendo las necesidades de
una buena administracion, y cuando el poder
central se fué persuadiendo de la obligacion
en que estaba de extender su influencia y pro­
teccion hasta los últimos límites del territorio,
la division territorial fué tomando algun incre­
mento, y desde entonces todos los gobiernos
ilustrados le han dado grande importancia.
Como que la division territorial es la base de
toda buena administracion, como que sin estar
regularizada la division del territorio, ni el
gobierno puede extender su influjo hasta los
últimos confines del país, ni prestar á todos
sus naturales la proteccion que de justicia les
debe, ningun gobierno ha creido posible obte-

ner todo esto sin procurar antes una buena di­
vision administrativa. Por esta razon á últimos
del siglo pasado, convencido el gobierno espa­
ñol de esta necesidad imperiosa é improroga­
ble, trató de dar algunos pasos para conseguir
este gran resultado, pasos que no fueron tan
beneficiosos como se esperaba porque no pre­
lidió el mayor acierto en la eleccion de las
personas á quienes se encomendó mision tan
difícil. Las Cortes del año 1822, en el general
impulso que trataron de dar á todos los nego­
cios de interés para el país, no olvidaron co­
municarle tambien á la division del territorio,
y en 22 de enero de dicho año la arreglaron
por una ley acomodada á las necesidades y
exigencias de la administracion en aquella
época. Pero esta division, la mas ordenada y
regular que se habia conocido en España, de­
sapareció bien pronto envuelta con otras mu­
chas reformas en la reaccion de 1823. Nada
se hizo despues sobre este asunto hasta despues
de 1833. En uno de sus últimos meses se dió
un decreto en el que al propio tiempo que se
nombraba ministro del Interior á un esclare­
cido publicista cuyos conocimientos en la
ciencia administrativa rayaban muy alto, se
le encargaba que se dedicase antes de todo á
proponer y plantear la division del territorio
como base de la administracion interior y me­
dio para obtener los beneficios que el poder
real meditaba hacer á los pueblos. Esta nece­
sidad, cuya satisfaccion inmediata se ponia
como primera condicion al nuevo ministro
del Interior, fué prontamente satisfecha y
por real decreto de 30 de noviembre de 1833
quedó dividido el territorio español de la Pe­
nínsula é islas adyacentes en 49 provincias
que tomaron el nombre de sus capitales res­
pectivas, excepto las de Navarra, Alava, Gui­
púzcoa y Vizcaya que conservaron sus anti­
guas denominaciones. Con posterioridad se ha
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dispuesto la division que hoy rige en 49 pro­
vincias, 15 audiencias, 495 partidos judiciales,
14 distritos militares, 10 arzobispados, 8 en
la Pen ínsula y 2 en Ultramar, 59 obispados,
54 en la Pen ínsula y 5 en Ultramar, y 4 de­
partamentos marítimos.

Hecha la historia de la division territorial
española, consignemos los principios generales
que se deben tener presentes para una buena
division territorial.

Las bases de toda buena división territorial
nacen de un principio sencill (sirno, La mejor
división es siempre la que mas se acerca á pro­
ducir la utilidad del país. Los términos no de­
ben ser demasiado grandes, porque la influen­
cia de la administracion no se extenderá con
igual vigor y energía á todas las partes del te­
rritorio; ni demasiado pequeños, porque en­
tonces la administracion abrumada de negocios
y de funcionarios se vería embarazada en su
marcha, y lejos de encontrar facilidad encon­
traria obstáculos en la misma division.

La igualdad es otra de las condiciones de
toda buena division; mas para establecerla, no
podemos admitir el principio exclusivo de
igualdad de extension del territorio, porque
en unas partes estaria el país muy poblado y
faltarían agentes de la administracion, mien­
tras que otras estarian desiertas y tendrian de­
masiadas autoridades; y tampoco el principio
exclusivo de igualdad de poblacion y de rique­
za, porque resultarían las mismas dificultades,
pues aplicado este principio á las provincias
de Asturias y Galicia, donde en legua cuadra­
da hay un extraordinario número de habitan­
tes, no se podria acomodar á las provincias de
Castilla, donde el número es mucho menor.
Lo mas conveniente, por lo tanto. nos parece

establecer un máximum y un mínimum, así
de poblacion y de riqueza como de extension
territorial, y acomodando despues á esta regla
todas las divisiones del territorio, se evitan to­
dos los inconvenientes.

Otro de los principios que deben guiarnos
en toda buena division territorial es respetar
los límites de las antiguas provincias. Es indu­
dable, sin embargo, que borrando esos límites,
se destruirian los muchos obstáculos que opo­
nen á la marcha del gobierno esos hábitos, esas
costumbres y ese carácter distinto que se ad­
vierte entre los habitantes de las provincias de
España. Pero la antigua división del territorio
español no es obra de los gobiernos ni de los
hombres, es mas bien obra de la naturaleza; la
division de las provincias es muchas veces re­
sultado de las montañas que las separan, de
los rios que las cortan, de las vicisitudes por
que han pasado, yen una palabra, de esa mul­
titud de causas que han venido á formar en el
espacio de catorce siglos las diferentes provin­
cias de la monarqu ía española. Conviene, pues,
al legislador atender á este principio y no cho­
car con los hábitos adquiridos; pero si para las
necesidades de la administracion es necesario
separar una porción de pueblos de una á otra
provincia, debe hacerse sin tener en cuenta el
espiritu exagerado de localidad.

Otra de las cuestiones, y de las mas graves
en toda division territorial, es el punto en que
debe establecerse la capital de la provincia. La
capital de una provincia ó de un partido tiene
dos objetos: uno, servir al gobierno; y otro,
servir á los administrados; debe por tanto fi­
jarse en aquel punto en que se reunan la ma­
yor utilidad para el ejercicio de la administra­
cion y la mayor utilidad para que la accion
administrativa pueda ser provechosa á los ad-
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ministrados. Para el interés de estos, donde
está el centro de la poblacion debe establecer­
se la capital. Pero no siempre va este interés
unido al del gobierno. La accion del gobierno
central debe ejercerse, mas que en los centros
del territorio, en los de tráfico y comercio;
por consiguiente en su interés está el que las
capitales se hallen establecidas en aquellos
puntos donde su presencia y su accion son
mas necesarias. Por el contrario la accion ju­
dicial debe estar en el centro del territorio,
porque el poder judicial no debe tener influen­
cia en la administracion. Una provincia que
tiene grande extension de costas necesita que
su autoridad administrativa esté situada á la
ori lIa del mar, porque all í está el centro de la
vida comercial del pa ís y all í tiene su punto
de partida el desarrollo de la pública prospe­
ridad. Además como la administracion tiene
tambien relaciones con los gobiernos extran­
jeros y con los súbditos de estos que visitan
nuestras playas, situada la capital en un punto
de la costa, los agentes administrativos tienen
mas facilidad de llevar á cabo los deberes que
les imponen las leyes del derecho internacio­
nal.

Prescindiendo de estas dificultades morales
y de las materiales nacidas del atraso de la too
pografía y la geodesia en nuestro país, una
buena division territorial tiene que contar con
diversos elementos. El primer elemento son
los ayuntamientos, entran despues los partidos
judiciales, y por último las provincias. Los
ayuntamientos, hijos de las relaciones de fa­
milia y de vecindad, establecen entre los ha·
bitantes de un pequeño territorio lazos natu­
rales que no pueden romperse y que no hay
administracion por fuerte que sea que pueda
destruir. La division de partidos judiciales, por
el contrario, no está tan en las entrañas de la

sociedad, porque no es de todas las épocas, de
todos los días, y es menos úti 1y menos nece­
saria. Si de los partidos judiciales pasamos á
las provincias, advertimos que á medida que
se va ensanchando la esfera de la division del
territorio, se van extinguiendo los lazos que
unen al hombre con la division territorial. De
aqu í el que se entienda por division artificial
aquella en que la administracion ejerce la ma­
yor influencia posible que es en la division por
provincias y partidos, y se entienda por natural
la que forman los ayuntamientos. En la divi­
sion por provincias rara vez pierden los parti­
culares en sus intereses materiales, al paso que
cuando se trata de variar las divisiones de
ayuntamiento los particulares sufren en sus
intereses, porque se ven privados de los apro­
vechamientos comunes de aguas, pastos y
montes que antes tenian. Por esta razon cree­
mos que siendo la division del territorio de
tanta influencia, asi para los intereses materia­
les como para los poi íticos de los ciudadanos,
solo por una ley debe separarse una porcion
de territorio de un ayuntamiento para unirlo
á otro. No se pierda de vista que la division
del territorio en ayuntamientos es la creacion
de una unidad de las muchas que componen
el cuerpo social, y la creacion de esta unidad
lleva consigo el ejercicio de derechos poi íticos
y administrativos que hacen necesaria la con­
currencia del poder legislativo para resolver
estas cuestiones.

Respecto al establecimiento de ayuntamien­
tos nuevos y á la supresion de los antiguos, las
diputaciones provinciales deberán tomar razon
exacta del número del vecindario de cada pue­
blo donde haya de establecerse ayuntamiento,
para que si llegase por sí ó por su comarca á
mil almas, se establezca desde luego; y si no
llegase á este número, pero por otras razones
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de bien público conviniese establecerlo, se for­
ma el expediente instructivo que las haga
constar. Por lo que respecta á la supresion de
ayuntamientos, pueden prepararse de dos mo­
dos, ó presentando los individuos de la muni­
cipalidad, una exposicion á la diputacion pro­
vincial, alegando las causas que justifican la
supresion de aquel ayuntamiento, ó proce­
diendo de oficio la diputacion á reunir los da­
tos que prueben la necesidad de la supresión,
y de los cuales es el primero que el número de
vecinos no llegue á 50 y que no tengan los me­
dios suficientes para sostener la municipalidad.

Establecidos estos principios generales, di­
gamos, para concluir esta materia, que la di­
vision territorial se divide en varias clases. Pri­
mero: la division administrativa establecida
por la ley de 30 de noviembre de 1833; 20. la
division judicial, arreglada á esta ley en 1834;
30. la division militar; 40. la division de ma­
rina, y 50. la eclesiástica.

VI

DE LA ADMINISTRACION CENTRAL

Para proceder con órden en este tratado, una
vez dilucidados someramente los principios
fundamentales de la ciencia; á saber, la unidad,
la centralizacion, el derecho administrativo,
el poder legislativo, administrativo y judicial,
la jurisdiccion y las competencias, y la division
territorial, estamos en el caso de trazamos el
círculo que nos proponemos recorrer.

Trataremos pues primeramente de las ins-

tituciones que funcionan en el centro del Es­
tado y de sus atribuciones.

En segundo lugar de las instituciones mu­
nicipales.

En tercer lugar de las que dicen relacion á
las provincias, y por último del modo de pro­
ceder en los negocios contenciosos de la ad­
ministracion.

Enlazadas á estas grandes cuestiones, tratare­
mos las no menos importantes del órden pú­
blico, de los sistemas carcelarios, de los debe­
res de la administracion respecto á la sanidad
é higiene pública, de la agricultura en todas
sus ramificaciones, de la industria, del comer- •
cio, de las aduanas y de los aranceles, de los
tratados de comercio, exposiciones públicas,
montes de piedad y caja de ahorros, de la in­
dustria minera, de la moneda, de los pesos y
medidas, de los mercados, de los caminos y
canales, de los correos, de los intereses mora­
les, de las diversiones públicas, de la imprenta,
de la instruccion pública en todas sus escalas,
y por último de la beneficencia pública y de
los derechos que la administracion tiene res­
pecto á las personas.

Empecemos por la administracion central.

Para que la administracion produzca todos
sus resultados y contribuya á la ejecucion de
las leye~ es necesario que todos los extremes
de la jerarqu ía administrativa, residentes en
el territorio español, vengan á parar á una ma­
no y tengan una misma direcciono Todos los
agentes de la administracion están por tanto
subordinados á una persona, única á quien las
constituciones conceden el poder ejecutivo,
que es el rey. Pero como este no puede ejercer
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por sí ciertas atribuciones, se ve en la necesi­
dad de servirse para la di reccion general de la
administracion del Estado de cierto número
de agentes que se llaman ministros, los cuales
ejercen el poder ejecutivo, delegando á su vez
en otros empleados sus funciones administra­
tivas en las diferentes divisiones territoriales.
El ministerio de Estado, cuya mision está re­
ducida á mantener las relaciones de España
con las demás potencias, necesita servirse de
agentes especiales para este objeto, los cuales
se conocen con el nombre de cónsules, minis­
tros, enviados y embajadores. El ministerio de
Gracia y Justicia, que ejerce sus atribuciones
en el interior del país, necesita tener cerca de
sí un tribunal supremo que sea el regulador
de la administracion de justicia dentro de la• nacion, en las provincias sus audiencias, y en
los partidos sus jueces de primera instancia.
El ministerio de Hacienda tiene en las provin­
cias sus inspectores, y sus administradores en
los partidos. El de la Gobernacion tiene en
las provincias sus gobernadores, yen las cabe­
zas de ayuntamiento sus alcaldes. El de Fo­
mento sus inspectores, sus comisarios de mon­
tes; el ministerio de la Guerra, sus capitanes
generales, gobernadores, comandantes gene­
rales y comandantes de armas, y el de Marina
sus jefes de departamento y sus capitanes de
puerto.

De esta manera se comunica la accion del
poder ejecutivo desde la capital de la rnonar­
qu ía hasta la mas remota aldea.

Pero concretándonos al ministerio de la Go­
bernacion, que es á quien verdaderamente co­
rresponde gobernar, vemos en él cuatro órde­
nes de agentes. Primero el rey, despues los
ministros, luego los jefes poi íticos. y por últi­
mo los alcaldes de ayuntamiento. Al órden y

distribucion de estos agentes llamamos jerar­
qu ía administrativa. Mas como la adrnlnis­
tracion necesita que la aconsejen en casos de
difícil resolucion, tiene á su lado cuerpos con­
sultivos. El país por otra parte ejerce su in­
fluencia en la administracion por medio de
sus representantes, centinelas perpetuos de los
actos del gobierno, como las diputaciones lo
son de los jefes poi íticos y los ayuntamientos
de los alcaldes.

Los agentes de la administracion general
deben reunir cuatro circunstancias, que son
dependencia, responsabi lidad, capacidad y
residencia. La claridad de estas ideas no nos
excusa de analizar una por una estas condicio­
nes .

Empecemos por e I rey.

El rey en las monarqu ías constitucionales,
como colocado en el punto mas elevado de
la escala poi ítica, es el primero de los funcio­
narios públicos, el primer general, el primer
magistrado, el primer ciudadano del país; en
una palabra, el jefe de la administracion y del
poder ejecutivo. Irresponsable por la constitu­
cion del Estado, tiene atribuciones puramente
legislativas, otras como representante de la
nacion, otras como fuente de toda justicia y
atribuciones puramente administrativas. Como
parte del poder ejecutivo tiene la iniciativa de
las leyes y la facultad de reunir las Cortes,
convocarlas, prorogarlas, suspender sus sesio­
nes y disolver el congreso de los diputados.
Como representante de la nacion y jefe de su
gobierno, nombra sus embajadores, dirige las
relaciones extranjeras, forma los tratados de
alianza, de comercio, de paz y de guerra, si
bien con la concurrencia de las Cortes, dispo­
ne de la fuerza armada, decreta la inversion de
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los fondos públicos. Fuente de justicia, nombra
jueces y magistrados para todos los tribunales,
manda formar causa á los que no cumplen con
sus deberes, indulta á los delincuentes y dirime
todas las competencias, así de jurisdiccion co­
mo de atribuciones que entre las autoridades
puedan surgir. Jefe de la administracion, la
Constitucion le concede la facultad de expedir
órdenes, decretos y reglamentos para la ejecu­
cion de las leyes, nombra todos los empleados,
dirige y pone su cuño en la moneda, y vela
por último por la conservación del órden pú­
blico en el interior del país. Pero, no obstante
lo omn ímodo de su poder, necesita estar au­
torizado por una ley especial para enajenar,
ceder ó permutar cualquiera parte del territo­
rio español, para admiti r tropas extranjeras
en el reino, para ratificar, como hemos dicho,
los tratados de alianza defensiva, los especia­
les de comercio, y los que estipulen dar subsi­
dios á alguna potencia extranjera, y para abdi­
car la corona en su inmediato sucesor.

La extension de las funciones administrati­
vas que están conferidas al rey y su irresponsa­
bilidad constitucional, hace indispensable la
delegacion del poder administrativo en otros
funcionarios. Estos funcionarios, colocados
en primera línea entre todos los empleados
públicos, son los ministros.

El rey considerado como funcionario públi­
co tiene sus honores y consideraciones, y
mientras está dentro del territorio de su na­
cion, es en todas partes la primera persona.
Pero estos honores, mas que al hombre, se dan
al principio, á la institucion de la monarqu ía
que representa, á la sociedad que personifica,
á la nacion que simboliza en sus intereses per­
manentes. Además de estas consideraciones,
la Constitucion da á la autoridad real los re-

cursos indispensables para sostener el brillo de
la corona, y por esto las Cortes fijan al princi­
pio de cada reinado la dotacion del rey y de
su familia.

Hemos consignado ya las atribuciones que
competen al monarca, y aunque especialmente
por la índole de este tratado nos debemos fijar
en las funciones administrativas, nos ocupare­
mos con brevedad de dos clases de funciones
poi íticas que ejerce el monarca libremente y
que influyen mucho en la marcha administra­
tiva del país. Estas funciones son el nombra­
miento de los ministros y la convocacion y
disolucion de las Cortes. El nombramiento de
los ministros es libre, libérrimo, segun la Cons­
titucion, pero tiene que acomodarse, sin em­
bargo, á ciertos principios y á determinadas
prácticas, á las que no debe faltar el rey en los
sistemas constitucionales. El principio consti­
tucional en esta materia es que los ministros
deben salir siempre de la mayoría del Parla­
mento, porque si no salen de ella, ni represen­
tarán la opinion del país, ni este se gobernará
por su voluntad. El célebre publicista M. Gui­
zot dice á este propósito: que "si no salen los
ministros del Parlamento, no toman de él su
fuerza, sino de otra parte, y el gobierno repre­
sentativo es una mentira."

La segunda funcion poi ítica de que debemos
ocuparnos es la prerogativa de convocar y di­
solver las Cortes. Como estas representan le­
galmente la opinion del país, el ministerio,
intérprete tambien de esta, presenta á las Cor­
tes su pensamiento, así en política como en
administracion. Si la mayoría participa del
pensamiento del ministerio, sigue este gober­
nando el país con el apoyo de las Cortes; pero
si por el contrario la mayoría le rechaza, el
ministerio se retira del poder, Ó, lo que es mas
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frecuente, la Corona apela á la nacion para
que falle entre el pensamiento de las Cortes y
el del ministerio.

Descartadas estas dos cuestiones de derecho
poi ítico, fijémonos en las funciones puramen­
te administrativas que la Constitucion conce­
de al rey.

El monarca ejerce las funciones administra­
tivas para la aplicacion de las leyes de tres ma­
neras: por medio de reales órdenes, por medio
de reales decretos, y por medio de reglamen­
tos. Estas tres cosas, diferentes en la forma,
son casi idénticas en su esencia. Los reales de­
cretos emanan de la voluntad expresa del rey
y llevan la firma del ministro; las reales órdenes
emanan de la voluntad del ministro, previa
la autorizacion del monarca, y los reglamentos
son aquellas disposiciones que dan los minis­
tros, determinando las circunstancias á que
hay que atender para la ejecucion de una ley.

Hemos dicho ya que entre las atribuciones
administrativas del rey están la de cuidar de
la fabricacion de la moneda y decretar la in­
version de los fondos destinados á cada uno
de los ramos de la administracion pública.
Constitucionalmente no puede hacerse ningun
gasto en el país sin que las Cortes concedan
la facultad de hacerlo en la ley general de pre­
supuestos. Esta cuestión, que parece muy sen­
cilla, ofrece en la práctica graves dificultades.
Para obviarlas todas es lo mas conveniente que
el gobiemo no se exceda de las atribuciones
que las Cortes le conceden en la ley de presu­
puestos, pero que disponga de los fondos y los
aplique á las atenciones que crea mas prefe­
rentes, arrastrando la responsabilidad moral
que va siempre unida á cada uno de sus actos.

El nombramiento y la separacion de em­
pleados es otra de las facultades administrati­
vas que corresponden al rey. Para el buen ejer­
cicio de esta facultad no se conocen mas reglas
que las de la prudencia y circunspeccion. El
rey tiene por la Constitucion esta facultad
libérrima, facultad que es absolutamente ne­
cesaria. Los ministros son por la ley funda­
mental responsables, y sin la facultad de elegir
libremente á sus agentes no se les podria exigir
su responsabilidad. Todos los empleados ejer­
cen funciones de confianza y de lealtad, y
cuando los ministros no tienen la seguridad de
su sincera adhesion están en el caso de sepa­
rarlos con entera libertad. Para esta separación,
sin embargo, hay ciertas reglas que, si no se
fundan en principios generales, las puede fijar
en cada caso particular el tino y la prudencia
de los que gobiernan.

Para el libre ejercicio de todas estas facul­
tades tiene el rey la garantía de la inviolabili­
dad, si bien esta inviolabilidad tiene por fun­
damento la responsabilidad de los ministros.
Los ministros, segun la feliz expresion de Ma­
carell, son como los pararayos que se colocan
en los grandes edificios y los libertan de los
estragos de las tempestades. El rey, por tanto,
es inviolable porque son responsables los mi­
nistros, y porque no puede mandar nada en
el ejercicio de su autoridad sin la firma del
ministro á quien corresponda.

Todo esto puede hacer el rey como jefe de
la administracion; lo que no puede hacer lo
hemos indicado ya al tratar de la diferencia
del poder legislativo y ejecutivo. Entre estas
cosas que no puede, se cuentan: 10. modificar
las leyes establecidas; 20. resolver por sí las
cuestiones de grande interés ó que abracen
todo el territorio; 30. resolver sobre los dere-



F. DE PAULA MADRAZO MANUAL DE ADMINISTRACION (1) 39

chos civiles de los particulares, y 40. imponer
gravámenes de cualquier especie, que no estén
establecidos por las leyes.

Al hablar de la inviolabilidad del rey, he­
mas dicho que esta supone necesariamente la
existencia de ministros responsables que ejer­
zan las funciones administrativas bajo su su­
prema direcciono Pasemos pues á ocuparnos
de estos segundos agentes de la administracion.

En el año de 1705, y bajo el reinado de Fe­
lipe V, se crearon por primera vez dos secre­
tarías del Despacho, que se repartieron la de­
cision de todos los negocios del Estado. En
1714 se aumentaron otras dos; y en los reina­
dos de Fernando VI, Carlos 111, Carlos IV y
Fernando VII recibieron estas oficinas princi­
pales diversas modificaciones, ya aumentándo­
se en la primera época constitucional con el
ministerio de la Gobernacion, ya disminuyén­
dose en la época del gobierno absoluto con la
supresion de aquel.

Los ministros son de libre nombramiento
del rey, y si considerados segun la ley funda­
mental, no son otra cosa que unos secretarios
que firman lo que el rey acuerda sobre todos
los ramos de la administracion, considerados
en la práctica del gobierno constitucional son
los primeros jefes de la administracion central
del país y tienen á su cargo el gobierno de la
nacion; tienen atribuciones como gobierno en
Consejo de ministros, y tienen además atribu­
ciones especiales. Reunidos en Consejo resuel­
ven todas las cuestiones de interés general, y
se ponen de acuerdo respecto al sistema poi í­
tico y administrativo que se proponen llevar
á cabo. Otra atribucion importantísima, si
bien rara, tienen los ministros en Consejo ó
formando un todo como gobierno: tal es la

que les concede el arto 60 de la Constitucion,
de gobernar provisionalmente el reino hasta
que se haga el nombramiento de regencia en
los casos en que vacare la corona.

Vengamos ahora á las funciones de los mi­
nistros en particular. Los ministros, al frente
de cada uno de los ramos que les están enco­
mendados, desarrollan el pensamiento que
domina en el Consejo, y sin el cual no hay mi­
nisterio posible, porque no se concibe en los
sistemas representativos un gobierno que no
tenga por objeto la realizacion de un pensa­
miento, mas Ó menos grande, abrazando para
llevarle á cabo una serie de medidas políticas
administrativas y de gobierno, que es lo que
constituye el sistema que se propone llevar
adelante con el auxilio de las Cortes, en la par­
te que sea necesario. Por eso los ministros tie­
nen atribuciones legislativas y otras puramente
administrativas. Consisten las primeras en pro­
poner á las Cortes los proyectos de ley que
creen convenientes al país, en asistir á su dis­
cusion, en sostenerla y en admitir ó desechar
las adiciones ó enmiendas que á ellas se hagan
en cada uno de los cuerpos colegisladores. Las
atribuciones administrativas que ejercen los
ministros como representantes del poder eje­
cutivo, son todas aquellas que hemos dicho
corresponden al rey, teniendo en cuenta que
al expedi r las reales órdenes, las instrucciones,
las circulares y los reglamentos que son nece­
sarios para la ejecucion de las leyes, deben pe­
netrarse del espíritu de estas y llevarlas á efec­
to sin torcerlas, interpretándolas con toda la
buena fe posible, y haciendo que los reqla­
mentos no sean otra cosa que un reflejo de
esas mismas leyes, en los infinitos casos á que
el legislador no ha podido descender.

Ejercen tambien como funciones de tutela
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todas las que son propias del poder ejecutivo;
tienen la facultad de nombrar los empleados
de sus respectivas dependencias, de separarlos
con entera libertad, y hasta de castigarles en
determinados casos por las faltas que puedan
cometer en el desempeño de sus obligaciones.

Jefes los ministros de la administracion en
su ramo respectivo, cada uno debe encerrarse
dentro del círculo que le está trazado sin tras­
pasar sus límites. Ejecutores del poder admi­
nistrativo, como que este se ejerce sin fórmulas
determinadas las mas veces, no tienen modo
constante de proceder, y obran en este punto
con la libertad de accion mas completa. En
ocasiones oyen el consejo de los cuerpos á
quienes consultan de ordinario; en otras obran
por sí sin consulta alguna, porque de la marcha
libre y desembarazada de la administracion
pende el buen órden de los negocios y hasta la
felicidad del país, y así en uno como en otro
caso sus disposiciones tienen que obedecerse y
no pueden ser contrariadas por ninguno de los
agentes, ni de los cuerpos administrativos que
tienen bajo su dependencia. Solo en muy de­
terminados casos es lícito á estos representar
respetuosamente contra ellas, exponiendo las
razones en que se funda su oposicion, pero
este derecho no alcanza hasta el punto de re­
sistirse á cumplirlas.

Atribuciones tan inmensas, facultades tan
extraordinarias como las de que la ley funda­
mental reviste á los ministros, no tienen por
contrapeso otra garantía para el país que la de
la responsabilidad ministerial, verdadera tela
de araña, como la ha llamado un publicista
eminente, que pueden romper á su capricho.
Por la Constitucion, las Cortes tienen la facul­
tad de hacer efectiva la responsabilidad de los
ministros, los cuales serán acusados por el con-

greso y juzgados por el senado. Recientemente
se ha dictado una ley para los casos en que el
senado se constituya como tribunal de justicia.

Pero la cuestion de responsabilidad es tan
grave que merece bien que le consagremos al­
gunas reflexiones. Esta responsabilidad puede
pesar unas veces sobre el Consejo de ministros
y otras sobre cada uno de estos en particular.
Pesará sobre el Consejo, cuando las disposicio­
nes administrativas generales hayan emanado
del Consejo, y sobre los ministros cuando se
trate de disposiciones que se deriven de su vo­
luntad.

Es cuestionable cuáles son las facultades del
poder ejecutivo que están sujetas á responsabi­
lidad. Algunos publicistas creen que no puede
exigirse, siempre que se trate de las atribucio­
nes del poder real como moderador. De ma­
nera que, segun su opinion, no cabe la respon­
sabilidad en los casos de indulto ó gracia de
un delincuente, de decision de las competen­
cias entre los tribunales y la administracion, y
disolucion, convocacion ó próroga de las Cor­
tes. Esta doctrina, sin embargo, no es comple­
tamente constitucional, pues declarando la
Constitucion al consignar la inviolabilidad del
rey que son los responsables los ministros, y
no señalando por qué clase de atribuciones lo
son, debemos suponer que por todas cuando
las ejerzan en perjuicio del país, ora pertenez­
can al poder moderador del rey, ora á cual­
quier otra rama del poder ejecutivo.

Conocidas las atribuciones que correspon­
den así al Consejo de ministros como á cada
uno de los ministros en particular, señalemos
los objetos sobre que versan las de cada minis­
terio.
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El primero que se presenta es la secretaría
de Estado. El ministro de Estado tiene á su
cargo la direccion de las negociaciones extran­
jeras; nombra los ministros, los enviados, los
embajadores y los cónsules que representan á
España en las demás naciones; conserva las
relaciones que cree necesarias; ratifica los tra­
tados así de paz como de guerra, dando des­
pues cuanta documentada á las Cortes, y cuan­
do estas le autorizan los de comercio, navega­
cion y de cualquier otra clase que son.

El ministro de Estado ejerce además dentro
del país la facultad de conceder honores y dis­
tinciones, como el toison de oro, la cruz de
Carlos 111, la de Isabel la Católica, etc.; man­
tiene relaciones con la corte de Roma aun en
los casos en que las relaciones poi íticas están
interrumpidas, y por su conducto se dirigen
todas las preces que hay que elevar al Sumo
Pontífice, ya sobre concesiones de indulgen­
cia, ya en solicitud de dispensas para contraer
matrimonio, y de breves para establecer ora­
torios.

Del ministerio de Estado dependen la secre­
taría de la interpretacion de lenguas; la junta
consultiva de Estado; la diputacion permanen­
te de la grandeza; el cuerpo colegiado de ca­
balleros hijo-dalgos y las asambleas de las ór­
denes.

El ministro de Gracia y Justicia está al fren­
te de todos los tribunales del reino, tiene la
facultad de nombrar y ascender á los emplea­
dos en la magistratura, de excitarles en ciertos
casos para que formen causa á determinados
delincuentes, y de procurar que se les encause
y se les castigue cuando sean morosos en el
cumplimiento de su deber. Tiene además la
atribucion especial de velar por la conservacion

•

de las regal ías de la corona, cuidando de que
las autoridades eclesiásticas no introduzcan
doctrinas perjudiciales á la independencia de
la Iglesia de España.

Abraza, pues, este ministerio todo lo relati­
vo á la mas expedita administracion de justicia
en cuanto depende ó tiene relacion con los tri­
bunales civiles y eclesiásticos; entiende en los
privilegios de nobleza, indultos, dispensas de
ley y demás de gracia, en la provision de pre­
bendas eclesiásticas, en el arreglo del clero ca­
tedral y parroquial, exclaustrados y tribunal
especial de las órdenes.

La organizacion del poder judicial en Espa­
ña es la siguiente: un tribunal supremo de jus­
ticia, compuesto de un presidente y quince
magistrados; un tribunal especial de las órde­
nes; 19 audiencias territoriales; 495 juzgados
de la. instancia distribuidos en 473 poblacio­
nes, y los juzgados de paz ó municipales que
existen en todas las poblaciones del reino á
cargo de los alcaldes y tenientes de alcalde.

El clero español se compone de arzobispos,
obispos, dignidades, canónigos, racioneros,
medios racioneros, beneficiados y curas párro­
cos. Los arzobispos son 10, 8 en la Península
y 2 en Ultramar; los obispos sufragáneos 59 y
4 exentos. Hay en España 65 catedrales, 90
colegiatas, capi 11 as reales, abad ías y magistra­
les y 21,065 parroquias. Extinguidas las co­
munidades religiosas por la ley de 29 de julio
de 1837, desaparecieron 1940 conventos de
religiosos, quedando solo 8 en Ultramar, tres
colegios para las misiones de Asia, estableci­
dos en Valladolid, Ocaña y Monteagudo; las
casas de Padres Escolapios dedicados á la en­
señanza; las hospitalarias de San Juan de Dios;
las de las Hermanas de San Vicente de Paul,
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las casas de Beatas de hospitales y enseñanza,
los colegios y conventos de los santos lugares
de Jerusalen, y 660 conventos de religiosas en
los que se albergan mas de 12,000, la mayor
parte ancianas. Las secularizadas pasan de
1,000 Y el número de exclaustrados asciende
á 14,000.

El ministro de Hacienda tiene á su cargo la
fortuna pública, y es una de sus primeras obli­
gaciones formar los presupuestos y presentar­
los á las Cortes. Le pertenece asimismo todo
lo que se refiere á la recaudacion de los fondos
públicos, así en contribuciones directas como
indirectas, á la administracion de los bienes
nacionales, y á la venta de los mismos, á la li­
quidacion de la deuda del Estado, al pago de
sus intereses, á aduanas y aranceles. Ejerce sus
funciones administrativas en las provincias por
medio de los gobemadores, de los adminis­
tradores de rentas, de los subdelegados y re­
caudadores, y para descargarse de algunos ne­
gocios y proceder con mas acierto, tiene las
direcciones de contribuciones directas, con­
tribuciones indirectas, rentas estancadas,
aduanas, aranceles y loterías; la Comisaría ge­
neral de Cruzada, la Direccion general del te­
soro público y la Contaduría general de reino.

El ministerio de la Guerra, segun la feliz ex­
presion de un profesor español muy aventajado
en la ciencia de la administracion, es una na­
cion dentro de otra nacion; pues tiene atribu­
ciones de gobierno, tanto administrativas como
de justicia y como económicas, y reune todas
las que puede ejercer un gobierno centralizado.
Al ministro de la Guerra corresponde en la
parte legislativa proponer á las Cortes la fuerza
militar de tierra que repute necesaria, y en la
parte administrativa organizar esta en batallo­
nes y divisiones, nombrar sus jefes, y conceder

cruces y honores militares. Para la administra­
cion de justicia civil y criminal, tiene el tribu­
nal supremo de guerra y marina, cuyos minis­
tros nombra, así como los agentes militares
esparcidos en toda la superficie del territorio
español. Ejerce además el derecho de aprobar
las sentencias que van en consulta desde los
Consejos de guerra. En el ramo de Hacienda
tiene bajo su dependencia la administracion
militar; entiende en las obras de fortificacion,
y tiene bajo su inspeccion las direcciones ge­
nerales de caballería, de infantería, de ingenie­
ros y de artillería. Cuida de las fábricas de ar­
mas, y cuenta bajo sus órdenes el vicariato
castrense y el cuerpo de sanidad militar.

El ministro de la Gobernacion del reino tie­
ne á su cargo la administracion civil del país,
y son por lo tanto de su atribucion privativa
la estad ística general del reino, y la fijacion
de los límites de las provincias ó pueblos, las
nuevas poblaciones, los montes y arbolados,
las roturaciones y cerramientos de tierras, la
distribucion y aprovechamiento de los propios,
comunes y bald íos, las minas, las canteras, la
caza y pesca, la imprenta, los correos, postas
y diligencias, los establecimientos de caridad y
beneficencia, los ayuntamientos, el ramo de
sanidad, las diversiones públicas, la policía ur­
bana y rústica, y la de seguridad interior y
exterior, la persecucion de vagos y mal entre­
tenidos, las cárceles, casas de correccion y pre­
sidios, los sorteos para el ejército, las diputa­
ciones y consejos provinciales, las elecciones
de ayuntamiento, de diputados provinciales y
diputados á Cortes, y la imprenta nacional.

El ministro de la Gobernacion ejerce sus
funciones en las provincias por medio de los
gobemadores, de las diputaciones y ayunta­
mientos.
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El ministro de Marina desempeña todas las
atribuciones que se refieren á este ramo. Nom­
bra el presidente y vocales del almirantazgo,
los generales, mayores y demás jefes de los
departamentos, los de artillería de marina,
los de buques, tercios y provincias, los audi­
tores y asesores, los intendentes, contadores
de tercios y provincias, los directores del ob­
servatorio astronómico de San Fernando, del
depósito hidrográfico, y los catedráticos de
los colegios de San Telmo, de Málaga y Sevilla.
En la parte judicial tiene las mismas facultades
que el ministro de la Guerra. Dirige instruccio­
nes á los comandantes de buques segun las cir­
cunstancias y tratados con las demás poten­
cias, y convoca los matriculados al servicio.
En la parte económica tiene bajo su direccion
la fábrica de la cavada, ordena la construccion
y carena de buques, y las obras hidráulicas de
los puertos. Da los reglamentos de pesca en
aguas saladas, vigi la el cuerpo de la administra­
cion marítima, y subasta el almanaque civil.
Tambien nombra los médicos, cirujanos de la
armada, los capellanes de marina y los cons­
tructores hidráulicos.

El ministerio de Fomento, de creacion re­
ciente, es en la actualidad uno de los mas im­
portantes por la justa preferencia que se da en
esta época á todo lo que tiene relacion con el
fomento de los intereses materiales del país.
Los cuatro grandes ramos que están bajo su
cuidado son el comercio, la instruccion públi­
ca, las obras públicas y la agricultura. Hé aqu í
detalladamente todos los negocios correspon­
dientes á estos ramos en que entiende dicho
ministerio.

Comercio. Organizacion y personal de las
juntas de comercio. Nombramiento de sus em­
pleados, organizacion y personal de los tribu-

nales del ramo con sus empleados y dependen­
cias. Organizacion y personal de la adminis­
tracion é inversion de los fondos que recaudan
las juntas de comercio. Los negocios relativos
al aumento ó reduccion de derechos de irnpor­
tacion ó exportacion, ó al recargo ó supresion
de arbitrios cuyas decisiones en último resul­
tado corresponden al ministerio de Hacienda.
Los incidentes sobre mejora y fomento de ca­
botaje. La concesion de ferias y mercados. El
arreglo de pesos y medidas. Los expedientes
gubernativos sobre el cumplimiento del código
de comercio y ley de enjuiciamiento del ramo.
Las casas, lonjas y bolsas de comercio. Las
consultas del ministerio de Estado sobre tra­
tados de comercio é incidencias del ramo con
las demás naciones.

Instruccion pública. Universidades. Insti­
tutos de 2a. enseñanza. Colegios de humani­
dades. Colegios de sordo-mudos. Escuela de
taquigrafía. Colegio de ciegos. Instruccion pri­
maria. Veterinaria. Academias y demás socie­
dades, lieterarias y científicas. Escuelas de
bellas artes. Bibliotecas. Archivos. Museos.
Conservatorio de música y declamacion. Con­
servatorio de artes y escuelas industriales. Pro­
piedad literaria. Premios á sabios, literatos y
artistas. Comision de monumentos históricos
y artísticos.

Obras públicas. Carreteras y ferro-carri les,
canales de navegacion y de riego, acequias,
obras públicas y privadas de los rios navega­
bles y flotables; y policía de los caminos. De­
sagüe de lagunas y formacion de pantanos.
Las obras de mar y todas las accesori as de los
puertos, su limpia y conservacion, fosos, ho­
yas y valizas. La junta consultiva de estos ra­
mos, el cuerpo de ingenieros y su escuela es­
pecial. Portazgos, barcajes, aranceles y tarifas
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de peaje y trasporte de toda vía pública, ad­
ministracion y arriendo de sus productos.
Concesiones y contratas de estos ramos. La
construccion de las líneas telegráficas. Los
monumentos y edificios costeados por el Es­
tado.

Agricultura. La proteccion y fomento de
los diversos ramos de la agricultura, los pro­
yectos de ley para su mejora y desarrollo. La
enseñanza y perfeccion de los procedimientos
agrícolas. La introduccion de nuevos y útiles
cultivos. El establecimiento de escuelas espe­
ciales del ramo. La destruccion de las plagas
del campo. Premios y recompensas á los culti­
vadores. Usos y aprovechamientos de las pro­
ducciones agrícolas.

Tambien corresponde al ministerio de Es­
tado la parte de gobemacion de Ultramar. Es
una necesidad reconocida por todos el estable­
cimiento de un ministerio que se encargue de
esa parte tan importante de la monarqu (a, que,
lejos del gobierno central, necesita por lo mis­
mo su especial proteccion y sobre todo ser
dirigido por una sola mano. En otros países
se halla establecido un ministerio de Colonias
que tiene á su lado un Consejo especial de per­
sonas inteligentes, conocedoras de aquellos
países remotos que pueden evitar los incon­
venientes de medidas graves ó impremeditadas
que, dictadas aqu í con la mejor buena fe y sin
conocimiento de causa, pueden producir en
aquellos países lamentables conflictos y tristes
consecuencias.

Los ministros que, como hemos dicho, son
los jefes de la administracion, necesitan una
serie de funcionarios que les auxilien en el de­
sempeño de sus respectivas atribuciones. Para
este objeto hay establecidas en la corte una

porcion de oficinas con el nombre de Direc­
ciones generales, que comparten con el minis­
terio la carga de la administracion en el ramo
que les esta encomendado.

Las Direcciones generales, segun se hallaban
antes establecidas, contaban con muchos de­
fensores y no con pocos enemigos. Es induda­
ble que la accion de un jefe que tiene á su car­
go un ramo especial de administracion, es mas
eficaz y mas enérgica;' contribuye á que los
negocios se resuelvan con mas acierto, y de­
sembaraza la del ministro del ramo para que
pueda atender á los asuntos de interés general.
Pero á la vez que prestan estos servicios, tienen
el inconveniente de que embarazan la marcha
de la administracion, excentralizan hasta cier­
to punto la di reccion de los negocios, é impi­
den á veces que vayan estos marcados con el
sello del acuerdo y la unidad que son tan con­
venientes. Daban tambien lugar las Direcciones
á choques que son inevitables, porque si el
ministro no cedia á la voluntad y á la opinion
de ese centro inteligente en el ramo y tomaba
por si resolucion en ciertos negocios, sucedia
que separándose de la opinion del director
entraba en choques con él, la administracion
marchaba mal y las providencias del ministro
llevaban cierta desautorizacion. Creemos pues
que el gobierno debe ser muy cauto en la crea­
cion de estas oficinas y que la tendencia cons­
tante de la administracion debe ser á refundir­
las en los ministerios, como se ha hecho, ó á
crear un ministerio nuevo si se cree que un
solo ministro no puede bastar para resolver el
inmenso cúmulo de negocios que allí refluyen.

No creemos necesario examinar aqu í la or­
ganizacion y atribuciones de las diferentes di­
recciones que corren bajo los ministerios de
Gobernacion y de Hacienda, ni tampoco de las
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oficinas que entienden en el ramo de canta"
bilidad. Variables de suyo estas oficinas así
como los reglamentos por que se rigen, no
pueden ser objeto de un tratado de adrninis­
tracion como el que nos ocupa. Diremos solo
por lo que hace á la contabilidad que esta es
de dos clases, legislativa y administrativa. la
contabilidad legislativa es la que establece las
relaciones que en esta materia hay entre las
Cortes y el gobierno; de manera que por ella
entenderemos todo lo que se refiere á la for­
macion de los presupuestos, así de gastos co­
mo de ingresos, y los que tienen relacion con
las cuentas de los gastos públicos, que deben
presentarse á las Cortes con arreglo á la Cons­
titucion.

la contabilidad administrativa tiene por
objeto todo lo que hasta el dia se ha entendi­
do por contabilidad, es decir, la cuenta y ra­
zon de los productos de las rentas desde que
salen de manos del contri buyente hasta que se
introducen en las arcas del Tesoro, mas la
cuenta de estos fondos, hasta que llegan á
consumirse en los diferentes objetos á que es­
taban destinados en la ley de presupuestos.
Hay por tanto dos secciones enteramente se­
paradas en el ramo de contabilidad: la primera
lleva la cuenta y razon de lo que paga el con­
tribuvente.xíesde que sale de sus manos hasta
que llega á las arcas del Tesoro; la segunda de
todos los gastos que hace el gobierno para
atender á las necesidades del Estado, desde
que sus rentas entran líquidas en las arcas del
Tesoro hasta que llegan á consumirse.

Una alta oficina de Hacienda que no pode­
mos omitir es el Tribunal mayor de cuentas,
cuya existencia es anterior al reinado de D.
Juan 11. Este tribunal ejerce dos clases de atri-

buciones, las unas gubernativas y las otras ju­
diciales. En el primer concepto, exige las
cuentas de las corporaciones y personas que
hayan tenido á su cargo la administracion, re­
caudacion y distribucion de fondos del Estado,
las examina, resuelve las dudas, y para este ob­
jeto puede pedir cuantos informes necesite á
las autoridades civiles, militares y eclesiásticas.

En el concepto de autoridad judicial, conoce
privativamente y con inhibicion de todos los
tribunales y juzgados del reino: 10. de los ca­
sos y causas relativas á la presentacion de
cuentas, cuando las providencias gubernativas
no hayan bastado para conseguir que las den
las personas y corporaciones que deban darlas;
20. de los delitos de infidencia, falsificacion ó
alteracion de documentos, abuso de caudales
y efectos de la Hacienda, y cualesquiera otro
que resulte de las cuentas y en que aparezca
dolo á malversacion; 30. procede ejecutiva­
mente contra todos los que como principales,
sus herederos y fiadores resulten deudores á
la Hacienda en el manejo de sus caudales y
efectos, hasta conseguir que sea enteramente
reintegrada de cuanto le corresponda. Expli­
cadas someramente la organizacion y atribu­
ciones de los agentes que funcionan cerca del
gobierno central, debemos ocuparnos de los
primeros agentes de la administracion en las
provincias. Por grande que fuese la fuerza de
un gobierno, seria imposible que desde la ca­
pital de la monarqu ía pudiese atender á todas
las necesidades de los extremos; y así en to­
dos tiempos se ha reconocido como una nece­
sidad para el poder central tener agentes que
ejerzan sus atribuciones en las provincias y en
los pueblos. Es tan antigua esa práctica, que
en el concilio de leon de 1020 se acordó ya
que hubiese en todas las ciudades y villas jue­
ces de nombramiento real, delecti á rege.
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Entremos en el exámen de las atribuciones
que las leyes conceden á los gobernadores.

El ministro de la Gobernacion nombra estos
funcionarios con absoluta independencia de
los demás ministerios. Por lo inmenso de las
atribuciones que les están conferidas y para
que tuvieran ciertas condiciones de estabilidad
de que hoy carecen, opinaríamos por que fue­
sen nombrados en Consejo de ministros. Así
se depuraría mas la eleccion de estos funciona­
rios y se evitaria esa variacion continua de go­
bernadores que hace imposible que estas auto­
ridades puedan hacer ninguna de esas mejoras
que duran siempre y etemizan la memoria, así
del hombre que las promueve en la provincia,
como del gobierno que las autoriza.

Para ser gobernador no puede exigirse ni se
exige por la ley circunstancia de ninguna espe­
cie. Cuando los funcionarios públicos son de
tanta importancia, el gobierno no puede aco­
modarse á circunstancias generales que pueden
concurrir en muchas personas, sin que reunan
las que son necesarias para ejercer las funcio­
nes de una autoridad poi ítica. Los ministros
deben buscar estos agentes entre las primeras
capacidades que descuellan en el pa ís, sin
atender á si tienen ó no circunstancias acceso­
rias, muy necesarias para empleados subalter­
nos, pero que seria muy inconveniente estable­
cer como regla inflexible en el nombramiento
de los primeros agentes de la administracion.

Los gobernadores son los representantes del
poder de la administracion en las provincias, y
por lo tanto tienen á su cargo el cuidado de
la mayor parte de los objetos que abraza la
administracion pública. El gobernador poi íti­
co representa á la vez el Estado cerca de la
provincia, y la provincia cerca del Estado; pero

el carácter de representante del Estado predo­
mina siempre en él. El gobernador poi ítico es
en su provincia respectiva agente del gobierno,
y como tal está encargado del órden y de la
seguridad pública, de prestar proteccion á los
ciudadanos, de asegurar su persona y sus pro­
piedades, y del fomento de la riqueza pública.
Como representante de la administracion debe
observar las leyes y hacer cumplir los decretos,
órdenes y reglamentos que emanen del gobier­
no supremo. Representan además los intereses
morales de las provincias que gobiernan, y por
eso son presidentes de la Diputacion y del
Consejo provincial, de la Sociedad económica,
de las juntas de presidios, de las de sanidad, de
las de escuelas, y de toda reunion pública que
tenga una existencia legal. Responsables de la
conservacion del órden público y de la seguri­
dad de las personas y de las cosas, tienen bajo
sus órdenes la policía, institucion que si se mi­
ra generalmente con horror por lo mucho que
se ha abusado de ella, como instrumento ciego
de tiran ía y de venganza, es una necesidad de
la administracion, porque reducida á los Iími­
tes que le señala la conveniencia pública, y sin
mas tendencia que la de persegui r á los malhe­
chores para que no perturben la tranquilidad
del hombre pacífico y honrado, es la institu­
cion mas ventajosa y humana que puede pre­
sentarse. Expiden y refrendan los pasaportes,
conceden el uso de armas, y, protectores na­
turales de todos los individuos que viven en su
territorio, llevan á veces su accion hasta el se­
no mismo de las fami lias para restablecer la
paz turbada y cortar la opresion doméstica.
Las medidas sanitarias, demasiado importan­
tes para poder encerrarse dentro del círculo
de un ayuntamiento, tambien son de su inspec­
cion, y en las provincias marítimas y fronteri­
zas, donde por ser mas necesaria la vigilancia
hay juntas de sanidad, las presiden los gober-
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nadores poi íticos y nombran los individuos
que han de formarlas de acuerdo con las dipu­
taciones provinciales.

Los derechos poi íticos que la Constitucion
y las leyes conceden á los ciudadanos, deben
encontrar en los gobernadores la proteccion
mas decidida. Las atribuciones que ejercen en
esta parte pueden circunscribirse á dos objetos.
á las elecciones y á los impresos. En materia
de elecciones tienen pocas atribuciones por la
ley, y sin embargo, su influencia es tan extra­
ordinaria, que de ellos pende las mas veces el
éxito de aquellas. Su principal mision es ilus­
trar á los pueblos sobre sus verdaderos intere­
ses, y no para ejercer coaccion ó violencia en
las elecciones; su ilustracion ha de ser impar­
cial, independiente de los partidos y hasta de
los hombres, y deben proteger á los electores
contra toda clase de violencias, de cualquier
parte que procedan. Solo así la influencia de
los gobernadores poi íticos en las elecciones es
justa y legítima.

En la imprenta hay que distinguir dos cosas:
una la policia de la imprenta y librería, y otra
el ejercicio de la libertad de publicar cada uno
sus pensamientos con sujecion á las leyes. Res­
pecto de la policía de la imprenta y librería,
los gobernadores poi íticos son el órgano de las
disposiciones del gobierno y los ejecutores de
las leyes que á esto se refieren. En cuanto á la
libertad de imprenta, no tienen mas atribucio­
nes que las de proteger a los ciudadanos en el
uso de este derecho, cortar en ciertos casos la
circulacion de escritos que puedan poner en
peligro la tranquilidad pública, y excitar á los
promotores fiscales á que denuncien los im­
presos que crean comprendidos, como sedicio­
sos ó subversivos, en alguna de las califica­
ciones de la ley de imprenta.

Los gobernadores, en una palabra, tienen
respecto á su provincia las mismas obligaciones
de fomento y proteccion al trabajo, a la agri­
cultura, a la industria y al comercio, que tiene
el gobierno supremo respecto á toda la nacion,
y obran siempre como delegados del poder
real. Sus disposiciones pueden ser modificadas
ó revocadas por el rey á propuesta del minis­
tro correspondiente.

Los gobernadores, bajo su responsabilidad,
están obligados á obedecer y cumplir las dis­
posiciones y órdenes del gobierno que al efec­
to se les comuniquen por el conducto debido,
sin que por su obediencia puedan nunca incu­
rrir en responsabilidad de ninguna clase.

No puede formarse causa á ningun goberna­
dor por sus actos como funcionario público,
sin autorizacion previa del rey expedida por el
ministerio de la Gobernacion de la Pen ínsula.

En estos casos los gobernadores solo pueden
ser juzgados por el tribunal supremo de justicia.

A estas atribuciones como autoridades poi í­
ticas, reunen los gobernadores las atribuciones
económicas que antes estaban encomendadas
á los intendentes. Representantes del ministe­
rio de Hacienda en las provincias, sus atribu­
ciones pueden considerarse bajo cuatro aspec­
tos generales: las que les corresponden como
jefes de la recaudacion y administracion de
las rentas públicas; las que tienen como jefe
de distribucion; las que les corresponden como
jefes de todos los empleados de Hacienda, y
las que tienen como jueces de este ramo en
todos los pleitos en que la Hacienda está inte­
resada. Como encargados de velar por la ad­
ministracion y recaudacion de las rentas pú­
blicas circulan todas las órdenes, decretos y
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reglamentos del gobierno, procurando que sean
toda exactitud. Para hacer la recaudacion
efectiva tienen la facultad de poner apremios,
en cuyo uso deben ser justos y prudentes. Tie­
nen además el encargo de procurar el fomento
de las rentas, la aprobacion de las fianzas y el
cuidado de que rindan cuentas á su debido
tiempo todos los que manejan caudales pú­
blicos.

Respecto de la distribucion de las rentas
públicas los gobernadores de las pronvincias
no tienen mas autoridad que la de meros admi­
nistradores; enteran al director del Tesoro de
los fondos que hay en su provincia, y confor­
me á estas instrucciones el director manda ha­
cer un pago ó gira una libranza.

Por último, como jefes de los empleados de
Hacienda los vigilan y cuidan de que cumplan
con sus obligaciones, pudiendo suspenderlos
en caso de abuso, proponer ascensos, jubila­
ciones y cesantías.

VII

DEL CONSEJO DE ESTADO

Al frente de todos los tribunales administrati­
vos del país, y con la categoría de primercuer­
po consultivo de la administracion pública, se
halla en todos los países bien regidos una ins­
titucion de elevada importancia conocida con
el nombre de Consejo de Estado.

Este cuerpo, no solo necesario para aconse­
jar á los ministros en la resolucion de los nego-

cios arduos y graves, de que no pueden ente­
rarse por sí con el preciso detenimiento, sino
para dar unidad y enlace á la administracion,
á fin de que como depositario de las buenas
tradiciones y regulador de su jurisprudencia,
se siga en todas sus disposiciones generales un
mismo principio y un sistema uniforme, es de
todo punto indispensable en los gobiernos re­
presentativos, por la misma variabi lidad en el
personal de los ministerios, que es la índole
de aquellos. La institucion de un Consejo de
Estado se cree generalmente tan necesaria,
que apenas hay país en Europa donde no se
halle establecido bajo una ú otra forma. Pero
no solo para dar consejo hacia falta entre no­
sotros esa institución: lascontinuas contiendas
que se suscitan á cada paso sobre puntos ad­
ministrativos, ya entre autoridades del gobier­
no, ya entre estas y los particulares, ya entre
los particulares, reclamaban la ereccion "de un
supremo tribunal que dirimiese estas contien­
das y entendiese en los negocios contencioso­
administrativos. El gobierno satisfizo esta
apremiante necesidad publicando en 22 de
septiembre de 1845, en uso de la autorizacion
que le concedieron las Cortes en 10. de enero
del mismo año, una ley estableciendo para la
mejor administracion del Estado un cuerpo
supremo consultivo con el nombre de Consejo
real. La revolucion de julio de 1854, al tras­
tornar fundamentalmente lasbases del régimen
existente á la sazón, borró el Consejo real del
cuadro de las instituciones administrativas;
pero al poco tiempo de haber sido suprimido
era tan grande el vacío que dejó en la adminis­
tracion este alto cuerpo, que fué preciso crear
otro, casi idéntico, que le sustituyese, si bien
con distinto nombre. El tribunal supremo
contencioso-administrativo vino á ejercer las
mismas atribuciones que al Consejo real le es­
taban encomendadas.
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No creemos necesario extendernos mucho
ni recurrir á la historia para demostrar lo in­
dispensable que es la existencia de un Consejo
de Estado, no solo para dar unidad á toda la
marcha administrativa de un ramo particular,
sino tambien para que las medidas que partan
de los diferentes ministerios, guarden entre sí
cierta armon ía, absolutamente precisa en el
curso general de los negocios. La discordancia
y falta de sistema en las disposiciones minis­
teriales han traido en mas de una ocasion sobre
el país desórdenes y desgracias sin cuento. Es
además indispensable este alto cuerpo para
resolver como tribunal todos los negocios con­
tencioso-administrativos en última instancia.

Son infinitas las cuestiones que se presentan
en la administracion y que solo puede resolver
el Consejo de Estado, porque de lo contrario
se seguirian males inmensos al pa ís. Si, por
ejemplo, en circunstancias azarosas, en la épo­
ca de una guerra cree el gobierno conveniente
fortificar un sitio dado y para esto necesita
echar mano de terrenos de particulares y estos
se oponen á que la fortificacion se haga, ¿habrá
de sujetarse el gobierno á un litigio, seguido
ante un tribunal de justicia, exponiendo la de­
fensa del territorio y la causa general de todo
el país? Si el gobierno ha hecho una contrata
de provisiones y los empresarios en vez de dar
comestibles sanos para alimentar al soldado,
le diesen alimentos inficionados, que lejos de
servirle de medio de conservacion, sirviesen
para destruirle, éhabrla de esperarse á que los
tribunales resolviesen sobre este negocio, de­
jando en peligro el interés público mientras se
decidiera? Claro es que en estos casos, y en
otros que se pueden presentar, la administra­
cion necesita obrar por sí misma, vencer las
dificultades que le salgan al encuentro y ser el
juez de estos obstáculos que á su marcha pue-

den oponerse. ¿Pero habrá de ser juez sin oir
al interés particular, sin atender á los derechos
del individuo? ¿habrá de fallar en fa\lPr de la
sociedad, sin legitimar el derecho que esta
misma sociedad tiene? Esto no es conforme á
las máximas de justicia ni menos á los princi­
pios á que la administracion debe atenerse
siempre. Es pues necesario que haya en estos
casos corporaciones que ilustren al gobierno,
que le enteren de los voluminosos expedientes
que muchas veces hay que examinar y que se
constituyan en tribunal cuando la necesidad
lo exija.

Considerado el Consejo de Estado mera­
mente como consultor, como asesor nato de
los ministros, es muy importante que no se
deje á la voluntad de estos escoger las personas
que les den consejo en circunstancias críticas,
y debe adelantarse el legislador á fijarlas. La
causa del ministerio es las mas de las veces la
causa del pa ís, y no puede abandonarse á los
ministros á toda la incertidumbre de su propio
Consejo. Por eso es preciso que encuentren en
el Estado la ayuda y la cooperacion que nece­
sitan para dirigir la administracion general del
país.

Los enemigos de la institucion del Consejo
de Estado sostienen que esta, lejos de ser un
bien para los gobiernos, es un obstáculo insu­
perable en un gobierno representativo. Segun
ellos, siendo la opinion la clave de estos go­
biernos y siendo tanta la movilidad de la opi­
nion, no creen posi ble que una corporacion
como el Consejo de Estado, creada para con­
servar tradiciones, y que adquiere hábitos di­
fíciles de desarraigar, pueda satisfacer las exi­
gencias de esa variabilidad que está en la índole
de los sistemas representativos. A esta obje­
cion, á primera vista fascinadora, debemos
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replicar que la movilidad de los gobiernos re­
presentativos se refiere mas bien a la marcha
poi ítica.que á la administrativa. La adminis­
tracion de un país no debe estar expuesta á
esos sacudimientos á cuyo impulso caen los
ministerios y varian los sistemas poi íticos. La
administracion necesita reglas mas fijas é in­
variables, y aunque estas se modifiquen segun
las circunstancias, nunca deben variar con la
frecuencia que es inherente á las opiniones po­
líticas. El pensamiento poi ítico de que es re­
presentante todo ministerio, solo se roza con
el administrativo en sus caractéres mas gene­
rales, no en sus pormenores, no en las resolu­
ciones de los negocios en que debe entender
el Consejo de Estado, el cual cuando haya de
dar su opinion en materias poi íticas, tendrá
en su organizacion medios de hacerse flexible
á los cambios de la opinión.

Reconocida pues la necesidad absoluta del
Consejo de Estado, estamos en el caso de ocu­
pamos de su organizacion.

La primera idea que al tratar de esta insti­
tucion se ocurre es la de preguntar ¿qué es un
Consejo de Estado? Segun M. Sirey no es otra
cosa que una reunion de hombres de Estado ó
de jurisconsultos, encargados de auxiliar al
monarca con sus luces y su cooperacion en el
desempeño de sus poderes legítimos, y de pre­
parar leyes, instrucciones y decisiones justas
en todas aquellas materias que no corresponde
resolver á los tribunales ordinarios. De esta
definicion resulta que el Consejo no es una
institucion poi ítica sino puramente adminis­
trativa, un instrumento, una máquina en ma­
nos de los ministros que la emplean para ejer­
cer bien y provechosamente para el pa ís las
funciones que las leyes y la Constitucion les
conceden.

Pero si el Consejo de Estado no debe ser
formado á voluntad de los ministros, si debe
ser permanente y no de posicion variable así
en su organizacion como en sus personas, tam­
poco deberá estar compuesto de funcionarios
inamovibles, de jueces que en lugar de ser los
consejeros del ministro, sean sus superiores, y
qué en vez de prestarle auxilio para la resolu­
cion de los negocios le opongan dificultades.
Esto sucederia si se constituyera á los conseje­
ros en jueces. Pero no porque aboguemos por
la movilidad de los consejeros, entendemos
que se han de variar todos los días. Para esto
hay ciertas reglas de prudencia que están en la
conciencia de todos y que no necesitamos re­
petir.

Creen algunos que el interés individual es­
taria mas garantizado con la inamovibilidad de
los consejeros. En nuestro juicio esa inamovi­
bilidad no es necesaria para garantizar los dere­
chos individuales. La publicidad de los juicios
en los negocios contencioso-administrativos,
es la mas importante de las garantías, y tan
cierto es esto que M. Carmen ín, antiguo par­
tidario de la inamovibilidad de los consejeros
de Estado, desde que se ha establecido en
Francia el juicio público en estos negocios, ha
variado de opinión. y dice en su obra de de­
recho administrativo: "Pedí la inamovibilidad
bajo la restauracion, cuando no ten íamos la
publicidad de las audiencias y la defensa oral,
garantías, lo confieso, superiores y preferi­
bles."

La cuestion de la presidencia del Consejo,
sobre la cual han disentido muchos publicistas,
casi no lo es para nosotros. Es sin duda esen­
cial en los gobiernos absolutos que el rey pre­
sida su Consejo y resuelva con él los negocios
mas importantes; pero esta asistencia del rey
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á su Consejo es incompatible con la índole y
naturaleza de los gobiernos representativos.
Auxiliar el Consejo de los ministros natural
es que estos lo presidan, debiendo además no
perderse de vista que si el monarca fuese á to­
mar parte en los negocios contencioso-admi­
nistrativos rebajaria su dignidad, y se expon­
dria á los envenenados tiros de la maledicencia,
que el interés individual lastimado no dejaria
de dirigirle.

Respecto á la edad que deben tener los con­
sejeros de Estado, creemos que no prueba
mayor capacidad el tener 40 años que el tener
35. En una clase de atribuciones como lasque
tiene que llenar un consejero de Estado, tan
asiduas, tan diarias y que tanta constancia exi­
gen, no deberán escogerse ciertamente para
el desempeño de estos cargos personas que
siendo demasiado jóvenes, no reunan toda la
prudencia y tino necesario para dirigir los ne­
gocios públicos; pero al menos se deben esco­
ger personas que estén en toda la lazan ía de
su edad, á fin de que puedan trabajar dia y no­
che en el inmenso cúmulo de negocios que en
el Consejo afluyen.

Tampoco nos ocuparemos de la cuestion
del número de los consejeros, porque no se
puede resolver a priori, y solo la experiencia
es la que puede decir cuáles el número nece­
sario. Cuestion mas grave que esta es la de la
incompatibilidad del cargo de consejero con
cualquiera otro. Si este cargo se ha de llenar
cumplidamente, no puede ser compatible con
ningun otro destino. Si los consejeros han de
llenar su mision auxiliando al gobierno en los
negocios graves que tiene que decidir, esnece­
sario que se ocupen constantemente en el
desempeño de sus funciones con exclusion de
todo otro destino.

Todavía mas importante es la cuestion de si
el Consejo de Estado ha de tener la facultad
de conocer en los negocios contencioso-admi­
nistrativos, ó solamente la de consultar. Desde
luego segun nuestros principios solo debetener
la de consultar. El ministerio, responsable de
la administracion general del país, no podria
serlo si el Consejo de Estado sentenciara de­
finitivamente. Por eso hemos dicho que el
Consejo de Estado solo debe servirle como
instrumento de buena administracion. Si en
vez de ser así, sirviera de rémora ásuautoridad
administrativa, seria una institucion perjudi­
cial y peligrosa. Además admitida la publici­
dad de juicio, el fallo del Consejo tendrá que
fundarse en una razon muy poderosa, y en ese
caso el gobierno no podrá desentenderse del
parecer de una corporacion tan respetable.
Por otra parte no siendo ejecutivos los fallos
del Consejo, los derechos individuales tienen
una garantía mayor por la doble responsabi­
lidad moral y efectiva que encontrarán des­
pues en los ministros.

La últi ma cuestion que se presenta es la de
si el Consejo de Estado debe ó no decidir las
competencias de atribucion que se originan
entre las autoridades. Ya hemos consignado
que la facultad de decidir lascompetencias no
se puede conceder al poder judicial, porque
entonces entregaríamos la administracion á
los tribunales de justicia. Tampoco pueden re­
solverse por la administracion activa, porque
se haria con precipitacion, en perjuicio de las
atribuciones del poder judicial y en daño de
los intereses generales. De aquí la necesidad
de que las competencias se resuelvan por per­
sonas separadas de las pasiones de ambos po­
deres, y que puedan hacerlo con todos los
datos y seguridades que solo puede ofrecer
una corporacion como el Consejo. Solo este
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alto cuerpo es el que puede fijar clara y dis­
tintamente los principios y fundamentos en
que se apoyan las decisiones que marcan á los
magistrados sus facultades para evitar así la
arbitrariedad y conservar la tradicion de las
buenas doctrinas.

En la actualidad se ocupa una cormsron
nombrada por el gobierno de redactar un pro­
yecto de Consejo de Estado sobre las bases
aprobadas por las Cortes constituyentes. Como
cualquiera que sea la organizacion que se dé á
este cuerpo, ha de tener mucha analogía con
el Consejo real que cesó en 1854, vamos á dar
aquí para concluir esta materia un resúmen de
su organizacion, de sus atribuciones y de su
modo de proceder en los negocios contencio­
sos.

Este Consejo se compondrá:

10. De los ministros secretarios del Estado
y del Despacho.

20. De 30 consejeros ordinarios.

30. De los consejeros extraordinarios que
el rey autoriza para tomar parte en las delibe­
raciones del Consejo.

40. Del número de auxiliares necesario.

50. De un secretario general.

El presidente del Consejo de ministros pre­
side el Consejo de Estado, y en su defecto el
ministro de mas edad entre los que se hallan
presentes. El rey nombra á uno de los conseje­
ros ordinarios para el cargo de vice-presidente.

Los consejeros ordinarios son nombrados,

por el rey á propuesta del Consejo de minls­
tras, y en decretos especiales refrendados por
el presidente del mismo Consejo. Para su sepa­
racion se observan las mismas formalidades.
Para ser nombrado consejero ordinario se neo
cesita tener 30 años cumplidos de edad y ha­
berse distinguido notablemente por sus cono­
cimientos y servicios en las diversas carreras
del Estado. Este cargo es incompatible con
cualquier otro empleo efectivo. Los conseje­
ros ordinarios tienen el tratamiento de Ilustrí­
sima y 50,000 reales de sueldo.

Los consejeros extraordinarios son nombra­
dos en la misma forma que los ordinarios. Este
nombramiento solo puede recaer en los fun­
cionarios siguientes:

10. Presidente, ministros y fiscales del Tri­
bunal supremo de justicia, del de Guerra y
Marina, del Tribunal mayor de Cuentas y del
de la Rota de la Nunciatura.

20. Inspectores generales de todas armas.

30. Subsecretarios de los ministerios.

40. Comisario general de Cruzada.

50. Directores generales de cualquier ramo
de la administracion pública.

60. Intendente general del Ejército.

70. Contadores generales.

80. Comisario regio del banco de España.

90. Presidente \' vocales de la junta de di­
reccion de la armada.
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Los consejeros extraordinarios no pueden
asistir al Consejo, ni tomar parte en sus resolu­
ciones sino en virtud de autorizacion del rey,
dada por punto general al principio de cada
año: los no comprendidos en esta autorizacion
cesan de hecho de asistir á las sesiones. El nú­
mero de los consejeros extraordinarios autori­
zados en esta forma no excede en ningun caso
de las dos terceras partes de los ordinarios.
Los consejeros extraordinarios entienden sola­
mente en los asuntos no contenciosos de la
competencia del Consejo.

Los auxiliares del Consejo son 40, de los
cuales 25 son letrados. Se dividen en tres cIa­
ses: los de la. tienen 20,000 reales de sueldo;
los de 2a. 12,000 y 8,000 los de 3a. Estos au­
xiliares se distribuyen entre las diferentes sec­
ciones del Consejo de Estado; instruyen los
expedientes de que las mismas deben conocer,
proponen la resolucion conveniente para
aquellos en que especialmente se les encarga
este trabajo, y tienen voz consultiva en la res­
pectiva seccion cuando discute los asuntos
que han despachado.

El secretario general tiene á su cargo todo
lo concerniente al Consejo pleno y su organi­
zacion; distribuye los trabajos y lleva la co­
rrespondencia general. Su nombramiento, as í
como el de empleados de secretar ía, se expide
por el ministerio de la Gobernacion del reino.

Cada seccion tiene su secretario particular,
cuyo nombramiento se hace por el ministerio
respectivo. Las atribuciones de estos están
determinadas en el reglamento especial de las
secciones.

Las atribuciones del Consejo real son las
siguientes.

El Consejo debe ser siempre consultado:

10. Sobre las instrucciones generales para
el régimen de cualquier ramo de la administra­
cion pública.

20. Sobre el pase y retencion de las bulas,
breves y rescriptos pontificios, y de las preces
para obtenerlos.

30. Sobre los asuntos del real patronato y
recursos de proteccion del concilio de Trento.

40. Sobre la validez de las presas marítimas.

50. Sobre los asuntos contenciosos de la
administracion.

60. Sobre las competencias de jurisdiccion y
atribuciones entre las autoridades judiciales
y administrativas y sobre las que se susciten
entre las autoridades y agentes de la adminis­
tracion.

70. Sobre todos los demás asuntos que las
leyes especiales, reales decretos ó reglamentos
sometan á su exámen.

80. Sobre los reglamentos generales para la
ejecucion de las leyes.

90. Sobre los tratados de comercio y nave­
gacion.

100. Sobre la naturalizacion de extranjeros.

110. Sobre conceder autorizacion á los pue­
blos y provincias para litigar, cuando esta cla­
se de asuntos deban ser decididos por el go­
bierno.
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120. Sobre los permisos que pidan los pue­
blos ó provincias para enajenar ó cambiar sus
bienes, y para contratar empréstitos.

130. Sobre las autorizaciones que con arre­
glo á las leyes deba dar el gobierno para en­
causar á los funcionarios públicos por excesos
cometidos en el ejercicio de su autoridad.

Puede tambien ser consultado el Consejo
cuando los ministros estimen conveniente oir
su dictámen.

10. Sobre los proyectos de ley que hayan
de presentarse á las Cortes.

20. Sobre los tratados con las potencias ex­
tranjeras y concordatos con la Santa Sede.

30. Sobre cualquier punto grave que ocurra
en el gobierno y administracion del Estado.

Corresponde al Consejo pleno conocer:

10. De los proyectos de ley.

20. De las instrucciones y reglamentos ge­
nerales.

30. De los tratados y concordatos.

40. De la resolucion final en los asuntos
contenciosos.

50. De la validez de las presas marítimas.

60. De las competencias de jurisdiccion y
atribuciones entre las autoridades judiciales
y administrativas.

70. Del paso y retencion de las bulas, bre-

ves y rescriptos pontificios de interés general
y de las preces para obtenerlos.

80. De los asuntos graves del real patronato
y recursos de proteccion del concilio de Tren­
too

90. De los demás asuntos en que el gobier­
no quiera oir al Consejo pleno.

Para que el Consejo pleno pueda deliberar,
se necesita la presencia de quince consejeros,
sin contar en este número á los ministros que
asistan.

<
Las secciones en que se divide el Consejo

para los asuntos administrativos, son Estado,
Marina y Comercio, Gracia y Justicia, Guerra,
Gobernacion, Hacienda y Ultramar.

Las secciones son presididas por el ministro
del ramo respectivo; si concurren dos, preside
el de mas edad. Cada seccion tiene además un
vice-presidente, nombrado por el rey, á pro­
puesta del ministro respectivo, de entre los
vocales de la misma.

Las secciones instruyen los expedientes re­
lativos á los negocios de su competencia, y
acuerdan el informe que han de dar al gobier­
no en los asuntos sobre que hayan sido con­
sultadas.

En el propio modo instruyen los expedien­
tes y preparan el informe que hayan de pre­
sentar al Consejo sobre los asuntos que deba
conocer en pleno.

La seccion de Gracia y Justicia instruye
además los expedientes y prepara la resolucion
sobre la validez de las presas marítimas, y sobre
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las competencias de jurisdiccion y atribucio­
nes entre las autoridades judiciales yadminis­
trativas. Tambien tiene á su cargo la coleccion
y clasificacion de las leyes, decretos, reales ór­
denes y reglamentos vigentes.

La seccion de Ultramar es siempre oida en
todos los asuntos relativos á aquellas provincias
y á su régimen especial, en la forma que deter­
mina el reglamento particular de esta secciono

Pueden reunirse dos ó mas secciones para
despachar un asunto siempre que la naturaleza
de este lo exigiere.

El Consejo real procede en lo contencioso
del modo siguiente:

Para instruir los expedientes y preparar las
resoluciones del Consejo, en los asuntos con­
tenciosos, hay además de las secciones enun­
ciadas una especial compuesta de cinco con­
sejeros ordinarios, un fiscal y dos abogados
fiscales con el número de auxiliares letrados
que los reglamentos determinan.

Los asuntos contenciosos se ven á puerta
abierta, y se oyen los defensores de las partes
en la forma acostumbrada en los tribunales.
Las deliberaciones no son públicas; los acuer­
dos se toman por mayoría absoluta de votos.

El real decreto que recae en vista del dictá­
men del Consejo, es leido públicamente en
Consejo pleno y termina el punto litigioso.

Conocida la organizacion y las atribuciones
del Consejo real, debemos decir algo de las re­
gias establecidas para la sustanciacion de los
negocios contenciosos. En 30 de diciembre de
1846 se publicó un reglamento para este ob-

jeto, de cuyas principales disposiciones vamos
á dar conocimiento á nuestros lectores.

El Consejo real conoce en la. y única ins­
tancia:

De las demandas contenciosas sobre el cum­
plimiento, inteligencia, rescision y efectos de
los remates y contratos celebrados directa­
mente por el gobierno o por las direcciones
generales de los diferentes ramos de la admi­
nistracion civil.

De las demandas contenciosas á que den
lugar las resoluciones de los ministros de S.M.
cuando el gobierno acuerde previamente so­
meter al conocimiento del Consejo las recla­
maciones de las partes.

De los recursos de reposicion, aclaracion y
revision de sus providencias y resoluciones.

Compete igualmente al Consejo conocer en
apelacion y nulidad de las resoluciones de los
Consejos provinciales, y de las de cualquiera
otra autoridad que entienda en primera ins­
tancia en negocios contencioso-administra­
tivos.

En cada negocio hay un consejero ponente
que hace de relator ante el Consejo siempre
que este lo tenga por conveniente. El ponente
propone á la seccion á que pertenece las pro­
vindencias que deban fundarse, y los puntos
de hecho y de derecho sobre que hayan de re­
caer las decisiones.

El fiscal representa y defiende por escrito y
de palabra á la administracion y á las corpora­
ciones que están bajo su especial inspeccion y
tutela, cuando no litiguen con aquella ó entre
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s í mismas. El gobierno puede sin embargo,
cuando lo estime conveniente, designar un
consejero extraordinario ú otro comisionado
de su confianza que desempeñe dicho cargo
en determinados negocios. En defecto del fis­
cal hace sus veces el abogado fiscal.

Aun cuando el ministerio fiscal no defienda
á una de las partes, puede ser oído si la seccion
de lo contencioso lo estima conveniente.

El secretario del Consejo real lo es de la
seccion de lo contencioso, y desempeña todas
las atribuciones propias de su cargo, excepto
las del relator. Lleva un libro de registro de
entrada y salida de los negocios; otro de las
providencias de la seccion y votos particulares
á que las mismas hayan dado lugar; otro de las
resoluciones definitivas del Consejo, y los de­
más que la seccion ó el Consejo prescribieren.

En los libros de providencias y resoluciones
se observa lo prevenido por las leyes acerca de
los protocolos ó registros de las escrituras pú­
blicas.

En los asuntos contenciosos, las partes con­
trarias á la administracion están representadas
y son defendidas por abogados del Consejo,
que lo son todos los incorporados en el colegio
de Madrid que tengan abierto su bufete.

La seccion puede permitir que las partes
actúen y se defiendan por sí mismas en los ne­
gocios donde no creyere necesario el ministe­
rio de los abogados.

En los negocios que se entablan á instancia
de la administracion se incoa el procedimiento
con una memoria que presenta al Consejo el
fiscal á virtud de órden é instrucciones del res­
pectivo ministro de la corona.

Las demandas contra la administracion se
remiten por el vice-presidente del Consejo al
ministerio de donde dimane la resolucion que
las produjere.

Si en vista de la demanda estima desde lue­
go el ministro de la corona que procede la via
contenciosa, remite el expediente al Consejo
para el curso correspondiente.

Si el ministro de la corona no lo estima así
desde luego, oye gubernativamente al Consejo
sobre esta cuestion previa, y la resuelve en vis­
ta de la consulta sin ulterior recurso.

En todo caso la resolucion del ministro ha
de dictarse dentro de un mes, contando desde
la fecha de la remision de la demanda á la res­
pectiva secretaría.

Las memorias y demandas se extienden con
claridad y precision, refiriendo sencillamente
los hechos que las motiven y la pretension que
se deduzca.

Antes de fijarse la pretension, se extiende
por párrafos numerados un resúmen de los
puntos de hecho y de derecho en que se funde.

Con toda memoria y demanda se produce
copia simple, íntegra y literal de las escrituras
y documentos que sirvan de apoyo á la soli­
citud.

Si la escritura ó documentos exceden de
veinte y cinco pliegos, basta que el original,
si no tuviere matriz, se ponga de manifiesto
en la secretaría del Consejo, ó si la tuviere, se
entregue bajo recibo á la parte contendiente.

Las escrituras posteriores á la demanda, ó
cuya noticia hubiere llegado posteriormente
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al actor, las producirá este desde luego, Ú ofre­
cerá entregarlas ó exhibirlas en los términos
expresados. El que hubiere maliciosamente
retrasado su representación, incurre en multa.

En ninguna demanda ni escrito se presta ju­
ramento alguno.

Terminada la discusion escrita se señala dia
para la vista de los procesos, que se verifica
siempre á puerta abierta, salvo si la publicidad
pudiere causar escándalo; pero aun en este
caso no pueden verse á puerta cerrada si no lo
acuerda el Consejo oyendo en voz al fiscal.

En la vista informa una vez el actor y otra
el demandado, salvo si el que preside, estima
necesario que repliquen mutuamente.

En el término señalado por la ley la parte
que se cree agraviada por la sentencia de un
Consejo provincial interpone ante este por
escrito el recurso de apelación, y dentro de
dos meses el apelante mejora el recurso, dedu­
ciendo ante el Consejo de Estado la demanda
de agravios por medio de uno de sus abogados,
apoderado debidamente, ó en su caso por el
representante de la administracion y de las
corporaciones que están bajo su tutela.

Con la demanda presenta el apelante una
certificacion de haber interpuesto el recurso
y haberse notificado al apelado, en tiempo y
forma, y otra sacada con citacion de la senten­
cia apelada y de la probanza sobre que esta
hubiera recaido.

Si el apelado no comparece por medio de
abogado en el término de dos meses, se sigue

. la instancia en rebeldía. En las instancias de
apelacion no se admite ninguna pretension

nueva, y el Consejo confirma ó revoca en todo
ó parte la sentencia apelada; proveyendo de
nuevo sobre los puntos en que la revoque. El
Consejo no puede fallar sobre ninguno de los
capítulos de la demanda que no se hubieren
propuesto á la decision del inferior, salvo si
se tratare:

De compensacion por causa posterior á la
definitiva de primera instancia.

De intereses y de cualesquiera otras presta­
ciones accesorias vencidas despues de la defi­
nitiva.

De daños y perjurcios causados .desde su
pronunciamiento.

El procedimiento del recurso de nulidad
contra las definitivas de los Consejos provin­
ciales se arregla á lo dispuesto acerca del de
apelacion.

Las multas que impone el Consejo real no
pueden exceder de 10,000 reales.

VIII

DE LOS TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS

En todos tiempos se ha reconocido como
principio en administracion la necesidad de
ciertas personas que la aconsejen en los nego­
cios arduos y difíciles, y en la resolucion de
aquellas cuestiones en que se roza el interés
individual. Este objeto cumpl ían los antiguos
Consejos de Hacienda, y este objeto llenan
hoy las Direcciones generales y las juntas en
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cargadas de dar consejo sobre los diferentes
ramos. Todas estas corporaciones se han es­
tablecido para dar garantías al interés indivi­
dual, cuando reclama la conservaci on de sus
derechos. Para dar pues unidad y fuerza á la
administracion, para que los ciudadanos sepan
siempre con certeza á dónde tienen la facultad
de acudir en reclamacion de sus derechos, y
para que la ley se observe fielmente por todos,
es indispensable que se separen de los tribuna­
les ordinarios todas esas atribuciones conten­
cioso-administrativas, que tanto entorpecen
la marcha de los negocios, encomendándolas á
corporaciones creadas especialmente para este
objeto, y que deben abarcar en su seno todos
los asuntos contencioso-administrativos y
aquellos en que as í la administracion superior
como la de provincia necesiten consejo.

Ni los ayuntamientos ni las diputaciones
provinciales deben ni pueden desempeñar las
veces de los tribunales administrativos, pues
obligadas como están á atender al inmenso
cúmulo de negocios que pesan sobre ellas, no
podrian decidir tantos asuntos, unos puramen­
te locales, otros de la administracion general,
unos económicos de su provincia y otros del
gobierno del país, con la celeridad y prontitud
que su naturaleza exige. Además estas corpo­
raciones populares son completamente inhá­
biles para el desempeño de los asuntos conten­
ciosos, ya porque las pasiones poi íticas de que
participan sus individuos secan la justicia en el
corazon del hombre, ya porque su renovacion
periódica trae á ellas nuevo espíritu é ideas
nuevas que harian variar á cada paso la suerte
de los intereses administrativos, ya por último
porque no están siempre reunidos los indivi­
duos que la componen. En Francia, país que
será siempre un modelo en materia de institu­
ciones administrativas, existen para la resolu-

cion de los negocios contenciosos unos tribu­
nales que se llaman consejos de prefectura,
cuyos jueces son nombrados por el rey y amo­
vibles por su voluntad. Estos jueces, cuyo nú­
mero.llega á cinco en las poblaciones de mayor
vecindario, son presididos por el prefecto y no
tienen forma determinada de proceder. En Es­
paña, apenas se estableció el gobierno represen­
tativo, un ministro ilustrado ofreció presentar
un proyecto de ley en el cual se fijase la orga­
nizacion de los tribunales administrativos. En
la memoria en que hacia esta oferta decia dicho
ministro: "Considero necesaria la creacion de
estos tribunales, sin los cuales la accion del go­
bierno seria irregular, arbitraria tal vez en al­
gunos casos, en otros no lo que conviene á los
intereses de la prosperidad pública, y en todos
tropezaría con obstáculos incompatibles con
la unidad y rapidez que deben caracterizar las
disposiciones gubernativas".

Demostrada la necesidad de la existencia de
estos tribunales y entrando en la teoría genera)
de esta institucion, se nos presentan cuatro
sistemas distintos para organizarlos, ó por me­
jor decir para la resolucion de todos los negc­
cios contencioso-administrativos. Es el uno
entregar á los ministros la resolucion de estos
negocios en todos los casos que ocurran; es el
otro pasarlos á los tribunales ordinarios para
que decidan de las contenciones administrati­
vas, lo mismo que deciden de los pleitos civi­
les y de las causas criminales. El tercero con­
siste en crear tribunales administrativos, con
mas ó menos independencia; y por último el
cuarto en encargar á las diputaciones provin­
ciales la resolucion de estos negocios, dándoles
una organizacion que corresponda á este ob­
jeto. Ni el primer sistema ni el segundo son
para nosotros admisibles; no lo es el primero
porque es imposible que los ministros puedan



F. DE PAULA MADRAZD MANUAL DE ADMINISTRACION 111 59

encargarse de la resolucion de todas las cues­
tiones contencioso-administrativas que se pre­
sentan, ya por el inmenso número de casos
que tendrían que resolver, ya porque estos
asuntos, siendo muchas veces difíciles, exigen
el empleo de mucho tiempo y no pueden los
ministros disponer de él para despacharlos.
Tampoco es aceptable el segundo, porque el
encargar estos asuntos á los tribunales ordina­
rios, sobre ser una cosa extraña á sus estudios
y profesion especial, embarazaría la marcha
de la administracion, destruiría la independen­
cia que debe existir entre el poder judicial y
el administrativo, y haría que este estuviese
bien pronto á la disposicion de los tribunales.
Los otros dos medios no pueden rechazarse
tan absolutamente, porque uno y otro pre­
sentan inconvenientes y ventajas. Si nos deci­
dimos por la creacion de tribunales adminis­
trativos que se encarguen de muchos de los
negocios que despachan las diputaciones, dis­
minuiremos la influencia de estas y la reduci­
remos casi á la nulidad. Indudablemente que
la existencia de estos tribunales, nombrados
por el gobierno, daria mucha fuerza á la admi­
nistracion centralizándola en manos del poder
ministerial; pero al mismo tiempo que este
poder tendría mas fuerza, habria casos en que
se lamentaria de tener tanta y desearia poder
resucitar aquellas instituciones y aquellas cos­
tumbres que dando vida al espíritu provincial,
se la diesen tambien á la nacion.

Pesados los inconvenientes de estos tribuna­
les, consideremos sus ventajas. Encargado el
rey, por nuestro sistema monárquico constitu­
cional, de la ejecucion de las leyes, no pudien­
do ejercer esta facultad por sí solo, necesita
delegar estas atribuciones á cuerpos ó perso­
nas que merezcan su confianza. En el momen­
to que no parta esta confianza del monarca

sino de los pueblos, el rey deja de ser el encar­
gado de la ejecucion de las leyes; el ministro
deja de ser el responsable de la marcha admi­
nistrativa del país. Por otra parte si los fallos
en juicios administrativos se encomendasen á
las diputaciones provinciales, serian un espejo
en que se reflejarian todas las pasiones, los
odios y las enemistades de que participan es­
tos cuerpos, que, incompetentes en materias
legales y en la interpretacion de las leyes, de­
jarian abandonada la sociedad y expuesto el
interés individual á los tiros de la ignorancia y
de la malicia.

Partiendo pues del principio de que la ad­
ministracion no puede tener una marcha de­
sembarazada sin tribunales de nombramiento
real, dependientes del ministerio, veamos cuá­
les son los principios mas claros y mas eviden­
tes para la realizacion de esta teoría. Desde
luego rechazamos por mala la eleccion en ter­
na, y reconocemos que si hemos de entrar en
la teoria del poder ejecutivo, si hemos de se­
guir todas las consecuencias á que esta teoría
nos lleva, es necesario que se deje enteramente
á cargo de los ministros el nombramiento de
las personas que formen los tribunales conten­
cioso-administrativos. Los caminos que hay
que seguir en esta materia no son mas que dos:
ó la eleccion popular libre y espontánea, ó el
nombramiento ministerial independiente y sin
traba; en la primera hay una garantía, que es
el elemento de la confianza; en el segundo hay
otra, que es el elemento de la responsabilidad.

Viene luego la cuestion de la inamovibili­
dad. Hacer á los jueces administrativos ina­
movibles valdria tanto como encargar á los
tribunales ordinarios el fallo de los negocios
contenciosos. Precisamente lo que distingue á
la administracion de los tribunales ordinarios
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es que los agentes administrativos son amovi­
bles á voluntad del poder, al paso que los jue­
ces son inamovibles. Siendo pues los indivi­
duos de estos tribunales amovibles á voluntad
del ministro, se presenta la cuestion de si debe
ó- no admitirse la recusacion. Sumamente
coartada en los juicios civiles, debe estarlo
mas en los contenciosos, y si hubiéramos de
admitirla era necesario que sus causas estuvie­
ran determinadas en la ley y pudieran sujetar­
se á pruebas tan reconocidas como las del pa­
rentesco, la enemistad capital y otras que son
causas de recusacion en los negocios civiles.

Es incuestionable que los gobernadores de­
ben presidir los tribunales administrativos y
dirigir sus deliberaciones con sus luces. Repre­
sentante el gobernador de los intereses genera­
les de la nacion, seria un contrasentido admitir
á juicio el interés individual sin llamar al mis­
mo tiempo el interés mas alto y mas sagrado
que es el de la sociedad.

Formados estos cuerpos y puestos en ac­
cion, deberán deliberar en secreto en muy po­
cos negocios; pero todos los que se compren­
den bajo el nombre de contenciosos deberán
examinarse con la mayor publicidad. La pu­
blicidad es una garantía para todos; para los
individuos particulares, porque la hallan en
ella contra los amaños y las violencias que en
los juicios pueden emplearse; y para los jueces,
porque hallan en la publicidad la opinion del
público 'que les es siempre favorable cuando
proceden en sus fallos con arreglo á la ley.

Entrando ahora en el modo de proceder de
estos tribunales, surge la cuestion de á quién
deberá dirigirse el que tiene que demandar
justicia ante un tribunal contencioso-adminis­
trativo, si deberá hacer su peticion al goberna-

dar para que este la remita al tribunal, ó deberá
dirigirse, á este desde luego. Nosotros creemos
que ambas puertas deben dejarse abiertas al
interés individual. Si el individuo desconfia de
que el gobernador remita pronto el negocio al
tribunal, ó se queja tal vez de este mismo go­
bernador, natural es que se le permita acudi r
directamente al tribunal contencioso. El inte­
rés individual, conocedor de lo que le convie­
ne, procurará saber si el negocio corresponde
para su resolucion al gobernador ó al tribunal,
y si se equivoca, el gobierno corregirá el yerro,
ajustándose á la ley, que distinguirá perfecta­
mente lo que es de atribucion administrativa
de lo que es de atribucion contenciosa. Algu­
na vez podrá confundirse la línea que las se­
para porque así convenga al interés del indivi­
duo, pero aun en ese caso es un principio para
nosotros -que la administracion no puede de­
tenerse nunca cuando el interés general exige
que no se detenga. Cuando, por ejemplo, so­
brevenga un incendio y sea necesario destruir
un edificio para que el incendio se apague, na­
die sostendrá que el gobernador de una pro:
vincia debe atender en trance tan crítico á las
reclamaciones de los intereses particulares y
dejar que las llamas consuman todo un pueblo
solo porque un individuo se resista á que de­
rriben su casa. A su tiempo ese individuo agra­
viado tendrá donde reclamar sus derechos,
donde hacerlos valer; las leyes preverán este y
otros casos para que el individuo no sea sacri­
ficado al interés de la sociedad, sin la indem­
nizacion á que es acreedor.

Entablada la demanda es natural querer
averiguar cuál será el sistema que estos tribu­
nales deben adoptar en sus procedimientos.
Desde luego no deberá ser el de los civiles, ni
deberán tener lugar términos tan largos, ni dar
tanta amplitud á las reclamaciones individua-
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les. Su manera de proceder, aunque señalada
en la ley, deberá ser variable segun casos y cir­
cunstancias, porque claro es que una conten­
cion sobre pastos no deberá exigir los mismos
procedimientos que un pleito administrativo
en materia de riegos. Es pues necesario esta­
blecer reglas generales que abarquen la mayor
parte de los casos y al propio tiempo reglas
particulares que fijen un método especial en
alguno de ellos, dejando á los jueces toda la
posible latitud para que puedan tomar todas
las noticias necesarias y examinar los hechos,
por medio de uno de sus individuos, en el
punto donde haya nacido la cuestiono

Averiguada la verdad de los hechos y con­
cluido el procedimiento, están los jueces en
el caso de dar su sentencia, y aqu í se presen­
tan tres cuestiones que son: si deberá ser mo­
tivada, si deberá ser ejecutiva y si podrá modi­
ficarse. El motivar las sentencias es sin duda
una garantía para los litigantes, y por los mis­
mo que las leyes son confusas y poco conoci­
das y el particular no sabe muchas veces si la
sentencia se acomoda Ó no á ellas, por lo
mismo el tribunal debe exponer en su senten­
cia los motivos en que la funda.

La experiencia presenta como una necesi­
dad que estas sentencias una vez dadas pasen
en autoridad de cosa juzgada, como las de los
demás tribunales. De otro modo el interés in­
dividual, en constante alarma, no puede con­
fiar en la seguridad de su propiedad ni en la
que le dispensan las leyes. Pero si importa que
las sentencias de estos tribunales no puedan
revocarse sino por medio de la apelacion, opi­
namos por que no sean ejecutivas sino con
ciertas limitaciones. Por eso creemos que si
bien en tesis general deben ser ejecutivas las
disposiciones de los tribunales contencioso-

administrativos, no deben serlo cuando de
estas disposiciones resulte un gravámen irre­
parable al individuo que ha reclamado ante
aquellos tribunales sus derechos.

Sobre la apelación de las sentencias de estos
tribunales, convienen todos en que deberá ser
ante los ministros en el Consejo de Estado.
Responsables los ministros del ejercicio del
poder, y siendo la resolucion de los negocios
contencioso-administrativos verdaderos actos
de dicho poder, no puede prescindirse de su
intervencion cuando se trata de resolverlos. La
apelación. sin embargo, debe tener un límite
en la materia, en la causa y en los anteceden­
tes. En la materia, porque si el asunto que se
litiga no pasa de mil reales, no puede consen­
tirse que vaya á aumentar el cúmulo de los ne­
gocios del Consejo de Estado. En la causa de­
be tambien encontrar limitacion, porque si es
simplemente injusticia, no debe admitirse la
apelacion, sino que debe terminarse el negocio
en los tribunales de provincia. Tampoco debe
admitirse la apelacion en aquellos negocios
que resuelvan primero los alcaldes ó ayunta­
mientos en virtud de atribuciones propias, pues
hay casos en que el daño de la pena es tan leve
que basta por toda garantía el carácter del al­
caide.

Enumeremos ahora las materias que deben
ser objeto de los fallos de los tribunales con­
tencioso-administrativos. De estos negocios
unos son contenciosos y otros no. En los con­
tenciosos entran los que se refieren á los ra­
mos de pósitos, minas y correos, á las reclama­
ciones de los particulares sobre repartimiento
de contribuciones que hagan los ayuntamien­
tos, á las cuestiones sobre modificacion, nuli­
dad ó validez de los contratos que versan sobre
asuntos de interés público nacional, provincial
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ó local, y en fin á las infracciones de los regla­
mentos de caminos y canales, ordenanzas de
montes, de caza y pesca, de correos, etc. En
los no contenciosos comprendemos los que
se refieren al exárnen, Iiquidacion y aproba­
cion de cuentas. Otros negocios no pueden
caer nunca bajo la jurisdiccion de los tribuna­
les administrativos, como por ejemplo los que
se ofrecen en materias de quintas, el exámen
de los presupuestos de los pueblos y la apro­
bacion de estos, el repartimiento entre los
vecinos de un pueblo, de sus bienes comunes
y la formacion de las listas electorales. Todos
estos asuntos deben ser exclusivos de las dipu­
taciones provinciales, porque nadie mejor que
ellas pueden resolverlos.

Terminada aqu í la materia de los tribunales
contencioso-administrativos, consignamos á
continuacion la organizacion dada en 1845
á los Consejos de provincia, ya como Consejos,
ya como tribunales, porque esta organizacion
constituye lo que hoyes el derecho positivo
en estas materias.

De los Consejos provincia/es. En la capital
de cada provincia hay un Consejo provincial
compuesto del gobernador, presidente, y de
tres á cinco vocales nombrados por el rey, de
los cuales dos, al menos, son letrados y uno
tiene el cargo de vice-presidente.

Los consejeros provinciales gozan de una
gratificacion de 8 á 12 mil reales al año de los
fondos de la provincia; usan el uniforme y dis­
tintivos que los reglamentos señalan, y son
reemplazados en ausencias, enfermedades, re­
cusaciones y separaciones por consejeros su­
pernumerarios, que mientras dura su interi­
nidad cobran la mitad de la gratificacion.

Los Consejos provinciales, como cuerpos
consultivos, dan su dictámen siempre que el
gobierno ó el gobernador se lo pidan; y tienen
en los diferentes ramos de la administracion la
participacion que las leyes les señalan.

Los Consejos actúan como tribunales en los
asuntos administrativos; y bajo tal concepto
oyen y fallan, cuando pasan á ser contencio­
sas, las cuestiones relativas:

10. Al uso y distribucion de los bienes y
aprovechamientos provinciales y comunales.

20. Al repartimiento y exaccion individual
de toda especie de cargas municipales y pro­
vinciales, cuya cobranza no vaya unida á la de
las contri buciones del Estado.

30. Al cumplimiento, inteligencia, rescisión
y efectos de los contratos y remates celebra­
dos con la administracion civil, ó con las pro­
vinciales y municipales, para toda especie de
servicios y obras públicas.

40. Al resarcimiento de los daños y perjui­
cios ocasionados por la ejecucion de las obras
públicas.

50. A la incomodidad ó insalubridad de las
fábricas, establecimientos, talleres, máquinas
ú oficios, y su remocion á otros puntos.

60. Al deslinde de los términos correspon­
dientes á pueblos y ayuntamientos, cuando
estas cuestiones procedan de una disposicion
administrativa.

70. Al deslinde y amojonamiento de los
montes que pertenecen al Estado, á los pueblos
ó á los establecimientos públicos; reservando
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las cuestiones sobre la propiedad á los tribu­
nales competentes.

80. Al curso, navegacion y flote de los rios
y canales, obras hechas en sus cauces y márge­
nes, y primera distribucion de sus aguas para
riegos y otros usos.

Entienden, por último, los Consejos provin­
ciales en todo lo contencioso de los diferentes
ramos de la administracion civil, para los cua­
les no establezcan las leyes juzgados especiales.

Los Consejos no determinan nada por via
de regla general, limitándose á fallar en las
cuestiones particulares sometidas á su decision.
Tampoco pueden elevar ni apoyar peticion
alguna al gobierno ni á las Cortes.

Las sentencias de los Consejos provinciales
son siempre motivadas, y su ejecución corres­
ponde á los agentes de la administracion; pero
si hubiere de procederse por remate Ó venta
de bienes, los Consejos remiten su ejecucion y
la decision de las cuestiones que sobrevengan
á los tribunales ordinarios.

Los Consejos provinciales no pueden refor­
mar su propia sentencia una vez dada, pero sí
interpretarla ó aclararla á peticion de parte
cuando se susciten dudas sobre su inteligencia.

De las sentencias de los Consejos provincia­
les se apela ante el Consejo supremo de admi­
nistracion del Estado, y ante el mismo se inter­
ponen los recursos de nulidad que procedan.

Las apelaciones no son admisibles en liti­
gios cuyo interés, pudiendo sujetarse á una
apreciacion material, no llegue á dos mil rea­
les.

,

De la organizacion de los Consejos provin­
ciales como tribunales administrativos. Para
que puedan tomar acuerdo los Consejos pro­
vinciales en negocios contencioso-administra­
tivos, se requiere la asistencia de tres vocales,
de los cuales el uno ha de ser precisamente
letrado. En cada negocio hay un ponente ele­
gido por el Consejo, el cual propone á la deli­
beracion del mismo los puntos de hecho y de
derecho sobre que deben recaer los fallos, y
redacta las providencias motivadas que dicta
el Consejo. Este tiene un secretario, cuyas
funciones desempeña un oficial del gobierno
poi ítico, el cual tiene en lo contencioso la in­
cumbencia de dar cuenta de los escrítos de la
administracion y de las otras partes litigantes;
autorizar las providencias, sentencias, despa­
chos y exhortos del Consejo, y las copias que
hubieren de franquearse y custodiar los expe­
dientes, y desempeñar lás funciones del relator
y cuantas obligaciones se le impongan por re­
glamento. En cada Consejo hay dos ujieres,
cuya obligacion es hacer los emplazamientos,
citaciones, notificaciones, embargos y demás
diligencias que se practicaren de órden del
Consejo fuera de la audiencia y de la secreta­
ría; asistir á las audiencias, y hacer guardar en
ellas el órden y compostura debidos, y asistir
al presidente ó vice-presidente para cumplir
las órdenes que estos le dieren, relativas al des­
pacho y servicio del Consejo.

El gobernador, presidente nato del Consejo,
cuando actúa en lo contencioso, no puede ser
recusado. El vice-presidente y los demás voca­
les del Consejo pueden serlo en los mismos ca­
sos que los consejeros.

En los negocios que se entablan á instancia
de la administracion, se incoa el procedimien­
to con un escrito ó memoria documentada,
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que el qobernador pasa al Consejo: y en los
negocios que se entablan á instancia de par­
ticulares Ó corporaciones se incoa CDn la de­
manda documentada del particular Ó corpora­
cion. Si en vista de esta decide el qobemador
que el asunto que la motiva es de su exclusiva
competencia. le resuelve gubernativamente
por sí; pero si el demandante insiste en su re­
c1amacion, puede recurrir al ministerio de la
Gobernacion, por el que, oido el Consejo de
Estado, se decide lo conveniente.

Estimado por el gobernador el asunto de la
competencia del Consejo provincial, manda
que se dé cuenta á este de la demanda por la
secretaría del mismo, siendo de nueve días el
término que se señala para contestarla. Cuando
la demanda se dirige contra la administracion,
pasa al gobernador, el cual fa devuelve al Con­
sejo con la debida contestación á la mayor
bevedad posible.

Terminada la discusion escrita se pasan las
actuaciones al ponente, y á propuesta de este
decide el Consejo si se ha de señalar dia para
la vista pública, Ó se ha de recibir prueba, y
evacuada esta, se verifica la vista del pleito á
puerta abierta, salvo los casos en que puedan
dar ocasión á que se perturbe el órden, co­
menzándose por la relacion del expediente.
Las partes Ó sus defensores exponen en segui­
da verbalmente ID que creen conducente á su
defensa, y terminada la vista despues de oir
si es preciso al defensor de los derechos de la
adrninistraclon, puede el Conseio para mejor
proveer, pedir informes ó mandar practicar
cualquier di ligencia de prueba que no sea la
de testigos.

Terminada la vista, y en su caso las diligen­
cias, procede el Consejo á la decision defini-

tiva del litigio, dictando la sentencia dentro
de siete días á mas tardar, contados desde el
siguiente á aquel en que se hubiere concluido
para definitiva. La votacion del fallo se hace
á puerta cerrada. El ponente somete á la deli­
beracion del Consejo los puntos de hecho y de
derecho sobre que debe recaer el fallo, y se
vota sucesivamente por su órden, yen último
lugar la decision. Vota primero el ponente, y
despues los demás consejeros por el órden
inverso de su procedencia: el presidente vota
el último.

Los consejeros motivan todas las providen­
cias definitivas y las interlocutorias que á su
juicio lo requieren, exponiendo clara y conci­
samente los puntos de hecho y de derecho, y
los principios ó disposiciones legales que les
son aplicables. Al márgen de la sentencia ano­
ta el secretario los nombres de los conseleros
que asistieron á la vista y dictaron aquella, y
la firman el presidente y el secretario.

En toda votacion á que asiste el gobernador
tiene voto decisivo en caso de empate. Si' al
votar la sentencia discordan los consejeros y
no resulta mayoría, se ve el negocio por mas
consejeros, y se vota de nuevo por los prime­
ros y por los segundos.

Cuando alguna de las partes debidamente
emplazadas no acude á exponer su defensa, el
Consejo, á instancia de los demás interesados,
decide el asunto en rebeldía. La instancia por
parte de la administracion se entiende hecha
desde el momento en que el secretario expo­
ne al Consejo haber pasado el término señado.
La rebeldía puede acusarse por escrito ó de
palabra, y acusada que es, procede el Consejo
á fallar el pleito. Contra esta sentencia hay el
recurso de rescision ante el Consejo, que pue-
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de solicitarse en el término de 15 días; pero
sin suspender su ejecución, la cual, sin embar­
go, se entiende siempre sin perjuicio de la res­
cision que puede llevarse á efecto, previa la
oportuna fianza. Admitido este recurso se
oyen al reclamante sus defensas, concediéndo­
le para exponerlas la mitad del término; pero
si por segunda vez es condenado en rebeldía,
no puede entablar el recurso de rescision en
el mismo negocio.

Conforme á lo dispuesto en la ley de orga­
nizacion de los Consejos provinciales, de que
ya hemos dado conocimiento á nuestros lec­
tores, solo puede apelarse de las sentencias
dictadas en primera instancia por dichos Con­
sejos, cuando el interés del litigio ó el valor
de la demanda llegue á 2,000 reales. Esta ape­
lacion se interpone dentro de diez días ante el
Consejo de Estado, no suspendiéndose por
esto la ejecucion de la sentencia.

No puede apelarse de las providencias inter­
locutorias: las nulidades y agravios que en ellas
se causen se ventilan y deciden en el Consejo
de Estado con los recursos de nulidad y apela­
cion que se interponen de las sentencias de­
finitivas.

El recurso de nulidad contra las sentencias
definitivas dictadas por los Consejos provin­
ciales solo tiene lugar en los casos siguientes:

Cuando el asunto no fuere de la competen­
cia de la jurisdiccion administrativa.

Cuando no hubiere dictado la sentencia el
número de consejeros necesarios.

Cuando la sentencia fuere contraria en su
tenor al texto expreso de las leyes, reales de­
cretos y órdenes vigentes.

Cuando alguna de las partes careciere de
poder bastante ó de capacidad para litigar.

Cuando alguna de las partes no hubiere sido
emplazada en tiempo y forma.

Cuando no se hubiere citado á alguna de las
partes para prueba ó sentencia.

Cuando se hubiere denegado la prueba ne­
cesaria para dictar justa sentencia.

Para que proceda el recurso en los últimos
cuatro casos que hemos indicado, ha de ha­
berse reclamado en primera instancia en tiem­
po y forma contra la nulidad.

Incumbe al gobernador interponer todos
estos recursos contra las sentencias gravosas á
la administracion.



MANUAL DE LOS AYUNTAMIENTOS*

Julio Jiménez y
Agustín Lozano

INTRODUCCION

Persuadidos íntimamente de que de la sabidu­
ría y sano criterio de los Ayuntamientos de­
pende el bienestar material y el progreso moral
de los pueblos; convencidos por otro lado de
que no es fácil recojer este fruto miéntras se
cambie anualmente el personal de esos cuer­
pos é ingresen á ellos, como sucede muchas
veces, personas que no conocen la gravedad é
importancia de la mision que van á desempe­
ñar; hemos decidido, no obstante nuestra in-

Esta interesante obra apareció publicada en la ciudad de
México en 1875, producto de la Imprenta del Porvenir.
La mayor parte consiste en una abundante documenta­
ción de formularios. sobre todo financieros, que fueron
omitidos. además de una sección de contabilidad porme­
norizada con datos V cifras que se juzgaron irrelevantes
para esta edición. En cambio, se mantuvo plenamente la
ortografía original. N. del D.

suficiencia, escribir una instruccion especial
que comprenda todo lo que se refiere á Ayun­
tamientos y remedie en parte el mal que hemos
indicado.

En esta instruccion, despuss de definir con
claridad las atribuciones y organizacion de los
Ayuntamientos, esplicarsu mision bienhechora
y extractar las medidas de policía que en un
largo periodo de tiempo se han expedi do,
emanadas de diversas capacidades, se da un
lugar preferente á las reglas que se deben ob­
servar para el manejo de los fondos municipa­
les y su contabilidad, pues no se nos oculta
que esto influye mucho en el aumento de las
rentas, la econom ía en los gastos y por consi­
guiente, en los mayores elementos de que se
podrá disponer en provecho de las poblacio­
nes.

Tomamos por norma para el desarrollo de
la cuenta, el Ayuntamiento de México, porque
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siendo el de mayor importancia, es claro que
bien entendido lo que á él se refiere, no habrá
dificultad alguna para los demas Ayuntamien­
tos, pues en todos la mision es la misma y por
consiguiente, el mecanismo para llenarla, tam­
bien debe ser idéntico.

Adoptado el sistema de contabilidad que
se propone, el cual, sea dicho de paso, simpli­
fica las operaciones, uniforma los procedi­
mientos y establece cierta vigilancia recíproca
entre los empleados, ya no habrá el peligro
de que al cambiarse el personal de las oficinas
municipales por una emergencia poi ítica ó por
cualquiera otro motivo, se lleven consigo los
encargados de la cuenta la clave de ella y dejen
todo sumido en el caos, como ha sucedido ya
algunas veces. Ademas, el mejor modo de que
la comision de hacienda y los regidores que
ejerzan el cargo de fiscales, puedan velar con
buen éxito sobre el manejo de los fondos, es
poner á su alcance esa clave de que ántes se
ha hablado.

Damos á esta obrita el carácter de un ma­
nual ó de una instruccion, porque realmente,
con referencia á disposiciones municipales, no
hemos hecho otra cosa que extractarlas faci Ii­
tando su busca y su estudio, tarea por cierto
difícil puesto que se hallan diseminadas y al­
gunas ya se han agotado; ahora, respecto de
otros puntos de la misma obra que entrañan
alguna innovacion, al arbitrio de los Ayunta­
mientos está el darle ó nó acojida, pero de
todos modos resultará que en vez de entrar á
oscuras una parte del personal de cada Ayun­
tamiento, como hoy sucede, se alumbrará algo
ese camino, circunstancia favorable particu­
larmente para los Ayuntamientos de poblacio­
nes cortas en que, como es natural, no hay
grandes capacidades.

Por último, debemos manifestar que para
formular esta instruccion que no dudamos
contenga errores y defectos como toda obra
humana, hemos aprovechado la práctica que
ambos hemos podido adquirir en el tiempo en
que se nos ha encomendado el desempeño de
un empleo municipal, y sobre todo hemos
procurado hacer un estudio de todas las dispo­
siciones de esta naturaleza que se han dado á
luz desde épocas remotas. lOjale y véamos
coronados con el buen éxito nuestros esfuer­
zos, pues tenemos la conciencia de prestar
con este trabajo un pequeño servicio público!

ATRIBUCIONES
DE LOS AYUNTAMIENTOS

Las atribuciones de los Ayuntamientos ó cuer­
pos municipales, segun las ordenanzas y demas
disposiciones vigentes, son estas:

10. Atender á todo lo relativo á la policía
de salubridad, á la comodidad material y al
ornato de la ciudad, villa 6 pueblo de su de­
marcacion.

20. Promover la construccion de las calza­
das, puentes y caminos que se crean necesa­
rios, y velar por la conservacion de los que
existan.

30. Promover igualmente la desecacion de
pantanos, cuidando se dé corriente á las aguas
estancadas é insalubres.

40. Disponer la limpieza de las calles, mer­
cados y plazas públicas.

50. Cuidar de que haya panteones ó cemen-
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teríos bien construidos y situados convenien­
temente.

60. Procurar que las bebidas y alimentos de
cualquiera género que sean, no estén dañadas
ni contengan sustancias nocivas á la salud.

70. Prohibir la venta en las boticas, de dro­
gas ó medicinas rancias ó adulteradas.

80. Promover y protejer por cuantos medios
estén á su alcance, los adelantos de la agricul­
tura, industria y comercio.

90. Hacer que en todas las casas de comer­
cio ó expendios de efectos, se usen pesos y
medidas exactas.

100. Procurar que las calles estén rectas,
bien empedradas y alumbradas.

110. Velar por la conservacion de los mon­
tes y arboledas, haciendo que los plantíos
sean superiores al corte ó destruccion de árbo­
les, á fin de que estos no lleguen á agotarse.

120. Cuidar de que la poblacion esté bien
abastecida de agua potable y promover en
caso contrario la construccion de fuentes pú­
blicas.

130. Hacer que los mercados estén situados
de una manera propia y provistos competen­
temente.

140. Cuidar de que en las escuelas de pri­
meras letras, llamadas municipales, haya el
mejor órden, haciendo que los preceptores
dén buena instruccion á sus discípulos, así
como una educacion esmerada.

150. Vigilar sobre que los avisos ó rótulos
de las casas de comercio sean correctos en el
idioma y en la ortografía.

160. Presidir por medio de un regidor nom­
brado al efecto, las funciones de teatro y de­
mas diversiones públicas.

170. Velar porque en los hospitales haya el
debido aseo y se usen buenas medicinas.

180. Cuidar de la exacta recaudacion y de
la distribucion justificada de los fondos mu­
nicipales, siendo esta una de sus atenciones
preferentes supuesto que ella contribuye al
mejor desempeño de todas las otras.

190. Ayudar en caso de epidemia al consejo
de salubridad y á la autoridad poi ítica, á que
se tomen todas las medidas de policía higiéni­
ca que el caso requiere.

200. Dar en adjudicacion á las personas que
lo soliciten; prévia la publicacion de avisos, el
remate etc., y sin perjuicio de tercero, los te­
rrenos eriazos ó solares abandonados que estén
dentro de su jurisdiccion.

210. Está tambien en las atribuciones de
los Ayuntamientos el recibir las denuncias
de los impresos, convocar al jurado de califi­
cacion y hacer que se observen los trámites
que establece la ley de imprenta, fecha 2 de
Febrero de 1861.

220. Respecto de elecciones de Presidente
de la República, diputados al Congreso de la
Union y Magistrados de la Suprema Corte de
Justicia, los Ayuntamientos tienen las atribu­
ciones que con relacion á empadronamientos
y nombramiento de electores les dá la ley de
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la materia fecha 12 de Febrero de 1857 y su
concordante de 8 de Mayo de 1871.

230. Vigilar el mejor cumplimiento y obser­
vancia de las leyes, reglamentos y bandos de
buen gobierno y policía.

Ademas,esatribucion de cada Ayuntamien­
to formar su reglamento interior y el de las
oficinas de su inmediata dependencia.

En el Distrito federal, segun el decreto de
18 de Noviembre de 1824, el Gobernador es
el Presidente nato de las corporaciones muni­
cipales que existen en su demarcacion.

ORGANIZACION DE LOS
AYUNTAMIENTOS

Los Ayuntamientos se componen de regidores,
síndicos y presidente, nombrados por elección
popular.

Estos cargos son concejiles y no se pueden
renunciar sino por causa justa, suficientemen­
te acreditada.

Del Presidente

El Presidente es el jefe de la corporacion; en
consecuencia es el que dirige los cabildos é
inspecciona el fiel cumplimiento de las comi­
siones de capitulares en sus respectivos encar­
gos, siendo por consiguiente responsable de
toda omision que se sufra y de todo abuso
que se cometa.

Al Presidente, pues, se dirigen todas lasco­
municaciones de la autoridad superior que im­
portan prevenciones 6 reclamos referentes á
los ramos que tienen á su cuidado los Ayunta­
mientos, y del mismo modo el Presidente es
el conducto de comunicacion entre el Ayunta­
miento y los Gobernadores 6 el Gobierno Su­
premo de la Nacian.

Las materias que exigen trámite se señalan
por el presidente del Ayuntamiento, y en lo
general él es el encargado de vigilar el buen
cumplimiento de los preceptos contenidos en
las ordenanzas municipales y de más disposi­
ciones legales emanadas de la autoridad su­
perior.

De los Síndicos

Los Síndicos de los Ayuntamientos deben ser
letrados y por consiguiente son los encargados
de dilucidar los puntos de derecho que se ver­
san en negociosdel municipio; de defender los
intereses del comun; de cuidar la hacienda
municipal y de ilustrar á la corporacion.

Los síndicos pueden y deben asociarse á
todas las comisiones, aunque no pertenezcan
á alguna determinada, y las otras comisiones
pueden exigirles su voto, luces y opinion su­
puesto que deben instruir á los capitulares y
promover el bien comun.

En los juicios de conciliacion en que tiene
que comparecer el Ayuntamiento, como actor
6 como reo, lo representa un síndico.
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De los Regidores

Los regidores ó capitulares, así como el presi­
dente y los síndicos, concurren á los cabildos
ó juntas ordinarias y extraordinarias para ilus­
trar las discusiones con su opinion ó razona­
mientos, y para contribuir con su voto á la so­
lucion de los puntos que se ventilan.

Para el fomento y cuidado de los diversos
ramos encomendados á los Ayuntamientos, se
forman comisi ones que se encargan de cada
uno de éstos ramos, procurando destinar á
cada concejal á aquello que tiene mas conexion
con su oficio, profesion ó conocimientos ac­
cidentales.

Como quiera que es superior el número de
los ramos al de los regidores, sucede general­
mente que cada regidor está encargado de dos
ó mas ramos.

Los ramos á que tienen dedicada su aten­
cion los Ayuntamientos están subdivididos y
clasificados de este modo;

Aseo y limpieza-aguas-acéquias-zanjas y
rios-alambrado-cárceles-coches y carruajes
-embanquetados-empedrados y atarjeas-sa­
lubridad-cementerios y panteones-vacuna­
hospitales y casas de beneficencia-mercados­
paseos-pesos y medidas-teatros y diversiones
públicas-educacion y escuelas municipales y
otros ramos que á juicio de los Ayuntamien­
tos convenga establecer.

De las Comisiones en General

Las comisiones tienen que dar cuenta en ca-

bildo, por escrito, bajo su firma y en los perio­
dos de reglamento, del estado que guardan los
ramos encomendados á su cuidado.

Emiten informe por escrito sobre los nego­
cios de sus respectivos ramos, acordados en
cabildo.

Presentan cada mes un presupuesto de los
gastos que exige el fomento y conservacion
de los ramos que están á su cargo, así como
una noticia de los productos de aquellos que
causan algun ingreso á las arcas municipales.

Autorizan bajo su responsabilidad los gas­
tos, cuentas Ó liquidaciones relativas á los ra­
mos que se les tienen encomendados, pero
bajo la condicion expresa de que estén com­
prendidos en el presupuesto aprobado por el
cabildo.

Cumplen sin prévio acuerdo del cabildo las
órdenes que les comunica el Gobernadorsobre
negocios urgentes y ejecutivos de su pertenen­
cia; pero esto bajo la condicion precisa de que
dichas órdenes no pugnen con las leyes ú ór­
denanzas municipales y dando cuenta del
hecho en el próximo cabildo.

Visitan una vez por lo ménos al mes los
objetos, obras, enseres, etc. de su ramo, y si
notan que los dependientes no cumplen, dan
cuenta al cabildo para sus determinaciones.

Hacen que se enteren en la tesorería muni­
cipal las multas que imponen por infracciones
de ordenanzas y bandos de buen gobierno y
policía, á fin de que su importe conste en los
libros de la propia oficina y se dé cuenta se­
manariamente á la comision de hacienda para
que ésta lo haga al cabildo.
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De la Comisión de Hacienda en Particular

La comision de hacienda, al principio de cada
año y en cada trimestre, debe reconocer los
libros y comprobantes de la cuenta municipal;
las escrituras de imposiciones y compras, cen­
sos, arrendamientos y contratos, así como los
libros de créditos activos y pasivos; debe in­
quirir las diligencias que se hayan ejecutado
para los cobros y las causas porque no se hayan
hecho algunos pagos, á fin de que, con el co­
nocimiento de todo esto, resuelva de acuerdo
con los síndicos las dificultades que pueda
haber, corrigiendo los abusos é imprimiendo
actividad al despacho. Si nota falta de cons­
tancias, vicios ú oscuridad en los asientos,
raspaduras ú otras cosas que induzcan á sos­
pechar abandono ó fraude en los empleados,
debe dar cuenta de los hechos en cabildo ex­
traordinario secreto.

Debe hacer la glosa preparatoria de la cuen­
ta de la oficina de rentas municipales exigien­
do á esta la rinda oportunamente.

Debe visitar cada dos meses, el dia que elija,
los almacenes del Ayuntamiento para ver los
materiales, herramientas y utensilios de su
pertenencia, á fin de poderse cerciorar de su
existencia y del Estado que guardan.

En el caso de que convenga pagar á algun
acreedor del Ayuntamiento con una órden
contra alguna oficina ó particular que á dicha
corporacion le deba, esto solo se puede hacer
por acuerdo del Cabildo, prévio dictámen por
escrito de la comision de hacienda, asociada á
los síndicos, y en cuyo dictámen se demuestre
la utilidad de la operacion y la necesidad del
descuento ó premio, si lo hubiere.

La cormsron debe asistir á las almonedas
que se celebren para construccion de obras,
compra de materiales y á cualquiera otra en
que no tenga que intervenir otra comision es­
pecial del mismo Ayuntamiento por pertene­
cer á un ramo que tenga á su cargo.

Debe revisar mensualmente los cortes de
caja de la. y 2a. operacion que practique la
tesorería por lo relativo al ingreso y egreso
de caudales que en ella tenga lugar.

La comision de hacienda debe poner en co­
nocimiento del Cabildo todos sus procedi­
mientos, pues todas sus comisiones tienen que
sujetarse á lo que en él se acuerde.

De los Fiscales

Los Ayuntamientos deben nombrar dos capi­
tulares para que desempeñen el cargo de fis­
cales, uno de la Tesorería y otro de la Conta­
duría á fin de que celen, bajo su responsabi­
lidad, que en esas oficinas se trabaje en las
horas de reglamento y que se lleven los libros
que el mismo reglamento señale formándose
los asientos oportunamente.

Estos regidores fiscales deben dar parte al
Cabildo de cualquiera falta, infraccion ó frau­
de que noten y pueden pedir á las repetidas
oficinas las noticias que deseen; pero no les
es 1ícito ingerirse ni aun por vía de consejo en
los reclamos y observaciones que éstas hagan
ni dar órdenes de ninguna clase, pues su única
mision es la de vigilancia, dando cuenta en Ca­
bildo reservado de lo que crean digno de que
llegue á noticias del Ayuntamiento.
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De las Oficinas y Demás Agentes Municipales

Los Ayuntamientos segun su importancia que
estará en relacion directa con la entidad de la
población cuyos intereses manejan, tienen á
sus órdenes oficinas, mesas ó personas que los
auxi lian en las diversas labores de Secretaría,
Tesorería y Contaduría, ó sean corresponden­
cia, caja y contabilidad, anexas al municipio.

El Secretario, el Tesorero y el Contador
municipales, ó en su defecto los que hagan sus
veces, tienen voz informativa ante el Cabildo,
bien sea por excitativa de algun capitular, ó
bien por voluntad propia.

Las oficinas deben estar prontas á propor­
cionar los datos é informes que les exijan las
comisiones, los primeros bajo recibo y los se­
gundos por escrito, si así se les exijiese.

La tesorería y contaduría bajo su responsa­
bilidad, ó la oficina de rentas, cuando ambas
estén reunidas, deben hacer observaciones por
escrito á los acuerdos del cabildo ó comisio­
nes que ordenaren algun gasto que no sea legal
ó autorizado por el presupuesto, y si á pesar
de estas observaciones se decreta que se esté
á lo mandado, debe obedecer, pero dejando
constancia del hecho en el expediente. Las
órdenes de pago de los capitulares en lo par­
ticular, no deben ser obedecidas.

Tienen ademas á sus órdenes los Ayunta­
mientos, con el nombre de celadores de poli­
cía, otros agentes que desempeñan funciones
secundarias, haciendo que se respete la autori­
dad municipal y que se cumpla con los bandos
de policía.

Prohibiciones que las Leyes Hacen
a los Ayuntamientos

No pueden instaurar litigio, sino obteniendo
licencia superior, pero s í defenderse cuando
sean demandados, en cuyo caso deben infor­
mar secretamente al Gobierno, reservando los
documentos de su defensa.

No pueden celebrar sesiones en otra parte
que en la sala capitular, pena de nulidad, ex­
cepto en los casos en que esto sea físicamente
imposible, en los cuales el Gobierno designa­
rá el local en que el Ayuntamiento ha de reu­
nirse.

No pueden permitir que en el local en que
celebren sus cabildos tengan lugar otras reu­
niones de autoridad ó personas.

No pueden prestar á ninguna corporacion
ni á particulares, valor alguno que consista en
dinero, muebles ó cualquiera otro objeto de
la pertenencia de la ciudad.

No pueden hacer donaciones de ninguna
parte de sus propios ó arbitrios, por ningun
título ni pretexto.

No pueden por ningun motivo acordar la
suspension de sus cabildos y funciones econó­
micas.

No pueden establecer gastos ordinarios,
decretar extraordinarios, crear destinos, dar
jubilaciones, ni otras gracias semejantes, sin
autorización del gobierno.

No pueden conceder licencias á los emplea­
dos municipales por mas de un mes sino es
con permiso del gobierno.



74 REVISTA DE ADMINISTRACION PUBLICA

Disposiciones de Polic ía

Los Ayuntamientos, en su calidad de guardia­
nes del bienestar del vecindario y de sus co­
modidades materiales, han promovido en di­
versas épocas todas aquellas medidas que con­
tribuyen al objeto, aprovechando el concurso
de las capacidades que han abrigado en su
seno; estas medidas que han sido aceptadas
por la superioridad y que deben considerarse
vigentes, se asientan en seguida, pues siendo
los mismos Ayuntamientos los encargados
de hacerlas observar, conviene no caigan en
desuso por abandono, ignorancia ú olvido.

La prohibicion de la venta y exposicion al
público, de figuras y estampas obscenas.

La de ensuciar de cualquier modo las pare­
des de las calles.

La de que haya reuniones en las pulquerías,
pues los compradores deben limitarse á per­
manecer en ellas el tiempo preciso para que se
les despache.

La del tránsito de perros bravos por las ca­
lles, obligando á los dueños de toda clase de
perro á que lo lleven con bosal y haciendo se
maten á los que carezcan de esta circunstancia.

La de los canales de derrame exterior.

La de que los vecinos arrojen á la calle ba­
suras, piedras 6 cualquiera inmundicia.

La de que se echen líquidos por las venta­
nas, balcones 6 azoteas.

La de que en esos mismos lugares se pongan

jaulas, macetas, tinajas 6 cualquiera cosa que
pueda gotea rse.

La de que anden por las banquetas personas
cargadas con bultos voluminosos, 6 animales.

La de que se sacudan por las ventanas, bal­
cones 6 azoteas, alfombras, petates 6 cual­
quiera objeto que arroje polvo á la calle, mo­
lestando á los transeuntes.

La de estorbar el tránsito de las calles con
cualquiera objeto.

La de asear los coches 6 los caballos en la
calle.

La de trabajar en la calle en cualquiera cosa
que deba hacerse en los talleres.

La de destruir las plantas ú otros objetos
que adornan los paseos públicos.

La de que se adultere la leche, el pan 6
cualquiera otra bebida 6 comestible.

La de que las béstias de carga y de ti ro sean
tratadas con crueldad, obligándose les á que
lleven un peso superior á sus fuerzas.

La prevencion para que acudan á los incen­
dios los arquitectos de ciudad, el administra­
dor de obras, el sobrestante mayor, los agentes
de policía, los cargadores, aguadores y albañi­
les, y que los establecimientos públicos tengan
siempre una bomba á su disposicion.

La id. para que los comerciantes en carnes
saquen sus patentes á fin de que se pueda ejer­
cer vigilancia sobre ellos, en beneficio del pú­
blico.
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La id. para que el peso del pan y su calidad
no se adultere.

La id. para que los criados domésticos ten­
gan libreta.

La id. para que los dueños de carnicerías y
vacas de ordeña acudan á inscribirse en un
registro abierto por las oficinas municipales.

La id. para que los inquilinos ó propietarios
que habiten fincas urbanas de su propiedad,
hagan barrer diariamente el frente de ellas.

La id. para que los mismos conserven lim­
pios los caños á fin de que no se estanquen las
inmundicias.

La id. para que la venta de prendas cumpli­
das en los empeños, sea con licencia prévia del
Ayuntamiento, evitando así los abusos que
puedan cometerse.

La id. para que los vidrios de las casas de
juegos permitidos sean claros y no se usen per­
sianas ó cualquiera otra cosa que estorbe la
vista del público.

La id. para que se persigan los vagos y se
observe por los agentes de policía la conducta
de las personas que parezcan sospechosas.

La id. para que los dueños de hoteles, po­
sadas y mesones produzcan noticia diaria de
la entrada y salida de inquilinos que tengan.

La id. para que los empresarios de diversio­
nes públicas pidan licencia, prohibiéndoles
dediquen funciones a determinadas personas
y que hagan en las comedias alusiones perso­
nales.

La id. para que los concurrentes á estos
lugares guarden compostura y no cometan
desórdenes.

La id. para que se alejen del centro de las
ciudades ó grandes poblaciones los almacenes
de leña ó madererías, las fábricas de sebo, pe­
tróleo ú otras materias inflamables, y las to­
cinerías, zahurdas, curtidurías y coheterías.

La id. para que el agua que corre por cañe­
rías abiertas no la ensucien los vecinos; que
las cañerías subterráneas se desvien de aquellos
lugares en que haya derrames de 1íquidos no­
civos á la salud, tales como desechos de fabri­
cas de productos qu (micos, almidonerías, cur­
tidurías, etc. y que respecto de las cañerías
que no se puedan apartar de esos lugares, se
refuercen con argamasa ó barnices que las
preserven del daño.

La id. para que no se abran pozos artesia­
nos á inmediaciones de los cementerios.

La id. para que en lo interior de las grandes
ciudades no se permitan techos de zacates,
tejamil ú otra materia combustible, así como
para que las puertas y ventanas de tlapalerfas,
vinaterías, pajerías y las de todo estableci­
miento que contenga materias inflamables, se
forren de hoja de lata ó zinc para evitar hasta
cierto punto los incendios.

La id. para que no se formen grandes mula­
dares y que los que existen se quemen periódi­
camente.

La id. que prohibe las reuniones conocidas
con el nombre de "velorios" y que se entierren
cadáveres dentro de las iglesias.
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La id. que prohibe molesten al público los
limosneros, señalándoles una casa de asilo para
que puedan vivi r.

La id. que prohibe los juegos de suerte y
azar.

La id. para que los coches de alquiler ten­
gan número y enciendan de noche los faros,
cuya última condicion se ha hecho extensiva
á los particulares.

La id. para que los carruajes y cabalgaduras
no salgan del trote natural, dentro de la ciu­
dad, y para que en su tránsito por las calles
tomen siempre la derecha de su frente.

La id. para que en las calles en que hay
atarjeas tengan letrinas todas las casas, incluso
las de vecindad.

La id. que prohibe sacar adobes de lugares
que no estén cercados.

La id. para que se renueve constantemente
la pintura de las fachadas de las casas de las
grandes poblaciones, á fin de que se conserven
con buen aspecto.

La id. que prohibe volar papelotes en las
azoteas, calles y plazas públicas.

La id. que prohibe conducir bultos de ropa,
muebles, etc. por la noche.

La id. que prohibe á los cirujanos se nieguen
á hacer la primera curacion á los heridos,
cuando para el efecto les dé aviso cualquiera
persona.

La id. que prohibe que los cocheros del
sitio cobren mas de lo debido, bajo el pretex­
to de mal tiempo 6 cualquiera otro.

La id. que prohibe se amansen bestias por
las calles.

La id. que prohibe se quemen en las calles 6
plazas, cohetes de mano.

La id. para que en los puntos en que se esté
fabricando alguna casa, no se estorbe el paso
con cal, ladrillos, piedras, etc. sino que estos
objetos se conserven dentro del tapial 6 cer­
cado.

La id. que previene que en las casas de
vecindad no falte luz desde las oraciones de la
noche hasta las diez en que deben cerrarse.

Tales son los bandos de policía que se han
publicado y deben observarse, porque en ello
se interesa el bienestar del vecindario, de tal
modo, que si algunos de ellos se hubiesen de­
rogado 6 no estuviesen en práctica, conven­
dría se promoviese su refrendo por cualquier
Ayuntamiento. Hay entre las disposiciones de
policía que se han expedido, otras que, por
ser de circunstancias únicamente, 6 de carác­
ter muy secundario, no se hace aqu í mencion
de ellas, pues resultaría muy voluminosa esta
Instrucción, y ademas, solo se ha querido ex­
tractar las de mayor importancia, pudiéndose
ocurrir para conocer sus detalles á la coleccion
respectiva publicada por el C. José M. del Cas­
tillo Velasco, en el año de 1869, en que tam­
bien obran insertos algunos reglamentos de
ramos y oficinas dependientes de las munici­
palidades.
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ACTIVO Y PASIVO DE LOS
AYUNTAMIENTOS

Activo

El Activo de los Ayuntamientos puede con­
sistir en los objetos que á continuacion se
expresan.

En bienes inmuebles ó raices

Fincas. Las que sirven para sus oficinas 6 para
uso público, contándose entre estas últimas,
los mercados, hospitales, etc. pues respecto de
otras de diverso carácter, está prohibida su po­
sesion á las corporaciones segun la ley de 25
de Junio de 1856.

Terrenos. Los eriazos y los solares abando­
nados que estén dentro del perímetro de las
ciudades, villas ó pueblos, los cuales deben ser
puestos en subasta pública segun las leyes.

En bienes muebles

Máquinas carros y herramientas. Las que sir­
ven para las obras públicas, para la limpieza y
para apagar los incendios.

Muebles y enseres. Los muebles de uso de
las oficinas municipales y los útiles de escri­
torio.

Capitales á censo. Los que existan á favor
de las municipalidades segun las escrituras
respectivas.

Existencias de valores. Las que haya en me­
tálico, labranzas, pagares ó cualquiera otro
papel que represente un valor.

Créditos activos. Los que tengan á su favor
las municipalidades, para su cobro.

Pasivo

Este consiste en las deudas por sueldos, con­
tratas ó cualquier otro motivo, bien sea que
estén garantizadas con escrituras, libranzas,
obligaciones ó con la simple promesa de pago.

Rentas municipales

Los Ayuntamientos, ademas de los productos
naturales de sus bienes, tienen otra clase de
rentas que les conceden las leyes á fin de que
puedan llenar las necesidades de los pueblos.

Hacer mencion de cada una de las rentas
con que en el sistema actual están dotadas
todas las municipalidades de la República,
sobre ser un trabajo ímprobo, quitaría á esta
obra la ventaja del fácil estudio; por consi­
guiente bueno será limitarse á manifestar cua­
les son los propios y arbitrios del Ayunta­
miento de México que es el de mayor impor­
tancia.

Mercados_ Los arrendamientos de sus loca­
lidades y el derecho que se cobra sobre la fru­
ta, verdura, etc. que en ellos se vende. A este
ramo están considerados como anexos los
arrendamientos de las alacenas de los portales.

Fiel contraste. Este ramo tiene dos clases
de productos: la venta de medidas en que
siempre se obtiene utilidad respecto de su cos­
to, Y lo que se cobra por sellos de las que con
este objeto presentan á la oficina del fiel con­
traste los interesados.
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Licencias para obras. El derecho que se co­
bra, por las licencias que se conceden para
edificar, reedificar, 6 emprender cualquiera
mejora exterior en las fincas de la ciudad.

Aguas. Las pensiones 6 arrendamientos que
se cobran sobre este artículo.

Derecho municipal sobre frutos y efectos
nacionales y extranjeros. Los que se cobran
por la Aduana de México segun la tarifa ad­
junta á la ley de 28 de Noviembre de 1867 y
disposiciones posteriores anexas.

Contribucion predial. El dos por ciento con
que está adicionado el seis establecido para el
erario federal.

Derecho de patente. El veinte por ciento
sobre las cuotas señaladas á los causantes del
derecho de patente establecido por la ley de
4 de Febrero de 1861.

Expendio al menudeo de licores. Elderecho
de patente que se cobra á las vinaterías, tien­
das. tendejones 6 dulcerías en que se expen­
den licores, cuyo derecho se cobra por bimes­
tres adelantados.

Cafés y fondas. El derecho de patente que
se cobra á estos establecimientos y que deben
pagar tambien por bimestres adelantados.

Pulquerías. El derecho de patente que se les
cobra por trimestres adelantados.

Fábricas de cerveza. El derecho de patente
que se les cobra por meses adelantados.

Panaderías. El derecho que se cobra á los
que tienen amasijo, por tércios de año ade­
lantados.

Casas de empeño. El derecho de patente
que se cobra á estos establecimientos y á las
tiendas que prestan sobre prendas, cuyo de­
recho pagan por trimestres adelantados.

Fábricas y expendios de tabacos. El dere­
cho de patente que se les cobra por trimestres
adelantados.

Cárruajes de psrticutsres. La contribucion
que se les cobra por tercios de año adelan­
tados.

Carruajes de alquiler. El derecho de paten­
te que se les cobra por meses adelantados.

Vacas de ordeña. El derecho de patente que
se cobra cada mes sobre este ramo.

Diversiones públicas. La pension que se co­
bra al expedir las licencias respectivas.

Juegos permitidos. EI derecho de patente
que se cobra por meses adelantados á los bi­
liares, juegos de cartas lícitos, tiraderos al
blanco, juegos de pelota, bolos y bochas.

Multas por infracciones de ley. Las que im­
pone el Ayuntamiento en virtud de sus facul­
tades especiales.

Recargos. Los que aplica la ley de fondo
municipal á los causantes morosos.

Gastos municipales

Los gastos de las municipalidades deben cla­
sificarse de este modo:
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Gastos de administracion. Que son aquellos
que hacen los Ayuntamientos para poder lle­
nar su cometido: tales son los de sus oficinas.

correspondientes a la municipalidad, segun la
ley de 28 de Noviembre de 1867 y disposicio­
nes posteriores anexas.

la limpia de la ciudad.
alumbrado de la misma.
la direccion de aguas.
las obras públicas.
los paseos.
guarda rios.
guarda compuertas ...

" "

" "
" "

" "

Los del

En los gastos de ley se consideran estos:
Sueldos del Gobierno del Distrito y su Se­
cretaría.
Los sueldos y gastos de las escuelas muni­
cipales.
Las pensiones que tengan declaradas los
empleados de la municipalidad, bien como
cesantes ó bien como jubilados.
La asignacion á la Compañ ía Lancasteriana.
La id. al Consejo Central de salubridad.
Sueldos y gastos de vacuna.
Id. de los hospitales de San Pablo. San An­
dres, San Juan de Dios, San Hipólito y el
Divino Salvador.
El Hospicio de pobres.
La Casa de Maternidad.
La Casa de Niños Espósitos,
El Colegio de San Antonio. (Tecpan}.
Las cárceles.
La amortizacion de capitales que reconoce
el Ayuntamiento.
Los réditos de los mismos.
La amortizacion de créditos pasivos.

En los gastos de ordenanza se comprenden
estos:

Los de

Gastos judiciales. Bajo esta c1asificacion se
comprenden todos aquellos gastos que se oca­
sionan por costas en las cuestiones en que el
Ayuntamiento tiene que comparecer Como
actor ó como reo.

Gastos extraordinarios. A esta c1asificacion
pertenecen aquellos gastos que se tienen que
erogar por circunstancias imprevistas y extra­
ordinarias, tales como las de una epidemia, un
terremoto, un incendio que destruya bienes
de la municipalidad, etc.

Gastos de ordenanza. Los que las ordenan­
zas antíguas del ramo previenen se hagan.

Gastos de ley. Los decretados por leyes de
los poderes respectivos.

Por lo que toca al Ayuntamiento de México,
se deben comprender en la. c1asificacion, es
decir, en la de gastos de administracion, los
siguientes:

Sueldos y gastos de su secretaría. -
Id. id, de la administracion de rentas muni­
cipales.
Id. de la id. del Rastro de ciudad.
Id. de la id. de Mercados.
Sueldos y gastos de la administracion de

coches de providencia.
Sueldos y gastos de la administracion del

Fiel contraste.
Sueldos de los celadores de policía.

Tanto por ciento que se aplica á la Aduana
de México y á la Dirección de Contribuciones
directas por el cobro que hacen de los derechos

En cuanto á los gastos judiciales, y los ex­
traordinarios, ya se ha dicho los que se deben
comprender en ellos.
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M. López Meoqui

INTRODUCCION

Al encargarme el Supremo Gobierno de dar la
cátedra de Contabilidad fiscal, me ha hecho
un grande honor, y me ha impuesto una grave
obligación: honor que procuraré merecer y
obligacion que me esforzaré por cumplir.

¿Sabeis lo que quiere decir enseñar la con­
tabilidad fiscal?

Es nada ménos que dar reglas fijas para la
buena recaudacion y distribucion de los cau-

El siglo X IX nos ha legado esta pequeña gran obra. la
cual, más que tratar los problemas generales de la admi­
nistración oúbuca. aborda el importante tema de la con­
tabilidad gubernamental. Publicada en esta capital en
1879, y dedicada al entonces secretario de Justicia e Ins­
trucción Pública, Protasio Taqle, ponemos esta obra, ín­
tegramente, al alcance del lector, se ha mantenido la orto­
qraf fa original. N. del O.

dales públicos, fundadas en el derecho y en la
ciencia de la contabilidad, hermanando el uno
con la otra ó demostrando los puntos en que
hasta ahora sean incompatibles para buscar los
medios de que caminen en concordancia.

Es, no solamente indicar la manera de hacer
los asientos en los libros de la contabilidad,
sine enseñar á prepararlos, motivarlos y com­
probarlos de modo que el conjunto de las
cuentas de las oficinas, venga á ser la historia
razonada y numérica de la vida financiera de
la Nacion.

Pocos elementos tengo para llenar tan altos
fines, pues si es cierto que escribí un tratado
de contabilidad administrativa que sirve de
texto en esta Escuela, tambien lo es que nunca
pensé que ese imperfecto trabajo pudiera ser­
vir para llenar un curso completo, siendo so-
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lamente como un apéndice al curso de conta­
bilidad mercantil.

Ahora que tenemos todo el año delante de
nosotros y que no habremos de distraer nues­
tra atencion con el estudio de las prácticas
comerciales, podremos profundizar el estudio
de todos los ramos de la administracion y con­
seguiremos su completo conocimiento, no por
mi ciencia que es insuficiente, sino por el es­
tudio que juntos emprenderemos de la legisla­
cion de hacienda y de las mejores doctrinas.

Fundar las reglas ciertas para la buena re­
caudacion y distribucion del Tesoro público,
del modo que sea mas sencillo y mejor com­
probado, será mi anhelo, y si lo consigo habré
contribuido, siquiera sea en reducida escala,
al bien de mi patria.

Despues de las reglas generales para el buen
manejo de las oficinas de hacienda, me pro­
pongo hacer el estudio detallado de cada una,
comenzando por las pagadoras, que á mi jui­
cio son mas sencillas, siguiendo con las recau­
dadoras y terminando con las distribuidoras
directivas, para demostrar en último resultado
con fa cuenta general, el modo de reunir en
un punto los datos esparcidosen todas las ofi­
cinas.

Para terminar el curso estudiaremos la con­
tabilidad de los municipios, procurando impo­
nernos, por el estudio de las leyes que los
rigen, de cuáles son sus fondos y de qué orígen
proceden, en qué ramos se deben invertir y
qué forma debe tener la contabilidad de sus
oficinas, hasta centralizarse en la cuenta gene­
ral de la Administracion de Rentas Munici­
pales.

PAGADURIAS DE CLASES PASIVAS

P. ¿Qué individuos componen las clases pa­
sivas?
R. Todos aquellos que por cualquier título
cobran una pensión del Erario sin desempeñar
ningun trabajo para devengarla.

A estas clases pertenecen los militares reti­
rados, los empleados jubilados, los cesantes y
las viudas y huérfanos de empleados militares
y civiles que reciben pension de montepío.

P. ¿A qué oficina están sujetos los pagado­
res de las clases pasivas?

R. A la Tesorería general.

P. ¿Con arreglo á qué disposicion desempe­
ñan sus funciones estos pagadores?

R. Segun el Reglamento de 10 de Diciem­
bre de 1877.

P. ¿Qué tiene que hacer el pagador al co­
menzar el mes?

R. Pasará á la Tesorería General, del 10. al
5 de cada mes, una lista nominal de los indi­
viduos de la corporacion, aptos para cobrar,
con espresion de sus vencimientos, segun ar­
tículo 49 del Reglamento.

P. ¿Qué cuentas deben llevar los pagadores?
R. Solamente una libreta autorizada por el

Tesorero general, en la cual se adeudan las
cantidades en efectivo que se le vayan entre­
gando, segun el artículo 44 del Reglamento.

P. ZOué constará en el haber de la Libreta?
R. Las mismas cantidades del Debe, que le

abonará la misma Tesorería, cuando presente
la nómina, en que conste haber repartido ínte-
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gramente la cantidad que recibió, entre todos
los individuos que forman la corporacion, se­
gun artículo 44 del Reglamento.

P. ¿Deben cobrar personalmente los pen­
sionistas?

R. Pueden hacerlo personalmente ó por
apoderado; pero tienen la obligacion en este
caso de pasar revista personalmente cada cua­
tro meses.

P. ¿Cómo cumplirá esa obligacion el indi­
viduo enfermo?

R. Con certificado de médico que acredite
la imposibilidad.

P. ¿Quién lleva la cuenta de los pensionistas?
R. La Tesorería general, la cual lleva un li­

bro de las filiaciones de los pensionistas y sus
firmas para que puedan identificarse, segun
los artículos 50, 51 Y 52 del Reglamento.

En los Estados, los Jefes de Hacienda de­
sempeñan esas funciones.

P. ¿En qué época y por qué circunstancias
dejan de disfrutarse las pensiones de Montepío?

R. Cuando las viudas ó huérfanas contraen
matrimonio y cuando los varones llegan á la
mayor edad, de lo cual debe tomar informes
el Pagador por medio de certificados de los
Jueces del Estado Civi1.

PAGADORES DE OBRAS PUBLICAS

P. ¿Quién nombra á los pagadores de Caminos
y demas obras públicas?
R. Los Pagadores de caminos y demas obras
públicas son nombrados por el Ministerio de

Fomento, prévio exámen, y debiendo otorgar
fianza de doble del sueldo que distruten, que
se fija por el Ministerio en atencion á la cate­
goría de la obra.

P. ¿Qué libros deben llevar?
R. Dispone el Reglamento que lleven Diario

y Mayor; pero con solo estos libros no queda­
rian completos los datos de la contabilidad.
Necesitan llevar ademas, aunque no lo diga el
Reglamento, Borrador del Diario, Libro de
caja, auxiliares de materiales, de herramientas
y enseres, de cuentas corrientes de empleados,
de órdenes á cobrar, de rayas, de nóminas, co­
piador de comunicaciones y Libreta de la Te­
sorería.

P. ¿Cuál será la cuenta fundamental?
R. Manda el Reglamento que sea la de Te­

sorería general; abonándole los valores que re­
ciba el Pagador, y cargándole por complemento
los saldos de todas las cuentas que hayan oca­
sionado gasto.

Debe seguirse esta prescripcion legal; pero
quizá sería mas conveniente reputar como
cuenta fundamental la de Ministerio de Fo­
mento, que se debería adeudar desde princi­
pio de año de todo lo que la Ley de Presu­
puestos asignara para la obra, abriéndole á
ésta un título para hacerle el abono desde
principio de año. De este modo la cuenta-Te­
sorería general, que sería acreditada de sus
entregas en efectivo, sería adeudada por com­
plemento, por el crédito de Ministerio de Fo­
mento, y de este modo el saldo que arrojara
esta cuenta sería igual, aunque en sentido con­
trario, al que presentara la cuenta titulada con
el nombre de la obra, despues de haberla adeu­
dado de los saldos de todas las cuentas repre­
sentantes de los gastos.
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P. ¿De qué podrá provenir que haya á fin
de año una diferencia entre la cuenta titulada
"Ministerio de Fomento" y la que lleve el
nombre de la obra?

R. El saldo ó diferencia á fin de año, que si
lo hay será deudor en Ministerio de Fomento,
y acreedor en el nombre de la obra, puede
proceder de econom ías ó menores gastos Ó de
adeudos pendientes.

P. ¿Qué se hará en caso que la diferencia
proceda de econom ías?

R. Se abonará la economía á Ministerio de
Fomento y se cargará á la obra, con lo cual
quedará terminada la cuenta.

P. ¿Cómo se procederá cuando la diferencia
que resulte sea por estarse debiendo algunas
cantidades de objetos ó prestaciones de servi­
cios que ya el camino consumió?

R. En ese caso la cuenta del título de la
obra aparecerá saldada; y por consiguiente lo
estará tambien la de Ministerio de Fomento;
pero habrá pendientes con saldos acreedores,
todas las cuentas personales de los individuos
á quienes se deba alguna cantidad; y para que
queden concluidas se saldarán por Tesorería
general, para que ocurran los interesados á esa
oficina para reclamar sus alcances, pues el pa­
gador de la obra no tiene facultades para hacer
otros pagos que los del presupuesto corriente.

DOCUMENTACION

P. ¿Cómo se justificará el recibo de la oficina?
R. Se formará un expediente que comience
por las órdenes del Ministerio y de la Tesorería
para que se ponga al Pagador en posesion del

empleo, copia de su despacho, acta de protes­
ta de obediencia á la Constitucion y sus adi­
ciones, Corte de caja, Balanza de libros, Inven­
tario de materiales y herramientas.

P. zCuéntos ejemplares se harán del Corte
de caja, balanza de libros é Inventario?

R. Tres, para que se quede uno en la Paga­
duría, se remita otro al Ministerio de Fomen­
to y otro á la Tesorería General.

P. ¿Quién autoriza estos documentos?
R. Todos tendrán la firma del Pagador sa­

Iiente; pero el Corte de caja será visado por el
Contador Mayor, si es en la Capital, por el
Jefe de Hacienda, si es en la Capital de un es­
tado Ó por el Administrador de correos si es
en otra poblacion; y el Inventario será visado
por el Director de la obra.

P. ¿Cómo se justificarán las partidas de car­
go?

R. Con la libreta de la Tesorería.

P. ¿Cómo se justifican las partidas de data?
R. Con los recibos de los interesados expe­

didos por duplicado, en papel del tamaño co­
mun, llevando en una de las copias los timbres
respectivos; con las nóminas de sueldos de
empleados, llevadas por quincenas y con sus
timbres correspondientes, y con las memorias
del Director que comprueben las listas de rayas
de peones, que no necesitan timbres. .

P. ¿Qué debe hacer el pagador ál fin de ca­
da mes?

R. Debe rendir cuentas por duplicado, re­
mitiendo una á la Tesorería general y otra al
Ministerio de Fomento.

P. ¿Qué debe practicar al fin del año?
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R. Sin perjuicio de la cuenta mensual, se
mandarán al fin del año fiscal los libros y
comprobantes originales á la contaduría ma­
yor de hacienda para su glosa, no quedando el
Pagador ni su fiador á salvo de su responsabili­
dad, sino hasta recibir el finiquito de la cuen­
ta, para lo cual tiene la Nacion diez años.

PAGADURIAS MILITARES

P. ¿Con arreglo a qué disposición se llevan las
cuentas del Ejército?
R. Segun el Reglamento de Pagadores de 22
de Junio de 1851.

P. ¿Qué libros deben llevar los Pagadores?
R. Diario, Mayor, Auxiliares de compañías

y de plana mayor, en los cuales se llevará
cuenta particular á todos los individuos de
tropa de sargento abajo; uno para la cuenta
del Forragista y oficiales que tengan cuenta
pendiente con ese fondo; una para recibos de
haberes de oficiales, y otro para recibos de
haberes de compañ ías.

Estos son los libros que previene el citado
reglamento en el artículo 10. de la parte de
contabilidad; pero sería debido llevar ademas
un libro de almacenes para tener cuenta de­
tallada del vestuario y equipo, uno de Caja y
un borrador. Es preciso ademas tener la libre­
ta para sacar los fondos de la Tesoreria general
ú oficina que los ministre, y los libros para el
movimiento de negocios.

P. ¿Cómo se legalizan los libros?
R. Firma la primera y última foja el Tesorero

general, y las intermedias el Oficial Mayor de

la misma oficina, segun artículo 20. del Regla­
mento; pero si al abrir los libros está el cuerpo
á distancia desde donde na se pueda ocurrir á
la Capital, autorizará los libros el Jefe de Ha­
cienda respectivo.

P. ¿Cómo comenzará sus funciones un Pa­
gador?

R. Hará un inventario en el cual figurará en
el Activo lo que, segun Corte de Caja, haya
en efectivo, lo que valga el vestuario existente,
y lo que deban las compañías y oficiales, y en
el Pasivo lo que se deba á jefes, oficiales y
compañ (as, y los saldos á favor de los fondos,
balanceándose la diferencia entre activo y pa­
sivo can la cuenta 'Tesorería General" que es
la fundamental. (Vease el artículo 70. del Re­
glamento de Contabilidad.)

P. ¿Cómo se harán los primeros asientos?
R. Se dirá "Varios á Balance" porel Activo,

y "Balance á Varios" por el Pasivo, debiendo
ser iguales el Activo y el Pasivo. (Vease el ar­
tículo 70. del Reglamento de Contabilidad.)

P. ¿Cuáles son las cuentas generales?
R. Caja, Depósito de vestuario, Fondo de

Forrages, Fondo de armas y Fondo de con­
servacion de la fuerza.

P. ¿Qué carácter tienen las cuentas Fondo
de Retencion, Fondo de desertores, y Fondo
de Muertos?

R. El de cuentas de órden.

P. ZCórno se deben considerar las cuentas
de jefes, oficiales y compañías?

R. Como cuentas personales.

P. ¿Con arreglo á qué documentos se hacen
los pagos?
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R. CDn arreglo á la lista y ajuste de revista,
segun artículos 29 y 32 del Reglamento, en el
concepto de que mensualmente remitirán á la
Tesorería general en pliego certificado, cuan­
do estén fuera de la Capital, el expediente de
la revista en compañía de los demas documen­
tos que debe dar la Mayoría, y que los abonos
que indebidamente hagan los Pagadores, deben
reembolsarlos, segun circular de 26 de Diciem­
bre de 1870.

P. ¿Cuándo se pasa revista?
R. Del dia 10. al 5 de cada mes, siendo el

dia señalado por el Comisario y la hora y sitio
por la autoridad militar, segun circular de 27
de Diciembre de 1867. Cada lista de revista
sirve para liquidar los vencimientos del mes
anterior y para justificar los del presente; pero
ademas se debe formar un presupuesto de los
vencimientos del cuerpo en el mes, que se pre­
senta por separado.

P. ¿Ante qué autoridad se pasa revista?
R. Dispone el Reglamento que sea ante el

Comisario; pero no existiendo las comisarías,
esa jurisdiccion reside en el Tesorero general,
quien comisiona á algun empleado que lo
represente. En las capitales de los Estados de­
sempeñan esas funciones los Jefes de Hacien­
da, y en las demas poblaciones los Administra­
dores de correos.

P. ¿Qué asientos produce la Lista de Revis­
ta, des pues de ajustada?

R. Se adeudará á "Tesorería general" de to­
do su importe y se acreditarán las cuentas de
jefes, oficiales, plana mayor, compañ ías y fo­
rrages, segun artículo 24 del Reglamento de
Contabilidad.

P. ¿Por qué se sigue esta práctica?

R. Porque es preciso en toda contabilidad
fiscal, que las cuentas productoras sean pre­
viamente adeudadas, y las consumidoras pre­
viamente acreditadas.

P. ¿Qué asiento resulta de las entregas en
efectivo que hace la Tesorería general?

R. El que es natural: "Caja á Tesorería ge_
neral," tomandolo de la libreta, y haciendo
la entrada correspondiente en el libro de Caja.

P. Cuando esté el cuerpo fuera y reciba
sus haberes de otra oficina que no sea la Teso­
rería general, écómo se procederá?

R. Se le hará el abono á la oficina que en­
tregue, con cargo á Caja, teniendo que com­
plementar despues la cuenta de esa oficina
adeudándola, y acreditando á Tesorería ge­
neral.

P. ¿Cuándo se harán estos complementos?
R. Al fin del año fiscal.

P. ¿Qué se hará cuando en la lista de revis­
ta del mes presente aparecen menos soldados
de los que hubo en la del mes anterior?

R. Se tomarán datos de la Mayoría para sa­
ber en qué épocas se han ido dando de baja, y
confrontando estos datos con los que tenga la
Tesorería general, se procede á ver el total de
individuos faltos, y viendo lo que no vencieron,
se rebaja en el presente mes.

P. ¿Cómo se asienta esto en el presente mes?
R. Despues de sumada la Revista se pone

un encabezado que diga Bajas, y debajo de él
se pone lo que importan las bajas, reuniendo
el número de dias de todas las faltas, diciendo,
v. g.:
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68 días que no vencieron los soldados Pe­
rez y Jimeno de la 1a. y Fernandez y Guzman
de la 2a .... tanto.

P. ¿Cómo se hace constar esto en el Diario?
R. Por medio de un asiento virtual en que

se adeuda á cada compañ ía por el crédito de
una cuenta titulada Reintegros, de todo lo
que recibió de mas de todos los individuos de
tropa que, habiendo pasado revista el mes
anterior, no permanecieron en el cuerpo du­
rante todo él.

P. ¿Cómo se procede cuando en la lista de
revista del mes presente se encuentran mas
soldados que en el anterior?

R. Se toman datos de la Mayoría para saber
en qué dias se han ido dando de alta, y cote­
jando esta noticia con los datos de la Tesorería
general, se anota la lista de Revista, poniendo
despues de su suma el encabezado; Altas, y
debajo de él lo que importan las que hubiere,
reuniéndolas todas para saber en conjunto el
número de dias de sueldo de un soldado que
hay que agregar; v. g.:

20 dias de los soldados Juan y Pedro de la
1a. y

José y Francisco de la 3a. á tanto ... tanto.

En seguida se hace el asiento en el Diario,
adeudando á Reintegros y acreditando las
compañías en que ocurrieron las altas.

P. ¿Cómo se salda la cuenta Reintegros?
R. Si el saldo de la cuenta Reintegros es

deudor, indicará que ha habido mas altas que
bajas y que por consiguiente debe la Nacion
la diferencia, por lo cual se saldará adeudando
á Tesorería general, y acreditando la cuenta

Reintegros que solo fué una cuenta de órden
de la fundamental; y si el saldo de la cuenta
reintegros fuere acreedor indicará que com­
paradas las altas con las bajas, fueron mas las
segundas, por lo cual la diferencia debe quedar
á favor de la Nacion. En ese caso el asiento
será Reintegros á Tesorería general.

P. ¿Por qué es la cuenta Tesorería general
la que reasume el saldo de la cuenta Reinte­
gros?

R. Porque es la cuenta fundamental, desti­
nada por lo mismo á presentar el resultado
de todo el movimiento.

P. ¿Cómo se procede al hacer el pago á je­
fes y oficiales?

R. En primer lugar debe tenerse presente
que á ningun individuo del cuerpo, de coronel
abajo, se le puede abonar sueldo si no ha pa­
sado revista, para lo cual necesitan los jefes y
oficiales haber presentado previamente su des­
pacho, y los sargentos y cabos su nombramien­
to, de cuyos documentos se habrá tomado
razono

A los jefes y oficiales se les hace el pago di­
rectamente por quincenas, exigiéndoles el re­
cibo en el libro destinado al efecto, sin que
tengan timbre los recibos, segun circular de 20
de Mayo de 1875.

P. ¿Qué asiento se corre por esos pagos?
R. Se abona Caja y se adeudan las cuentas

de jefes y oficiales, pues cada uno debe tener
su cuenta en el Libro Mayor, segun artículo
22 del Reglamento de contabilidad.

P. ¿Cómo se procede para hacer el pago á
los individuos de tropa?

R. Despues de hecho el ajuste de revista se
abona á cada soldado en su cuenta particular
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su sueldo del mes, se le carga lo que importen
los fondos y se entrega al Capitan lo que se
deba entregar en efectivo á los soldados, con
rebaja de lo que se les retenga por vestuario y
de lo que tengan que pagar por faltas ó roturas
de armas; pero se carga á la Compañ ía en un
solo asiento el total importe de la revista, abo­
nando á Caja lo que haya dado y á las cuentas
de los fondos lo que les corresponda.

P. ¿Cómo se sabrá si están bien hechos los
asientos?

R. Comparando las cuentas particulares de
los soldados con la general de la compañía.

P. ¿Qué representa el Fondo de Retencion?
R. Es el rebajo que se hace, para dejarlo en

depósito, de dos meses de sueldo en la caba­
llería y uno en la infantería, para que sirva
como de fianza á los soldados; para lo cual se
vá tomando cada mes lo que les quede bueno
despues de cubiertos sus gastos, segun el ar­
tículo 10. del capítulo Fondo de Retencion.

P. ¿Cómo se procede con los sargentos?
R. No siempre se exige á los sargentos que

cubran el Fondo de Retencion; pero cuando
se hace es descontándoles cada mes la tercera
parte del sueldo.

P. ¿Cómo se hace en el Diario el asiento co­
rrespondiente al fondo de retencion?

R. El importe que deba retenerse, se carga
á la compañ ía y se abona al fondo, teniendo
cuidado de adeudar á cada individuo en su
cuenta particular lo que sele haya retenido, y
separando dentro de la misma caja lo perte­
neciente al fondo de retencion, pues segun
dispone el artículo 19 del Reglamento, todos
los fondos deben estar depositados con la de­
bida separacion.

P. ¿Qué se hará cuando un individuo de
tropa pase de una compañía á otra?

R. Se abona á la compañía de donde salga y
se adeuda aquella en que entra, sin que haya
necesidad de practicar asiento ninguno en la
cuenta particular del soldado.

P. ¿Qué se hará cuando salga, del cuerpo al­
gun individuo?

R. Si ha cumplido su tiempo se le pagará
el saldo que resulte á su favor, cargando á
Fondo de Retencion lo que tenga bueno, y á
la Compañía lo que se deba de socorros y abo­
nándoselo á Caja; y si salió para irá otro cuer­
po se adeudará fondo de Retencion por lo
que en él tenga, y se abonará á Tesorería ge­
neral, para que esta oficina haga el cargo al
cuerpo en que ingresó el individuo.

P. ¿Qué se hará respecto del Fondo de Re­
tencion cuando un individuo de tropa que de­
serte tenga algo en él?

R. Se cargará á Fondo de Retencion y se
abonará á Fondo de Desertores.

P. ¿Qué se hará cuando un soldado deserte
teniendo un saldo deudor?

R. Se hará un asiento adeudando á Fondo
de Desertores y acreditando á la Compañía.

P. é Oué se hará cuando al pasar revista se
vea que un individuo de tropa ha obtenido un
ascenso?

R. Al hacer el estracto y ajuste de revista
se verá desde qué fecha ascendió, lo cual oca­
sionará dos asientos: el uno cargando á la
Compañía con abono á Reintegros todos los
dias que dejó de pagar al individuo en su clase
inferior, y el otro abonando á la Compañía
con cargo á Reintegros todo lo que el individuo
ganó en su nueva clase.



M. LOPEZ MEoaUI BREVE COMPENDIO EN FORMA DE CATECISMO
DE LAS LECCIONES ORALES SOBRE ADMINISTRACION PUBLICA

•

89

P. ¿Puede vd. ponerme un ejemplo?
R. El soldado Juan García, que pasó revista

el mes anterior como simple soldado, tuvo el
abono de $16 que fué lo que se cargó á la Te­
sorería general; pero desde el dia 16 obtuvo
el empleo de sargento ganando $29, por lo
cual la compañ ía le pagó quince dias de suel­
do de soldado, y quince dias el de sargento,
resultando naturalmente una diferencia á fa­
vor de la compañía de $6.50, que es lo mas
que devengó el soldado ascendido. As í pues, si
en un asiento le cargamos á la Compañía con
abono á Reintegros ocho peSOS, en otro le
abonamos con cargo á Reintegros con $14.50,
resultan los mismos $6.50 que la Compañía
habia gastado mas.

P. ¿Qué se hace cuando muere un individuo
de tropa?

R. Se abonará á Fondo de Muertos con car­
go á Fondo de Retencion lo que en él tuviere
bueno el soldado, y tambien se abona á Fondo
de Muertos con cargo á la compañ ía del de mas
alcance que le resulte, y si se presenta el here­
dero leg ítimo se le entregará el alcance total
que resulte á favor del muerto, con cargo á
Fondo de muertos y abono á Caja.

P. Si un individuo de tropa debe al morir
alguna cantidad, Zqué se practica?

R. Se abona á la Compañ ía y se adeuda el
fondo de muertos.

P. ¿Qué se practica cuando deserta algun
individuo?

R. Si es primera desercion se esperan ocho
dias; pero si es reincidente se hacen los asien­
tos en el Diario, que serán los siguientes: Si el
desertor alcanza algo en el Fondo de Reten­
cion, se carga á dicho fondo lo que tenga bue­
no el soldado, acreditando al Fondo de Deser·

tares; y si el soldado no alcanza sino que debe,
será adeudado el Fondo de Desertores con
abono á la Compañía, que es la que tiene car­
gado el adeudo del soldado.

P. ¿Qué se hace cuando es reaprehendido
un soldado que salió debiendo una cantidad?

R. Se le vuelve á cargar, haciendo un asien­
to en que se adeuda la Compañía y se acredita
al Fondo de Desertores.

P. ¿Cómo se saldan las cuentas de oficiales
que al morir ó al desertar presentan saldo deu­
dor?

R. Se repartirá ese saldo proporcionalmente
entre todos los jefes y oficiales del cuerpo, á
quienes se cargará, con abono á la cuenta del
oficial deudor, que quedará así terminada.

P. ¿Cómo se forma el Fondo de forrages?
R. Con $6.50 mensuales por cada caballo

y con $4.00 por cada acémila que abona la
Tesorería, con las cantidades extraordinarias
que dá la Nacion para compra de caballos, con
la venta de objetos de desecho y con los alqui­
leres de las acémilas cuando no se necesiten.

P. ¿Qué gastos se hacen del Fondo de fo­
rrages?

R. Mantencion, curacion y herrage de caba­
llos y acémilas, cabezadas de pesebre, luces de
cuadras y utensilios de graneros.

P. ZOué se hace cuando se venden caballos
ó monturas?

R. Cuando por inútiles para el servicio se
tienen que vender caballos ó monturas, se ha­
cen valuar por un perito, no pudiendo ven­
derlos en menos de las dos terceras partes del
avaluo. El asiento que produzca en el Diario
la venta será Caja á Fondo de forrages.
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P. ¿Cómo se salda este fondo?
R. Al cerrar las cuentas del cuerpo, se debe

remitir á la Tesorería general su saldo en efec­
tivo, pues está mandado que lo que resulte á
favor de cada fondo lo tenga el Pagador por
separado en numerario, y se hará un asiento
cargando al fondo y abonando á Caja; pero si
no dispone la Tesorería recoger los saldos de
las cuentas, se irán pasando por Balance.

P. ¿Cómo se forma el Fondo de armas?
R. Con el descuento de un real mensual á

cada individuo de tropa.

P. ¿Qué gastos se hacen de este fondo?
R. Recomposicion de armamento, útiles

para su limpieza y conservacion, compostura
de instrumentos de banda, conducion de ar­
mas sobrantes, construccion de banderolas,
entretenimiento de fornituras, construccion
de cordones de sables, y reposicion de estan­
dartes y banderas.

P. ¿Cómo se forma el fondo de conserva­
cion de la fuerza?

R. Con medio real que se descuenta men­
sualmente á cada individuo de tropa.

P. ¿Qué gastos salen de este fondo?
R. Los alquileres del cuartel, impresion de

filiaciones, luces, gastos menores de policía,
gastos de escritorio, y los dos pesos de grati­
ficacion por los que se enganchen.

Tambien dispone la circular de 20 de Enero
de 1878 que de este fondo se abone gratifica­
cion de criados á los jefes y oficiales.

P. ¿Qué hay que observar respecto del ves­
tuario?

R. Que anteriormente lo hacian los cuerpos,

nombrando en junta de Capitanes un oficial
que se encargara de la construccion, el cual
iba recibiendo cantidades que se le cargaban
en una cuenta titulada "Oficial constructor
de Vestuario" y á ella se abonaba el valor de
las prendas que entregaba, con cargo á las
Compañ ías que lo recibian ó á Depósito de
Vestuario, si quedaba sin distribuirse. Disfru­
taba el Pagador el 1 por ciento sobre el valor
del vestuario.

Ahora no se construye el vestuario en los
cuerpos ni goza sobre él ningune gratificacion
el Pagador: lo hace la Tesorería general y lo
entrega del mismo modo que si fuera dinero
efectivo.

P. ¿Cuándo cierran su cuenta los pagado­
res?

R. Al terminar el año fiscal, debiendo de­
mostrarse no solamente que se ha distribuido
fielmente lo que se ha recibido, sino que no
se han hecho gastos fuera del Presupuesto.

P. ¿Quién revisa las cuentas de los Pagado­
res?

R. La Contaduría Mayor de hacienda hace
la glosa final, despues de haber hecho la Teso­
rería general la revision inmediata.

P. ¿De qué fondo se hacen los gastos de
libros para los Pagadores?

R. Los compran de su propio peculio, y
deben renovarlos cada año.

P. ¿Cómo se cierran los libros?
R. Se cierran por balance para abrir del mis­

mo modo los del año siguiente.

P. ¿Cuál será la documentacion con que se
comprueben las cuentas?
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R. 10. Balanza de libros y Corte de Caja
con que se cornenzó.s-Zo. Inventario de ves­
tuario.e-So. Estractos y ajustes de revista de
todos los meses.-40. Recibos de jefes y ofi­
ciales.-50. Recibos de compañías.-60. Re­
cibos de pagos diversos.s-Zo. Libreta de la
Tesorería qenerel.s-Bo. Supremas órdenes con­
ducentes. Todos los documentos deben ir vi­
sados por el Jefe del detall, teniendo los refe­
rentes á pagas el Dése del Coronel.

CONTRIBUCIONES DIRECTAS
•

P. ¿Con arreglo á qué ley se cobran las con­
tribuciones directas, en el Distrito federal?
R. Con arreglo á la ley de 31 de Diciembre de
1871.

P. ¿Qué ramos están gravados?
R. Las fincas urbanas y rústicas, los giros

mercantiles, los establecimientos industriales
y las profesiones, bajo los títulos siguientes:

10.-Contribucion Predial.
20.-Derecho de Patente, que comprende

los giros mercantiles y establecimientos indus­
triales.

30.-Contribucion Profesional, que es de
carácter individual.

P. ¿Cuánto pagan las fincas urbanas?
R. El 9 por ciento de sus productos al Era­

rio, y el 2 por ciento al Municipio.

P. ¿Cómo se calculan los productos?
R. Se toman de las manifestaciones, que

hacen los propietarios, justificadas con los
contratos de arrendamiento ó con las fi rmas
de los inquilinos en la misma manifestacion.

P. ¿Se abona algo- á los propietarios por
vados?

R. Se abona el 25 por ciento á todas las lo­
calidades que ganan menos de cinco pesos
mensuales, pues de las de cinco pesos en ade­
lante avisa el propietario en el momento en
que se desocupan para que no le corra la con­
tribucion sino hasta que vuelvan á ocuparse.

P. ¿Hay algunas excepciones para el pago
de la contribucion predial?

R. Están exceptuados los templos, hospi­
tales, asilos, colegios, edificios nacionales, las
fincas en construccion por solo la parte que
esté en obra, así como los capitales destinados
á la Beneficencia ó á la Instruccion pública.

P. ¿Con cuánto contribuyen las fincas rús­
ticas?

R. Con el 6 al millar sobre su valor; pero
debe adverti rse que se tienen por fincas rústi­
cas para los efectos del cobro, las fincas urba­
nas de fuera de la Capital, y estas pagan el 1 al
millar para el Municipio respectivo.

P. ¿En qué época se paga la contribucion
predial?

R. Se paga por bimestres adelantados.

P. é Oué se hace cuando un propietario ocu­
pa su casa?

R. Deberá hacer su manifestacion, justifi­
cando el último arrendamiento; pero sin em­
bargo la Junta Calificadora calculará lo que
deberá pagar, y con arreglo á esa cuotizacion
pagará la contribucion. '

P. ¿Cómo se impone el Derecho de Patente?
R. Todo propietario de giro mercantil ó es­

tablecimiento industrial, al hacer su manifes­
tacion, justificará con documentos fehacientes
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lo que paga de renta, y esta manifestacion se
someterá á la Junta calificadora para que im­
ponga la cuota correspondiente, segun la tari­
fa que consta en el artículo 54 de la ley, de­
biendo pagar ademas un tanto por ciento sobre
la renta, que se llama cuota proporcional.

P. ¿Qué mas pagan los Establecimientos
industriales y giros mercantiles?

R. El 50 por ciento sobre las cuotas fijas y
proporcional, llamado 50 por ciento adicional,
para reemplazar las contribuciones de desagüe
y 25 por ciento federal, que se suprimieron, y
ademas pagarán el 20 por ciento sobre las cuo­
tas fija y proporcional para el Municipio.

P. ¿Cómo se gradua el tanto por ciento pro­
porcional?

R. Aquellos establecimientos cuya renta sea
menor de cinco pesos mensuales no pagarán
cuota proporcional; los que pagan una renta
de 5 á 15 pesos pagan el 5 por ciento, y los
que pasan de 15 pesos ellO por ciento.

P. ¿Cuánto pagan los establecimientos in­
dustriales y mercantiles fuera de la Capital?

R. Su cuota fija es la mitad de la que mani­
fiesta la tarifa, y la proporcional es siempre de
5 por ciento.

P. ¿A quién ocurre el causante que no se
conforme con la cuota impuesta?

R. Al Director general, el cual oyendo al
causante y al Recaudador, y tomando los in­
formes convenientes, resolverá definitiva­
mente.

P. ¿Hay algunos establecimientos que no
paguen contri bucion?

R. Los Recaudadores declaran exceptuados
á pedimento de los interesados, los comercios

ó talleres de personas miserables y que no
ocupen personas extrañas en su ayuda.

Tampoco pagarán derecho de patente los
laboradores por la venta de sus frutos, siempre
que la hagan por mayor y en el distrito de su
produccion.

Tampoco pagarán Pintores, Grabadores y
Músicos por los productos personales.

Tampoco pagarán los constructores de bu­
ques y cualquiera otra embarcacion. Tampoco
los fabricantes de pozos ó instrumentos para
hacerlos.

Tampoco las minas y haciendas de benefi­
cio.

Tampoco las empresas de caminosy canales,
ni las empresas telegráficas.

Tampoco pagan los puestos ambulantes.

P. ¿Qué se hace cuando en un mismo local
hay establecidos dos ó mas giros por cuenta
de un mismo propietario?

R. Solo pagará el que tenga mayor cuota;
pero si de estos giros hay uno cuyo cobro per­
tenece al Ayuntamiento, no se considerará;
pero se cargará al giro que deba pagar contri­
bucion, la cuota proporcional correspondiente
á lo que se calcule prudentemente que debe
corresponderle de la renta.

P. ¿Qué pena sufrirán los causantes del de­
recho de Patente que no presenten su mani­
festacion en tiempo oportuno?

R. Pagarán una multa igual á la cuota de
un bimestre.
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P. é Ouiénes pagán la contribucion profe­
sional?

R. Abogados, Agrimensores, Agentes de ne­
gocios, Arquitectos, Corredores, Maestros de
obras, Médicos y cirujanos, Notarios y escri­
banos, segun sus categorías, conforme al ar­
tículo 55 de la ley.

P. ¿Hay algunas excepciones?
R. Están exceptuados los individuos física­

mente impedidos, los que sirvan algun empleo
público, los que estén suspensos por órden
judicial, y los nuevamente recibidos, durante
un año.

P. ¿Qué pena sufrirán los profesores que
no hagan manifestacion?

R. La de pagar el doble de la contribucion
durante todo el año.

P. ¿Qué oficina está encargada del cobro de
las contribuciones en el Distrito?

R. Una Direccion general, que tiene á sus
órdenes siete recaudaciones de la manera si­
guiente:

10. Recaudacion para el cuartel número 1.
20. Id. para el cuartel número 2.
30. Id. para los cuarteles núme­

ros 3 y 5.
40. Id. para los cuarteles núme­

ros4y7.
50. Id. para los cuarteles núme­

ros 6 y 8.
60. Id. para Tlalparn y Xochimil­

ca.
70. Id. para Tacubaya y Guada­

lupe.

P. ¿En qué lugar deben estar las Recauda­
ciones?

R. Segun el artículo 65 de la ley debían es­
tar establecidas en el punto mas céntrico de
sus demarcaciones, pero para evitar desórdenes
se dispuso posteriormente que todas se reunie­
ran en el mismo local de la Direccion.

P. ¿Qué libros deben llevar los Recaudado­
res?

R. Para predial de fincas urbanas los si-
guientes:

Padrones.
Cuentas corrientes de causantes.
Manual de cargo.
Talonario de certificados.

Para la Predial de Fincas rústicas los mis­
mos libros excepto cuentas corrientes de cau­
santes, que no se necesitan porque no ha de
haber variaciones que considerar en el curso
del año, y porque el Padron tiene seis colum­
nas en que se anotan los pagos.

Para el Derecho de Patente se llevan los
mismos libros que para la Predial de fincas
urbanas.

Para la Profesional tampoco se necesita libro
de cuentas corrientes.

Habrá ademas libro de caja general, y todos
aquellos que necesiten las oficinas para saber
el movimiento de negocios.

P. ¿Por qué no se habla del Diario y Mayor?
R. Porque siendo las Recaudaciones sola­

mente secciones de la Direccion, no les toca á
ellas llevar la cuenta propiamente dicha, sino
preparar los datos por medio de los libros au­
xiliares, para que la Direccion se encargue de
formarla.
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P. ¿Para qué sirven las boletas?
R. Son las pólizas que desde principio del

año se preparan, con el nombre del causante,
su cuota y plazos en que debe satisfacerla, para
que llegados éstos, se puedan verificar los
cobros sin demora y con regularidad.

P. ¿Puede vd. figurarme todos los pasos de
un causante desde su manifestacion hasta el
fin de año?

R. En primer lugar deberá hacer su manifes­
tacion por duplicado en papel simple, en los
primeros quince días de Junio; y cuando esté
hecha la calificacion, la anotará la oficina en
las dos copias de la manifestacion, devolvien­
do una al causante y agregando la otra á la
boleta, y se sacará el estracto para el Padron y
para la cuenta corriente.

Al hacer el causante sus enteros citará el
número de su manifestacion, y como es el mis­
mo de la boleta, se encuentra con mucha fa­
cilidad; se hace en ella la anotacion de lo que
debe pagar, con la rúbrica del Jefe de la seccion
respectiva; pasa el causante, á la caja á hacer
su entero, y despues de recibido el dinero firma
el cajero la boleta, con la cual se hace la ano­
tacion en el Manual de cargo, recogiendo la
boleta, y se expide el certificado de entero
dejando el talon firmado por el causante.

P. ¿En qué casos se expiden mandamientos?
R. Cuando los causantes no han hecho' su

entero en los diez primeros dias de cada bi­
mestre. Es de advertir que los mandamientos
se cortan de un libro talonario, á fin de que
en el talon quede su estracto, con la fi rma del
Ejecutor que se encarga de su cobro.

P. ¿Qué penas sufren los causantes morosos?
R. El 10 por ciento de multa, y el 6.25 por

ciento de cobranza.

P. ¿Quién apremia á los causantes morosos?
R. La ley concede á los Recaudadores la

potestad económico-eoactiva, es decir, la fa­
cultad de apremiar al deudor sin ocurrir á juez
alguno, cuya facultad se encuentra consignada
en los decretos de 20 de Enero de 1837, 20 de
Noviembre de 1838, 15 de Noviembre de
1869, 11 de Diciembre de 1871 y 31 de Di­
ciembre de 1872.

P. ¿Cuándo hacen corte de caja los Recau­
dadores?

R. Diariamente tendrán que hacerlo para
enterar lo recaudado en la Caja de la Direc­
cion; pero harán ademas corte de caja mensual,
visado por el Director.

CUENTA GENERAL DE
CONTRIBUCIONES

P. ¿Quién lleva la cuenta de las contribuciones?
R. La Direccion general, concentrando los
datos de las Recaudaciones.

P. ¿Qué tiempo debe abrazar la cuenta?
R. Un año fiscal.

P. ¿Qué formará su Activo y Pasivo para
comenzar?

R. Rezagos del año anterior y lo que impor­
ten las cuotizaciones de todos los títulos de
contribuciones para el año corriente.

Su pasivo comprenderá las deudas que hu­
biere por sueldos ú otro motivo, los depósitos
y lo que quede bueno á favor de la Hacienda
pública, que se abonará á la cuenta funda­
mental bajo el título que disponga el Gobier-
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no; pero siguiendo la práctica de que cada
oficina repute como cuenta fundamental la
que lleve á la inmediata superior, será en este
caso Ministerio de Hacienda.

P. ¿Cuáles son los primeros asientos?
R. Se abre por Balance, acreditándolo del

Activo y adeudando las cuentas que lo repre­
senten, y en seguida se adeuda del Pasivo,
acreditando las cuentas que lo forman.

P. ¿De dónde se toman los datos para co­
menzar esta contabilidad?

R. Se toman del Corte de Caja y Balanza
de libros de la Direccion y de las noticias de
las Recaudaciones, en las que conste detalla­
damente el importe de rezagos del año anterior
y las cuotizaciones hechas para el año corrien­
te.

P. ¿Qué se hace para consideraren lacuenta
general el importe de todas las contribuciones
del año?

Re Se adeudan bajo sus respectivos títulos
por el crédito de Ministerio de Hacienda por
la correspondiente al Erario, y por el de los
Ayuntamientos respectivos por lo correspon­
diente á derechos municipales, lo cual se debe
hacer siguiendo una regla invariable de adeu­
dar las cuentas productoras.

P. ¿Cómo seguirán esas cuentas?
R. A medida que vayan cobrando las Recau­

daciones se les irá adeudando lo que recauden,
por el crédito de los títulos de las contribu­
ciones.

P. ZCórno podrán quedar á fin del año las
cuentas que representen las contribuciones?

R. Si todo lo que les fué adeudando á prin­
cipio de año fué debidamente cobrado, ha-

brán sido acreditadas de la misma cantidad
por el adeudo de las Recaudaciones, y queda­
rán naturalmente saldadas; pero si como es
natural, no se ha hecho el cobro completo,
aparecerá en las cuentas de las contribuciones
un saldo deudor que habrá que saldar por
Rezagos.

P. é Córno se saldarán las cuentas de las con­
tribuciones por lo que, siendo incobrable no
pueda pasar por Rezagos?

R. Se pasará al cargo de Ministerio de Ha­
cienda que es la cuenta fundamental y por
consiguiente la que debe reportar las pérdidas;
pero debe haber justificantes que comprueben
la imposibilidad de cobrar aquellas cantidades,
ya por muerte Ó ausencia del causante si era
profesor, ya por extincion de la propiedad en
la contribucion predial ó ya por suspencion
del giro ó industria en el Derecho de Patente.

P. ¿Cómo siguen y terminan las cuentas de
las Recaudaciones?

R. Adeudadas de sus cobros, serán acredi­
tadas por Caja y terminarán naturalmente.

P. ¿Cómo siguen y terminan las cuentas de
los Ayuntamientos?

R. Acreditadas de las cuotizaciones, serán
adeudadas de las entregas que se les hagan en
efectivo, y así si todo lo debido cobrar se ha
cobrado y entregado á los Ayuntamientos,
aparecerán naturalmente saldadas; pero si su
debe es inferior á su haber podrá consistir en
que haya cantidades pendientes de cobro,
en que haya habido baja de productos ó en
que no se les haya entregado todo lo recauda­
do por haber dispuesto de ello el Gobi~rno.

En el primer caso, es decir, cuando haya
cantidades pendientes de cobro, se pasará por



96 REVISTA DE ADMI'JISTRACIDN PUBLICA

Rezagos; en el segundD caso, que se refiere á
baja de productos, se les cargará ID que importe
la baja CDn abono á las contribuciones. y en el
tercer caso, esto es, cuando el Gobierno haya
dispuesto de alguna parte del municipal, se
complementarán por Ministerio de Hacienda,
que se hará carqo de cubrir los saldos, porque
la Direcelen de Contribuciones, una vez termi­
nado el cobro de un año fiscal, nada tiene que
hacer CDn los créditos pasivos de la Nacion, en
cuya categoría tendrán que figurar esos saldos.

P. ¿CómD se toma nota de los aumentos ó
rebajas que produzcan alteracion de mas ó de
menos en las cuentas de contribuciones duran­
te el año?

R. Todas las Recaudaciones darán aviso de
las nuevas cuotizaclones que hagan por giros
nuevamente establecidos, por casas acabadas
de edificarse, así como de los causantes que
por muerte, ausencia ó extincion de propiedad
deban dejar de pagar, y entonces se correrán
los asientos correspondientes, acreditando
MinisteriD de Hacienda por los aumentos, y
adeudando Ministerio de Hacienda y acredi­
tando los títulos de las contribuciones por la
rebaja.

P. ¿Qué asiento producen las multas?
R. Con el aviso de las Recaudaciones de las

multas que hubieren impuesto se adeudará el
tftulo "Multas" y se acreditará Ministerio de
Hacienda, y conforrre se vayan cobrando se
irán adeudandD las Recaudaciones CDn abono
á "Multas," hasta que esta cuenta quede sal­
dada; y la de la Hecaudacion quedará natural­
mente saldada con las entregas en efectivo que
se hagan en la Caja de la Dirección.

P. ¿Qué se hace cuando la superioridad ó la
Direccion perdona una multa?

R. Corno ni aun la solicitud para pedir la
dispensa se puede admitir antes de estar ente­
rada la multa, no se ocasiona por el perdón el
dejarla de recaudar, sino el devolverla, por lo
cual la cuenta titulada "Multas" no se altera,
sino que se abre otra titulada "Devoluciones,"
que se adeuda del valor de las multas devuel­
tas, con abono á la Recaudacion, si ella devol­
vió, ó á la Caja si se hizo la devolucion por la
Dirección.

P. ¿Cómo se salda la cuenta Devoluclones?
R. Se complementará á fin de año, acredi­

tándole todo ID que tenga adeudado, por el
adeudo de Ministerio de Hacienda.

P. ¿Cómo se sigue la cuenta "Tesorerla Ge­
neral"?

R. Se vá adeudando en el curso del año de
ID que se le remite en efectivo; y al cerrar la
cuenta se adeuda de los saldos deudores de la
cuenta "Sueldos y gastos," y de cualquiera
otra que represente gastos ó pagos hechos por
cuenta del ErariD.

En este estado tendrá un saldo deudor, y
para terminarla se acredita por el adeudo de
MinisteriD de Hacienda, con lo cual quedará
concluida.

P. é Córno se saldará la cuenta Ministerio de
Hacienda?

R. Acreditada esta cuenta de ID debido CD­
brar, aparecerá á fin de año con un saldo acree­
dor; pero comD lo entregado á la TesorerIa
general será por cuenta del Ministerio, se com­
plementará esta cuenta adeudándole de todo
el saldo deudor de Tesorería general, y así, si
todo ID debido cobrar ha sido cebrado y en­
tregado, quedarán ambas cuentas saldadas;
pero si como es natural, hay algo pendiente de



M. LOPEZ MEOOUI BREVE COMPENDIO EN FORMA DE CATECISMO
DE LAS LECCIONES ORALES SOBRE ADMINISTRACION PUBLICA

97

cobro, eso se pasará por Rezagos para que
aparezca el año siguiente.

APENDICE

P. ¿Cuál es la nueva contribucion impuesta
por la Ley de Presupuesto de Ingresos de 30
de Mayo de 1879?
R. Es una contribucion directa que grava los
productos de las fábricas de lana y de algodon,
en el punto mismo de su produccion, del mo­
do siguiente:

3 centavos por kilogramo de tejido de algo­
don blanco, liso, trigueño, llamado manta.

4 centavos por kilo de tejidos de algodon
blancos, lisos ó de colores.

2 centavos por kilo, de hilaza de algodon.

1 centavo por kilo, de pábilo.

2 centavos por metro cuadrado de alfom­
bras, tapetes, cobertores, etc., de lana ó mez­
clados.

1 centavo por kilo, de hilaza de lana.

P. ¿Quién se encarga de hacer el cobro de
esta contribucion?

R. En el Distrito federal la Direccion de
Contribuciones, por medio de las secciones
respectivas, en la Baja California el Adminis­
trador de Rentas y en los Estados los Jefes de
Hacienda.

P. ¿Cómo se sabrá lo que debe cobrarse?
R. Por la manifestacion que hará cada fabri-

cante de lo que haya fabricado en cada quin­
cena.

P. ¿Quién revisa las manifestaciones?
R. La Junta calificadora compuesta de dos

peritos, nombrados por la oficina encargada
del cobro, funcionando bajo la presidencia del
jefe de ella.

P. ¿Qué se hace cuando hay motivo para
creer en la inexactitud de la manifestacion?

R. Se exije al causante que la compruebe, y
en caso de no hacerlo se impone por la Junta
calificadora la cuota que deba satisfacer.

P. ZOué cuota pagarán las fábricas que solo
se ocupen de estampar?

R. Pagarán la diferencia que hay entre teji­
dos blancos y estampados, que es un centavo
por kilógramo; pero justificarán debidamente
que los tejidos blancos pagaron su contri bu­
cion.

P. ¿Hay algunas excepciones?
R. Están exceptuadas aquellas fábricas cu­

yo capital no llegue á $500; pero si algun in­
dividuo tiene varias fábricas que separadas
valgan menos de quinientos pesos, y reunidas
valgan mas, sí pagará.

P. ¿Qué hará un fabricante que no se con­
forme con la cuota impuesta?

R. Podrá representar ante el mismo jefe de
la oficina recaudadora ó ante la Secretaría de
Hacienda; pero si la cuota le fué impuesta en
rebeld ía, sin su manifestacion, no puede usar
de ese derecho.

P. ¿Qué término se dá para verificar los
pagos?

R. Ocho dias despues de hecha la manifesta-
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cion, y si no se verifica, procederá el empleado
respectivo á exiqirlo: usando de la facultad
económico-eoactiva, con arreglo á IDs decretos
de 20 de Enero de 1837,20 de NDviembre de
1838 y 11 de Diciembre de 1871.

CORREOS

P. ZDe qué Ministerio dependen los correos?
R. Del MinisteriD de Gobernaclon.

P. ¿CómD se considera el ramo de correos?
R. Debiera considerarse solamente CDmD un

servicio; pero como la Ley de Presupuesto de
Ingresos de 30 de Mayo de 1879, enumera sus
productos en la partida Ba., debe reputarse
tambien como una renta.

P. ¿Qué oficina dirige el ramo de correos en
toda la República?

R. La Administracion general.

P. ¿Cómo comenzará su contabilidad?
R. Formará el activo la existencia en efecti­

vo, sus muebles y enseres, sus existencias de
sellos de franqueo, el valor de la correspon­
dencia de porte existente, los saldos deudores
de todas las oficinas subalternas, y todos los
créditos activos pendientes de cobro,

El pasivo lo formará ID que se deba por
contratas, ID que se deba por sueldos, y ID que
por cualquier motivo haya entrado á la caja de
la oficina de correos sin pertenecer al ramo,
ya sea CDmD préstamo, corno depósito ó bajo
cualquier otro concepto.

El saldo entre el activo y el pasivo se iguala­
rá con el título de la cuenta fundamental.

P. ¿Cómo se sigue y desenlaza la cuenta
Caja?

R. Se adeuda de la venta de sellos de fran­
queo, del valor de correspondencia de porte
beneficiada en la Estafeta, del porte de perió­
dicos y pequeños objetos, del producto de
certificados, de las cantidades que se reciban
de las subalternas, y de los depósitos ó adelan­
tos que se reciban, y se acredita de los sueldos
y gastos de adrninistracion, de IDs paqos de
contratas, del costo de extraordinarios, y
de IDs enteros que se hagan en la Tesorarla
general ó pagos que por su órden se verifiquen.
El saldo de esta cuenta, que siempre será deu­
dor, representará la existencia, que debe en
todo caso remitirse á la Tesorerfa general.

P. ¿Cómo se lleva y termina la cuenta Mue­
bles y enseres?

R. Esta cuenta se adeudará á principio de
año del valor de todos los objetos comprendi­
dos en ella, segun el inventario que se formará,
y se seguirá adeudando de los nuevos objetos
que se adquieran. Se acreditará de aquellos
objetos que por inútiles se hayan vendido CDn
acuerdo del MinisteriD; y al terminar el año,
vaíorizando los objetos de esta cuenta, se vé
si han aumentado ó disminuido de valor, para
complementar la cuenta por la fundamental,
es decir, que lo que valgan de más IDs muebles
y enseres se les carga por el crédito de Minis­
terio de Gobernaclon, y lo que hayan bajado
de valor se les acredita, adeudando la cuenta
fundamental, para que les quede como saldo
su valor, que pasará por Balance.

P. ¿CómD se comienza, sigue y termina la
cuenta "Sellos para el Franqueo"?

R. Si hubo una existencia al principiar el
año, se adeuda de su valor por el crédito de
Balance, y posteriormente se vá adeudando de
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los que se reciban, por el crédito de la Renta
del Timbre, y se acredita de lo que se remitan
á las Administraciones y se entreguen á la Es­
tafeta, por el debe de las cuentas respectivas,
y si al terminar el año hay alguna existencia,
deberá pasar por Balance.

P. ¿Cómo se comienza, sigue y termina le
cuenta "Correspondencia de Porte"?

R. Puede comenzar por Balance, con la
existencia del año anterior, y se sigue adeu­
dando de la que venga del extranjero de países
que no hayan entrado en la Convencion pOS­
tal, y se acredita del valor de la que se remita
á las Administraciones y se entregue á la Es­
tafeta, debiendo así quedar siempre saldada.

P. ¿Qué variacion tendrá que sufrir la cuenta
"Correspondencia de Porte" por la que quede
rezagada?

R. Ninguna absolutamente; puesto que es­
tando toda cargada á la cuentas respectivas,
ellas serán las que se modifiquen por lo que
quede.

P. ¿Qué se hace cuando de la corresponden­
cia extranjera retienen alguna parte los Admi­
nistradores de los Puertos?

R. Esto produce el doble asiento de abono
y cargo de la cuenta "Correspondencia de
Porte."

P. ZCómose sigue la cuenta de Estafeta?
R. Puede comenzar adeudándole su saldo

anterior por el abono de Balance, y cargándo­
le sucesivamente los sellos y correspondencia
que se le entregue, así como lo que reciba por
francatura de periódicos y por certificados; se
acreditará de lo que entregue en efectivo y de
lo que devuelva en correspondencia rezagada,
debiéndole quedar al concluir el año una exis-

tencia en correspondencia y sellos igual á su
saldo deudor, que pasará por Balance.

P. ¿Cómo se sigue la cuenta Rezagos?
R. Se adeuda con abono á Balance de su

primera existencia, así como de lo que vaya
recibiendo de la Estafeta, y se acredita de sus
entregas en efectivo y de lo que pase al archi­
vo, debiendo al terminar, quedarle una exis­
tencia igual á su saldo.

P. ¿Cómo se siguen las cuentas de las Ad­
ministraciones?

R. Dividiéndose las Administraciones de co­
rreos en principales y subalternas, solo á las
principales se les lleva cuenta en el Mayor,
para que éstas se entiendan con las subalternas,
á las cuales se les llevará cuenta en un libro
auxiliar.

Se adeudan las Administraciones de lo que
reciban de sellos de franqueo y corresponden­
cia de porte, así como de lo que reciban por
porte de impresos, certificados y 25 por ciento
de extraordinarios, etc., y se acreditan de sus
remisiones, de sus pagos por órden de la Ad­
ministracion general y de sus gastos, y su saldo
debe ser igual á sus existencias y pasará por
Balance.

Repartida la existencia de una Administra­
cion principal entre ella y sus subalternas, de­
be encontrarse comprobado el saldo general
con los parciales del libro auxiliar.

P. é Cómo se seguirá la cuenta Tesorería
general?

R. Se acreditará de sus entregas en efectivo
y se adeudará de lo que se le entregue, saldán­
dose por la cuenta fundamental.
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P. ¿Qué gana el Correo cuando manda un
extraordinario por cuenta de un particular?

R. El 25 por ciento de lo que haya costado,
advirtiéndose que cuando un particular pida
un extraordinario, depositará previamente lo
que se calcule que ha de costar.

P. ¿Con qué título se lleva la cuenta de lo
que pagan los particulares?

R. Con el "25 por ciento de extraordina­
rios,"

Esta cuenta se acredita de lo que vaya pro­
duciendo por el adeudo de Caja ó de 1a ofici na
que haya recibido, y se salda, cargándole todo
lo que tenga en su haber, por el crédito de la
cuenta fundamental.

P. ¿Qué hay que observar respecto de las
libranzas de periodistas que se hace cargo de
cobrar el correo?

R. Que se les cobra por comision, ademas
de los portes, el 12.5 por ciento sin responsa­
bilidad por las que no son cobradas.

P. ¿Cómo deberá llevarse la cuenta de esas
libranzas?

R. Se abrirá una cuenta que se titule "Giros
de periodistas," que se adeudará de las Libran­
zas que se reciban, por el crédito de los in­
dividuos que' las entreguen, Y despues se irá
acreditando esa cuenta por el debe de las Ad­
ministraciones si se hacen los cobros, ó por el
de los dueños si son devueltas; y al pagar á
los periodistas lo que por su cuenta se haya
cobrado, se les rebajará la comision, entregán­
doles el saldo en efectivo, y cargándoles el
total, con abono á Caja por el efectivo y á
Giros de periodistas por el 12.5 por ciento de
agencias.

La cuenta Giros de periodistas, que presen-

tará como saldo acreedor todo lo utilizado,
será adeudada á fin de año del importe de ese
saldo por .el crédito de Ministerio de Gober­
nacion.

P. ¿Qué se hará cuando por algun caso de
fuerza mayor se extravien sellos, numerario
ó correspondencia?

R. Despues de hacerse una averiguacion
autorizada por el Jefe de Hacienda del Estado
donde ocurra el siniestro, interviniendo el Juez
de Distrito si es necesario, y probado que no
hubo negligencia ni mala fé de parte del res­
ponsable, se acreditarán las cuentas que ten­
gan el cargo, por el Debe de la cuenta funda­
mental, ya que no se puede, como haría un
particular, llevar el cargo á Pérdidas y Ganan­
cias.

P. é Oué resultados debe presentar al fin
del año la cuenta general de correos?

R. Debe presentar con debida claridad lo
recibido en sellos, lo producido por corres­
pondencia extranjera, lo cobrado por porte
de impresos y otros objetos, el producto de
certificados y el 25 por ciento de extraordi­
narios, y lo utilizado en libranzas de perio­
distas, así como lo que por subvencion haya
recibido; y debe expresar con toda claridad lo
gastado en Contratas de correos, lo pagado á
extraordinarios, lo gastado en sueldos y hono­
rarios, y manifestar con toda exactitud por el
cotejo de productos y gastos, si ha sido pro­
ductivo ó gravoso el ramo y en qué cantidad.

TRATADO POSTAL UNIVERSAL

P. ¿Qué hay que observar respecto de la co­
rrespondencia extranjera?
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R. Que la que procede de las Naciones que en­
traron en el Tratado postal universal, sancio­
nado por el Gobierno mexicano en 10 de No­
viembre de 1878, se distribuye sin hacer cobro
ninguno, pues ya pagó el porte en el punto de
su salida.

P. ¿Cuánto paga de porte la corresponden­
cia que se dirige al extranjero?

R. Si se dirige á las naciones comprendidas
en el tratado, solo paga 25 céntimos de franco
una carta sencilla, y si se dirige á nacion que
no entró en el tratado, pagará su porte segun
la tarifa interior, conduciéndose solamente
hasta el puerto de su embarque.

P. ¿Quién costea los fletes de mar?
R. El Gobierno debe pagar el porte de la

correspondencia que se remita á las Naciones
del tratado, segun la tarifa que él mismo es­
tablece; pero se han hecho arreglos con las
1íneas de vapores, y mediante una cantidad
fija, se encargan de toda la correspondencia.

ADMINISTRACION PRINCIPAL DE
RENTAS DEL DISTRITO

P. ¿Qué derechos recauda esta oficina?
R. Los de Portazgo y Consumo y los de ex­
portacion de plata y oro que sale en conducta;
pero, debe advertirse que el portazgo se cobra
en las Recaudaciones de las garitas, y los de
Consumo y almacenaje y exportacion de plata
y oro en la Administracion.

P. ¿Con arreglo á qué disposicion se cobra
el derecho de Portazgo?

R. Con arreglo á las leyes de.31 de Mayo de

1872, 29 de Octubre de 1874 y tarifa vigente,
segun dispone la fraccion A de la partida 2a.
del artículo 10. de la Ley de Presupuesto de
ingresos de 30 de Mayo de 1879.

P. ¿Con arreglo á qué disposición se cobran
los Derechos de Consumo y almacenaje?

R. Con arreglo á la ley de 11 de Agosto de
1875, segun dispone la fraccion B de la par­
tida 2a. del Presupuesto de ingresos.

P. ¿Cuánto pagan los efectos extranjeros
por derecho de consumo?

R. El 2 por ciento sobre los derechos de irn­
portacion.

P. ¿Cuánto le corresponde al Municipio?
R. La mitad.

P. ZCuánto se paga por almacenaje?
R. Los efectos pueden estar almacenados

120 dias, no causando derechos en los prime­
ros 30 dias, y pagando por el resto de los dias
lo siguiente:

Los efectos nacionales, cada bulto hasta de
ocho arrobas, por cada 30 dias, 5 centavos.

Los efectos extranjeros, cada bulto, hasta
de ocho arrobas, durante 30 dias, 10 centavos.

P. ¿Cuánto pagan de derecho de Portazgo
los efectos no especificados en la tarifa?

R. El 12.5 por ciento sobre el valor de aforo.

P. ¿Cuánto corresponde al Municipio del
Derecho de Portazgo?

R. El 28 por ciento.

P. ¿Qué otras oficinas dependen de la Ad­
ministracion de Rentas de México?

R. La Administracion de Tlalpam y sus Re-
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ceptorías, y las Receptorías de Tacubaya, Xo­
chimilco y Guadalupe.

P. ¿Qué cuentas llevan las Recaudaciones
de las garitas?

R. Un libro manual de entradas en que
consten, bajo la fecha del dia, el número de la
partida, el nombre del introductor, la clase
de efectos, su cantidad, cuota aplicada y can­
tidad cobrada.

El libro de certificados debe ser talonario,
para que en el márgen queden las mismas no­
ticias y la firma del introductor si sabe escribir,
y si no la del empleado que hace de interven­
tor ó contador de la Recaudacion.

Debe haber un libro de balanza mercantil
para llevar el pormenor en forma de estado,
de las cantidades de efectos introducidos, y
la libreta de enteros hechos en la Administra­
cion principal.

P. ¿Qué efectos están libres del pago de de­
recho de portazgo?

R. Los que vengan en hombros ó á la mano,
cuyo valor no exceda de dos pesos, no com­
prendiendo en esta excencion los vinos, lico­
res, aguardiente ó pulque.

Tambien hay exceptuados otros efectos
que menciona el artículo 20. del arancel de
28 de Junio de 1879.

P. ¿Qué formalidades deben exigir los Re­
caudadores de las garitas para permitir la in­
troduccion de los efectos?

R. Han de traer guía, pase ó carta de envío,
segun el caso; del mismo modo que para la sa­
lida, pues sin gu ía ó pase de la Administracion
principal no se dejan salir los efectos.

P. ¿Qué se hará con los efectos que, habien­
do pagado el derecho de importacion, no cau­
sen el de portazgo?

R. Serán remitidos á la Administracion
principal custodiados por un guarda, del mis­
mo modo que los que sean de escala.

P. ¿Qué se hace con los efectos que vienen
de escala?

R. Se guardan en los almacenes de la Admi­
nistracion principal, no causando almacenaje
durante 30 dias; pero cobrándoles en lo suce­
sivo hasta los 120 dias que pueden retenerse,
el respectivo almacenaje.

P. ¿Qué se hace ~i pasados los 120 dias no
salen los efectos?

R. Pagarán los derechos respectivos de Por­
tazgo ó consumo y el almacenaje.

P. ¿Qué se hace si no aparece el dueño de
los efectos?

R. Se venden en almoneda para cubrir al
Fisco de sus derechos y sacar los gastos de la
almoneda, y el resto queda depositado para
entregarlo al dueño cuando se presente.

P. ¿Qué representa el Fondo de Cargadores?
R. Es una caja de ahorros de los cargadores,

que se forma con un centavo por bulto, y que
tiene por objeto proporcionarles médico y
medicinas, y auxiliarlos cuando no puedan
trabajar. Tambien sirve el fondo para pagar las
averías que hacen los cargadores y para sufra­
gar algunos gastos de arreglo de almacenes.
Antiguamente ten ían encargado del fondo á
un individuo de su confianza, pero habiendo
salido quebrado algun encargado, dispuso el
gobierno que se depositaran los fondos en la
Tesorería de la Administracion principal, lle­
vándole cuenta como á dinero en depósito.
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CONTABI LI DAD

P. ¿Qué clase de cuenta debe llevar la Admi­
nistracion Principal de Rentas?
R. Una contabilidad central para conocer los
movimientos de las oficinas subalternas.

P. ZCuál es su cuenta fundamental?
R. Tesorería general; pero dividida en dos,

titulándose una "Tesorería General por Bie­
nes Nacionales," y la otra "Tesorería, general
cuenta de recaudacion."

P. ¿Qué recibe en su haber la primera?
R. La cuenta Tesorería general por Bienes

Nacionales, se acredita al empezar el año de
valor del edificio de la Administracion princi­
pal y de los de las garitas, así como del precio
de muebles y enseres de la Administracion,
Receptorías y Recaudaciones.

P. ¿Cómo sigue esta cuenta durante el año?
R. Por un órden regular no tendrá ningun

movimiento, á menos que el gobierno enagene
algun edificio ó adquiera otro, en cuyo caso,
si hubo adquisicion, se acreditará esta cuenta
por el adeudo de la que se titule Fincas Nacio­
nales; y en el caso de haber de Gobierno en a­
genado algun edificio, será adeudada la cuenta
Tesorería general por Bienes Nacionales, y se
acreditará la cuenta Fincas Nacionales.

P. ¿Cómo termina al acabar el año, la cuen­
ta Tesorería general por Bienes Nacionales?

R. Al llegar el fin de año, se valorizan las
fincas y los muebles, y si valen mas, son adeu­
dados del aumento por el crédito de Tesorería
general por Bienes Nacionales; y si han dismi­
nuido de valor hay que acreditarles lo que
hayan disminuido, por el debe de Tesorería
general por Bienes Nacionales.

Hechos así los complementos, los saldos se
pasan por Balance.

P. ZCórno se sigue y termina la cuenta Te­
sorería general cuenta de Recaudacion?

R. Se adeuda de todas las remisiones que se
le hacen en efectivo, y á fin de año se pasan á
su debe todos los saldos deudores de las cuen­
tas que hayan ocasionado gastos, como Orde­
nes por pagar, Sueldos y gastos, Reparaciones,
etc., y se acredita de todos los saldos acreedo­
res de las cuentas Derecho de Portazgo, Dere­
cho de Consumo y Almacenaje, y exportacion
de plata y oro, debiendo quedar saldada, á
menos que haya alguna existencia en Caja que
pasará por balance.

P. ¿Cómo se llevan las cuentas de las Admi­
nistraciones subalternas?

R. Se llevan en libros auxiliares, haciendo
figu rar sus entregas en efectivo como si fueran
enteros hechos por los causantes directamente
en la Administracion Principal, y por consi­
guiente el asiento que producen es adeudar á
Caja y acreditar las cuentas de los Derechos.

P. ¿Es correcto ese sistema?
R. No, porque debiéndose llevar una conta­

bilidad central en la Administracion Principal,
debía llevarse cuenta pormenorizada á las ofi­
cinas subalternas, cargándoles los rendimien­
tos, con abono á los títulos de los derechos y
acreditándoles lo que entregaran en efectivo.

P. ZCómo se hace para llevar cuenta de los
gastos que por órden de la Tesorería general
hacen las Administraciones subalternas?

R. Siguiendo una práctica viciosa se les re­
cibe y abona como dinero efectivo lo que
entregan en recibos por pagos que tengan
mandados hacer, como sueldos de Prefectos,
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haberes de fuerzas de policía, etc., yesos reci­
bos ingresan á la caja y se lo cargan tambien
como efectivo, entregándose del mismo modo
á la Tesorería general.

P. ¿Cómo debería procederse?
R. Los pagos que hicieran las oficinas subal­

ternas, deberían series abonados con cargo á
la cuenta Ordenes por Pagar, que sería com­
plementada por Tesoreria general.

P. ¿Qué asientos se corren por honorarios
de las oficinas subalternas?

R. Se adeuda al hacer los pagos una cuenta
titulada "Honorarios de Receptorías," y se
abona á Caja, y á fin de año se acredita la
cuenta Honorarios de Receptorías por el
adeudo de Tesorería general.

P. ¿Cómo se lleva la cuenta á las Recauda­
ciones de las garitas?

R. Del mismo modo que á las Receptorías.

P. ¿Cómo se lleva la cuenta de los Derechos
Municipales?

R. A medida que se van recaudando los de­
rechos que corresponden al Municipio, se
adeuda la caja y se acreditan jos derechos que
los han producido, y al remitirse al Adminis­
trador de Rentas Municipales diariamente la
cantidad recaudada, se adeuda Ayuntamiento
de la Capital y se acredita Caja; y como el saldo
acreedor de los títulos de los Derechos Muni­
cipales ha de ser igual al saldo deudor de
Ayuntamiento de la Capital, se complementa­
rán unas por la otra, para que queden termi­
nadas.

P. ¿Qué querrá decir cuando no sea igual el
saldo acreedor de las cuentas que representan
los derechos municipales, como "28 por cien-

to del Derecho de Portazgo" y "1 por ciento
de Derecho de Consumo," con el saldo deudor
de "Ayuntamiento de la Capital"?

R. Querrá decir que hay un error aritmético,
ó que se ha entregado menos ó mas de lo pro­
ducido. En el primer caso, sería indispensable
hacer una contrapartida, que subsanara el
error; en el segundo caso, es decir cuando se
hubiere entregado al Ayuntamiento menos de
lo recaudado, se avisará á la superioridad para
saber si se pasa por Balance, para poder saldar
la diferencia el siguiente año, ó si se pasa por
Tesorería general para que esa oficina se en­
tienda con el Ayuntamiento, que sería lo mas
regular, porque la Administracion principal de
Rentas, como oficina recaudadora, tiene que
cerrar completamente su cuenta al terminar el
año, no teniendo parte ninguna en las deudas
de la Nacion, ni mucho menos en lo pertene­
ciente á otro año fiscal.

Estos casos, sin embargo, no ocurren, por­
que diariamente se entrega al Ayuntamiento
todo lo recaudado por su cuenta, y así no
puede haber diferencia en los saldos.

P. ZCómo se llevan las cuentas de los Ayun­
tamientos foráneos?

R. Los Receptores se entienden directa­
mente con sus respectivos municipios, sin que
figuren esos derechos en la cuenta general.

P. ¿Qué asientos produce el Fondo de Car­
gadores?

R. Se acredita de lo que se vá reuniendo
por el centavo por bulto, con cargo á Caja, y
se adeuda con abono á Caja de los gastos que
se hacen en reposicion de averías, en arreglo
de almacenes, y auxilios á cargadores imposi­
bilitados de trabajar, y el saldo, que si lo hay,
será acreedor, pasa por balance.
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P. ¿Cómo pasan al año siguiente los saldos
de las cuentas?

R. Pasan por Balance.

ADUANAS MARITIMAS Y FRONTERIZAS

P. ¿Qué oficinas cobran los derechos de im­
portacion yexportacion?
R. Las Aduanas marítimas y fronterizas, que
son las siguientes:

EN EL GOLFO DE MEXICO

Campeche, Goatzacoalcos, (ahora Minatitlan)
Frontera, Isla del Cármen, Matamoros (marí­
tima y fonteriza), Progreso, Tampico, Tuxpan,
Veracruz.

EN EL MAR PACIFICO

Acapulco, Bah ía de la Magdalena, Guaymas,
La Paz, Maruata, Mazatlan, Manzanillo, Puerto
Angel, (ahora Pochutla) Salina Cruz, (ahora
Tehuantepec) San Bias, Soconusco, marítima
y fronteriza (reside en Tapachula) Tonalá.

FRONTERIZAS DEL NORTE

Altar, Janos, Monterrey·Laredo, Magdalena,
Matamoros, Ojinaga ó Presidio del Norte, Paso
del Norte, Piedras Negras, Tijuana.

FRONTERIZAS DEL SUR

Balancan y Zapaluta.

P. ¿A qué ley se sujetan las Aduanas marí­
timas y fronterizas?

R. Al arancel de 10. de Enero de 1872.

P. ¿Qué mercancías están prohibidas de im­
portacion?

R. Ningunas, porque el artículo 15 de aran­
cel alzó todas las prohibiciones.

P. ¿Hay algunas mercancías libres de dere­
chos de importacion?

R. El artículo 16 del arancel, enumera 63
clases de objetos libres de derechos, observan­
dose que esta franquicia tiende á proteger la
agricultura, la minería y la instruccion pública.

P. ¿Por qué, si se protege la agricultura, es­
tán libres de derechos de importacion la leña
y el maíz, que con esa franquicia podrán hacer
concurrencia á los frutos nacionales?

R. Por la mucha escasez de recursos que
hay en algunos puntos de la costa.

P. ¿Cómo se regulan los derechos que deben
pagar los efectos á su importacion?

R. Por la tarifa contenida en el artículo 18
del arancel.

P. ¿Cómo pagan sus derechos los efectos no
especificados en la tarifa?

R. Se aforan por el Vista á precio de plaza,
y pagan por derechos el 55 por ciento del
aforo.

P. ¿Qué se hace cuando el importador no
está conforme con el aforo impuesto por el
Vista?

R. Se nombra de comun acuerdo un perito
que decida; pero si no se pudieren poner de
acuerdo el Importador y el Vista para nombrar
el perito, designará el Administrador cinco
personas, de entre las cuales tendrá que elegir
una el Importador, y no haciéndolo se tendrá
por nombrado el primero de la lista.
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P. ¿Qué se hace cuando algunos efectos que
deban pagar por valor de factura aparezcan
mas bajos de lo justo?

R. se procederá al aforo por tres peritos,
nombrados, uno por el Administrador, otro
por el importador, y un tercero, por los dos
anteriores, para que decida en caso de discor­
dia.

P. ¿Qué pena tendrá el importador en caso
de que el aforo de los efectos sea mayor que
el precio de factura?

R. Si el aforo escede en 10 por ciento al
valor de la factura, pagará el importador, ade­
mas de los derechos, el 25 por ciento de mul­
ta sobre el aforo.

P. ¿Qué documentos deben traer los buques
que vengan del extranjero á nuestros puertos?

R. Cada cargador ó remitente de mercan­
cías, entregará con ellas al Capitan, una factu­
ra en que se exprese el nombre del buque, el
del capitan, el del remitente y el consignata­
rio, así como el punto de salida y el de desti­
no; y la cantidad y clase de bultos, cantidad y
calidad de mercancías, con arreglo á la no­
menclatu ra del arancel.

P. ¿Cómo se justificará la verdadera proce­
dencia de las facturas?

R. Con la firma y sello del Consul mexicano
residente en el puerto de- salida, puesta al cal­
ce de la factura y el recibo del mismo funcio­
nario por el duplicado que se le entregó.

P. Si no hubiere consul mexicano en el
puerto de salida, ¿qué se hace?

R. se ocurre al de alguna nacion amiga, y si
ni aun ésto hubiere, certificarán las facturas
tres comerciantes del puerto; pero en este úl­
timo c~o no habrá recibo consular.

P. ¿Qué pena se impondrá á los consigna­
tarios por falta de alguno de los requisitos de
las facturas?

R. Una multa de cinco á cien pesos.

P. ¿Qué penas sufrirán los consignatarios
por falta de factu ras, ó por carecer éstas del
certificado ó recibo consular?

R. La de pagar dobles derechos.

P. ¿Cómo se sabrá cuántas son las facturas
que debe traer un buque?

R. Por el Manifiesto general que debe for­
mar el Capitan, con las noticias siguientes:

to.s-Nombre y arboladura del buque, su
nacionalidad, toneladas por cifra y letra, nom­
bre del Capitan, puerto de salida, puerto de
destino. y consignatario.

20.-Bultos, especificando clases, marcas y
números, y peso bruto por guarismo y letra.

30.-Clase genérica de mercancías, nombre
del remitente y consignatario, fecha, y firma
del Capitan.

P. zOué buques tienen el derecho de hacer
el comercio de altura?

R. Los mexicanos y los de las naciones que
estén en paz con México.

P. ¿Qué hace la Aduana al llegar un buque?
R. Sale la falúa del Resguardo conduciendo

al Comandante de Celadores y á dos celadores,
y se coloca al lado del buque arribado, hasta
que la visita de sanidad avisa que puede comu­
nicar con tierra, en cuyo caso sube el Coman­
dante con los Celadores, recoge los papeles
que acreditan la legalidad del viage, así como
las listas de pasajeros, equipajes y efectos de
rancho; pone el sello de la Aduana, cruzado
con unas cintas en las escotillas, y se retira,
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dejando, si lo cree oportuno, algun celador de
vigilancia.

P. ¿Basta con ésto para cubrir la responsa­
bilidad del Comandante?

R. Debe ademas tener una ronda de tierra y
otra de mar, que vigilen el buque hasta que
haya concluido su descarga.

P. ¿Qué derechos tiene que pagar el buque,
ademas de los de importacion?

R. De Faro, en los puertos donde los hubie­
re, que son $25 para los de vela, y $100 para
los de vapor; pero estos últimos lo pagarán en
un solo punto, aun cuando toquen en dos ó
más que tengan faro.

Derecho de Toneladas, que es de un peso
por cada una de las que mida el buque; pero
los vapores, los buques cargados de carbón, y
los de guerra, no lo pagan.

Derecho de Practicaje que es en Matamoros,
Tampico y Tabasco de $2.50 por cada pié de
calado, y en los demas puertos $1.75, debien­
do pagar ademas por el bote que conduce al
Práctico, $6 en los tres primeros puertos, y
$3 en los demas.

Los buques de guerra pagarán tambien el
derecho de Practicaje cuando pidan práctico.

P. ¿Cómo se rectifica el arqueo de los bu­
ques?

R. Se multiplica la longitud, á la altura de
la línea de flotacion á toda carga, por la anchura
media y el producto por la profundidad, y
dividiendo por 3.22, se tienen las toneladas de
capacidad, que serán tantas como metros cú­
bicos desaloje el buque, pues el peso de un
buque con su cargamento, es igual á la canti-

dad de agua que desaloje; y un metro cúbico
de agua tiene el peso de 1,000 kilogramos, ó
una tonelada.

P. ¿Qué formalidades se observan para la
descarga de los buques?

R. El consignatario hará un pedimiento con
timbre de $16, y concedida que sea la descar­
ga, se nombrará un Celador que permanezca
en el buque revisando las remisiones que se
hagan á tierra; otro que esté en el muelle reci­
biendo las lanchadas, que confrontará con la
papeleta respectiva, á la que pondrá su confor­
midad ó las observaciones que hubiere; y otro
que conduzca la carga del muelle á los alma­
cenes, donde el Alcaide la revisará, anotándola
en el libro respectivo, y asentando el recibo
en la boleta.

P. ¿Qué hacen los consignatarios particula­
res de mercancías para sacarlas de la Aduana?

R. Hacen un pedimento con timbre de un
peso, acompañando la factura original; y el
Administrador de la Aduana, al decretar al
márgen de la petición que se haga el despacho,
dispone el Vista que se ha de encargar de ha­
cerlo.

P. ¿Cuántos bultos debe reconocer el Vista
al hacer el despacho?

R. El diez por ciento; pero si hay motivo
para suponer fraude, puede aumentarse el re­
conocimiento hasta la totalidad, y es de ad­
vertir, que cualquiera persona tiene derecho
para solicitar que se reconozca algun bulto,
porque el delito de contrabando produce
accion popular.

P. ¿Qué se hace cuando por ser muy dila­
tada la operacion del ajuste quiera el consig­
natari o sacar sus efectos, á reserva de que se
termine despues el ajuste?
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R. De tres maneras se puede proceder: ó
se deja un depósito en efectivo, que sea sufi­
ciente para cubrir los derechos, ó se dá una
fianza á satisfaccion de la Aduana, ó se dejan
en garantfa parte de los efectos.

P. ¿Qué- formalidades hay que observar
para la intemacion de mercancías?

R. Se hace un pedimento por triplicado, te­
niendo un solo timbre de $1.00.

En este pedimento se ha de especificar el
buque que trajo las mercancías, el pormenor
de éstas, y su destino, con lo cual se expedirá
la guía de internacion, sin la que no se podrán
internar los efectos.

P. ¿Con arreglo á qué pesos y medida se
aplican los derechos?

R. Se usa el metro cuadrado para lo que
paga por medida, y el kilógramo para lo que
paga por peso.

CONTABILIDAD DE ADUANAS

P. ¿Con arreglo á qué disposición llevan sus
cuentas las Aduanas Marítimas y fronterizas?
R. Segun el Reglamento expedido por la Se­
cretaría de Hacienda, en 10. de Enero de
1872.

P. ¿Qué libros deben llevar?
R. Necesitan como libros principales Diario,

Mayor y Caja. El Diario se lleva en doce to­
mos, siendo uno para cada mes; pero debe ser
correlativa la foliatura, lo mismo que la nume­
racion de las partidas. El Mayor se lleva en un
solo tomo, y con doble columna de pesos y

centavos, para que, puestas en la interior las
cantidades del mes, confronten con el Diario.

P. ¿Por qué han de ser doce diarios?
R. Porque cada mes se corta la cuenta, ce­

rrándola por Balance, para mandar los libros
á la Tesorería general, para que haga la glosa
preventiva.

P. ¿Qué otros libros deben llevar?
R. El del Alcaide, que sirve para saber el

número de bultos entrados á los almacenes y
salidos de ellos, con espresion de los buques
de su procedencia. Cada mes debe presentar
el Alcaide una nota en que conste el número
de bultos con que comenzó el mes, los recibi­
dos, los entregados y los existentes.

El de Cuentas corrientes de buques, en el
que se abrirá una cuenta corriente á cada car­
gamento que descargue, asentando en el débi­
to los derechos que cause cada consignacion,
despues de hacer el cargo de los derechos de
Toneladas y Faro. A medida que se hagan los
enteros, se asentarán en el haber de la cuenta,
con espresion de la persona que los hace y
con cita de la partida del Libro de Caja en que
estén anotados. Autorizarán los asientos con
media firma el Administrador, Contador y
Tesorero.

Deben llevarse ademas los libros que se ne­
cesitan para el manejo de toda oficina, como
Registro de expedientes, Copias de circulares,
Cuentas corrientes de empleados, etc. Debiera
llevarse libro talonario de Certificados de en­
tero; pero no se hace así, sino que firman los
causantes la póliza y la partida del Libro de
Caja.

P. ¿Cómo se comienza la contabilidad?
R. Al hacerse cargo de la oficina un nuevo
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responsable, se hace corte de caja y balanza de
libros, y se forma un inventario general que
se balancea por Hacienda pública, que es la
cuenta fundamental, y en vez de usar la cuen­
ta de órden titulada Balance, para motivar los
primeros asientos, se abre una del mismo ca­
rácter, titulada "Inventario primitivo," que
se acredita del Activo y se adeuda del Pasivo
que deben ser iguales, puesto que el saldo Ó
diferencia lo llevó Hacienda pública.

P. ¿Cómo se siguen las cuentas productoras
que representan los derechos?

R. Siguiendo la regla general, deben adeu­
darse en el momento en que pueda saberse su
monto, por el crédito de Hacienda pública, y
se acreditan cuando se hace el entero, de modo
que el saldo que presenten siempre será deu­
dor, é indicará con una sola mirada lo que está
pendiente de cobro. El saldo se pasará por
Balance.

P. ¿Cómo se llevarán las cuentas que repre­
senten desembolsos?

R. Todas las cuentas que representen de­
sembolsos, como Sueldos y Gastos, Jefatura
de hacienda Ó cualquiera otra que esté en el
mismo caso, aparecerán á fin de año con un
saldo deudor; y como la cantidad que repre­
senta ese saldo significa gastos hechos por
cuenta de la Nacion, habrá que acreditar á to­
das esas cuentas sus saldos deudores por el
débito de Tesoreria general, que es la oficina
centralizadora encargada de llevar la cuenta
general.

P. ¿Cómo se lleva la cuenta Tesorería ge­
neral?

R. Se adeuda de las Letras de cambio que
se endozan á la órden del Tesorero, y por com­
plemento se adeuda tambien de todos los sal-

dos deudores de las cuentas que representen
gastos Ó desembolsos, y se salda á fin de año,
acreditándole todo su saldo deudor por el
Debe de Hacienda pública.

P. ¿Cómo se lleva y termina la cuenta Ha­
cienda pública?

R. Se acredita del valor de fincas, embarca­
ciones y muebles, y sucesivamente de todos
los derechos que se causen, y su saldo, á fin
de año, será solamente acreedor; mas para
complementarla se le adeudará todo el saldo
de Tesorería general.

P. ¿Debe quedar precisamente igualada la
cuenta "Hacienda pública," una vez que se le
haya cargado el saldo de Tesorería general?

R. Quedará todavía la cuenta Hacienda pú­
blica con un saldo acreedor igual al valor de
fincas, embarcaciones y muebles, y á lo que
estuviere pendiente de cobro, que pasará por
Balance.

P. ¿Podrá dividirse la cuenta Hacienda pú­
blica?

R. Sería muy conveniente llevarla en dos,
titulada una "Hacienda pública cuenta de in­
ventario," y la otra "Hacienda pública cuenta
corriente. "

P. ¿Qué valores figurarán en la cuenta "Ha­
cienda pública cuenta de Inventario"?

R. Todo aquello que no fuere realizable,
como fincas, embarcaciones y muebles. Esta
cuenta, que sería acreditadade los valores de
todos esos objetos, se cerraría anualmente por
Balance. .

P. ¿Qué figuraría en la cuenta titulada "Ha­
cienda pública cuenta corriente"?

R. Se abonaría de todos Jos derechos cau-
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sados, y se adeudaría de todo lo gastado y
remitido á la Tesorería general, de modo que,
si todo lo debido cobrar se había cobrado y
remitido á la Tesorería general, ó distribuido
por su órden, quedaría naturalmente saldada;
pero si había algo pendiente de cobro ó exis­
tente en caja, le aparecería un saldo acreedor,
igual á los rezagos y existencias, y pasaría por
Balance.

P. ¿Por qué no se abren cuentas á los Im­
portadores ó Consignatarios?

R. Porque su cargo personal existe en el Li­
bro de cuentas corrientes de buques, donde se
anotan todas las hojas de despacho liquidadas,
con espresion del consignatario.

P. ¿Cuánto corresponde al Municipio de los
derechos de Importacion?

R. El 1.37 por ciento.

P. ¿Cómo se lleva la cuenta del Municipio?
R. Se vá acreditando una cuenta titulada

"Municipalidad del Puerto," del 1.37 por cien­
to de todos los derechos de Importacion, y se
adeuda de todo lo que se le entregue en efec­
tivo, y se saldará naturalmente.

P. ¿Cómo se cierran los libros á fin de año?
R. Todas las cuentas productoras que repre­

senten los derechos, que fueron adeudadas al
causarse, habrán sido acreditadas al pagarse, y
así, si todos los derechos causados han sido
cobrados, quedarán saldadas naturalmente;
pero si falta que cobrarse alguna cantidad, se
saldarán por "Rezagos," que pasará por Ba­
lance.

Las cuentas que representen desembolsos
ó gastos, habrán sido adeudadas al hacer los
pagos, y siendo acreditadas por complemento,
de todo su saldo deudor, por el Debe de Te-

sorería general, quedarán naturalmente salda­
das.

Las cuentas que representen fondos agenos,
como Confiscaciones y multas, Municipalidad
del Puerto, y 2 por ciento de hospitales, pue­
den estar saldadas si se les ha entregado todo
lo que les pertenece, en cuyo caso ya están
concluidas, ó pueden tener un saldo acreedor
por no haberles entregado todo su haber, y en
ese caso pasarán por Balance.

Las cuentas "Edificios" y "Embarcaciones
y muebles" que estarán adeudadas de su valor,
recibirán un cargo ó un abono, según que
hayan aumentado Ó disminuido, y. pasarán
por Balance.

La cuenta Hacienda Pública, si está en una
sola cuenta, tendrá en su crédito el valor de
Edificios, embarcaciones y muebles, así como
el importe de todos los derechos causados, y
habiéndose adeudado de todo lo que tenga en
su debe Tesorería general, tendrá un saldo
acreedor igual á Edificios, embarcaciones y
muebles y Rezagos, y pasará por Balance.

CONTRABANDO Y FRAUDE

P. ¿Cuáles son los casos de contrabando?
R. 10.-La introduccion clandestina de mer­
cancías.

20.-La introduccion sin documentos ó en
horas desusadas.

30.-La descarga ó trasborde de mercancías
sin conocimiento de los empleados.

40.-La suplantacion en calidad ó cantidad.
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50.-La omision de algunos bultos en el
Manifiesto.

60.-La intemacion sin el documento que
acredite la legal importacion.

P. ¿Oué penas se imponen por estos contra­
bandos?

R. Para los casos 10, 20. Y 30. la confisca­
cion de mercancías, embarcaciones, carros y
acémilas.

Para el caso 40. pagar dobles derechos, cal­
culándose, no sobre lo manifestado, sino sobre
la verdadera calidad ó cantidad.

Para el caso 50. se imponen triples derechos,
y si nadie apareciere á reclamar los bultos, se
consignará el negocio al Juez de Distrito para
que determine.

Para el caso 60. se imponen triples derechos.

P. ¿Cuáles son los casos de fraude?
R. 10.-Adicionar las facturas fraudulenta­

mente, de acuerdo con algun empleado.
20.-Connivencia con algun empleado pa­

ra que deje de examinar algunos bultos, Ó para
que no descubra la suplantacion en cantidad
ó calidad de algunos efectos.

30.-EI embarque ó desembarque á hora de­
susada, con anuencia ó por descuido de los
empleados.

40.-La internacion de efectos con docu­
mento fraudulento.

P. ¿Oué penas se imponen por los fraudes?
R. Para la adicion fraudulenta, dobles dere­

chos sobre los efectos adicionales, multa de
$300 á $3,000 al Capitan ó sobrecargo, y con­
signacion de los responsables al Juez.

Para el caso de dejar de reconocer algunos
bultos, se destituyen los empleados y se con­
signan al Juez.

En este caso se reconocerá toda la carga, y
el consignatario sufrirá una multa de $500 á
$2,000.

Para el embarque ó desembarque clandes­
tino, con anuencia Ó por descuido de los em­
pleados, se impone la pérdida de los efectos,
sufriendo el que aparezca como dueño, una
multa de $500 á $2,000 y los empleados com­
plicados serán inmediatamente destituidos y
consignados al Juez.

Si el Capitan del buque aparece complicado,
pagará una multa igual á la que se imponga al
dueño de los efectos.

Para la internacion con documentos fraudu­
lentos, se impone la pena de triples derechos
de importacion, y la destitucion de los em­
pleados que .extiendan los documentos, quie­
nes serán consignados al Juez.

P. ¿Oué se ha dispuesto últimamente res­
pecto de contrabando y fraude?

R. La ley de 31 de Mayo de 1879, dispone
que ademas de las penas que se imponen en
los capítulos 20 y 21 del arancel de 10. de
Enero de 1872, se aplique á los cu Ipables pena
corporal.

P. ¿Oué personas están sugetas á la pena
corporal?

R. Las que cometan el contrabando Ó frau­
de, sus cómplices y receptadores, y los emplea­
dos que se coludan con ellos.



112 REVISTA DE ADMINISTRACIDN PUBLICA

P. ¿Qué penas corporales impone la ley de
31 de Mayo de 1879?

R. Para la introduccion clandestina ó sin
documentos, y el trasborde Ó trasporte de
mercancías sin conocimiento de los emplea­
dos, y sin las formalidades que previene el
arancel, en caso de ser aprehendidos los due­
ños, capitanes ó conductores de mercancías,
sufrirán cinco años de prision y se publicarán
sus nombres por los periódicos.

P. ¿Qué penas tendrán las casas de comercio
que se pruebe que han hecho ó fravorecido el
contrabando, despues de la ley de 31 de Mayo
de 1879?

R. Las mismas que se imponen á los cóm­
plices y receptadores, y ademas la de no reci­
birse su firma en ninguna transaccion con la
Hacienda pública, ni admitírsele en ningun
documento oficial ó mercantil por las oficinas
del Gobiemo.

P. ¿Qué penas corporales se imponen para
los demas casos de contrabando?

R. En los contrabandos por suplantacion de
cantidad Ó calidad, omision de algunos bultos
fn el manifiesto é intemacion sin documentos,
se imponen las penas de la manera siguiente:

Si el importe de los derechos defraudados
pasa de $100, sin exceder de $1,000, pllision
de dos á seis meses.

Si los derechos pasan de $1,000 sin llegar á
$2,000, prision de cuatro á doce meses.

Si los derechos pasan de $2,000 sin llegar á
$3,000, prision de seis á diez y ocho meses.

y así sucesivamente, hasta llegar á cinco
años que es el máximun.

P. ¿Qué penas sufren los que cometen los
delitos de suplantacion en cantidad Ó calidad,
la omision de algunos bultos en el Manifiesto,
y la internacion sin documentos, cuando los
derechos defrandados no excedan de $200?

R. No se impone en esos casos pena cor­
poral.

P. ¿Qué pena se impone por la explicacion
ambigua de las mercancías ó por no estar su­
sugetas á la nomenclatura del arancel?

R. Se imponen triples derechos, y se deben
reconocer todos los bultos.

P. ¿Qué penas sufren los empleados que es­
tén complicados en los contrabandos?

R. Ademas de los que dispone el arancel y
leyes comunes, las que se imponen á los cóm­
plices y receptadores, en el concepto de que
nunca podrán sufrir menos del doble de la
pena del contrabandista.

P. ¿Ante qué autoridad se siguen los juicios
en que proceda la pena corporal?

R. Ante los tribunales de la Federacion.

P. ¿Cómo se debe seguir un juicio de co­
miso?

R. Puede seguirse por la vía administrativa
ó por la judicial.

P. ZCórno se sabrá qué via debe seguirse?
R. Luego que la Administracion de la Adua­

na tenga noticia de algun caso de fraude ó
contrabando, requeri rá al interesado para que,
dentro de 24 horas, elija cualquiera de las dos
vias.

P. ¿Qué hará el Administrador si no contes­
ta el interesado?

R. Se supone que no opta por la vía admi­
nistrativa, y habrá que dar cuenta al Juez,
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para que proceda, teniendo en este caso el
Administrador vos informativa y derecho de
apelar de la sentencia que perjudique á la Ha­
cienda pública.

P. ¿Qué procedimientos se siguen en el jui­
cio administrativo?

R. El Contador ó empleado que haga sus
veces, formulará por escrito la queja, llevando
la voz en nombre del Fisco, nombrando el
Administrador un empleado que actúe de Se­
cretari o, el cual correrá traslado de la acusacion
al interesado, quien debe de contestar dentro
de tres dias.

P. ¿Cómo se procede cuando el reo ó el
acusador quieren rendir prueba?

R. Se recibirá el negocio á prueba por ocho
dias, prorogables hasta quince: y si la prueba
fuere testimonial, se recibirá la informacion
de los testigos, con todas las formalidades de
derecho.

P. ¿Qué se hace concluido el término de la
prueba?

R. Se provee un auto señalando seis dias
para alegar de bien probado, pudiendo en este
tiempo tomar conocimiento del expediente
los interesados.

P. ¿Qué se hace despues de recibidos los
alegatos?

R. Se cita para sentencia dentro de ocho
dias, á cuyo término dictará su resolucion el
Administrador, que hará saber á los interesa­
dos.

P. ¿Cómo se procede cuando no hubiere
pruebas?

R. Se dará por concluido el negocio con la
contestacion á la demanda; y el Administrador

mandará citar para sentencia, que pronuncia­
rá dentro de ocho dias, haciéndola saber á los
interesados.

P. ¿Qué circunstancias debe tener la senten­
cia?

R. Debe reasumir en sus considerandos, to­
dos los hechos probados, y las alegaciones en
pró y en contra, y debe fundar su fallo en
artículo determinado del arancel.

P. Cuando alguna de las partes no esté con­
forme con la sentencia, zcórno lo manifestará?

R. Lo deberá manifestar á la hora de noti­
ficársele, ó tres dias después. sin lo cual se da­
rá por consentida y causará ejecutoria, sin
apelación ni recurso alguno.

P. ¿Qué hace el Administrador des pues de
dictada su resolucion definitiva?

R. Remite el expediente original á la Secre­
taría de Hacienda, dando aviso á los intere­
sados.

P. ¿Cómo se reparten los productos de con­
fiscaciones y multas?

R. El denunciante, si lo hubiere, recibirá la
tercera parte, ó como mas propiamente se
dice, tres novenos.

Los otros seis novenos se repartirán con
igualdad entre el Administrador, el Contador
y el Comandante de Celadores; pero si el jui­
cio se ha seguido por la vía judicial, de los dos
novenos del Contador se quitará uno para el
Promotor fiscal.

Este reparto se hará despues de cubiertos
los intereses del Fisco, y el 2 por ciento de
hospitales.
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P. ¿Cuándo se entrega á los partícipes lo
que les corresponda?

R. Cuando se obtenga la aprobacion del
Gobierno, quedando entre tanto las cantidades
en la Caja de la Aduana, y acreditada la cuen­
ta "Confiscaciones y Multas."

CUENTA GENERAL DE LA NACION

P. ¿Qué oficina está encargada de llevar esta
cuenta?
R. La Tesorería general.

P. ¿Qué carácter debe tener la cuenta?
R. El de contabilidad central, para conocer

en ella los movimientos de todos los ramos de
la Administracion.

P. ¿Qué tiempo debe abrazar la cuenta?
R. Un año económico, que se cuenta de 10.

de Julio de un año, á 30 de Junio del siguien­
te.

P. ¿Por qué debe terminarse en un año?
R. Porque las leyes de Presupuestos de In­

gresos y Egresos, solo se dan para un ejercicio.

P. ¿Cómo podrá comenzar la cuenta?

R. Puede comenzar adeudando todos las
cuentas que prepresenten el Activo, con abono
á Balance, y acreditando las cuentas del Pasivo
con cargo á Balance, ó por medio de un asien­
to de "Varios á Varios," como se ha hecho en
la Tesorería.

P. ¿Qué cuenta servirá para igualar las su­
mas de Activo y Pasivo de modo que dén el
balance?

R. Lo acertado sería abrir á la Nacion dos

cuentas fundamentales, titulada la una "Ha­
cienda pública cuenta de Inventario," y la
otra "Hacienda pública cuenta corriente," para
que la primera sirviera para balancear todos
aquellos valores estables, que no se habían de
alterar durante el ejercicio, y la segunda para
servir de centro á los presupuestos.

P. ¿Qué ventajas se obtendrían de dividir
la cuenta fundamental?

R. La de que no se confun~iríah los datos
estad ísticos con los de la cuenta propiamente
dicha, y así sería fácil de rendir y glosar.

P. ¿Qué ramos deben tener por cuenta fun­
damental la que se titule "Hacienda pública
cuenta de Inventario"?

R. Los terrenos, edificios, muebles, arsena­
les, bibliotecas y demas propiedades naciona­
les, para el Activo, y todas las deudas que no
estén en vía de pago inmediato, para el Pasivo.

P. ¿Qué ramos deben tener por cuenta fun­
damental la que se titule "Hacienda pública
cuenta corriente"?

R. Todos los que representen los ingresos y
egresos durante el año.

P. ¿Cuáles son las cuentas que representan
los ingresos?

R. 'las que resulten de las catorce partidas
del Presupuesto de ingresos, de la ley de 30 de
Mayo de 1879.

P. ¿Cuáles son las cuentas que comprenden
los egresos?

R. Las nueve que representan los tres Su­
premos poderes, y los seis Ministerios.

P. é Córno se abrirá y seguirá la cuenta de
los valores activos y pasivos inalterables?
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R. Se acreditará la cuenta Hacienda pública
cuenta de Inventario, del valor de todas la
propiedades nacionales, y se adeudará de las
deudas; y si en todo el año no tuviere altera­
cion, se cerrará por Balance; pero si durante
el año sufre algun aumento ó rebajo, ésto se
pasará por Presupuesto de Ingresos ó Presu­
puesto de Egresos, para que por último sufra
la alteracion la cuenta Hacienda pública cuen­
ta corriente.

P. ¿Cómo debería llevarse la cuenta de lo
referente al ejercicio?

R. Debe acreditarse la cuenta Hacienda pú­
blica cuenta corriente, de todo el valor del
Presupuesto de Ingresos, y adeudarse del valor
del Presupuesto de Egresos.

P. ¿Una vez adeudada la cuenta Presupues­
to de Ingresos de lo que se supone que ha de
producir, ¿cómo se seguirá?

R. Inmediatamente que se tenga aviso de
que se han causado algunos derechos, se adeu­
darán los títulos respectivos, por el crédito de
Presupuesto de Ingresos, y á medida que se
sepa que se han hecho efectivos los cobros, se
adeudarán las respectivas oficinas recaudado­
ras, por el Haber de los ramos productores; y
las oficinas se irán acreditando de lo que pa­
guen ó remitan á la Tesorería, por el debe de
los ramos respectivos.

P. ¿Qué ventajas presentará este sistema?
R. La de que el saldo deudor de cada ofici­

na recaudadora representará su existencia en
efectivo; pudiéndose hacer así un corte de
caja de todas las oficinas federales, con solo
tomar sus saldos.

P. ¿Cómo se llevarán las cuentas de los ra­
mos productores que contiene el Presupuesto

de Ingresos en sus catorce partidas?
R. Deben ser adeudadas, por el crédito de

Presupuesto de Ingresos, de todo lo que se
vaya causando, y acreditadas por el débito de
las oficinas recaudadoras, de todo lo que se
vaya cobrando.

P. é Oué saldo pueden presentar estas cuen­
tas?

R. Si todo lo causado ha sido cobrado, que­
darán saldadas naturalmente; pero si como es
natu ral, hay algo pendiente de cobro á fin de
año, presentarán un saldo deudor que se pasa­
rá por Rezagos, y las cuentas de Rezagos pa­
sarán por Balance.

P. ¿Qué resultados puede presentar la cuen­
ta Presupuesto de Ingresos?

R. Puede producir exactamente lo mismo
que lo calculado, en cuyo caso se salda sola;
puede producir menos, en cuyo caso presen­
tará un saldo deudor, y se saldará abonándole
todo el importe del saldo por el Débito de Ha­
cienda Pública cuenta corriente; puede pro­
ducir mas de lo calculado, en cuyo caso ten­
drá un saldo acreedor, y se terminará la cuenta
adeudándole su saldo por el crédito de Ha­
cienda pública cuenta corriente.

P. Despues de haber acreditado la cuenta
Presupuesto de Egresos, de todo lo que la ley
concede para gastos del ejercicio, ¿qué se
practica?

R. Se adeuda la cuenta Presupuesto de
Egresos de todo 10 que antes hab ía sido acre­
ditada, por el crédito de las nueve cuentas que
representan los tres Supremos Poderes y los
seis ministerios, y queda concluida, á menos
que por alguna ley posterior se hagan adicio­
nes al presupuesto.
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P. é Córno se llevarán las nueve cuentas en
que se reparte el Presupuesto de Egresos?

R. Despues que sean acreditadas, á principio
de año, de todo lo que la ley les concede, se
van adeudando de lo que reciban, y si reciben
íntegra la cantidad presupuestada, quedarán
saldadas naturalmente; pero si han recibido
menos, tendrán un saldo acreedor.

P. ¿Cómo se saldarán esas cuentas que pre­
senten un saldo acreedor?

R. Si el saldo acreedor proviene de econo­
mías en los gastos, se adeudarán de su importe
por el crédito de Hacienda pública cuenta co­
rriente; pero si la diferencia procede de que se
esté debiendo, se cerrarán adeudándolas por el
crédito de una cuenta que pudiera titularse
"Deudas del Ejercicio," y que pasaría por Ba­
lance, si hubiera de pagarse el año siguiente,
ó se refundiría en la deuda pública si no se
habian de pagar en el ejercicio siguiente, yendo
á aumentar el pasivo de la cuenta titulada Ha­
cienda pública cuenta de Inventario.

P. ¿Cómo se llevará la cuenta particular de
la Tesorería general?

R. Del mismo modo que las de las otras
oficinas recaudadoras, por mas que reuna las
funciones de Recaudadora, Distribuidora y
Directiva.

P. ¿De qué será adeudada la cuenta "Teso­
rería general"?

R. Del producto de todos aquellos ramos
cuyo cobro le está encomendado directamen­
te, de las cantidades que en electivo ó en letras
de cambio reciba de otras oficinas, y de cual­
quiera otra cantidad que por vía de préstamo
ó depósito se entere en su caja.

P. ¿De qué será acreditada?

R. De todos los pagos Ó entregas que por
cualquier motivo se verifiquen, y de este modo
su saldo deudor representará sus existencias
en efectivo, y libranzas, que se justificaran
muy fácilmente con el corte de caja, puesto
que toda esa clase de valores se deposita en
la caja.

JEFATURAS DE HACIENDA

P. ¿Qué funciones ejercen los Jefes de Hacien­
da?
R. Son los representantes de la Tesorería ge­
neral en los Estados.

Ellos visan los cortes de caja de todas las
oficinas de la Federacion, pasan revista á
las tropas y las pagan, ministran fondos á las
pagadurías de caminos, pagan á los pensio­
nistas del Erario, expidiendo los ceses cuando
pasen á otro Estado.

P. ¿Qué libros deben llevar para los pensio­
nistas?

R. El libro de filiaciones para poder identi­
ficarlos, y el de sus cuentas corrientes. Debe
tenerse cuidado, de que en la filiacion no se
pongan solamente los años que tiene el pen­
sionista, sino la fecha exacta de su nacimiento.

P. ¿Qué otros pagos hacen los Jefes de Ha­
cienda?

R. Todos aquellos que dispone el Ministerio
de Hacienda, ya directamente, ó ya por con­
ducto de la Tesorería general.

P. ¿Qué otras facultades tienen los Jefes de
Hacienda?
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R. Pueden autorizar los libros de los paga­
dores del Ejército, y desempeñan las funcio­
nes de Promotores fiscales de los Juzgados de
Distrito.

P. ¿Cuáles son sus funciones como repre­
sentantes de la Hacienda federal, cerca de los
gobiemos de los Estados?

R. Vigilar que en todos los cobros de con­
tribuciones locales se hayan empleado los
timbres correspondientes de la Contribucion
federal, para que no se defraude la Hacienda
pública.

P. ¿Cómo se ejercerá esa vigilancia?
R. Confrontando los cortes de caja de la

Tesorería del Estado, con lo vendido de tim­
bres de la Contribucion federal, por la oficina
respectiva, para ver si llega al 25 por ciento de
contribuciones.

P. zOué nuevas funciones se han dado á los
Jefes de Hacienda?

R. El Reglamento expedido en 6 de Junio
de 1879 por la Secretaria de Hacienda, para
el cobro del impuesto á las fábricas de tejidos
de algodon y lana, autoriza á los Jefes de Ha­
cienda para el cobro en sus respectivas demar­
caciones.

P. ¿Qué harán con los productos de esa
contribucion?

R. Los remitirán directamente al Monte de
Piedad, dando aviso á la Tesorería general.

P. ¿Qué libros deben llevar?
R. Llevarán, ademas del libro de caja gene­

ral, los manuales de cargo y data de los diver­
sos ramos, y uno en que se concentren las
operaciones, haciendo los cargos y abonos con
referencia á la partida del Presupuesto que

deba cargarse ó abonarse, debiendo ponerse á
cada partida el número de órden que le corres­
ponda, y el del documento que la compruebe.

P. ¿Cuantas columnas de guarismos debe
tener el libro de movimiento general?

R. Dos en el cargo y dos en la data, con el
objeto de ir anotando en la interior los movi­
mientos diarios, y reunir todas las partidas al
fin del mes, en la columna exterior.

P. ¿Qué se hace en el Libro general al fin
del mes?

R. Sumado el Debe y el Haber, el saldo re­
presentará la existencia en efectivo ú otros
valores, y este saldo se pasa al Haber para
igualar, volviéndolo á llevar al Debe para co­
menzar el mes siguiente.

P. ¿Quién autoriza los cortes de caja?
R. La primera autoridad poi ítica.

P. ¿En qué fecha deben remitir el corte de
caja?

R. A mas tardar el dia 8 de cada mes.

P. ¿Qué forma tienen los recibos que toman
los Jefes de Hacienda?

R. Son recibidos talonarios, cuyos esquele­
tos encuadernados los remite la Tesorería ge­
neral, haciendo que el interesado ponga la fir­
ma al pié del recibo y en el talan; pero hacién­
dose constar que las dos se refieren á una mis­
ma cantidad. El recibo se remite á la Tesorería
general, y queda el talan en la Jefatura.

P. ¿Cómo se hará con los recibos, como
nóminas ú otros de forma especial que no
pueden haber previsto los esqueletos?

R. Se exigirán por duplicado.



118 REVISTA DE ADMINISTRACION PUBLICA

MUNICIPIOS

P. ¿Qué ley arregla los derechos y deberes de
los municipios?
R. Hay las ordenanzas expedidas por Felipe
V en 1728; hay el decreto de 23 de Junio de
1813, y las ordenanzas de 1840.

P. ¿Cuál de esas leyes está vigente?
R. Existe la anomalía de que simultánea­

mente se observan las disposiciones de todas
ellas, con tal que no estén en abierta pugna
con la Constitucion.

P. ¿Qué carácter tienen los Ayuntamientos?
R. El de corporaciones populares, cuyos

miembros no tienen retribucion alguna.

P. ¿Qué deberes tienen los Ayuntamientos?
R. Deben cuidar de la salubridad pública y

belleza' de las poblaciones, de su pavimento,
mercados, mataderos, abasto y reparto de
aguas, y alumbrado; y tienen tambien á su
cargo cárceles, hospitales y asilos.

La enseñanza primaria tambien les está con­
fiada.

P. ¿Cuáles son sus deberes en el órden po­
lítico?

R. A los Ayuntamientos está confiado el
preparar y presidir las elecciones de todos los
funcionarios de eleccion popular, así como
tomar nota de todos los ciudadanos que deban
desempeñar el cargo de jurados del ramo cri­
minal ó de imprenta.

P. ¿Qué funciones especiales ejercen los
Ayuntamientos en los juicios de Imprenta?

R. Las denuncias de los impresos se hacen

ante el Presidente del Ayuntamiento, quien
despues de recoger el impreso denunciado,
hace, ante los interesados, la insaculacion del
Jurado que debe conocer del negocio, y des­
pues que lo deja instalado se retira.

P. ¿Con qué fondos cuentan los Ayunta­
mientos para cumpli r sus deberes?

R. Los recursos de los Ayuntamientos se
dividen en propios y arbitrios, segun el orígen
de que proceden.

Son fondos propios los edificios, los terre­
nos y los capitales puestos ó censo, y forman
sus arbitrios los que designa la ley respectiva,
que para el Ayuntamiento de México es la de
4 de Diciembre de 1867.

P. ¿Puede vd. enumerarlos?
R. Son los siguientes:

10.-Derecho exclusivo de establecer mer­
cados y rastros, y cobro de puestos ambulan­
tes.

20.-Contribucion sobre pesas y medidas,
que se designa con el nombre de Fiel-Contraste.

30.-Licencia de obras.
40.-Pensiones de aguas.
50.-EI 28 por ciento del Derecno de Por­

tazgo.
60.-EI 1 por ciento del Derecho de Con­

sumo.
70.-EI 2 por ciento de la Contribucion de

predios urganos.
80.-EI 20 por ciento del Derecho de Pa­

tente.
90.-Contribucion sobre puertas de expen­

dios de licores.
100.-Contribucion sobre cafés y tanda.
110.-Patente de pulquerías
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Id.

120.-Contribucion
veza.

130.- Id.
140.- Id.
150.- Id.
160.- Id.

Y de alquiler.
170.- Id.
180.- Id.

caso
190.-

á las fábricas de cer-

á las panaderías.
á las casas de empeño.
á las tabaquerías.
á carruages particulares

á las vacas de ordeña.
á las diversiones públi-

á los juegos permitidos.

P. ¿Qué hará el Administrador de Rentas
cuando se le exija algun pago ilegal?

R. Hará por escrito sus observaciones á la
Junta de Hacienda, y si no fueren atendidas
se dirigirá al Gobernador; pues de los pagos
que hiciere, sin los requisitos legales, será per­
sonal y pecuniariamente responsable.

CUENTA DEL AYUNTAMIENTO

P. ¿Quién cobra y distribuye las Rentas
Municipales?

R. Hace los cobros la Administracion de
Rentas Municipales, excepto de aquellos ra­
mos, como 28 por ciento de Portazgo, 1 por
ciento de consumo, 2 por ciento de predios
urbanos, y 20 por ciento del Derecho de Pa­
tente, que se cobran por las oficinas del Go­
bierno, remitiendo el producto a la Adminis­
tracion de Rentas Municipales.

Los pagos los hace la misma Administra­
cion, con sujeción á los acuerdos del Cabildo,
aprobados por el Gobernador.

P. ¿Qué circunstancias debe tener un pago
para ser legal?

R. Debe pertenecer á partida del Presupues­
to aprobado para el mes, tener la órden de
pago del Presidente del Ayuntamiento, el Va.
Bo. de la comision y el recibo del interesado.

P. ¿Puede un Regidor en lo particular, dis­
poner que se haga algun pago?

R. Solo el Presidente del Ayuntamiento
tiene la facultad de disponer los pagos; pero
con entera sujecion á los acuerdos de Cabildo
aprobados por el Gobernador.

r. ¿Quién está encargado de llevar la cuenta?
R. Hay un Tenedor de libros que lleva la cuen­
ta, bajo la direccion del Contador que es el
fiscal y segundo jefe de la oficina.

P. ¿Qué tiempo debe abrazar la cuenta?
R. Un año natural.

P. ¿Cómo deberá comenzarse?
R. Se pasarán por Balance todos los saldos

deudores y acreedores del año anterior, resul­
tando la diferencia á favor ó en contra del Mu­
nicipio, en el crédito ó en el Débito de la
cuenta fundamental, que puede llamarse "Era­
rio Municipal."

P. ¿Cómo se comenzarán las operaciones
del año?

R. Hará el Ayuntamiento un presupuesto
aproximado de los gastos del año, y se le abri­
rá una cuenta titulada "Presupuesto preven­
tivo," la que se acreditará de su importe, por
el adeudo de Erario Municipal.

P. ¿Cómo se seguirá y terminará la cuenta
titulada "Presupuesto preventivo"?

R. Una vez acreditada de lo que se supone
que debe gastarse en todo el año, se vá adeu-
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dando cada mes, por el crédito de todos los
ramos consumidores, segun el presupuesto
mensual acordado por el Cabildo y aprobado
por el Gobernador, y la diferencia que resulte
á fin de año en el Presupuesto preventivo, se
saldará por Erario Municipal.

P. ¿Cómo se llevan las cuentas que repre­
senten ramos consumidores, como hospitales,
cárceles, etc.?

R. Se les acreditará cada mes la cantidad
que el Presupuesto les destinó para sus gastos,
y se les adeuda de lo que vayan recibiendo, y
la diferencia, que solo puede ser de menos
y nunca de mas, se saldará por Econom ías,
que es una cuenta representante de la de Pér­
didas y Ganancias, que se salda por la funda­
mental.

P. ¿Cómo se llevan las cuentas de los ramos
productores?

R. Todos aquellos ramos, cuyos productos
se puedan saber previamente, se adeudarán al
empezar el año, de todo lo que en él deban
dar, por el crédito de Erario Municipal, y se
van acreditando de lo que produzcan con
adeudo á Caja; y si al terminar el año han co­
brado todo lo debido cobrar, aparecerán na­
turalmente saldadas, y si algo les falta, será lo
que quede en Rezagos.

P. ZOué práctica sigue la Administracion
de Rentas Municipales para el cobro de sus
contribuciones?

R. Sigue las mismas prácticas y reglamentos
de la Direccion de Contribuciones; pero hay
que advertir que unos ramos, como Cervecerías
y Panaderías, pagan por meses adelantados;
otros, como Fondas y Cafés, por bimestres;
otros, como Casas de empeño y Tabaquerías,
por trimestres, y las diversiones públicas por
funciones ó por abonos.

P. ¿Cómo se apremia á los causantes moro­
sos?

R. Ejerce el Administrador de Rentas la po­
testad económico-eoactiva, y puede con arreglo
á ella, hacer embargos y remates.

P. ¿Qué debe abrazar la cuenta Municipal
del año?

R. El activo y pasivo con que se comenzó,
el total importe de las rentas recaudadas, el
importe de los gastos, y la diferencia á favor
ó en contra del Erario Municipal, al terminar
el año.

P. ¿Cómo llevan sus cuentas los Adminis­
tradores de ramos productores?

R. Deberán llevarlas por partida doble, cor­
tándolas cada mes, lo cual se consegu irá viendo
el crédito que tenga su cuenta fundamental, y
complementarla por el adeudo de Administra­
cion de Rentas Municipales, que habrá recibido
los productos, y quedará terminada, haciéndo­
le el abono virtual por complemento.

P. ¿Cómo justificarán sus cuentas esos Ad­
ministradores?

R. Con los talones de los recibos, con los
presupuestos aprobados, órdenes respectivas,
y recibos visados por las comisiones, con los
cortes de caja y Balanzas de libros visados por
la comision, y con la libreta de enteros hechos
en la Administracion de Rentas Municipales.

P. ¿Cuáles son los deberes de las comisiones
del Ayuntamiento? •

R. Son solamente inspectoras de los ramos,
sin facultad para hacer personalmente pagos
ni cobros, pues el Regidor que así lo hiciera,
incurriría en responsabilidad criminal.

P. ¿Quién revisa las cuentas de los Ayunta­
mientos?
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R. La Contaduría Mayor de Hacienda; y
aunque esta facultad le ha sido contestada, ha
debido seguirse esa costumbre por no haber
una oficina especial, como inspectora de los
Ayuntamientos.

OFICINAS PRODUCTORAS

P. ¿Cuáles son las oficinas productoras del
Ayuntamiento?
R. En primer lugar la Administracion de Ren­
tas, que es la que cobra las contribuciones,
recoge de las oficinas federales los productos
que le pertenecen, cobra réditos de capitales,
arrendamientos de fincas, etc. En segundo
lugar los mercados, y finalmente el Rastro y
el Fiel-contraste.

P. ¿Cómo lleva su cuenta el Administrador
del Mercado?

R. Esa cuenta, que deberá abrazar un año
natural, debe manifestar con toda claridad, lo
producido en cada uno de los mercados, con
especificacion de sus diversos ramos; pero no
hay lo que pudiera llamarse una verdadera
cuenta de Administracion, porque no se hace
cuenta sino de la recaudacion y sueldos de
empleados, pues las reparaciones de los edifi­
cios las hace la Direccion de Obras públicas
por órden del Ayuntamiento, y bajo la direc­
cion de la Comision de obras.

P. ¿Cómo justificará su cuenta el Adminis­
trador del Mercado?

R. Los arrendamientos fijos se comprueban
con los contratos de arrendamiento; y todo el
cobro diario de puestos movibles, se compro­
bará con las papeletas de los guardas que hagan

el entero, la firma del segundo Administrador
y el Va. Bo. de la Comision de Mercados,
quien autorizará del mismo modo los cortes
de caja y demas documentos.

P. ¿Cómo se llevará la cuenta del Rastro?
R. Se anotará en un libro auxiliar el núme­

ro de cabezas de ganado que entre diariamen­
te, nombres de introductores, y cantidades
cobradas.

P. ¿Oué asiento se hace despues de verifica­
do el cobro?

R. Se dirá Caja á Piso de Reses, por los de­
raches que éstas hubieren pagado, y Caja á
Piso de Carneros, por este otro ramo.

P. ¿Cuándo se entregan los productos en la
Administracion de Rentas?

R. Diariamente lo cual produce un asiento
de Administracion de Rentas á Caja.

P. ¿Oué asiento se hace por los gastos de
Administracion?

R. Se puede hacer como se quiera, ó cargar­
los directamente á Administracion de Rentas,
con abono á Caja, ó cargarlos á gastos de Ad­
ministracion, para complementar despues esta
cuenta por Administracion de Rentas.

P. ¿Cómo terminarán las cuentas tituladas:
Piso de Reses y Piso de Carneros?

R. Estas cuentas, que se van acreditando de
sus productos, sin adeudo de ninguna especie,
aparecen al cabo del mes con un saldo acree­
dor, y como todo este saldo lo debe tener en
su Debe Administracion de Rentas, habrá que
hacer un complemento adeudando Piso de
Reses y Piso de Carneros, y acreditando Ad­
ministracion de Rentas y quedarán todas ter­
minadas.
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P. ¿Qué fondos recoge el Fiel-contraste?
R. La pension que pagan los giros por reco­

nocimiento de sus pesas y medidas, y los dere­
chos que se cobran por autorizar nuevas pesas
y medidas.

P. ¿Qué hace el Administrador del Fiel­
contraste cuando encuentre en el comercio
pesas y medidas que no estén autorizadas, ó
que aun estándolo sean inexactas?

R. Dará parte al Regidor del ramo, despues
de haber recogido las pesas y medidas, para
que imponga la multa, si solo hay infraccion
de policía, ó para que sea el responsable con­
signado al Juez, si hay acusacion de fraude.

P. ¿Cómo llevará sus cuentas el Fiel-con­
traste?

R. Llevará en primer lugar un Registro de
todas las negociaciones donde hubiere pesas y
medidas que reconocer, con espresion de su
ubicación, nombre, clase de giro, nombre del
propietario, y cantidad que debe pagar, y
cuatro columnas en que anotar las fechas en
que hagan los págos de cada trimestre.

Los certificados de entero que expidan,
serán cortados de libros talonarios.

Llevarán otro Registro en que se anoten
las pesas y medidas autorizadas, con espresion
del fabricante, fecha de su presentacion y can­
tidad cobrada; debiendo ser tambien de un
libro talonario el documento que acredite el
pago.

Llevarán su libro de caja con numeracion
correlativa de partidas.

En el Diario se adeudará Caja y se abonará
Reconocimiento de Pesas y Medidas, por lo
que se vaya cobrando de la contribucion; tam-

bien se adeudará Caja y se acreditará Autori­
zacion de Pesas y Medidas, por lo que paguen
los fabricantes por las nuevas que presenten.

Se adeudará Administracion de Rentas de
los fondos que se le entreguen, y en fin de año
se saldará esta cuenta, acreditándole todo lo
que tenga en su Debe, por el crédito de Reco­
nocimiento de Pesas y Medidas, y Autorizacion
de Pesas y Medidas, y todas quedarán termi·
nadas.

RAMOS CONSUMIDORES

P. é Cuáles son los ramos consumidores de la
Ciudad?
R. Alumbrado, obras públicas, escuelas, em­
pleados, hospitales, hospicio, colegio del Tec­
pan, cárceles, paseos, limpia, rios y acequias.

P. ¿Cómo se llevan las cuentas de estos
ramos?

R. En la Administracion de Rentas se les
lleva cuenta, teniendo por base la cantidad
aprobada en el presupuesto mensual, acredi­
tándoles por primera partida, lo que se les
haya asignado, y cargándoles lo que se les en­
tregue hasta igualarlas, pero si gastan menos
de lo presupuestado, se les debe cargar la di­
ferencia con abono á Econom ías.

P. ¿Cómo llevarán la cuenta los Adminis­
tradores de los ramos consumidores?

R. Debe comenzar con el Inventario que
represente su activo y pasivo, saldándose la
diferencia con la cuenta fundamental Admi­
nistracion de Rentas.

P. ¿Qué tiempo debe abrazar la cuenta?
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R. Un año natural; pero es preciso cortarla
mensualmente, para que se vea que los gastos
han sido iguales al presupuesto aprobado.

P. ¿Qué se hará si el gasto fuere menor que
el presupuesto?

R. Se saldará la cuenta por econom ías, y el
.saldo de esta cuenta se pasará por Adminis­
tracion de Rentas.

P. ¿Cómo se procederá cuando se gaste mas
de lo presupuestado?

R. Se tendrá que pedir al Ayuntamiento
que apruebe el aumento, y se hará un asiento
adeudando á Administracion de Rentas acre­
ditando la cuenta que represente al estableci­
miento.

P. ¿Cómo se comienzan, siguen y cierran
las cuentas que representan los gastos?

R. Cada ramo que ocasione un gasto, ten­
drá abierta una cuenta en el Mayor, que se irá
adeudando de todo lo que reciba, hasta llegar
al fin de mes, en que se complementará, acre-

ditándole todo su saldo por el Debe de la
cuenta que representa al establecimiento.

P. ¿Cómo comienza, sigue y termina la
cuenta que lleve el título del establecimiento?

R. Suponiendo que el Establecimiento cuyas
cuentas llevamos se llame Hospital Juarez, debe
haber una cuenta en el Mayor, titulada "Hos­
pital Juarez," la cual será acreditada al comen­
zar cada mes, por el débito de Administracion
de Rentas, de lo que importe el Presupuesto
de gastos aprobados; y al concluir el mes será
adeudada de todo lo que hayan gastado los
diversos ramos; y la diferencia que resulte en
esta cuenta, si es saldo acreedor, representará
una econom ía, que se saldará, como antes se
dijo, por, el crédito de Economías.

P. ¿Cómo se terminará la misma cuenta si
al fin del mes tiene saldo deudor?

R. Se acredita el importe del saldo á la mis­
ma cuenta, por el Debe de Administracion de
Rentas, des pues de haber obtenido la aproba­
cion para el aumento de gasto.
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Una obra de gran trascendencia que debe interesar
a todos los C.C. empleados públicos ...

•

(PREAMBULO)

El día 5 de junio de 1922 se fundó, conforme a las
leves de la República, la C. N. A. P.-El acta de
constitución fue protocolizada por el señor notario
público don Agustín Ruíz Olloqui, con asistencia
del señor licenciado Manuel E. Mercado.

C. N. A. P. Son las iniciales de confederación na­
cional de la administración pública, adoptadas para
abreviar el nombre de la Institución.

Interesenttsírno y sin precedentes. Asf puede definirse es­
te documento aparecido en 1922. Se trata de un folleto
que nos habla de la instauración de la Confederación Na­
cional de la Administradon Pública (CNAP). Al calce de
cada párrafo los autores del documento escribieron la
siguiente nota: "evúdenos: haga que quienes no lo conoz­
can, lean este folleto". Damos por cumplida esta solicitud.
N. del D.

CONFEDERACION NACIONAL DE LA
ADMINISTRACION PUBLICA

(C. N. A. P,)

Invitamos a todos los elementos que constitu­
yen el Servicio Civil de los Estados Unidos
Mexicanos, a tomar participación activa en el
desarrollo de la "Confederación Nacional de
la Administración Pública."

La C. N. A. P. es una institución de carác­
ter exclusivamente profesional, que pretende
la realización de altos fines sociales y econó­
micos y que se ha establecido conforme a las
leyes de la República, para promover la pros-



126 REVISTA DE ADMINISTRACION PUBLICA

peridad de quienes se consagran al servicio del
Estado.

Creemos que usted se dignará favorecernos
con su adhesi6n; le anticipamos nuestros aqra­
decimientos y nos suscribimos sus afectísimos,
atentos amigos y segurosservidores.

Licenciado Antonio Caso, Presidente del
Consejo Técnico (Rector de la Universidad
Nacional).-Licenciado Gilberto Valenzuela,
Consejero Legal (Subsecretario de Goberna­
ci6n).-Profesor Gregorio Cristiani, ir., Presi­
dente Ejecutivo de la Confederaci6n.-Con·
tador, José D. Alvarez, Tesorero General
(Subdirector de los Talleres Gráficos de la
Naci6n).-Salvador Seoane, Secretario del
Consejo Técnico (Di rector Gerente de la Como
pañía Nacional Mexicana de Fianzas).-Doctor
Ulises Contreras, Secretario del Cuerpo Con·
sultivo Honorario.-Manuel E. Ramírez, Se­
cretario del Consejo Ejecutivo.

QUIENES INTEGRAN LOS CONSEJOS
DI RECTIVOS DE LA C. N. A. P.

Consejo Técnico

Presidente, señor licenciado Antonio Caso,
Rector de la Universidad Nacional de México.

Consejero Legal, señor licenciado Gilberto
Valenzuela, Subsecretario de Gobernaci6n.

Vicepresidentes, señor licenciado Honorato
Bolaños, Secretario de la Facultad de Altos
Estudios, y señor profesor Antonio Pons.

Secretario, don Salvador Seoane, Director
Gerente de la Compañ ía Nacional Mexicana
de Fianzas.

Subsecretarios, señor licenciado Jesús M.
Miranda y señor licenciado Abenamar Eboli
Paniagua.

Consejo Ejecutivo

Presidente, señor profesor Gregorio Cristiani,
jr. Secretario, señor don Manuel Esteban Ha­
mírez.

Tesorero General, señor Contador don José
D. Alvarez.

Vicepresidentes, señor don Alfredo Vergara
y señor don José C. Diéguez.

Subsecretarios, señor don Carlos Gutiérrez
Cruz y señor don Pedro Medina Escalona.

Director de Asociaciones Locales, señor
don Luis Arrioja Isunza.

Presidente de la Comisi6n de Hacienda,
señor Pagador don Juan M. Verges.

MIEMBROS HONORARIOS DE LA
C. N.A.P.

Señor General Alvaro Obregón, Presidente de
la República.
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Señor Adolfo de la Huerte, Secretario de
Hacienda y Crédito Público.

Licenciado José Vasconcelos, Secretario de
Educación Pública.

Licenciado Miguel Alessio Robles, Secreta­
rio de Industria, Comercio y Trabajo.

Ingeniero Alberto J. Pani, Secretario de Re­
laciones Exteriores.

Ingeniero Amado Aguirre, Secretario de
Comunicaciones y Obras Públicas.

Ingeniero Carlos Peralta, Oficial Mayor de
la Secretaría de Educación Pública.

Señor Celestino Gasca, Gobernador del Dis­
trito Federal.

Señor Doctor Miguel Alonzo Romero, Pre­
sidente del H. Ayuntamiento.

Señor Licenciado Manuel l. Fierro, Procu­
rador General de Justicia del Distrito y Terri­
torios Federales.

Señor Cosme Hinojosa, Director General de
Correos.

Señor Regino Hernández L/ergo, Secretario
de Redacción de "El Univer.sal. "

CUERPO CONSULTIVO HONORARIO

Presidente,
Señor Licenciado Enrique Martínez Sobral.

Secretario,
Señor Doctor Ulises Contreras.

(Oportunamente se publicará la lista íntegra de Miembros
Honorarios).

PROGRAMA GENERAL QUE ESTA
REALIZANDO LA CONFEDERACION

NACIONAL DE LA ADMINISTRACION
PUBLICA y BASES ORGANICAS

DE LA INSTITUCION

A

Establecimiento, en toda la República, de
treinta asociaciones locales, afiliadas, que ín­
tegrarán la Confederación; organizadas a base
de solidaridad profesional y que perseguirán
los mismos fines que se numeran a continua­
ción:

B

Constitución de una Sociedad Económica de
Previsión, que dirigida técnicamente y admi­
nistrada en forma científica, realice estos tres
objetos:

10. Creación de una Asociación de Consu­
mo, destinada a proporcionar a sus miembros,
a precios más reducidos que los del mercado,
y por medio de almacenes comunes, artículos
de primera necesidad, drogas, muebles, ropas,
calzado y, en general, cuanto requieran para
el abastecimiento y gasto de sus hogares.
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20. Organización de una Asociación de
Construcción, que permita adquirir a sus agru­
pados mediante cuotas mensuales inferiores al
pago del alquiler actual, casas propias que estén
en relación con sus posibilidades y exigencias
y que facilite la edificación de familisterios
cómodos e higiénicos para los obreros de las
industrias oficiales.

30. Formación de una Caja de Ahorros y
Préstamos, que garantice ampliamente sus ma­
nejos y estimule la previsión entre los asocia­
dos a la Confederación; la finalidad de esta
Caja estará íntimamente relacionada con el
establecimiento del "Seguro Oficial," que pre­
vendrá las emergencias del trabajo, la anciani­
dad y la muerte.

C

Institución de una Agrupación de Previsión
Socal, destinada a lograr la reglamentación del
servicio civil, a fomentar el establecimiento de
sociedades mutualistas, el desarrollo de las
culturas intelectual y física, y a preservar la
salud de los socios. Con tales propósitos se
crearán:

10. El Comité de Previsión Social de la C.
N. A. P.

20. Los círculos de estudio, que se forma­
rán en la capital de la República y en los Esta­
dos, organizados según las bases que establezca
la Sociedad Cultural de la Secretaría de Edu­
cación, en los cuales se impartirán, por medios
sugestivos, enseñanzas adecuadas a cada re­
gión, conocimientos agrícolas o industriales,
etcétera.

30. Las casas de salud, destinadas a la cu­
ración de las enfermedades greves que padez­
can los empleados públicos, en donde su tra­
tamiento les resulte superlativamente barato,
disfrutando de las comodidades y atenciones
que proporcionan los sanatorios modernos.

40. Los gimnasios, parques deportivos y la
liga de excursiones, por medio de la cual, y
con las combinaciones ingeniosas de las socie­
dades inglesas de turistas, sea posible que los
miembros de la Confederación, cada cinco
años, realicen expediciones a las principales
ciudades americanas o europeas.

ACCION MUTUALISTA DE LA C. N. A. P.

Desde el mes de su ingreso, todos los confe­
derados que hayan cubierto el recibo de ins­
cripción y la cuota "mutualista", tendrán
derecho a que se les hagan efectivos inmedia­
tamente los siguientes ofrecimientos:

PRIMERO

En los casos de 'cese," cuando éstos no sean
motivados por causas infamantes, la C. N. A.
P. indemnizará a sus asociados con cuatro me­
ses de sueldo.
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SEGUNDO

En los casos de defunción, se entregará a los
deudos del confederado, la suma correspon­
diente al 250 por 1, calculada por su cuota
mensual; y se pagarán, por cuenta de la C. N.
A. P., los gastos que origine su inhumación.

[V. g.: Los familiares de un Oficial Primero
que entera mensualmente $2.00 dos pesos, re­
cibirán $500.00).

1I

a) Cuando por circunstancias especiales alguno
de los confederados demande el auxilio de la
C. N. A. P., ésta procurará, por todos los me­
dios, responder al llamado que se le haga ya
sea abriendo "suscripciones," interponiendo
su influencia o, en general, valiéndose de los
amplios y variados recursos del mutualismo
para beneficiar a los asociados.

b) La C. N. A. P. establecerá una bolsa del
trabajo que comenzará a funcionar tan pronto
como se establezcan, en toda la República, sus
Asociaciones Locales.

OBSERVACIONES AL MARGEN DEL
PROGRAMA DE LA C. N. A. P.

-El Consejo Ejecutivo ya se ha dirigido a todos
los Gobernadores de los· Estados, solicitando

su cooperación para fundar las Asociaciones
Locales de la C. N. A. P.; delegaciones en Ja­
lisco, Veracruz, San Luis Potosí, etc., han ini­
ciado sus labores a fin de organizar esas aso­
ciaciones y para el día 16 de septiembre la
Confederación se habrá extendido por toda
la República, teniendo sucursales en las trein­
ta y una Entidades federales.

-Muy en breve se enviará una excitativa a
todos los acreedores del Erario por concepto
de "bonos," invitándoseles a que adquieran
lotes en terrenos de propiedad nacional, me­
diante la cesión de sus créditos, para establecer
la colonia de casas de la C. N. A. P.-El capital
necesario para la edificación, se obtendrá de
un sindicato financiero que está por formarse.

La C. N. A. P. se propone asegurar que cada
uno de los poseedores de lotes tenga derecho
a que se le construya su casa; obligándose los
accionistas, por su parte, a pagar en tres años
de plazo el importe total a que asciendan los
materiales y la mano de obra de la construc­
ción.

Esta iniciativa comprenderá también a quie­
nes deseen adquirir terrenos (ya sea en México
o en los Estados de la República) para dedi­
carlos a fines agrícolas o industriales.

-La Caja de Ahorros y Préstamos ayudará
al empleado pú blico a resolver sus problemas
económicos; es bien sabido que las familias
que viven del Estado sufren las consecuencias
de la bancarrota que abate a los jefes de casa;
no hay, puede asegurarse, un solo presupuesto
que no tenga su nivelación en el funesto agio­
taje que, con el diez por ciento decenal, ha
invadido los hogares de todos los que viven
de un sueldo modesto.
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La "Cía. Nacional Mexicana de Fianzas,"
S. A., prestigiada institución que cuenta CDn
un capital de un millón de pesos; a iniciativa
de su Director-Gerente, don Salvador Seoane
(Secretario Técnico de la C. N. A. P.), está por
terminar el proyecto en la "Caja Bancaria Be­
neficiadora del Empleado."

CONCEPTOS QUE ENALTECEN LA OBRA
DE LAC. N. A. P.

Eminentes intelectuales apoyan nuestra acción
social; encumbrados funcionarios de la Fede­
ración (Secretarios de Estado, Gobernadores,
Presidentes Municipales); los grandes rotativos
que orientan la opinión pública, y todas las
fuerzas vivas de la Nación, han contribuído
con su impulso al victorioso desarrollo de la
C. N. A. P.

Se aplaude sin reservas el justísimo anhelo
de redención en que se inspira nuestro mo­
vimiento asociacionista y se considera de
trascendental importancia el programa eco­
nómico-social que se propone realizar la Con­
federación.

El señor Ministro de Hacienda ha dicho
refiriéndose a la C. N. A. P.: "Los empleados
públicos, al asociarse, ejercen un derecho de
ciudadanos."-Adolfo de la Huerta.

"Encarezco la necesidad de que haya en
México una ley del Servicio Civil que garantice
al empleado público contra los vaivenes de la
poi itica y lo indemnice por sus prolongados
servicios; el Gobiemo nunca podrá tener bue-

nos empleados si no da a éstos toda clase de
garantías."-Plutarco Elías Calles. (Entrevista
con "El Universal.")

"Me es grato manifestar a ustedes que con
gusto acepto la distinción que se me hace al
nombrarme Miembro Honorario de la Confe­
deración Nacional de la Administración Públi­
ca."-Líe. Miguel Alessio Robles, Secretario
de Industria, Comercio y Trabajo.

"Estoy dispuesto a prestarles toda la ayuda
posible, para el mejor éxito de sus propósi­
tos."-Ing. Alberto J. Psni, Secretario de Re­
laciones Exteriores.

"Quedo altamente agradecido a la Confede­
ración Nacional de la Administración Pública
por el nombramiento de Miembro Honorario
que se dignó extender a mi favor." -Celestino
Gasea, Gobernador del Distrito Federal.

"Crean ustedes que agradezco, en lo que
vale, la distinción que se me ha hecho al nom­
brarme •«iernbro honorario; me permite ex­
presarles mi agraJecimiento, rogándoles que
lo hagan extensivo a la importante Confedera­
ción Nacional de la Administración Pública."
-Doctor Miguel Alanzo Romero, Presidente
Municipal de México.

"La Confederación Nacional de la Adminis­
tración Pública y sus organizadores merecen
mis más grandes simpatías; muy en breve pres­
taré a esa Institución alguna ayuda eficaz."­
Rafael Nieto, Gobernador de San Luis Potosí.

"Sírvanse aceptar los parabienes de este
Gobierno por el formal establecimiento de tan
benéfica Asociación."-Gobernador de Tlsx­
cala.
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"No puedo menos que felicitar a los entu­
siastas organizadores de la C. N. A. P. por la
noble empresa que han acometido y desearles
un éxito brillante."-Gobernador de Nuevo
León.

"Tengo el gusto de participar a esa Honora­
ble Confederación que este gobierno aplaude
su establecimiento."-Gobernador de Queré­
taro.

"Les manifiesto mis felicitaciones sinceras
y mis votos por que obtengan un completo y
halagüeño éxito en los fines que persiguen."­
Gobernador de Coahuila.

"Con gran satisfacción se ha enterado este
Gobierno, de haber quedado institu ída en la
capital de la República la C. N. A. P."-Go­
bernador de Nayarit.

"Este Ejecutivo simpatiza con la Confede­
ración Nacional de la Administración Públi­
ca." ~Gobernador de Aguascalientes.

"Deseo muchos triunfos a la C. N. A. P."­
Gobernador de Guerrero.

"Me es satisfactorio manifestar a ustedes
que acepto gustoso la alta distinción de haber
sido nombrado miembro honorario de la C.
N. A. P. Y que me considero muy honrado
perteneciendo á esa Asociación, por cuya
prosperidad y engrandecimiento hago los más
fervientes votos."-Julio Torri, Secretario de
la Embajada de los Estados Unidos Mexicanos,
enviada al Brasil.

"Tengo a honor manifestar a ustedes que
acepto y agradezco, en todo lo que vale, la
honrosa distinción que se me hace al nombrar­
me miembro del Cuerpo Consultivo Honorario
de la Confederación Nacional de la Adminis­
tración Pública."-Ooctor Guillermo Parra.

"He tenido el honor de recibir el nombra­
miento de miembro ad-honorem de esa Insti­
tución; mucho agradezco esa distinción y deseo
fervientemente corresponderles, sirviendo a
ustedes en todo lo que tengan a bien comu­
nicarme."-Pafnucio Padilla, Presidente de la
Confederación de Cámaras de Comercio.

EL PORVENIR DE LOS EMPLEADOS
PUBLICaS y LA C. N. A. P.

La C. N. A. P., deseosa de "promover la pros­
peridad" de sus asociados, ha pensado en la
conveniencia de llevar a la práctica, a la mayor
brevedad posible, uno de sus proyectos de
mayor trascendencia: preparar a los confede­
rados para el ejercicio de alguna "actividad
propia" que les permita subsistir por sí mismos
cuando carezcan del empleo oficial.

El señor licenciado don- Miguel Alessio Ro­
bles, miembro honorario de la C. N. A. P., se
ha dignado impartir su valiosa ayuda a esta
Institución y patrocinará el establecimiento
de las pequeñas industrias, cuyo aprendizaje
será de gran utilidad para todos los asociados.
Este fin, por s í solo, justificaría la importancia
social de la Confederación.
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CONCLUSION

Nadie que viva el momento actual. ignora la
fuerza representativa de la asociación; la pree­
minencia de las clases sociales, en el mundo
entero, depende ahora de su solidaridad; la
C. N. A. P. ofrece, esta OPORTUNIDAD UNI­
CA para que los miembros de la Administra­
ción Pública constituyan la más poderosa de
las asociaciones existentes en el país, y una
de las más florecientes para el porvenir.

Inspirada en altos fines sociales yeconómi­
cos; profundamente respetuosa de todas las
leyes, de todas las autoridades, de todas las
instituciones públicas y privadas; en íntimo
contacto con los más encumbrados funciona­
rios federales (nótese bien, "funcionarios", no
poi íticos) y atenta siempre al papel que debe
desempeñar en la vida de México, la C. N. A.
P. no será un elemento de perturbación social;
será, por lo contrario, un factor principal ísimo
de eficiencia administrativa y de progreso na­
cional en consecuencia.

Expuestas las consideraciones que antece­
den, exhortamos a quienes constituyen el
Servicio Civil de los Estados Unidos Mexica­
nos, a secundar la obra que, con el apoyo de
las autoridades y con la simpatía de todas las
clases sociales, está REALIZANDO la Confe­
deración Nacional de la Administración PÚ­
blica.

México, agosto de 1922.

Salvador Seoene, Secretario Técnico, (Direc-

tor-Gerente de la Compañía Nacional Mexicana
de Fianzas.)-Contador, José O. Alvarez, Teso­
rero General, Subdirector de los Talleres Grá­
ficos de la Nación.-Doctor Ulises Contrerss,
Secretario del Cuerpo Consultivo Honorario.­
Manuel E. Ramírez, Secretario del Consejo
Ejecutivo.-Gregorio Cristieni, Jr., Iniciador
de la C. N. A. P.

ANEXO 1*

NINGUN MIEMBRO DE LA C. N. A. P.
SERA CESADO

El año entrante todos los confederados pero
manecerán en sus empleos, aun cuando se re­
duzcan los presupuestos en un elevado por­
centaje.

-¿POR QUE?

-Esta es una sorpresa que reserva el Presidente
Ejecutivo de la Confederación, y que dará a
conocer en las públicas reuniones que se efec­
tuarán en el curso del presente mes.

Pero téngalo muy presente:
"Ningún confederado saldrá de la Administración

Pública, mientras pertenezca a la C. N. A. P."

* Tanto este anexo, como el que sigue, servian originalmente
como medio informativo para afiliados y postulantes. He­
mos considerado conveniente el conservarlos. N. del D.
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ANEXO 11

PARA TODO ASUNTO

RELATIVO A LA

C.N. A. P.

SIRVANSE DIRIGIRSE A LAS

OFICINAS DE

INFORMACION

INSCRIPCIONES:

EDI FICIO "LA PALESTINA"

Avenida 5 de Mayo, 20
40. Piso Núm. 28

MEXICO, D. F.
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EL CONTROL JURISDICCIONAL DE LA EMPRESA PUBLlCA*

Alfonso Nava Negrete

¿QUE ES EMPRESA PUBLICA?

No es la ocasión ni el lugar para agotar, así sea
en sus generalidades, la interesante temática
del control jurisdiccional de la empresa públi­
ca. A cambio, para no defraudar al público,
rogamos se acepten las siguientes reflexiones
surgidas de la lectura de valiosos estudios y
de nuestra experiencia al servicio de la admi­
nistración pública federal y de la magistratura
en tribunales administrativos.

Substancialmente es la conferencia, ahora corregida y
adicionada, que dicté el 15 de noviembre de 1979 en el
Seminario Internacional sobre Regulación de la Empresa
Pública, organizado por el Instituto de Investigaciones
Jundlcas de la U.N.A.M. 1979.

Clave en el tema es conocer a nuestro suje­
to, la empresa pública, objeto del control ju­
risdiccional. ¿Qué es empresa pública?

Ninguna definición, así lo pensamos, que
pretendiera recoger en su fórmula todo el con­
tenido del concepto, alcanzaría tan singular
éxito. Se trata de una realidad que es distinta
en cada país, que incluso en cada uno es una
realidad multifacética. Tenemos en cambio el
dato seguro que ella denota la actividad em­
presarial del Estado, razón por la cual se califi­
ca a la empresa pública de empresa de Estado.

Empero, cómo se entiende en cada país o
por cada Estado esa actividad empresarial,
afirmaríamos que en forma diversa. Mirar con
detenimiento la legislación y el comporta­
miento de las empresas públicas es bastante
para despejar toda duda de que así es.
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En efecto, su estructura jurídica no es uni­
forme, sus objetivos económicos no tienen
1ímite ni se ajustan a poi íticas definidas, ha­
bitan en regímenes legales dispersos o multi­
formes. En fin no existe un estatuto legal y
económico que descubre el ente completo de
la empresa pública. Es un verdadero mosaico
en cada pa ís.

Construir una definición universal de la em­
presa pública es algo que hoy todavía resulta,
en el espacio y en el tiempo, imposible. Esta­
mos seguros, sin embargo, sobre lo que encie­
rran esas dos palabras, es decir, una pluralidad
de empresas del Estado, empresas industriales
o comerciales. Esto explica porque a veces se
prefiere hablar de empresas públicas y no de
empresa pública.

Ciencia de todos es que las empresas públi­
cas existen, que nacen y mueren en la econo­
m ía y en el derecho, pero poder fotografiarlas
para construir su definición es ciencia de Pe­
nélope. Cada científico tiene su fotografía y
cada país su álbum fotográfico.

Categoría Económica Convencional

Por principio hemos llegado a la conclusión
que empresa pública es una categoría econó­
mica, pero convencional. ¿Qué significa esto?

Empresa pública es ante todo una empresa
económica del Estado. De no ser económica,
sería una empresa estatal pero no una empresa
pública. Se estaría utilizando la palabra em­
presa como sinónimo de tarea, propósito,
meta, etcétera, pero si se le usa en su natural
contenido económico, la afirmación que se
hace, contiene una verdad irrebatible.

Con frecuencia el Estado realiza, patrocina,
tutela, incentiva, empresas o acciones en di­
versos terrenos de la cultura, la educación, la
salud pública, destinando importantes recur­
sos económicos. En estas situaciones se estará
en presencia de empresas estatales pero no de
empresas públicas.

No se excluye la posibilidad de que en estos
terrenos de la cultura, la educación y la salud
pública, el Estado plante empresas públicas
auténticas. Fondo de Cultura Económica, por
ejemplo, es un fideicomiso público que realiza
una verdadera labor económica empresarial en
el campo de la cultura, al través de la adición
de libros. En cambio, el Consejo Nacional de
Ciencia y Tegnología (CONACYT) es un orga­
nismo descentralizado encargado de fomentar
la investigación científica, de apoyar la capaci­
tación, especialización y actualización de
conocimientos en ciencia y tecnología, de rea­
lizar programas de becas para estudios de
posgrado, etcétera) dotado para estas tareas
de considerables recursos económicos, y no es
una empresa pública, es una "empresa" estatal
descentralizada de cultura.

Aportar bienes y recursos públicos para una
tarea que realiza el Estado, no implicará ine­
luctablemente el fenómeno económico de la
empresa pública.

Empresa pública, en consecuencia, es algo
bien identificado como empresa económica
del Estado, pero es una expresión que encierra
un concepto o significado económico conven­
cional.

Es verdad, no tiene un contenido económico
siempre igual. Se llena con los contenidos eco­
nómicos que cada Estado decide y quiere. Se
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vacía, total o parcialmente, por el mismo im­
perativo.

No se reservan para la empresa pública, de­
terminadas áreas de la econom ía productiva
de bienes y servicios. Inexacto sería por ejem­
plo, sostener que es propio y exclusivo a la
empresa pública realizar ciertas acciones in­
dustriales o comerciales.

Descúbrese así el carácter convencional de
lo que es empresa pública, pues encubre con­
tenidos económicos distintos en el tiempo y
en el espacio, Ayer, por ejemplo era inconce­
bible que el Estado Mexicano produjera leche,
azúcar, tabaco, pel ículas cinematográficas,
programas de radio y de televisión; hoy, es
casi natural que así sea, Es posible, por otra
parte, que las empresas públicas de diversos
países produzcan petróleo, aoero, electricidad,
gas, etcétera, pero también que industrialicen
o comercialicen bienes y servicios diferentes,

Mucho depende esa diversidad, de los dis­
tintos recursos naturales que poseen los paí­
ses, del grado de su desarrollo industrial y
tecnológico y del sistema poi ítico de cada
Estado.

Cada Estado resuelve qué empresas econó­
micas le interesan, para convertirlas en em­
presas públicas, sin importar ahora saber cuáles
fueron o son los motivos o razones de su inte­
rés, que por lo demás es irrelevante a la reali­
dad económica y proteica de la empresa púo
blica,

Como se vé, no es audacia decir que la em­
presa pública es una categoría económica,
pero convencional. Resultará siempre conven­
cional su contenido económico.

Si es parte de esta realidad irrefutable, se
puede afirmar con seguridad que la empresa
pública no tiene una fisonomía o individuali­
dad económica propia. Contribuye a esto que
no tenga prohibido la empresa pública plan­
tarse en cualquier solar de la economía, Ouizá
el único dato que ha universalizado la expre­
sión es constituir o representar una empresa
económica del Estado,

Nadie fabrica empresas públicas con un
solo cliché económico. Además, su carácter
de empresas estatales no se sacrifica porque el
Estado no sea el único dueño, Siguen siéndolo
aunque haya socios económicos como son las
personas físicas o morales privadas. Son em­
presas públicas de economía mixta, por el ori­
gen dual de sus recursos o capitales.

México vive plenamente esta situación. No
podría afirmarse, sin desdoro de la verdad,
que las empresas públicas mexicanas tienen
asignados determinados campos de la econo­
mía nacional o que surgen al través de una
política de preferencia o prioridades económi­
cas, No acontece así.

Repetidamente naoen las empresas públicas
por fuerza silvestre, Sucede entonces que sólo
alcanzan la vida efímera de un sexenio de go­
bierno federal. Son empresas públicas que no
logran su cometido o que no pueden seguir
ocultando, de sexenio a sexenio, la vida vege­
tativa que han llevado y desaparecen pronto
del medio poi ítico que las justificó,

Está acostumbrado el Estado Mexicano a
sembrar de empresas públicas casi todas las
parcelas de la economía del país. Produce acero
y pel ículas cinematográficas; electricidad y
fertilizantes; petróleo y maderas aserradas e
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industrializadas; carros de ferrocarril y auto­
móviles; gas y libros; elementos petroquímicos
y servicios turísticos; crédito bancario y azú­
car; leche y tabaco; televisión y radio; torres
y tubos de acero; papel para periódico, cacao
y estufas domésticas; productos forestales y
productos minerales; servicios de transporte
aéreo, marítimo y férreo y, bicicletas, telas y
refrescos, etcétera.

No conocen las empresas públicas mexica­
nas barreras económicas, políticas o legales.
Invaden o pueden invadir casi todo.

Categor ía Legal Inexistente

A ese mosaico económico que es la empresa
pública en México, como pasa en otros países,
falta tomar en cuenta otro, el legal o jurídico,
con el que forma urdimbre.

Empresa pública, por lo pronto, no signifi­
ca nada en el derecho positivo mexicano. Son
dos vocablos utilizados frecuentemente por el
lenguaje gubernamental, pero todavía no por
el de la ley.

Repítese en el ámbito jurídico el mismo fe­
nómeno que en el económico, no existe la
fisonom ía unitaria y acabada de empresa pú­
blica. O como se estila en el lenguaje jurídico
decir, no es sujeto de derecho, no es persona
jurídica.

Nada encontramos en la ley que la describa
o que aporte elementos para construirla. Sim­
plemente, es una categoría legal inexistente.
El manejo que alguna ley hiciera de estas dos
palabras: empresa pública, sería indebido e

inútil mientras el propio legislador no nos in­
dique qué entiende por ellas o cuando menos
qué debe comprenderse en las mismas.

Reconocido y comprobado está que en la
ley mexicana no existe un concepto o descrip­
ción de empresa pública. Ni tampoco que haya
elaborado una lista oficial de las empresas
públicas mexicanas. Todavía no se le ha incor­
porado como sujeto o entidad componente de
la administración pública, como se ha hecho
con el fideicomiso público, gracias a la Ley
Orgánica de la Administración Pública Fede­
ral.

Entonces, se preguntará écórno intentar
hablar y describir el control de legalidad de un
sujeto o entidad que no está en la ley?

Ausente de la ley, ciertamente, sin carta de
naturalización que certifique su categoría ju­
rídica, sin embargo, empresa pública es una
expresión usual que agrupa por su significado
económico a determinados sujetos o entes
plenamente identificados por el derecho.

Esto ocurre con los organismos descentra­
lizados, las empresas de participación estatal
y los fideicomisos públicos. Pueden quedar
englobados bajo el rótulo económico de em­
presa pública siempre que realicen acciones
empresariales económicas.

Petróleos Mexicanos, Comisión Federal de
Electricidad, Productos Forestales de la Ta­
rahumara, Comisión Nacional de Cacao, Ins­
tituto Mexicano de Comercio Exterior, por
ejemplo, representan auténticas acciones em­
presariales del gobierno federal y son por ello
empresas públicas independientemente de su
personalidad jurídica de organismos descen­
tralizados.
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En cambio no podrían recibir con propie­
dad al calificativo de empresa pública organis­
mos descentralizados tales como el Instituto
Mexicano del Seguro Social, el Instituto de
Seguridad y Servicios Sociales de los Traba­
jadores del Estado, la Universidad Nacional
Autónoma de México, el Colegio de Bachille­
res, la Universidad Autónoma Metropolitana,
el Instituto Nacional del Consumidor, el Insti­
tuto Nacional de Ciencias Penales, etcétera.
Ninguno de estos organismos realizan accio­
nes empresariales económicas, de tipo indus­
trial o comercial.

Altos Hornos de México, S. A.; Nacional
Financiera, S.A.; Teléfonos de México, S.A.;
Aeronaves de México, S.A.; Tabacos Mexica­
nos, S.A.; Operadora Nacional de Ingenios,
S.A.; por ejemplo, realizan innegables accio­
nes empresariales del gobierno federal, son
económicamente hablando empresa pública,
aunque jurídicamente sean empresas de par­
ticipación estatal que de ordinario adoptan
la estructura legal de la sociedad anónima.

Igual situación se produce con numerosos
fideicomisos públicos creados por el propio
gobierno de la Federación, que a guisa de
ejemplo sólo citamos 10,5 siguientes: Fondo
Nacional de Fomento al Turismo; Fondo para
el Fomento de las Exportaciones de Productos
Manufacturados; Fondo de Cultura Económi­
ca; Fideicomiso para el Cultivo, Mejoramiento
e Industrialización de Limón, que desarrollan
acciones de empresa pública pero sin que se
confunda con su naturaleza jurídica de con­
trato mercantil.

En cambio no son empresa pública otros
fideicomisos públicos que, sin variar su con­
dición jurídica mercantil, no cumplen accio-

nes económicas. Por ejemplo: Fideicomiso
para la Campaña Nacional contra la Garrapa­
ta, Fondo para la Capacitación Forestal Cam­
pesina, Fideicomiso para la Unidad Habitacio­
nal San Juan de Aragón, Fideicomiso para la
Elaboración de una Historia de la Revolución
Mexicana, Fondo Editorial de la Plástica Me­
xicana.

Plenamente identificados y reconocidos por
la ley, como sujetos de derecho, comprometi­
dos y sometidos a un régimen de legalidad,
cuando el órgano jurisdiccional o tribunal está
juzgando de las acciones de los organismos
descentralizados, de las empresas de partici­
pación estatal y de los fideicomisos públicos,
estará con ello enjuiciando la legalidad de las
acciones de empresas públicas.

Explicable resulta ahora porque sí es facti­
ble investigar y analizar el control jurisdiccio­
nal de las empresas públicas y en particular el
de las de México.

Reflexiones Finales al Capítulo

Para nosotros la empresa pública mexicana
todavía se ajusta al concepto que en otra oca­
sión dimos, a saber: "empresa pública es un
organismo económico coordinador de diver­
sos elementos y bienes del Estado, para pro­
ducir bienes y servicios"." Acentuamos así
el carácter económico de estas empresas esta­
tales.

Nava Negrete Alfonso. "Empresa Pública y Sociedad
Anónima de Estado", en: Revista de la Facultad de De·
techo de México. Núm. 57. Tomo XV. Enero-Marzo de
1965. p. 169.
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Desentrañamos también el sentido en que
debía tomarse la palabra pública. Dijimos
" ...el carácter público de las empresas públi­
cas es resultado a la vez de la propiedad públi­
ca de los bienes que integran su patrimonio y
del interés público al cual están afectados".2

Dos precisiones es necesario hacer ahora.

Primera, que el objeto de la empresa públi­
ca no es solo producir o industrializar, sino
también comercializar, bienes y servicios. El
Estado mexicano no sólo es industrial, también
es comerciante.

Otra segunda precisión importante es que la
base económica de la empresa pública no exi­
ge que los bienes y recursos que la integran
sean necesariamente aportados todos por el
Estado. No se pierde el carácter de empresa
pública si la economía de ésta se forma por
la asociación de recursos del Estado y de los
particulares. Así lo deja ver Dufau al definir
las empresas públicas: " ...son personas mora­
les de carácter industrial y comercial cuyo
capital se sustrae --en su totalidad o mayoría­
de la apropiación privada y que están situadas
bajo la dependencia de las autoridades públi­
cas".3 Estas empresas morales a que se refiere
el autor son los conocidos establecimientos
públicos industriales y comerciales, y las so­
ciedades nacionales.

Por último, queremos reiterar que la exis­
tencia de las empresas públicas sólo se justi­
fica para el logro de fines públicos o calec-

tivos. Este es un elemento que nos parece
esencial, que justifica en todo la acción em­
presarial del Estado.

Fin público, siempre deberá ser el de toda
empresa pública, pues si revisamos las diversas
empresas públicas que hoy maneja el Estado
mexicano no serán pocas las que no tienen un
objetivo de este orden. Por este grupo de em­
presas, el Estado recibe severas críticas de los
empresarios privados, quienes le reclaman su
venta por no encontrar razones válidas que
justifiquen su administración por aquél.

Es difícil admitir que exista un fin público
cuando el Estado mexicano destina importan­
tes recursos económicos públicos para produ­
cir, por ejemplo: telas, refrescos, estufas, bici­
cletas, tubos de acero, etcétera. Es cierto, por
otra parte, que muchas de estas empresas le
han venido al Estado por la necesidad de recu­
perar créditos o la de no cerrar una fuente de
trabajo, pero cuáles podrían ser las nuevas ra­
zones que apoyaran la conveniencia de que el
Estado siguiera como empresario de ellas. Por
nuestra parte no hemos hallado alguna que sea
convincente.

Una vez reconocido que las empresas públi­
cas son personas morales de distinta naturaleza
jurídica y que tienen de común denominador
la acción empresarial que desarrollan, la tarea
que sigue es saber: ¿qué son cada una de esas
personas morales mexicanas?

TIPOS DE EMPRESA PUBLICA

2

3
Op. cit.. p. 168.

Dutau. Jean. Les Entrepises Publiques. Editions de L'ac­
tuetlte Juridique. Paris. 1973. p. 52.

Las mas importantes empresas públicas en
México revisten el carácter de organismos des-
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centralizados, empresas de participación esta­
tal y fideicomisos públicos. Existen empresas
públicas en la administración centralizada,
pero en número escaso y de poca estatura eco­
nómica.

¿Qué son los Organismos Descentralizados?

Desde la tercera década del presente siglo se
empezaron a crear en México los primeros oro
ganismos descentralizados. Se imitó la descen­
talización administrativa por servicio francesa.

En su origen francés, los organismos des­
centralizados -llamados establecimientos pú­
blicos- cubrieron la necesidad que la organi­
zación administrativa centralizada tradicional
no pod ía satisfacer, de atender ciertos servicios
públicos cuya prestación técnica, oportuna y
eficaz fuese asegurada. Para esto se decidió la
creación de entes con personalidad jurídica
distinta a la de la administración centralizada,
dotados de recursos técnicos y financieros que
se manejarían en forma autónoma o indepen­
diente.

Fue esa experiencia la que recogió y siguió
la ley mexicana, al crear sus primeros organis­
mos descentralizados federales.

Aunque los organismos descentralizados
creados hasta 1947 no eran aun numerosos,
ya se sentía un grave desorden entre ellos que
se reflejaba en el manejo de sus bienes y recur­
sos y en el cumplimiento de sus fines propios.
A esta realidad respondió la necesidad de ex­
pedir la Ley para el Control por parte del Go­
bierno Federal de los Organismos Descentra­
lizados y Empresas de Participación Estatal

(0.0. del 31 de diciembre de 1947), que trató
de poner orden en la joven administración
descentralizada mexicana.

Reguló dos cosas importantes el ordena­
miento citado: al los requisitos que era ne­
cesario reunir para que pudiese existir un or­
ganismo descentralizado o una empresa de
participación estatal y, b) el control que ejer­
cerían las autoridades centralizadas sobre tales
organismos y empresas.

Lo mismo hicieron las dos subsecuentes
leyes, las de 1965 y 1970 ahora vigente, que
conservaron la misma denominación.

Era primordial que para ejercer el control
administrativo con el que se quería, en 1947 y
a la fecha, poner orden en la vida de los orga­
nismos y empresas referidos, se impusiera
conocer el perfil jurídico de los sujetos con­
trolados.

Sin definirlos, el legislador ha señalado re­
quisitos, casi idénticos en las tres leyes, para
dibujar con ellos la imagen de las personas
morales descentralizadas. En la práctica, sin
embargo, estos requisitos han llevado a conse­
cuencias contrarias, es decir, que han contri­
buido más bien a su impresión jurídica. Breve­
mente nos ocupamos de esto último.

Primer requisito. En el párrafo primero el
artículo 20. de la Ley vigente de 1970, se
señala así: "Para los fines de este capítulo,
son organismos descentralizados las personas
morales creadas por ley del Congreso de la
Unión o decreto del Ejecutivo Federal, cual­
quiera que sea la forma o estructura que adop­
ten, siempre que reunan los siguientes requi­
sitos ...",
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Antes de la Ley de 1947, que fijaba idéntico
requisito, y después de ella hasta nuestros días,
se ha cuestionado la constitucionalidad de los
organismos descentralizados, particularmente
porque el texto de la Constitución Federal no
precisa en parte alguna que el Congreso de la
Unión pueda crear estos entes jurídicos, ni
tampoco que el Ejecutivo Federal pueda ha­
cerlo.

Por interpretación doctrinal exclusivamente
sacada a los textos de los artículos 73, fracción
XXX (facultades impl ícitas del Congreso de
la Unión) y 123, apartado A de la Ley Funda­
mental, se ha llegado a ver en tales preceptos
la base constitucional en favor del Congreso
de la Unión para crear organismos descentra­
lizados. Pero esta postura no ha sido respalda­
da por los tribunales federales y que mas bien
no se han pronunciado al respecto con la cla­
ridad necesaria.

Por el contrario, la misma doctrina mexica­
na ha condenado al Ejecutivo Federal -con el
silencio de los tribunales federales- y le niega
todo poder constitucional para crear organis­
mos descentralizados.

Empero, la caravana de organismos descen­
tralizados creados por el Congreso o por el
Ejecutivo, sigue creciendo.

Segundo requisito. Al finalizar su redacción
el párrafo transcrito, exige que además de ser
creados por los órganos citados, los organismos
de referencia deben cumplir con otros requisi­
tos. Recordamos su literalidad -que es la mis­
ma en las leyes de 1947 y 1965-, que expresa:
.....siempre que reunan los siguientes requi­
sitos: .. 'l.

En las tres leyes se han fijado esos requisi­
tos en dos fracciones del artículo 20. Esto es
indicativo de que son finalmente tres requisi­
tos a cumplir: el del párrafo primero y los dos
de las dos fracciones. En la primera de éstas se
señala la forma en que deberá estar integrado
el patrimonio de los entes y en la segunda cual
deberá ser su objeto, si bien en ambas fraccio­
nes se comprenden varias formas de integrar
ese patrimonio y varios objetos a cumplir. El
texto de las dos fracciones del artículo 20.
es el siguiente:

"1. Que su patrimonio se constituya total o par­
cialmente con fondos o bienes federales o de otros
organismos descentralizados, asignaciones, subsi­
dios, concesiones o derechos que le aporte u otor­
gue el Gobierno Federal o con el rendimiento de
un impuesto específico, y

11. Que su objeto o fines sean la prestación de un
servicio público o social, la explotación de bienes
o recursos propiedad de la Nación, la investigación
científica y tecnológica, o la obtención y aplica­
ción de recursos para fines de asistencia o seguri­
dad social".

Luego, basta que el organismo sea creado
por el Congreso de la Unión o por el Ejecutivo
Federal, que su patrimonio se integre por una
de las formas que se prevén en la fracción I y
por último que además su objeto sea uno de
los varios que se listan en la fracción 11, para
que se esté en presencia de un organismo des­
centralizado federal.

Debemos admitir ahora que tras meditar
sobre el alcance de los tres requisitos, es tal la
largueza de su contenido que poco contribu­
yen a configurar a un organismo específico o
prototípico. Mas bien con esas tres 1íneas se
puede dibujar un organismo multifacético.
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No es requisito de ley que se trate de orga­
nismos autónomos, como tradicionalmente la
doctrina administrativa ha proclamado para
su tipificación. Algo cuando menos se consigue
con el reconocimiento que la Ley de Control
hace de que se trata de personas morales, es
decir, que son entes con personalidad jurídica
propia, distintos a los entes que componen la
administración central.

Propician todavía las citadas fracciones
otros comentarios que confirman la idea que
de su contenido no puede derivarse el material
necesario y exclusivo para construi r la perso­
nalidad de un organismo verdaderamente sin­
gular, como debiera ser la del descentralizado.

Por ejemplo:

a) De la fracción 1. No se precisa en el texto
de esta fracción ni tampoco en otra parte del
cuerpo de la ley, si el patrimonio es o debe ser
propio de los organismos descentralizados.
Las palabras iniciales: "Que su patrimonio ... '',
hacen pensar que sí tienen patrimonio propio
y sin embargo, siembra duda de que as í sea el
texto del artículo 15 de la propia ley que exi­
ge como requisito para cualquier enajenación
que afecte a tal patrimonio el que el Ejecutivo
Federal la autorice.

Esa misma frase equ ívoca utilizaron las dos
leyes anteriores de Control, de 1947 y de
1965.

Se debe al texto posterior del artículo 45
de la Ley Orgánica de la Administración PÚ­
blica Federal (D.O. del 29 de diciembre de
1976) que la claridad se hizo. Previene el pre­
cepto: "Dentro de la administración pública
paraestatal serán considerados como organis-

mos descentralizados las instituciones creadas
por disposición del Congreso de la Unión, o
en su caso por el Ejecutivo Federal, con per­
sonalidad jurídica y patrimonio propios, cual­
quiera que sea la forma o estructura legal que
adopten".

Ahora existe otra duda. Ese precepto de la
Ley Orgánica vino a derogar el artículo 23
fracción VII de la Ley General de Bienes Na­
cionales y con ello hace discutible saber quién
sea el verdadero titular de la propiedad de los
bienes inmuebles de estos organismos. En
efecto, dice el precepto que son bienes del
dominio público de la Federación, los desti­
nados a un servicio público: "Los inmuebles
que constituyan el patrimonio de los organis­
mos públicos de carácter federal".

¿Por fin, el patrimonio o bienes inmuebles
que lo integran son propiedad de los organis­
mos o del gobierno federal? ¿O es lo mismo?

Se trata de dos leyes federales reglamenta­
rias de artículos de la Constitución Federal: la
Ley de Bienes del 27 y la Orgánica del 90, y
tienen por tanto, el mismo rango jurídico.
Existiendo dos textos normativos excluyentes
entre sí, por sus disposiciones en contrario,
debe prevalecer la posterior, la de 1976 que
es fecha de la Orgánica y no la de 1969, que
es el año de nacimiento de la Ley de Bienes
Nacionales (D.O. del 30 de enero de 1969).

Cierto que antes que lo dijera la Ley Orgá­
nica, otras leyes del Congreso de la Unión y
decretos del mismo Ejecutivo Federal, al crear
organismos descentralizados, reconocieron ya,
como atributos de éstos, la personalidad y el
patrimonio propios, por lo que el artículo 45
transcrito sólo ha venido a ratificar una prác-
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tica legislativa y la ha transformado en requi­
sito general.

b) De la fracción 11. Ya no es requisito para
justificar la existencia de un organismo des­
centralizado el que su objeto sea necesaria­
mente la prestación de un servicio público.

El texto de la fracción ha roto con el mo­
delo clásico del organismo descentralizado,
concebido para prestar servicios públicos, ex­
clusivamente. Texto que viene desde la ley de
1947, con poca variación sustancial respecto
al de 1965 y al vigente, decía: "Que su obje­
to y funciones propias, impliquen una atribu­
ción técnica especializada para la adecuada
prestación de un servicio público o social, ex­
plotación de recursos naturales o la obtención
de recursos destinados a fines de asistencia
social".

Esto explica que la Ley de Control vigente
sólo hable de "organismo descentralizado",
como lo hace también la misma Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal, sin adi­
cionar los vocablos finales: "por servicio", co­
mo la tradición doctrinal los sigue agregando.

Apoyados seguramente en este modelo pris­
mático de objetivos, el legislador federal y el
Ejecutivo Federal han creado numerosos orga­
nismos descentralizados sin que su objeto sea
necesariamente la prestación de un servicio
público. Recordemos como ejemplo al caso, la
Comisión para la Regularización de la Tenen­
cia de la Tierra (CORETT) (D.O. del 8 de no­
viembre de 1974); el Consejo de Recursos
Minerales (D.O. del 22 de noviembre de 1975);
el Instituto de Investigaciones Eléctricas (D.O.
del 10. de diciembre de 1975); el Centro de
Investigaciones Ecológicas del Sureste, con

sede en San Cristóbal de las Casas, Estado de
Chiapas (D.O. del 2 de diciembre de 1974), Y
la Promotora del Maguey y del Nopal (D.O.
del 30 de junio de 1980. Fe de erratas: D.O.
del 8 de julio de 1980).

Alejado de su obligado objeto originario y
exclusivo, el servicio público, puede asegurarse
que aún dentro de este objeto de servicio pú­
blico, el organismo descentralizado padece
seria crisis, pues la noción misma de servicio
público es una noción en crisis, su concepto
contemporáneo llega a ser bastante impreciso.
A esta crisis o evolución han contribuido I~

nuevos servicios públicos industriales y co­
merciales del Estado empresario.

A la anterior imprecisión deben sumarse la
latitud con que llega a considerarse el concep­
to de servicio público y los otros, y a la vez
latos fines que la ley asigna a los organismos
descentralizados, para poder admitir que con
tales elementos es fácil que casi todo organis­
mo público creado por el Estado resulte des­
centralizado, por este requisito del objeto.

Todavía más. Ese requisito de la fracción 11
del artículo 20. resulta o puede resultar inútil
o inaplicable, en el caso de que un organismo
descentralizado sea creado por una ley del
Congreso de la Unión. Nada, ni nadie, obliga
al Congreso a sujetarse a los "objetos" que la
ley de 1970 asigna a los organismos descen­
tralizados, ni se producirá consecuencia alguna
si se aparta de ellos.

Bien puede el Congreso fijar un objeto dis­
tinto, en cada caso de creación de estos orga­
nismos. Tendrá entonces plena vigencia el
principio que respetan cotidianamente los
tribunales federales, que entre las disposiciones
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contrarias de dos leyes del mismo rango: la
Ley de Control y la Ley de creación del Orga­
nismo, la ley aplicable será la posterior. Este
principio se recoge por el Código Civil del
Distrito Federal, aplicable en el orden federal,
en su artículo 9, que dice: "La ley sólo queda
abrogada o derogada por otra posterior que
así lo declare expresamente o que contenga
disposiciones total o parcialmente incompa­
tibles con la ley anterior".

Quizá el "objeto" que la Ley de Control
fija tendrá aplicación necesaria cuando ni el
Congreso ni el Ejecutivo digan expresamente
que el organismo que crean es un descentra­
lizado. Entonces, hay que estar al supuesto
general de esa ley.

e] De la personalidad jurídica propia del or­
ganismo. Ninguna de las tres leyes de control
previno semejante requisito. Todas reconocie­
ron en forma expresa que el descentralizado
es una persona moral. Así se dice en el párrafo
primero del artículo 20. de la Ley vigente de
Control:

"Para los fines de este capítulo, son orga­
nismos descentralizados las personas morales
creadas por ley del Congreso de la Unión o
decreto del Ejecutivo Federal, cualquiera que
sea la forma o estructura que adopten, siempre
que reúnan los siguientes requisitos: .. ",

Este texto posee un significado que no
siempre se ha advertido. De él se desprende
que es connatural al organismo descentraliza­
do el ser una persona moral, que es lo mismo
que decir, urrsujeto de derecho. Aparte de que
la ley en cita así lo reconoce, en forma general
también se deriva del Código Civil del Distrito
Federal, aplicable en lo federal, de su artículo
25. Dice:

"Son personas morales:
1. La Nación, los Estados y los Municipios;
11. Los demás organismos de carácter pú­
blico reconocidos por la ley; ..."

Ninguna duda puede existir de que es una
persona moral, el organismo descentralizado.
Es una persona que posee, además, una fiso­
nomía jurídica propia, distinta a la de otras
personas morales, derivada de los requisitos
previstos en las fracciones I y II del artículo
20. de la Ley de Control, cuyo texto ya hemos
conocido.

Desde que se constituye, por ley o por de­
creto, el organismo descentralizado es ya per­
sona moral, por el hecho mismo de su consti­
tución legal. Empero, esta persona moral sólo
será "descentralizada" si reune los requisitos
precipitados, si quien la constituye la reviste
de tales ingredientes, que le serán propios y le
dan su individualidad.

De esta natural condición de persona moral
nace para el organismo descentralizado la ca­
pacidad legal de toda persona de derecho, de
todo sujeto de derechos y obligaciones, de po­
der actuar jurídicamente por sí y ante sí. Son
consecuencias innatas a las personas morales,
previstas por el Código Civil para el Distrito
Federal, en su artículo 26, que preceptúa:
"Las personas morales pueden ejercitar todos
los derechos que sean necesarios para realizar
el objeto de su institución".

lnexplicablernente la Ley Orgánica, en su
artículo 45 transcrito, olvidó este tratamiento
legal que hicieron las tres leyes de control.
Estas últimas partieron del supuesto jurídico
de que los organismos descentralizados son
oersonas morales y por ende con personalidad
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jurídica propia. Ahora con la Ley Orgánica el
presupuesto es que se trata de "instituciones",
palabra que no dice nada jurídicamente y por
esto mismo se exige como requisito que tengan
personalidad jurídica.

Derogada en esto la Ley de Control de
1970, el Congreso de la Unión o el Ejecutivo
Federal para crear un organismo descentra­
lizado necesitan en su ley o decreto declarar
que la institución tiene personalidad jurídica,
de lo contrario faltará un requisito legal esen­
cial, no habrá tal organismo. Ante tal omisión,
no podría supletoriamente aplicarse el artículo
25, fracción II del Código Civil, que también
resultó derogado por esa norma del artículo
45 de la Ley Orgánica, para estos efectos. Ya
no es por ministerio de ley o condición natu­
ral jurídica, ahora es requisito ex profeso.

Nos parece que exigir ahora personalidad
jurídica, a quien ya la tiene por razón de su
origen legal de persona moral, es "persona­
lizar" a una persona jurídica. Aunque resulte
antiestético decirlo, la persona moral descen­
tralizada está "personalizada".

Creemos que era más afortunado el texto
del artículo 20. de la Ley de Control, que el
del 45 de la Ley Orgánica.

¿Qué es lo que sucederá al organismo pú­
blico creado por el Congreso de la Unión, que
no se le reconozca expresamente que tiene
personalidad jurídica? ZNoserá persona moral?
zNo podrá ejercer por sí sus derechos y demás
atribuciones y responsabilidades públicas que
el legislador le dé?

Se dirá: es organismo público, es persona
moral, pero como no tiene personalidad jurí-

dica reconocida expresamente, no puede ac­
tuar jurídicamente por sí. ¿Es posible esto?
No, sinceramente, a nuestro juicio.

Pero si la connotación jurídica del organis­
mo descentralizado federal, derivada de los
textos legales precitados, no surge nítida, in­
controvertible, el entorno jurídico que forma
su régimen es algo igual y bastante complica­
do. Plantea este régimen, disperso en varios
ordenamientos legales, numerosas cuestiones
jurídicas cuya solución no siempre resulta
homogénea y común a todos los organismos
descentralizados.

Frente a esos ordenamientos que pretende
ser el común denominador de los descentrali­
zados, es necesario agregar el régimen que se
contiene en los ordenamientos casu ísticos re­
presentados por la ley o el decreto orgánico
de cada organismo.

Enmarcados o sujetos a tantos ordenamien­
tos legales, la vida de los descentralizados no
está, sin embargo, confinada en los mismos.
Como han servido al Estado para desarrollar
acciones empresariales importantes como las
de Petróleos Mexicanos, Comisión Federal de
Electricidad, Ferrocarriles Nacionales de Mé­
xico, Conasupo, etcétera, están sometidos
también al derecho privado en una forma cada
vez más frecuente y normal.

Esta realidad de un régimen jurídico híbri­
do provoca serias dudas: ¿es autoridad públi­
ca el descentralizado cuando celebra contratos
mercantiles, por ejemplo? ¿Sus actos son actos
de autoridad, actos administrativos impugna­
bles ante tribunales de justicia administrativa?
¿Además, su comportamiento que es ostensi­
blemente de poder público, llevaría a decidir
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la procedencia del juicio de amparo en contra
de sus actos, que se reputarían como de auto­
ridad?

Muy complejo es el régimen legal de los
organismos descentralizados y también el
control administrativo que se ejerce sobre
ellos, pero el control jurisdiccional de sus actos
es todavía más. Así nos parece,

¿Qué son las Empresas de Participación
Estatal?

Denuncia la misma denominación el sentido
de la respuesta a la pregunta formulada, Son
empresas económicas en que el Estado parti­
cipa, junto con los particulares, Se asocian
recursos económicos, de uno y otros, Unense
capitales públicos y privados.

Sociedades de econom ía mixta es otra forma
de significar el mismo fenómeno económico,
en otros medios económicos y legales diferen­
tes al nuestro,

Ambas, expresan: empresa de participación
estatal y sociedad de econom ía mixta, son
indicativas de lo mismo: el Estado empresario
unido a los particulares empresarios,

Suele afirmarse, correctamente, que esta
asociación da origen a dos tipos de empresas:
empresas con participación mayoritaria del
Estado y empresas con participación minori­
taria del Estado, De mayor o de menor par­
ticipación económica estatal, son empresas
que reflejarán siempre participaciones estata­
les. A esta última idea respondió la creación
en Italia del Ministerio de las Participaciones
Estatales, por ley del 22 de diciembre de 1956,

A parti r de 1947, con la Ley para el Control
por parte del Gobierno Federal de los Orga­
nismos Descentralizados y Empresas de Parti­
cipación Estatal, se tuvo como empresa de
participación estatal a la empresa en que el
gobierno federal ten ía el 51 por ciento del
capital social o de las acciones. Esto mismo
previó la ley de Control de 1965, sucesora,

Inexplicablemente y contraviniendo el sen­
tido común, la aún vigente Ley de Control de
1970 varió la regla, Para ésta basta el 51 por
ciento o más del capital social o de las acciones
(art. 30, l.). Ya no es la "mayoría" sino la
mitad o más, En este mismo contrasentido
incurre el artículo 46 de la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal de 1976,
que sin derogar en esto al citado artículo 30"
también le es suficiente para que exista una
empresa de participación estatal mayoritaria
el 50 por ciento o más del capital social.

Es la Ley Orgánica antes citada la que dis­
tingue a las empresas de participación estatal
como mayoritarias y minoritarias, Sólo a estas
últimas aludió por vez primera la Ley de 1965
y desde luego la vigente de 1970.

Propia, o se diría más bien natural, es a la
empresa de participación estatal la estructura
jurídica de la sociedad mercanti I y casi siem­
pre la de la sociedad anónima, No lo dice así
la Ley de Control, ni las leyes generales que
forman su régimen administrativo común, pero
ello se infiere sin lugar a dudas del propio
texto del artículo 46 ya referido al fijar los
requisitos de existencia de tales empresas,

Puede afirmarse que las empresas de partici­
pación estatal, a la luz del texto de la Ley Or­
gánica. son sociedades mercantiles con parti-
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cipación mayoritaria o minoritaria del Estado.
Esto se corrobora al leer los textos de los ar­
tículos 46 y 48, en su primer párrafo, que
dicen lo siguiente:

"Artículo 46. Dentro de la administración pública
paraestatal se consideran empresas de participación
estatal mayoritaria, incluidas las instituciones na­
cionales de crédito y organizaciones auxiliares, y
las instituciones nacionales de seguros y fianzas,
aquellas que satisfagan alguno de los siguientes
requisitos:

al Que el Gobierno Federal, el Gobierno del Dis­
trito Federal, uno o más organismos descentrall­
zados, otra u otras empresas de participación esta­
tal, una o más instituciones nacionales de crédito
u organizaciones auxiliares nacionales de crédito,
una o varias instituciones nacionales de seguros o
de fianzas, uno o más fideicomisos a que se refiere
la fracción 111 del artículo 30. de esta Ley. consi­
derados conjunta o separadamente, aporten o sean
propietarios del 50 por ciento o más del capital
social.

b] Que en la constitución de su capital se hagan
configurar acciones de serie especial que sólo pue­
dan ser suscritas por el Gobierno Federal; o

el Que al Gobierno Federal corresponda la facultad
de nombrar a la mayoríade losmiembros del con­
sejo de administración, junta directiva u órgano de
gobierno, designar al presidente, al director, al ge­
rente, o cuando tenga facultades para vetar los
acuerdos de la asamblea general de accionistas, del
consejo de administración o de la junta directiva
u órgano de gobierno equivalente.

Artículo 48. Para los efectos de esta ley, serán
empresas de participación estatal minoritaria las
sociedades en las que uno o más organismos des­
centralizados u otra, u otras empresas de partici­
pación estatal mayoritaria consideradas conjunta
o separadamente, posean acciones o partes de ca­
pital que representen menos del 50 por ciento y
hasta el 25 por ciento de aquél. ... "

Leídos los textos transcritos, resulta incon­
fundible la identidad jurídica de la empresa de
participación estatal como una sociedad mer­
cantil en que las entidades públicas que enu­
meran tienen participaciones económicas,
mayoritarias o minoritarias.

Empero, si bien se trata de sociedades mer­
cantiles, son sociedades que adquieren moda­
lidades que las convierte en peculiares Socie­
dades de Estado o Sociedades Anónimas de
Estado. Su régimen exhorbita al de toda so­
ciedad mercantil, sin renegar de la esencia de
ésta.

Por esta ínsita naturaleza jurídica de socie­
dad mercantil, es que la empresa de participa­
ción estatal, antes de 1947 y hoy en día, siem­
pre fue un sujeto de derecho, como persona
moral que es. Así lo previene el artículo 25
del Código Civil para el Distrito Federal, apli­
cable en materia federal, en su fracción 111.

Es cierto que reiteradamente se planteó la
duda acerca de si estas personas morales mer­
cantiles eran o no parte de la administración
pública federal, pero es una duda que ha que­
dado resuelta por la Ley Orgánica de la Ad­
ministración PÚblica Federal en su artículo
primero, que las tiene como parte de la admi­
nistración paraestatal y a ésta como adminis­
tración federal.

Acabada esa duda, surge ahora otra, deriva­
da del mismo artículo primero. ¿Cuál es la
personalidad jurídica de la empresa de parti­
cipación estatal? ¿Es la de derecho privado,
como sociedad mercantil? ¿Es la de derecho
público, como organismo público de la admi­
nistración federal? ¿Es acaso un ser jánico, de
dos caras, como el célebre dios mitológico?
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Antes de que entrara en vigor ese artículo
10., en 1977, este tipo de empresa pública
estaba sujeto a un régimen legal híbrido, es
decir, un régimen compuesto de normas de
derecho privado y de derecho público. Su
naturaleza mercantil exigía las primeras y los
bienes y recursos públicos de su capital social
impon ía las segundas.

Ahora con ese artículo primero, lassegundas
normas deben aumentar su caudal y casi diría­
mos dominar en las primeras.

Pero cuál es la respuesta que ahora podemos
dar a las preguntas formuladas. La misma Ley
Orgánica nos proporciona la materia para res­
ponder, con sólo examinar algunos de sus
artículos.

Por vitud del mandato legislativo del artícu­
lo primero, la empresa de participación estatal
es administración federal. En efecto, es una
empresa que junto con otros cuerpos jurídicos
que enumera ese precepto integran la admi­
nistración paraestatal. Esto haría suponer que
todos los cuerpos que forman la administración
federal son parte del Ejecutivo Federal y por
ende, inevitablemente, parte del gobierno fe­
deral, pero tales suposiciones lógicas derivadas
del tenor del artículo primero no son correc­
tas, pues la propia Ley Orgánica las desmiente.

Para el artículo 30. de la Ley Orgánica, las
entidades de la administración paraestatal sólo
son organismos auxiliares del Poder Ejecutivo
de la Unión, pero no lo componen, no son
partes de él. Dice el artículo 30.:

"El Poder Ejecutivo de la Unión se auxiliará en los
términos de las disposiciones legales correspon-

dientes, de las siguientes entidades de la adminis­
tración pública paraestatal:

l. Organismos descentralizados;
11. Empresas de participación estatal, instituciones
nacionales de crédito, organizaciones auxiliares
nacionales de crédito e instituciones nacionales
de seguros y de fianzas, y
111. Fideicomisos".

Sí lo son en cambio las Secretarías de Esta­
do y los Departamentos Administrativos, según
lo previene el artículo 20., en calidad de de­
pendencias. Las Secretarías y los Departamen­
tos forman el órgano estatal, Poder Ejecutivo
Federal.

Dispone el artículo 20.:

"En el ejercicio de sus atribuciones y para el des­
pacho de los negocios del orden administrativo
encomendados al Poder Ejecutivo de la Unión, ha­
brá las siguientes dependencias de la administración
pública centralizada:

l. Secretarías de Estado, y
11. Departamentos Adm inistrativos".

As í lo interpretamos, visto el Poder Ejecu­
tivo Federal como órgano y no como poder
en sí, como lo trata y considera el artículo 80
de la Constitución: "Se deposita el ejercicio

. del Supremo Poder Ejecutivo de la Unión en
un solo individuo, que se denominará Presi­
dente de los Estados Unidos Mexicanos".

La personalidad del cuerpo estatal, "Poder
Ejecutivo Federal", no se confunde con la de
las entidades paraestatales; éstas, cada una,
tiene la suya. Esta verdad jurídica se corrobora
por otros textos de la Ley Orgánica.
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Por ejemplo, el artículo 45 exige como re­
quisito esencial, según comentamos, para que
exista un organismo descentralizado, que tenga
personalidad jurídica propia. El artículo 46,
en su inciso a), separa y distingue a los orga­
nismos descentralizados, a las empresas de
participación estatal, todos ellos como posibles
aportadores o propietarios del 50 por ciento o
más del capital social de una empresa de parti­
cipación estatal. No son dos personas, gobier­
no federal y administración paraestatal, pues
ésta alberga varias personas jurídicas, distintas
entre sí.

El artículo 50, que previene la base jurídica
para la sectorización de los organismos para­
estatales, apunta la necesidad de hacerlo para
ordenar las relaciones de éstos y el Ejecutivo
Federal, como personas jurídicas diferentes.

En conclusión, la respuesta es que, las em­
presas de participación estatal solo tienen una
personalidad jurídica, la que corresponde a su
estructura jurídica de sociedad mercantil.

Claro que a la regla general siempre acom­
paña la excepción, es el caso del actual Banco
Nacional de Crédito Rural, S.A., que aparte
de ser una sociedad mercantil anónima de
participación estatal mayoritaria, el legislador
federal al crearlo le atribuyó la naturaleza ju­
rídica de organismo descentralizado. Posee el
Banco -igual como los antiguos Bancos, Na­
cional de Crédito Agrícola y Crédito Ejidal­
doble personalidad jurídica. Por fortuna, estas
instituciones jánicas son raras, por su número
y por su inexplicable hermafrodismo o h fbri­
dismo.

No ha sucedido así, acertadamente, en otras
instituciones nacionales de crédito, como el

Banco de México, S.A.; el Banco Nacional de
Obras y Servicios Públicos, S.A., y Nacional
Financiera, S.A., que conservan la ortodoxia
de la sociedad mercanti 1de Estado.

Nada impide reconocer ahora, sin embargo,
una realidad evidente: que todas esas socieda­
des mercantiles poseen la máscara de la admi­
nistración pública federal, para lo mismo que
los actores de los grandes teatros de la Grecia
clásica, para dejar oír bien o dejar ver bien,
que quien actúa por medio de las sociedades
en cuestión, es la voz del gobierno federal, son
las pretensiones y acciones del poder público
federal.

Curiosamente, ninguna de las tres leyes de
Control que han estado vigentes, ni la Ley
Orgánica, acotan el terreno de acción de estas
empresas públicas; no señalan su objeto social.

Está libre el camino para que el gobierno
federal asigne a estas empresas el objeto o ac­
ción que considere convenientes. Así se refleja
y comprueba al conocer el objeto social de las
empresas de participación estatal -mayorita­
rias y minoritarias existentes, que se ocupan
como se dijo, casi de todo y que pueden ocu­
parse de todo.

¿Oué son los Fideicomisos Públicos?

Fideicomiso público es la expresron con la
que se pueden identificar a los fideicomisos
en los que el gobierno federal, estatal o mu­
nicipal figuran como fideicomitentes. O más
general, el fideicomiso donde el fideicomiten­
te es el poder público.
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Sin llamarlos así, la Ley Orgánica de la Ad­
ministración Pública Federal muestra interés
únicamente por los fideicomisos en los que el
fideicomitente sea la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público o por aquellos que se creen
con recursos de las entidades paraestatales
(artículo 49), Son estos fideicomisos los que
forman parte de la administración pública
paraestatal (artículo 30. fracción 111) y los
que pueden calificarse de fideicomisos públicos
federales.

En estos negocios jurídicos, la presencia del
poder público no cambia la naturaleza mer­
cantil del fideicomiso. Continúa rigiéndose
por la legislación mercantil especial, represen­
tada por las leyes General de Títulos y Opera­
ciones de Crédito, y General de Instituciones
de Crédito y Organizaciones Auxiliares. Aun­
que por el hecho de que los bienes y recursos
que se administran son del Estado o de enti­
dades paraestatales y también porque los fines
que les son asignados responden siempre a in­
tereses públicos o colectivos, son fideicomisos
que se someten a una legislación administrati­
va cada vez más amplia.

Pasa con los fideicomisos públicos igual que
con las empresas de participación estatal, son
de esencia instituciones jurídicas mercantiles,
pero que se ven obligadas a admitir como par­
te de su régimen propio a leyes administrati­
vas. Es la consecuencia inevitable de constituir
instrumentos de acción del poder público.

Pero, éson sujetos de derecho los fideicomi­
sos públicos, tienen personalidad jurídica?

Sabemos por la Ley General de Instituciones
de Crédito que el fideicomiso puede ser crea­
do por acto entre vivos o por testamento (ar-

tículo 352). ¿Pero estos actos, por sí solos,
dan origen a un sujeto de derecho, a una per­
sona jurídica llamada fideicomiso público o
simplemente fideicomiso?

En la práctica administrativa los fideicomi­
sos públicos son creados a través de actos ju­
rídicos diversos. Por ley del Congreso de la
Unión por ejemplo, como se hizo con el Fondo
Nacional de Fomento al Turismo (Ley Fede­
ral de Turismo), pero es más común que se
haga a través de un decreto del Ejecutivo Fe­
deral, que inclusive fija las bases de constitu­
ción, organización, operación y fines propios
de la institución.

Ahora bien, como el artículo 352 citado
previene que el fideicomiso se constituye por
actos entre vivos, sin calificar la naturaleza de
estos actos, se está autorizado a pensar que la
ley o el decreto de los poderes Legislativo o
Ejecutivo pueden ser tales actos de constitu­
ción.

Esta idea se confirma con lo que prescribe
el artículo 25 de la Ley para el Control, vi­
gente, a saber: " ... sin perjuicio de lo que
determine la ley, decreto o instrumento'¡u­
rídico que los haya creado, los fideicomisos
deberán ajustarse a las prevenciones que es­
tablece la presente ley en todo lo que en cada
caso les sea aplicable".

Pero además, en las palabras utilizadas por
ese precepto: "instrumento jurídico", o en la
palabra genérica "actos", debe incluirse tam­
bién el contrato mercantil que es la forma
jurídica por antonomasia de creación de los
fideicomisos y que en la mayoría de los casos
es la fuente única de los fideicomisos públicos.
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o sea que el estatuto orgánico de cada fi­
deicomiso se forma por la ley o decreto que
lo crea, por el contrato de fideicomiso, por
la ley mercantil y por los dispositivos que al
respecto contiene la Ley de Control.

Sin mengua de reconocer que su reqrmen
legal incluye importantes ordenamientos le­
gales administrativos.

Constata ese origen legal de los fideicomisos
públicos el "Decreto por el que se establecen
bases para la constitución, incremento, modi­
ficación, organización, funcionamiento y ex­
tinción de los fideicomisos establecidos o que
establezca el Gobierno Federal" (0.0. del 27
de febrero de 1979), expedido por el Titular
del Ejecutivo Federal, en cuyo articulado se
reconoce como instrumento jurídico de cons­
titución el contrato, diríase ordinario, pero
también lo hace para el Decreto e inclusive
para la ley. Es ilustrativo para esto último el
texto del artículo 14, que dice:

"En los contratos constitutivos de Fideicomisos
del Gobierno Federal se deberá reservar al propio
Gobierno la facultad expresa de revocarlos, sin per­
juicio de los derechos que correspondan a los fi­
deicomisarios, o a terceros; salvo que se trate de
fideicomisos constituidos por mandato de la Ley
o que la naturaleza de sus fines no lo permita."

No se inmiscuye obviamente en estos co­
mentarios al otro acto de constitución a que
alude el artículo 352, el testamento, porque él
no sería posible en los fideicomisos públicos.

actos dotan al fideicomiso en forma expresa
de personalidad jurídica propia. Dice Emilio
Krieger: " ... el fideicomiso no llega jamás, en
nuestro derecho, a tener una personalidad
jurídica propia"."

Es cierto, no son sujetos de derecho, ni
tienen personalidad jurídica propia, pero no
puede ignorarse que son parte de la adminis­
tración pública federal, "entidades auxiliares"
del Poder Ejecutivo Federal. Su comporta­
miento en la vida administrativa es de personas
de derecho, sin serlo estrictamente. Con el
nombre con que se les bautiza al crearlos,
reunen una apariencia de sujeto de derecho,
que no tiene en rigor.

Son las fiduciarias, instituciones nacionales
de crédito tratándose de fideicomisos públicos,
las que tienen la personalidad jurídica para
todo acto relativo al fideicomiso.

Ahora, ¿cuál es el objeto de los fideicomisos
en cuesti ón ?

Por su número cada vez mayor, por los re­
cursos económicos que manejan, muy cuan­
tiosos, y por el interés público que los orienta,
es importante destacar que contrariamente a
lo que sucede con lasempresas de participación
estatal mayoritarias, en el caso de los fideico­
misos públicos la ley s í fija fronteras a su ob­
jeto propio.

Señala sólo tres contenidos a ese objeto, la
Ley para el Control, en su artículo 25, que

Ahora bien, es de advertirse que de ninguno
de esos actos estatales, creadores de numerosos
fideicomisos, se desprende que se esté en pre­
sencia de una persona jurídica ni esos mismos

4 Krieger, Emilio. Manual del Fideicomiso Mexicano. Edi­
tado por el Banco Nacional de Obras y Servicios Públi­
cos, S. A. 1976. p. 31.
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son: a) inversión, manejo y administración de
obras públicas; b) la prestación de servicios, y
c) la producción de bienes para el mercado.
Empero, esta limitación a su objeto, es en
realidad sólo aparente. Hablar de prestación
de servicios, sin precisar su tipo y hablar de
producción de bienes sin delimitar su clase, es
establecer un campo inmensurable al objeto
de tales fideicomisos.

Acredita lo antes afirmado, la última lista
oficial, publicada en el Diario Oficial del 11
de octubre de 1979, en que el Gobierno Fe­
deral registra para su control, por medio del
Ejecutivo Federal, 206 fideicomisos públicos.
En efecto, muchos de ellos no se ajustan a los
objetos que la ley previene y que se han apun­
tado. Por ejemplo, algunos destinan sus recur­
sos a la construcción de conjuntos habitacio­
nales que después se enajenarán a particulares,
y sin dejar de reconocer el evidente interés
público o colectivo que se persigue con ello,
no encaja dicha construcción en ninguno de
los tres supuestos que como objeto asigna la
ley a los fideicomisos públicos. Tampoco esta­
rían en las hipótesis de la ley, los fideicomisos:
Fondo Nacional para el Desarrollo de la Dan­
za Popular Mexicana; Ex-Convento de Santa
Catalina; Pel ícula La Sombra del Caudillo.

Resulta ya insuficiente la Ley para el Con­
trol, en sus señalamientos acerca de lo que
encierra o debe encerrar el objeto de los fi­
deicomisos del gobierno federal. Además, si
el fideicomiso es creado por ley -del Conqre­
so de la Unión-, no tendrá ésta por que limi­
tar o restringir el objeto, a alguno de los que
aquella ley previene, tanto porque ella misma
as í lo autoriza impl ícitamente en su artículo
25 como porque ser ía aplicable el papel de­
rogativo de una segunda ley que contiene dis-

posiciones contrarias a la primera (artículo 72,
inciso f de la Constitución Federal).

Conclusi6n al Capítulo

Finalizar ahora, diciendo simplemente que los
organismos descentralizados son personas de
derecho público y que las empresas de partici­
pación estatal mayoritaria y los fideicomisos
públicos son personas de derecho privado, es
velar una verdad de mayor fondo. Justo es de­
cir, los primeros tienen una personalidad de
derecho público, las segundas poseen una
personalidad de derecho privado y los terceros
y últimos, no tienen personalidad jurídica.

En el derecho positivo así sucede, los pri­
meros derivan su personalidad de un ordena­
miento administrativo (ley o decreto) y las
empresas de participación estatal, de una ley
mercantil (o ley bancaria, si hablamos de las
instituciones nacionales de crédito).

Otra cosa es que en el caso de los descen­
tralizados y de las empresas de participación
estatal mayoritarias; sus acciones o actividades
en general se sujeten a normas tanto de dere­
cho público como de derecho privado. Realizan
inevitablemente acciones sometidas a esos dos
sectores jurídicos, sin posibilidad de cuantifi­
car en cuánto más, uno u otro. El organismo
descentralizado, productor de bienes o de ser­
vicios, por ejemplo, es una empresa pública
que como tal inexorablemente recurre al ins­
trumental normativo del derecho privado. Lo
mismo, la empresa de participación es total,
por los recursos públicos que maneja y por el
interés estatal que persigue, además del orden
jur ídico privado, tendrá forzosamente que su-
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jetarse a los cánones de la ley administrativa
fundamentalmente y, a otras normativas de
derecho público.

En fin, con plena convicción se puede afir­
mar que, el régimen legal de las empresas pú­
blicas es de derecho, público y privado; que
dentro de este régimen siempre actuará el
Estado en su carácter de tal, pues las normas
de derecho privado que llega a utilizar o a las
que se somete, no cambian su posición de
poder público. Es a propósito, toda verdad
lo afirmado por Sánchez Bella: " ...es de sobra
conocido que cuando el Estado actúa en ré­
gimen jurídico-privado no deja, sin embargo,
de mantener su carácter de ente dotado de
poder, y por lo tanto su condición imperativa
-de desigualdad a su favor frente a los par­
ticulares- aparece necesariamente en mayor
o menor grado".5

EL CONTROL JURISDICCIONAL DE LAS
EMPRESAS PUBLICAS

Diversos Controles

Sin ser el único, ni el más importante, el más
eficaz que tienen sobre sí las empresas públi­
cas en México, es ~I control jurisdiccional. No
puede decirse lo mismo de los controles legis­
lativo y administrativo.

El control del poder legislativo

El control parlamentario o legislativo que se
ejerce al través del sistema de comparecencias
ante las Cámaras que integran el Congreso de
la Unión, previsto en el artículo 93 de la Cons­
titución Federal, es a la vez irrisorio e ilusorio.
Comparecen, ciertamente, los titulares de las
Secretarías de Estado, Departamentos de Es­
tado, organismos descentralizados y empresas
de participación estatal mayoritarias, ante
cualesquiera de las Cámaras que lo solicite
para: " ... informar cuando se discuta una ley
o se estudie un negocio concerniente a sus res­
pectivos ramos o actividades".

Pero este sistema, seguido con más énfasis
desde hace una década, ha resultado en la
práctica un foro más bien para fortalecer la
imagen poi ítica del compareciente, puesta en
duda por la opinión pública o, para mejorar
en su caso la de quienes apenas si se nota que
tienen alguna, o finalmente para difundir algo
que para el gobierno federal reviste vital in­
terés.

Ningún titular de empresa pública, hasta
ahora, que ha comparecido, se ha visto en
apuros por la aplicación de semejante matiz
parlamentario.

Igual de falaz nos parece la intervención
que se da a los legisladores federales en la úl­
tima adición que se hizo al texto del artículo
93, respecto a la acción de las empresas pú­
blicas.

5 Sánchez Bella, Alfredo. Ministro de Información y Tu­
rismo. Prólogo a El Estado Empresario de Gluseppe Pe­
trilli. Editorial E.P.E.S.A. Madrid. 1972. p. Xl.

Dice el texto adicionado: "Las Cámaras, a
pedido de una cuarta parte de sus miembros,
tratándose de los diputados, y de la mitad, si
se trata de los senadores, tienen la facultad de
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integrar comisiones para investigar el funcio­
namiento de dichos organismos descentrali­
zados y empresas de participación estatal ma­
yoritaria. Los resultados de las investigaciones
se harán del conocimiento del Ejecutivo Fe­
deral".

Es una intervención de naturaleza mera­
mente administrativa, sin que los legisladores
cuenten con algún poder de decisión. Simple­
mente, los legisladores federales instruyen el
expediente administrativo, para que después
el Ejecutivo Federal, convertido en juez y
parte, enjuicie lo investigado y resuelva.

Nada verdadero y auténtico de control par­
lamentario establece la adición constitucional,
en nada se vigoriza con ella al poder del Con­
greso de la Unión frente a la administración y
lamentablemente; además, poco enaltece a su
linaje de Poder Legislativo Federal servir de
mero apoyo administrativo al Ejecutivo.

Cierto que tiene poco tiempo de haber ini­
ciado su vigencia la adición constitucional y
que tal vez a ello se deba que no se conozcan
aún los resultados prácticos de tan singular
escrutamiento técnico-administrativo.

Incurre por otra parte en gran desacierto la
reforma constitucional, al no mandar que los
resultados de la investigación realizada por
parte de los legisladores se haga del conoci­
miento del público. Todo queda en absoluto
secreto entre el coadyuvante administrativo y
el Ejecutivo Federal apoyado.

Seguro que habrá mucha e importante in­
formación recabada en esta investigación le­
gislativa, que indudablemente sólo tendrá

interés para el dueño de las empresas públicas
a fin de enderezar el rumbo de la nave y evitar
su posible naufragio financiero. Sin embargo,
por tratarse de empresas estatales cuyo finan­
ciamiento directa o indirectamente se hace
con los impuestos, es de obvio interés colecti­
vo que el contribuyente sepa que la obligación
constitucional que tiene de pagar impuestos
representa una contribución auténtica de ser­
vicio nacional y no una aportación para ex­
perimentos empresariales de políticos de se­
xenio.

Aligeraría psicológicamente el peso que
representa el pago de los impuestos, si el con­
tribuyente tiene plena confianza de que sus
pagos fiscales sirven para el desarrollo de em­
presas públicas bien dirigidas, honradamente
administradas y de resultados óptimos para la
colectividad.

Si se llegara a par publicidad a los resultados
de la investigación llevada a cabo por el legis­
lador federal, se acercaría mucho a un autén­
tico contralor parlamentario, pero como está
regulado y se practica no tiene sentido su exis­
tencia, pues al Ejecutivo Federal le sobran
investigadores para alcanzar igual propósito.
No hay que olvidar que desde 1947, legalmen­
te se estableció ya un control administrativo
sobre las empresas paraestatales.

El control del poder ejecutivo

El control administrativo de las empresas pú­
blicas, ha sido el más legislado. Tres leyes es­
pecíficas se han expedido para tratar de regu­
larlo en general y otras varias que desde sus
respectivos campos generales derivan acciones
especiales de control sobre ellas.
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Si bien esas tres leyes, la de 1947, la de
1965 y la vigente de 1970 no fueron dictadas
exprofesarnente para establecer un sistema de
control sobre empresas públicas, sí quedaban
éstas incluidas en su régimen general.

Sorprende ahora que, no obstante que es
ostensible el aumento del número de las em­
presas públicas, el crecimiento extraordinario
de muchas existentes y la significación que
han alcanzado algunas inclusive en el orden
internacional, todavía el legislador mantenga
la idea a nuestro parecer equivocada de regular
bajo una misma normativa a empresas públicas
y a organismos públicos que no son tales em­
presas.

Tres décadas y casi un lustro más, desde la
ley de 1947, han transcurrido y el control
administrativo sigue siendo único para todos,
sin ver que por las acciones económicas que
desarrollan las empresas públicas debieran
por esto tener un tratamiento legal separado
y propio.

Llama la atención también que las veces
que el legislador ha tomado la decisión de re­
gularlas dentro de ese marco general, ha sido
primordialmente para perfeccionar el sistema
de control administrativo que ejerce la admi­
nistración central sobre sus acciones. Ha des­
cuidado o se le ha olvidado establecer el status
general de los organismos descentralizados, de
las empresas de participación estatal y de los
fideicomisos públicos. De plano se le han ol­
vidado las empresas públicas. Sólo se ha ocu­
pado de su control por la administración cen­
tral.

No existe un reqimen legal general de la
administración pública paraestatal, ni uno

específico sobre las empresas públicas. Ese
régimen se forma por el agrupamiento de va­
rias leyes: la Ley de Control de 1970, varias
leyes normadoras de materias administrativas
específicas en que incursionan las empresas
públicas y las propias leyes, decretos, que las
han instituido. Todas integran el régimen he­
terogéneo y disperso del sector empresarial
del Estado. Esto sin dejar de tomar en cuenta,
como ya se ha señalado, que en forma coti­
diana' y natural forman parte también de su
entorno jurídico las normas del derecho pri­
vado.

Pero muy a pesar de la obra legislativa pen­
sada para asegurar el éxito de los controles
administrativos, técnicos y financieros, son
frecuentes los fraudes y fracasos en las em­
presas públicas.

No debe atribuirse lo anterior a que el Es­
tado haya entrado a un "hospital de empresas
enfermas" según expresión de Giuseppe Petri­
111. No, lo atribuimos a otros factores pero
principalmente humanos. Mientras la expe­
riencia, la preparación profesional o técnica
no sean requisitos esenciales para dirigir una
empresa pública, la improvisación que se su­
cede cada seis años, al cambio del titular del
Ejecutivo Federal y de sus colaboradores, dará
origen a esos frecuentes cuadros de enferme­
dad iterativa en las empresas del Estado.

Substituir la mentalidad empresarial por la
del poi ítico ocasional, como factor de mando,
es lo característico en no pocas emoresas pú­
blicas mexicanas. Importa la responsabilidad
poi ítica que se juega en ellas, no la responsa­
bilidad empresarial, que suele estar ausente o
muy secundariamente presente.
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Al finalizar los seis años de gobierno federal
interesa más la imagen política del empresario
público que los resultados empresariales de la
empresa pública; estos últimos si fueron ma­
los, ya se arreglaran con el nuevo gobierno de
seis años.

En consecuencia, parece que el éxito o fra­
caso de las empresas públicas depende más del
factor humano responsable de dirigirlas y no
de las leyes que las rigen.

Control Jurisdiccional

Si cada empresa pública tiene su propio solar
de derecho y el entorno de legalidad que las
une no es uniforme, se entenderá que el con­
trol que los tribunales ejercen sobre sus ac­
ciones, también se pulveriza. El control juris­
diccional de las empresas públicas se diver­
sifica.

Es necesario primero entender lo que es el
control de legalidad de tipo jurisdiccional,
sobre las empresas públicas. Comprende los
casos en que se demanda a la empresa pública
ante el tribunal, impugnando la ilegalidad de
sus actos, pero también a aquellos en los cuales
la propia empresa pública es parte actora y
demanda a particulares o a autoridades públi­
cas, sean federales o locales.

Como parte demandada o como parte ac­
tora en un proceso, la empresa pública pone
a prueba su status legal.

Tipo de tribunales

Dos son los sistemas de justicia que se aplican

a las empresas públicas, el judicialista y el
administrativo o francés. En otras palabras,
los tribunales que ejercen su control de lega­
lidad sobre tales empresas forman parte del
Poder Judicial y del Poder Ejecutivo.

Si bien las empresas públicas hoy forman
parte de la administración pública federal, por
mandato del artículo 10. de la Ley Orgánica
de ésta, esto no trae como consecuencia el
que las controversias a que dieren origen sus
actos sean de naturaleza administrativa y por
ende que el sistema de justicia único por apli­
car fuese el de la justicia administrativa.

Verdad es que no produjo ningún cambio
ese precepto en la naturaleza de los actos de
las empresas públicas. Por ejemplo, en el caso
de las empresas de participación estatal y de
los fideicomisos, la justicia aplicable siguió y
sigue siendo la que imparten los tribunales del
derecho común (derecho civil y mercantil).
Los mismos organismos descentralizados, al
realizar numerosos actos o contratos sujetos
a la legislación común, caen también bajo la
órbita de esos tribunales.

Es decir, que según sea la naturaleza del
acto de la empresa pública, así será el tipo de
tribunal que intervenga.

a) Si el acto que origina la controversia es
.administrativo, intervendrá primero el tribu­
nal administrativo, hasta donde llegue su com­
petencia. Es el caso del Tribunal Fiscal de la
Federación (Ley Orgánica, artículo 23).

Si la sentencia del tribunal administrativo
es adversa a la empresa pública, se acudirá a
los tribunales del Poder Judicial. Cuando la
sentencia adversa sea del Tribunal Fiscal de
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la Federaci6n, se recurrirá a la Sala Adminis­
trativa de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación (artículo 242, C6digo Fiscal de la Fe­
deraci6n).

Cuando la sentencia del Tribunal Fiscal sea
contraria al particular, se acudirá a la vía del
juicio de amparo, ante tribunales judiciales:
Juzgado de Distrito, Tribunal Colegiado o la
Sala Administrativa de la Suprema Corte, según
el caso (Ley de Amparo).

Es posible que el acto administrativo de la
empresa pública no pueda enjuiciarse ante un
tribunal administrativo; entonces el particular
utilizará de inmediato el juicio de amparo,
ante el tribunal judicial federal que correspon­
da, conforme a la pretensión que se reclame
(Ley de Amparo).

Todo esto sucede tratándose de empresas
públicas que son de la administración federal,
de donde resulta que son federales también
los tribunales administrativos y judiciales ci­
tados. Pero nada impide aceptar la misma me­
cánica si las empresas públicas son locales, de
los Estados o del Distrito Federal.

Si la legislación de los Estados establece
tribunales administrativos, contra las senten­
cias de éstos procederá el amparo ante los tri­
bunales del Poder Judicial Federal, si fueran
contrarias al particular o bien, en revisión
ante la Suprema Corte o los Tribunales Cole­
giados si fueran adversas a la empresa pública
(artículo 107 fracción 111 de la Constitución
Federal).

En el Distrito Federal existe el Tribunal de
lo Contencioso Administrativo, pero su ley
orgánica no admite juicios en contra de los

actos administrativos de las empresas públicas,
como son Industrial de Abastos y Sistema de
Transporte Colectivo. Siempre tuve la idea
-como magistrado que fui del Tribunal desde
que se inici6- y ahora también, que el proceso
administrativo del Distrito Federal debía com­
prender a todos los organismos descentrali­
zados, cuando menos, pero nunca tuvo éxito
ante las autoridades del Departamento del
Distrito Federal. .

Como se vé, en esta primera regla el pro­
blema será determinar en cada caso si el acto
de la empresa pública, cuya legalidad se cues­
tiona, es o no administrativo.

b) Si el acto que motiva el conflicto no es
administrativo, entonces intervendrán los tri­
bunales federales o los locales, según sea fede­
ral o local la naturaleza de la ley que rija el
acto.

Cuando por ejemplo las empresas públicas
realizan actos sometidos a los códigos civiles,
que son leyes locales de los Estados o del Dis­
trito Federal, serán los tribunales de estas
entidades los que conozcan de las controver­
sias a que den origen aquéllos. En cambio, si
los actos que realizan se sujetan a la legislación
mercantil, por ser ésta federal, serán enton­
ces los tribunales federales los que intervengan
para dar solución a las controversias (salvo los
casos en que se admite la jurisdicción concu­
rrente, tribunales federales o locales). Lo mis­
mo acontecerá en materias federales penales,
laborales y civiles, serán competentes los tri­
bunales federales, por ser federales las leyes
que las regulan. .

Sin embargo, todas las consecuencias que
se derivan de aplicar esa regla dejan de tener
valor y certeza, cuando el legislador al crear
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cada empresa pública detérmina expresamente
que todas las controversias que provoquen las
acciones de ésta serán resueltas por los tribu­
nales federales.

Por ejemplo: Instituto Mexicano de Comer­
cio Exterior, organismo descentralizado, crea­
do por ley publicada en el Diario Oficial del
31 de diciembre de 1970, es una empresa pú­
blica comercial. En el artículo 18 y último de
su ley orgánica se dispone: "El domicilio del
Instituto Mexicano de Comercio Exterior será
el Distrito Federal, y los Tribunales Federales
serán competentes para conocer y resolver
todas las controversias en que sea parte".

Petróleos Mexicanos, empresa pública in­
dustrial y comercial, organismo descentraliza­
do, creado desde 1938, por decreto del 7 de
junio, en su Ley Orgánica publicada en el Dia­
rio Oficial del 6 de febrero de 1971, previene
en su último artículo, 17, primer párrafo, lo
siguiente: "En todos los actos, convenios y
contratos en que intervenga Petróleos Mexica­
nos serán aplicables las leyes federales, y las
controversias en que sea parte, cualquiera que
sea su carácter, serán de la competencia exclu­
siva de los tribunales de la federación".

Comisión Federal de Electricidad, empresa
pública industrial y comercial, organismo des­
centralizado, regulada por la Ley del Servicio
Público de Energía Eléctrica, publicada en el
Diario Oficial del 22 de diciembre de 1975,
sigue el mismo régimen. En el artículo 45,
último de la ley, se expresa: "En todos los ac­
tos, convenios y contratos en que intervenga
la Comisión Federal de Electricidad, serán
aplicables las leyes federales conducentes, y
las controversias en que sea parte serán de la
competencia exclusiva de los Tribunales de

la Federación, quedando exceptuada ~e otor­
gar garantías que se exigen a los particulares
de dichas controversias".

Ferrocarriles Nacionales de México, empre­
sa pública comercial, organismo descentrali­
zado, creado por ley publicada en el Diario
Oficial del 30 de diciembre de 1948, en la
cual se dice: "Artículo 23. Las controversias
en que sea parte Ferrocarriles Nacionales de
México, serán de la competencia exclusiva
de los Tribunales Federales, con excepción
de aquellas cuyo conocimiento corresponda a
la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje".

Existen desde luego casos de otros organis­
mos descentralizados creados por ley del Con­
greso de la Unión o por decreto del Ejecutivo
Federal, en que nada se resuelve sobre la juris­
dicción de los tribunales competentes.

Por ejemplo: Comisión Nacional de la In­
dustria Azucarera, empresa pública industrial,
organismo descentralizado creado por decreto
del Ejecutivo Federal publicado en el Diario
Oficial del 18 de diciembre de 1970, padece
ese vacío.

Forestal Vicente Guerrero. empresa pública
industrial y comercial, organismo descentrali­
zado creado por decreto del Ejecutivo Federal
publicado en el Diario Oficial del 2 de agosto
de 1972, sufre igual falta.

Productos Forestales de la Tarahuamara,
empresa pública industrial y comercial, orga­
nismo descentrplizado creado por decreto del
Ejecutivo Federal publicado en el Diario Ofi­
cial del 14 de agosto de 1972, nada resuelve.
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Comisión de Fomento Minero, empresa pú­
blica industrial, organismo descentralizadD
creado por la Ley Reglamentaria del Artículo
27 Constitucional en Materia Minera, capítulo
décimo, publicado en el Diario Oficial del 22
de diciembre de 1975, nada previene al res­
pecto.

Consejo de Recursos Minerales, CDn los mis­
mos datos del anterior organismo, incurre en
igual vacío.

Para estos casos de ausencia de mandato le­
gal, son aplicables los criterios vistos en los
apartados al y b).

Con las empresas de participación estatal
mayoritaria y los fideicomisos públicos la le­
gislación no es uniforme o, nada determina
por lo general. Debe estarse entonces a la
materia en que incursionan las acciones que
desarrollan.

Empresas públicas de la importancia y mag­
nitud de Nacional Financiera, S.A., Bsnco de
MéxicD, S.A. y Banco Nacional de Obras y
Servicios Públicos, S.A., en sus respectivas
leyes orgánicas, nada previenen.

Tal vez la aparente imprevisión en los esta­
tutos orgánicos de las empresas y los fideico­
misos se explica por la obvia mercantilidad de
sus acciones, que forzosamente las lleva a
comparecer ante los tribunales federales D
locales por concurrencia de jurisdicción. Por
otra parte la necesaria presencia de leyes ad­
ministrativas con las Que el Gobierno Federal
interviene para controlar y vigj¿ar su marcha y
señalarles rumbos o marcos a sus acciones, de
nueva cuenta las obligará a acudir ante la ju­
risdicción de los tribunales federales.

A nadie escapa la realidad existente de que
las empresas y fideicomisos de que se habla
están enmarcados por leyes administrativas
como son: la Ley Orgánica de la Administra­
ción Pública Federal; la Ley para el Control,
por parte del Gobierno Federal, de los Orga­
nismos Descentralizados y Empresas de Par­
ticipación Estatal; la Ley General de Bienes
Nacionales; la Ley de Obras Públicas; la Ley
sobre Adquisiciones, Arrendamientos y Alma­
cenes de la Administración; la Ley de Deuda
Pública; la Ley de Presupuesto, Contabilidad
y Gasto Público, etcétera.

Todavía más, el entorno legal de estas em­
presas públicas se forma también por leyes
administrativas. Por ejemplo, Ley Federal de
Aguas, Ley Reglamentaria del Artículo 27
Constitucional en Materia Minera, Código
Sanitario, Ley de Vías Generales de Comuni­
cación, Código Aduanero, Código Fiscal de
la Federación, Ley de Impuesto sobre la Ren­
ta, etcétera.

En suma, por regla general son los tribuna­
les federales, judiciales o administrativos, los
órganos jurisdiccionales competentes para
conocer de la materia contenciosa de las em­
presas públicas, sea administrativa o no ad­
ministrativa.

Todo lo anterior hace ver por otra parte,
que en el derecho mexicano no existe un tri­
bunal para el enjuiciamiento de las empresas
públicas.

Actos y sujetos

Sabemos que depende de la naturaleza del
acto o de la ley del acto la determinación del
tribunal competente, pero ignoramos hasta
ahora otro dato básico. Es decir, ¿qué actos
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de las empresas públicas pueden controlarse
jurisdiccionalmente?

Gran parte de la respuesta se tendría si se
llegase a aceptar que todas las empresas pú­
blicas, por formar parte de la administración
pública federal como lo previene el artículo
10. de la Ley Orgánica de ésta, son autorida­
des administrativas. Entonces procedería el
juicio de amparo por violación de las garan­
tías individuales, la de audiencia y legalidad
principalmente. Pero la realidad es otra.

Contados organismos descentralizados han
sido considerados por la Suprema Corte de
Justicia como autoridades para los efectos
de intentar el amparo en contra de ellos (Fe­
rrocarriles Nacionales de México, Petróleos
Mexicanos) .

No existe ley que en forma general dé res­
puesta a si todos o sólo algunos, son los actos
enjuiciables. Ni la ley del acto lo hace, quizá
con alguna rara excepción.

Por lo pronto no existe taxativa legal para
impugnar cualquier acto de las empresas púo
blicas ante el tribunal del acto o de la ley del
acto.

Para el tribunal importa la naturaleza de la
ley del acto o de éste mismo, pero no la del
sujeto del acto. El sujeto podrá influir para
determinar la naturaleza del acto o de la ley,
pero no es determinante en forma absoluta.
Sea que el acto provenga de organismo des­
centralizado, empresa de participación estatal
o fideicomiso público, la naturaleza civil, mer­
cantil, penal del acto no depende del tipo de
alguno de tales sujetos.

Por el sujeto, no es posible determinar ni
los actos impugnables ni el órgano jurisdiccio­
nal competente. Basta un ejemplo, ante la im­
posibilidad de citar otros en esta exposición
por naturaleza breve.

¿Qué tribunal es el competente para cono­
cer de las controversias suscitadas por el ser­
vicio o trabajo prestado por los trabajadores
de un organismo descentralizado, (empresa
pública)?

Por principio se podría razonar diciendo
que si el patrón es un organismo descentrali­
zado que es parte de la administración pública,
la respuesta que debiera darse es que el tribu­
nal competente lo es el Tribunal Federal de
Conci liación y Arbitraje de los Trabajadores
del Estado.

Esa respuesta encontraría apoyo en la Ley
Federal de Trabajadores al Servicio del Estado,
cuyo artículo primero fija el ámbito de su ju­
risdicción e inclusive en la misma a.los trabaja­
dores de los organismos descentralizados, de
los que él enumera y " ... de los otros organis­
mos descentralizados, similares a los anteriores
que tengan a su cargo función de servicios
públicos ... '',

Sin embargo, antes de que se expidiera esa
ley, que se publicó en el Diario Oficial del 28
de diciembre de 1963, se adicionó la fracción
XXXI al artículo 123 de la Constitución Fe­
deral, publicada en el Diario Oficial del 18 de
noviembre de 1942, en la que se dispuso: "La
aplicación de las leyes del trabajo corresponde
a las autoridades de los Estados en sus respec­
tivas jurisdicciones, pero es de la competencia
exclusiva de las autoridades federales, en asun-
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tos relativos a la industria textil, eléctrica,
cinematDgráfica, hulera y azucarera, minera,
hidrocarburos, ferrocarriles y empresas que
sean administradas en forma directa D descen­
tralizada por el Gobierno Federal".

A la luz de esa adición constitucional, la ley
y el tribunal para los trabajadores de tales
"empresas descentralizadas" serían la Ley Fe­
deral del Trabeio y las Juntas Federales de
Concillaclón y Arbitraje. En esta situación se
ubican actualmente, empresas descentralizadas
CDmD Ferrocarriles Nacionales de MéxicD, CD­
misión Federal de Electricidad y Petróleos
Mexicanos, por ejemplo.

Tiempo después, el artículD 123 Constltu­
cional acoqió el apartado B, normativa espe­
cial para los trabajadores del Estado y el textD
original del articulo se convirtió en apartado
A. Esta adición se produjo en el año de 1960
y se publicó en el Diario Oficial del 5 de di­
ciembre de ese año.

ND obstante el apartado B no cambió el
principio contenido en el texto de la fracción
XXXI, ahora del apartado A del artfculo 123,
que aunque ha modificado su redacción, sigue
disponiendo: "La aplicación de las leyes de
trabajo corresponde a las autoridades de los
Estados, en sus respectivas jurisdicciones,
pero es de la competencia exclusiva de las
autoridades federales en los asuntos relativos
a: a) .... bl, Empresas: 1. Aquellas que sean
administradas en forma directa D descentrali­
zada por el Gobierno Federal. .,",

Aquella ley de 1963, CDmD se vé, se apoyó
en el apartado B del 123. En la fracción XII
de este apartado se prevé: "Los conflictos
individuales, colectivos o intersindicales, serán

sometidos a un Tribuna; Federal de Concilia­
ción y Arbitraje, integrado según ID prevenido
en la ley reglamentaria", ley que es la de 1963.

Ahora bien, cuál es la norma a cumplir. El
apartado A, somete a los trabajadores de las
empresas descentralizadas a la Ley Federal
del Trabajo (antes y después de entrado en
viqor el apartado B) y por ende a la jurisdicción
de IDs tribunales laborales: Junta Federal de
Conciliación y Arbitraje. El apartado B, no es
tan expl (cito acerca de las empresas descen­
tralizadas. Sus reglas laborales se aplican según
el textD que la encabeza: "Entre los Poderes
de la Unión, el Gobierno del DistritD Federal
y sus trabajadores ...", Se pregunta ¿dentro
de la expresión Poderes de la Unión, están
comprendidas las empresas descentralizadas?
PDr ID que recoge la ley reglamentaria de ese
apartado B, en su artfculo 1D., comentado, se
interpreta que sí, puestD que expresamente
incluye a orqenisrnos descentraílzados, claro
que reunan las características ah í señaladas.

Se crea así un conflicto entre ID que orde­
na el apartado A del 123 y ID que manda la
ley reglamentaria del apartado B, pues ambas
reqlarnentaciones laborales pretenden ser el
régimen propio para los trabajadores de las
empresas descentralizadas.

A nuestro juicio se excedió la ley reglamen­
taria del apartado B CDn incluir bajo su régimen
a los orqanismos descentralizados, CDmD se
sigue excediendo el Congreso de la Unión y
el Ejecutivo Federal cuando sujetan a ese
apartado a los orqanisrnos descentralizados
que van creando,

En el derecho positivo nos encontrarnos
con ID siguiente. Un qrupo de orqenismos des-
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centralizados sujetos a la Ley Federal del Tra­
bajo y otro, a la Ley Federal de Trabajadores
al Servicio del Estado, y por consecuencia
sometidos en la resolución de sus conflictos
laborales a distintos tribunales federales.

Por el examen de esa realidad se puede ase­
gurar que no se ha seguido criterio objetivo
alguno para tal separación o doble agrupa­
miento. Menos aún cuando se guarda silencio
sobre el régimen laboral a seguir respecto a
los trabajadores del organismo descentralizado
que se crea.

Parécenos que la solución más congruente
sería la siguiente. Reformar el texto de la frac­
ción XXXI Y precisar que tales empresas des­
centralizadas son las que realizan actividades
económicas de producción o comercialización
de bienes o servicios. Luego, reformar el texto
de la ley reglamentaria del apartado B y seña­
lar que sólo se comprenderán bajo su égida a
los descentralizados que por exclusión no lle­
ven a cabo aquellas actividades económicas
como objeto central de sus atribuciones.

Claro es que mientras esas reformas no se
sucedan, entre las dos verdades legales, apa­
rente o realmente vigentes, el tribunal dictará
su verdad legal.

Si bien el conflicto podría disminuir en su
dimensión para los tribunales, si el legislador
cada vez que crea una empresa pública des­
centralizada, determina el régimen laboral
aplicable y entonces la problemática pasaría
al legislador mismo pues es él quien tendría la
decisión; empero, los afectados inconformes,
discutirían esa decisión ante los tribunales.
Luego los tribunales no escaparían a tener que
decir la verdad legal en cada caso.

Después de la Ley de 1963 y frente a los
dos apartados del artículo 123 de la Constitu­
ción, el legislador federal, gracias a las inicia­
tivas que le envía el Ejecutivo Federal, ha de­
cidido que unos descentralizados se rijan por
la Ley Federal del Trabajo y otros por la Ley
Federal de Trabajadores al Servicio del Estado
sin justificar el por qué de esa dualidad de re­
gímenes para sujetos de la misma naturaleza
jurídica.

Parece que no es el sujeto el que influye
para que el legislador se decida por una u otra
ley y por consecuencia, por el tribunal compe­
tente laboral. Pensamos que es mas bien la
naturaleza de las acciones que van a desarro­
llar, aunque no es así en todos los casos.

Imposible por ejemplo, por diversas razones
de carácter nacional, que el legislador hubiera
metido al régimen burocrático a los trabajado­
res de las grandes empresas como Petróleos
Mexicanos, Comisión Federal de Electricidad
y Ferrocarriles Nacionales de México. Su do­
minante, por no decir exclusiva actividad eco­
nómica, excluiría aquel régimen. Como tam­
bién chocaría ver a universidades, institutos
médicos, centros de investigación, cuyas
acciones son de naturaleza no empresarial so­
metidas al apartado A del 123.

En cambio para la empresa de participación
estatal y los fideicomisos públicos, esa situa­
ción laboral no tiene complicaciones. Todos
sus trabajadores se rigen por la Ley Federal
del Trabajo.

En la vida poi ítica del país, si pudiera pre­
guntarse a los trabajadores de una empresa
pública qué régimen laboral preferirían, esta­
mos seguros que la respuesta unánime sería en
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favor de la Ley Federal del Trabaio. Las razo­
nes de preferencia básicamente SDn de seguri­
dad jurídica laboral,

CDn la Ley Federal del Trabajo se tiene la
certeza y seguridad en el empleo o prestación
del servicio, pues se escapa CDn ella al rnovi­
mientD casi completo que se produce al cam­
bio del qobierno federal D al que se realiza al
sustituirse a cualquiera de los principales titu­
lares de una dependencia burocrática. En estos
sucesos pDI íticos, basta la palabra del superior
jerárquico para que el trabajador público cese
en sus labores, sin posibilidad alguna de bus­
car la tutela del tribunal burocrático, cuyos
servicios se niegan al trabajador de confianza
por la ley de la especie, excepto para los de
base que SDn los de menor jerarqu ía y que
están fuera de los niveles técnicos más impor­
tantes.

A diferencia, cuando la palabra del poi (tico
se empeña en cesar a un trabajador tutelado
por la Ley Federal del Traba]o, sabe que tendrá
que indemnizar a éste y que tal decisión por
ID tanto representa una carga financiera para
la empresa pública.

Este trabajador, por otra parte, podrá recla­
mar ante los tribunales de trabajo su indem­
nización si fuese necesario D su restitución;
dos beneficios de que no disfruta ningún tra­
bajador (de confianza) al servicio del Estado.

ND hay que olvidar que el trtulo de trabaja­
dor de confianza no significa lo que sus pala-

bras revelan, es simplemente una cateqona
burocrática en que por igual lo ostentan las
máximas autoridades administrativas del país
CDmD hasta modestos trabajadores de oficina
de trámite.

Sin poder evitarlo D tolerándolo, el legis­
lador ha formado dos clases de personas que
prestan servicios al Estado, los privilegiados
que trabajan al amparo de la Ley Federal del
Trabajo y especialmente en empresas públicas,
y los proletarios que trabajan con la ley bu­
rocrática.

ND sería posible profundizar más en este
ejemplo, que por sí sDID refleja la compleja
urdimbre jurídica en que desarrollan sus ac­
clones las empresas públicas.

Conclusión Final

ND existe ley que regule a las empresas públi­
cas CDn este carácter.

ND existe ley que regule el control jurisdic­
cional de las empresas públicas tomendo a
éstas en su carácter de tales sujetos,

PDr el contrario, priva el casu ísmo para lle­
var a cabo el control jurisdiccional, partiendo
de la naturaleza jurídica de cada acto, acción
D actividad que desarrollen las empresas pú­
blicas.



LAS EMPRESAS DE PARTlCIPACION ESTATAL MINORITARIA

Irma Cue de Duarte

INTRODUCCION

Con el propósito de racionalizar el uso de los
recursos financieros con que cuenta la dminis­
tración pública federal, se han dictado diversas
medidas en todas sus áreas de competencia y
acción; atendiendo a esta finalidad, el presente
trabajo expone algunos puntos de vista sobre
la participación estatal en las empresas, cuan­
do la misma se realiza en forma minoritaria.

El desarrollo de esta exposición se inicia
haciendo una suscinta referencia al contenido
del Plan Global de Desarrollo 1980-1982 en
materia de poi ítica económica general, espe­
cíficamente en lo relacionado con las empre­
sas públicas. para conocer, en primer término,
cuáles objetivos son prioritarios para tal acti­
vidad y cómo van a cumplirse.

A fin de determinar de qué manera las em­
presas de participación estatal minoritaria
pueden coadyuvar a los propósitos expresados
en el Plan Global de Desarrollo, se definen y
ubican dentro de la administración pública
federal se estudia su inclusión tamo en el
acuerdo de sectorización como en el registro
de la administración pública paraestatal y se
dan las principales características de las socie­
dades anónimas así como de la modalidad de
capital variable, toda vez que hasta ahora,
todas-las empresas de participación estatal mi­
noritaria pertenecen a ese grupo de sociedades
mercantiles.

Al concluir cada uno de los apartados se
anota una sugerencia específica respecto del
tema tratado, y la parte final comprende las
recomendaciones generales que en concepto
de la autora ayudarán a hacer congruente la
participación estatal dentro de las empresas
públicas con los objetivos del Plan.
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PLAN GLOBAL DE DESARROLLO
1980-1982

El Plan Global de Desarrollo expresa en mate­
ria de empresas públicas, que toca al Estado
promover el fortalecimiento de dichas empre­
sas que considera agentes dinamizadores efi­
cientes del proceso de desarrollo del país,
puesto que mediante ellas el Estado interviene
directamente en la producción de bienes y ser­
vicios que garanticen:

a) el suministro de insumos básicos;
b) la disponibilidad de energéticos;
c) la creación de econom ías externas;
d) la competencia en los mercados nacio­

nal e internacional;
e) el avance técnico, y
f) la correcta distribución de los benefi­

cios.

Dichas empresas son también instrumentos
de que dispone la acción pública para ampliar
la infraestructura, los servicios esenciales y la
industria básica, y coadyuvar a la generación
de empleos suficientes, expandi r el mercado y
avanzar en la distribución del ingreso mediante
la extensión del bienestar social.

El Plan alerta sobre el riesgo de que los re­
cursos generados por la industria petrolera
deban utilizarse como subsidios para otras
actividades económicas, por lo que la estrate­
gia del sector paraestatal debe ser:

a) aumentar su productividad;
b) mejorar su operación, su administración

y sus relaciones laborales, y
c) generar un volumen de ahorro corriente

que le permita financiar una buena parte
de su inversión.

Como las empresas públicas deben adecuar
su acción a los objetivos prioritarios señalados
en el Plan, la misma debe atender a las siguien­
tes materias:

a) Los precios y tarifas deben ser adecua­
dos a fin de que las empresas estén en
posibilidad de cubrir sus gastos corrien­
tes y de operación y financiar su inver­
sión;

b) Los programas de la empresa deben
comprender y reflejar su productividad
y eficiencia;

e] Los programas de inversiones compren­
derán -en su caso- una poi ítica de en­
deudamiento de acuerdo a su generación
de recursos;

d) Las aportaciones patrimoniales deberán
convertirse en el renglón de ajuste para
superar problemas financieros;

e) El capital y la mano de obra guardarán
una relación adecuada y se buscará la
adopción de tecnologías convenientes;

f) La gestión administrativa debe moderni­
zarse especialmente en los aspectos de
evaluación, vigilancia y control, y

g) El tamaño de la empresa será el adecua­
do para contribuir a la densidad econó­
mica del país y fortalecer su indepen­
dencia como nación.
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Para lograr lo anterior, el Plan Global de
Desarrollo determina como acciones impor­
tantes: la fijación de precios razonables, la
transparentación de subsidios, la agrupación
de empresas por ramas afines, aumentar en
productividad, capacitar sus recursos y atender
a las relaciones laborales, vigilar interna y ex­
ternamente la marcha de las empresas, evaluar
sus acciones, definir objetivos y metas especí­
ficos tanto económicos como financieros,
coordinarse inter e intrasectorialmente,' y fi­
nalmente adecuar el marco legal en materia
de control y vigilancia.

El Plan no define a las empresas públicas,
mencionando empresas y organismos en tér­
minos genéricos por lo que es necesario acudir
a la legislación vigente para conocer cuáles son
las empresas públicas.

ADMINISTRACION PUBLICA
PARAESTATAL

Definición e Integrantes

der Ejecutivo de la Unión, en los términos de
las disposiciones legales correspondientes.'

La propia Ley Orgánica define:

1. A los organismos descentralizados como
las instituciones creadas por el Congreso de la
Unión o por el Ejecutivo Federal, con perso­
nalidad jurídica y patrimonio propios, cual­
quiera que sea la forma o estructura legal que
adopten.é

2. A las empresas de participación estatal
mayoritaria como aquellas que satisfagan algu­
no de los siguientes supuestos:

a) Que el Gobierno Federal, el Gobierno del Dis­
trito federal, uno o más organismos descentraliza­
dos, otra y otras empresas de participación estatal
mayoritaria, una o más instituciones nacionales de
crédito u organizaciones auxiliares nacionales de
crédito, una o varias instituciones nacionales de se­
guros o de fianzas. o uno o más fideicomisos pú­
blicos, considerados conjunta o separadamente,
aporten o sean propietarios del 50 por ciento o
más del capital social;

b) Que en la constitución de su capital se hagan
figurar acciones de serie especial que sólo puedan
ser suscritas por el Gobierno Federal; o

La Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal no define a la administración públi­
ca paraestatal, pero establece sus bases de or­
ganización y determina que los organismos
descentralizados, las empresas de participación
estatal -incluyendo a las instituciones nacio­
nales de crédito, organizaciones auxiliares na­
cionales de crédito e instituciones nacionales
de seguros y fianzas- así como los fideicomi­
sos, son las entidades de la administración
pública paraestatal de las que se auxilia el Po- 2

el Que al Gobierno Federal corresponda la facul·
tad de nombrar a la mayoría de los miembros del
consejo de administración, junta directiva y órga­
no de gobierno, designar al presidente, al director,
al gerente, o cuando tenga facultades para vetar
los acuerdos de la asamblea general de accionistas,

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, ar­
tículo 30.

Ibidem., art ículo 45.
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del consejo de administracióno de lajunta directiva
y órganode gobiernoequivalente.3

d) Que la mayoría de los asociados en las socieda­
des y asociaciones civiles sean dependencias o enti­
dades propietarias del 50 por ciento o más del ca­
pital social o alguna o varias de ellas se obliguen a
realizar o realizan lasaportaciones económicas pre­
pronderantes. Esta figura de asimilación a mayori­
tarias es nueva dentro de la Administración Pública
Paraestatal.f

3. A las empresas de participación minori­
taria, como las sociedades en las que uno o
más organismos descentralizados, otra u otras
empresas de participación estatal mayoritaria
consideradas conjunta o separadamente posean
acciones o partes de capital que representen
menos del 50 por ciento y hasta el 25 por
ciento de aquél.5

4. A los fideicomisos, como los que se esta­
blecen por la Secretaría de Hacienda y los que
se crean con recursos de las entidades que con
anterioridad aquí se han mencíonedo."

Queda así definido con claridad cuales son
las entidades que conforman la administración
pública paraestatal que se suma a la centraliza­
da para formar, como un todo, a la adminis­
tración pública federal.

Como el objeto de la presente exposición es
estudiar la importancia de la participación es­
tatal cuando se hace en forma minoritaria en

sociedades mercantiles, es necesario mencionar
que la Ley Orgánica de la Administración PÚ­
blica Federal establece que la vigilancia de tal
participación estatal se ejerce por un comisario
que es designado por el Secretario de Estado o
Jefe de Departamento Administrativo encar­
gado de la coordinación del sector correspon­
diente y que las relaciones de estas empresas
con la administración pública federal son las
que determine la ley. 7

Esta disposición hace necesario 1) determi­
nar qué es la coordinación de un sector, y 2)
cuáles son las relaciones de las empresas de
participación estatal minoritaria con la admi­
nistración pública federal.

Por cuanto al primer punto, la propia Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal
establece que el Presidente de la República
estará facultado para determinar agrupamien­
tos de entidades de la administración pública
paraestatal, por sectores definidos, a efecto
de que sus relaciones con el Ejecutivo Federal,
en cumplimiento de las disposiciones legales
aplicables, se realicen a través de la Secretaría
de Estado o Departamento Administrativo
que en cada caso designe como coordinador
del sector correspondiente y éstos deberán
planear, coordinar y evaluar la operación de
las entidades de la administración paraestatal
que aquél les deterrnlne.f

Con base en ello, a las empresas de partici­
pación estatal minoritaria que queden com­
prendidas en un sector administrativo deter-

3

4

5

a

Ibid., artíeulo46.

¡bid., .dculo47.

¡bid., artículo 48.

Ibid., articulo 48.

7

8
Ibid., artículo 49.

Ibid., artículos SOy 51.
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minado, el coordinador de sector -Secretario
de Estado o Jefe de Departamento Adminis­
trativo- les designará al comisario encargado
de la vigilancia del interés patrimonial de la
administración pública federal en esa empresa.

Por cuanto al segundo punto, la misma Ley
determina la obligación para este tipo de em­
presas de proporcionar a las demás entidades
del sector en donde se encuentran ubicadas
la información y datos que le sean solicitados.

Es conveniente destacar que la Ley de Pre­
supuesto, Contabi lidad y Gasto Público Fede­
ral 9 excluye a las empresas de participación
estatal minoritaria de su texto y la misma ex­
cepción se infiere de la Ley General de Deuda
Pública; en cambio, la Ley sobre Adquisicio­
nes, Arrendamientos y Almacenes de la Admi­
nistración Pública Federal las comprende al
determinar en su artículo 20. que: "Para los
fines de esta Ley se entiende por dependencia
y entidades las mencionadas en la Ley Orgáni­
ca de la Administración Pública Federal. .. " y
toda vez que esta Ley alude a las empresas de
participación estatal minoritaria, quedan com­
prendidas para efectos de la de adquisiciones
o de cualquier otro ordenamiento que se re­
fiera en esos términos a las entidades en gene­
ral.•

Las Leyes de Presupuesto y Deuda fueron
publicadas en diciembre de 1976, la de Adqui­
siciones en diciembre de 1979 y la de Bienes
Nacionales en enero de 1982, lo que marca,

en tiempo y en concepcron, una diferencia
por cuanto a considerar o exclui r a las empre­
sas de participación estatal minoritaria de las
regulaciones que contienen los preceptos que
se mencionan.

Si se desea que las disposiciones jurídicas
de las leyes de Adquisiciones y de Bienes Na­
cionales sean aplicables a las empresas de par­
ticipación estatal minoritaria, será menester
reglamentar dicha Ley, pues no sería posible
aplicar los mismos criterios para un descen­
tralizado, una mayoritaria o un fideicomiso
en los que normalmente el Estado participa
de manera preponderante, a donde lo hace de
manera minoritaria.

SECTORIZACION

La facultad que al Titular del Ejecutivo Fede­
ral otorga la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal para determinar sectores defi­
nidos,10 estuvo expresada originalmente en el
acuerdo presidencial del 13 de enero de 1977
publicado en el Diario Oficial del 17 del mis­
mo mes y año que creó un sector administra­
tivo por cada una de las dependencias del
Poder Ejecutivo Federal" y fue modificado
en diversas ocasiones para reagrupar a las en­
tidades paraestatales exitentes. Una de tales
modificaciones (mayo de 1977) adicionó las
empresas de participación estatal minoritaria
a los sectores para efectos de que el Secretario

9 Situación que se refleja en el Presupuesto de Egresos de
la Federación.
Ley General de Bienes Nacionales. Diario Oficial del 8
de enero de 1982.

10 Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, ar­
ticulo 50.

11 Excepto la Secretaría de Marina.
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o Jefe de Departamento correspondiente
nombrara al comisario de dichas entidades.

Este acuerdo fue abrogado por decreto del
17 de marzo de 1981 publicado en el Diario
Oficial del 10. de abril del año citado, que
agrupa a las entidades por sectores para con­
tener exclusivamente todas las modificaciones
realizadas durante cuatro años y le fueron su­
primidos los arnculos que conten lan ciertas
reglas de actividad entre coordinador-entidad,
posiblemente por considerar que las mismas
se encontraban establecidas ya en otros orde­
namientos legales.

Seis sectores administrativos tienen em­
presas de participación estatal minoritaria
(Hacienda y Crédito Público, Patrimonio y
Fomento Industrial, Agricultura y Recursos
Hidráulicos, Comunicaciones y Transportes,
Turismo y Pesca). con un total de 64 entidades
de las cuales se reportan 9 en liquidación.

Por su parte el registro de la administración
pública paraestatal publicado por la Secretaría
de Programación y Presupuesto en el Diario
Oficial del 15 de enero de 1981 registró 54
empresas de las cuales ocho aparecen registra­
das "en liquidación", faltando en este registro
con tal característica Renault Mexicana, S.A.
de C.V.

El Acuerdo de Sectorización contiene más
entidades que el registro que tiene a su cargo
la Secretaría de Programación y Presupuesto y
al cotejar ambos listados se encuentra que fal­
tarían en el segundo las siguientes empresas
de participación estatal minoritaria:

Banco Refaccionario de Jalisco, S.A.
Altos Hornos de Centroamérica, S.A.

Compañía Minera Cedros, S.A. de C.V.
Compañía Minera Nacozari, S.A. de C.V.
Formatos APB, S.A.
Tu rborreactores, S.A. de C.V.
Impulsora La Forestal S. de R.L. de I.P. y
C.V.
Mezcal Santiago, S.A.
Empresa Mexicana de Transporte Multimo­
dal, S.A.
Naviera Multinacional del Caribe.

Dado el periodo transcurrido entre las fe­
chas de publicación de ambos documentos
-dos meses- es explicable que existan algu­
nas diferencias; sin embargo, conviene señalar
que el registro se lleva con base en la Ley para
el Control, por parte del Gobierno Federal, de
los Organismos Descentralizados y Empresas
de Participación Estatal y el Acuerdo de Sec­
torización está fundado en la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal.

Como la Ley para el Control excluye ex­
presamente de las disposiciones contenidas
en dicho Ordenamiento a las instituciones ele
crédito, de seguros y de fianzas, así como a las
instituciones educativas, el registro de paraes­
tatales omite al Banco Refaccionario de Ja­
lisco, S.A. por ejemplo, en cambio, la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal
expresamente incluye a las instituciones de
crédito, seguros y fianzas e impl ícitamente a
las instituciones educativas, toda vez que el
Acuerdo de ella derivado sectoriza unas y
otras.

Es recomendable tener en cuenta esta diver­
gencia a fin de que cuando se modifique la
Ley para el Control, o se expida otra, se haga
la equivalencia con la Ley Orgánica de las en­
tidades a las que le será aplicable.
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Todas las empresas de participación estatal
minoritaria son sociedades anónimas,'2 con­
tando a veces con la modalidad de capital va­
riable, por lo que a continuación señalamos
algunos puntos esenciales sobre la figura de la
sociedad anónima, así como la modalidad ci­
tada, de acuerdo con la legislación en vigor.

SOCIEDAD ANONIMA

La Ley General de Sociedades Mercantiles de­
termina que la sociedad anónima es la que
existe "bajo una denominación y se compone
exclusivamente de socios cuya obligación se
limita al pago de sus acciones".' 3

La disposición transcrita nos da los carac­
teres esenciales de este tipo de sociedades:

PRIMERO. Que debe tener una denomina­
ción, que "se formará libremente, pero será
distinta de la de cualquier otra sociedad y al
emplearse será siempre seguida de las palabras
sociedad anónima o de su abreviatura, S.A." 14

La Secretaría de Relaciones Exteriores, al
conceder el permiso para autorizar la consti­
tución de la sociedad -cumpliendo con lo
ordenado por la Ley y Reglamento de los pá­
rrafos 1 y IV del artículo 27 constitucional en

12 Impulsora La Forestal, S. de R.L. de I.P. y C.V. y Cales
Ejidales de Santa Lucia del Camino, S. de R.L. serán
retiradas próximamente del Acuerdo de Sectortzaclón.

13 Lev General de Sociedades Mercantiles, articulo 87.

14 tbidem.. artículo 88.

esta materia- lleva un registro de sociedades y
asociaciones y no confiere permisos para so­
ciedades cuya denominación sea idéntica a
otra ya constituida.

SEGUNDO. Que los participantes en la so­
ciedad reciben el nombre de socios pudiendo
éstos ser personas físicas o morales y nunca en
número inferior a cinco.'5

La obligación de los socios está limitada al
pago de sus acciones que en total forman el
capital social, mismo que no deberá ser menor
de $25,000.00 y estar íntegramente suscrito
al momento de la constitución, que se exhiba
en dinero en efectivo, cuando menos, el 20
por ciento del valor de cada acción pagadero
en numerario y que se exhiba íntegramente el
valor de cada acción que haya de pagarse en
todo o en parte con bienes distintos del nu­
merario.

Las sociedades anónimas pueden constituir­
se por suscripción pública o por comparecen­
cia ante notario, siendo esta última forma la
más usual dentro de la práctica mexlcane.!"

El capital social de una sociedad anónima,
como ya se dijo, está constituido por acciones
y la regla general es que cada acción otorga
derecho a un voto; sin embargo, se acepta que
alguna acción sólo tenga derecho a votar en
las asambleas extraordinarias y no en las ordi­
narias. Si se restringe el derecho de voto, los
tenedores de este ti po de acciones tienen a
cambio las siguientes ventajas:

15 /bid, artículo 89.

16 Ibid., artículo 90.
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Reciben preferentemente un dividendo mí­
nimo del 5 por ciento; sus acciones les son
reembolsadas antes que las ordinarias en caso
de liquidación; pueden tener un dividendo
superior y se equiparan a las minorías para
oponerse a las decisiones de las asambleas y
para revisar el balance y los libros de la socie­
dad.!?

Existen también socios fundadores que son
los que redactan y depositan en el Registro
Público de Comercio el programa por el cual
habrá de constituirse una sociedad anónima
por suscripción pública o bien los otorgantes
del contrato social. Como ya hemos dicho que
el primer caso se da en ocasiones limitadas
debe entenderse que los socios fundadores son
los otorgantes del contrato social y aun cuando
pueden estipularse a su favor algunos benefi­
cios, éstos están regulados en la propia Ley,
puesto que ninguno de tales beneficios puede
menoscabar el capital social, "ni en el acto de
la constitución ni para lo porvenir. Todo pac­
to en contrario es nulo",'8

Igualmente se limita la participación conce­
dida a los fundadores en las utilidades anuales
ya que ésta no puede exceder del 10 por cien:
to, ni abarcar un periodo de más de diez años
a partir de la constitución de la sociedad. Ade­
más, tal participación no podrá cubrirse sino
hasta después de haberse pagado a los accio­
nistas un dividendo de 5 por ciento sobre el
valor exhibido de sus acciones.' 9

17 Ibid., artículo 113.

'8 tbid..• • rt lculo 104.

'9 Ibid.. • rt ícalo 'OO.

Así como la calidad de socio está expresada
por la tenencia de acciones, para acreditar la.
participación de los fundadores se expiden
títulos especiales denominados bonos de fun­
dador, que no se computan en el capital social,
ni autorizan a sus tenedores para participar
en él a la disolución de la sociedad, ni para
intervenir en su administración. Sólo confieren
el derecho de percibir la participación en las
utilidades que el bono expresa y por el tiempo
que en el mismo se indique.2o

TE RCERO. En las disposiciones generales
de la Ley que se estudia encontramos que la
sociedad anónima es una sociedad mercantil,
que tiene una personalidad jurídica distinta
de los SOciOS,21 que debe tener un objeto lícito
y que la escritura constitutiva deberá contener:

1. Los nombres, nacionalidad y domi­
cilio de las personas físicas o morales
que constituyan la sociedad;

11. El objeto de la sociedad;
111. Su razón social o denominación;
IV. Su duración;
V. Su importe del capital social;

VI. La expresión de lo que cada socio
aporte en dinero o en otros bienes;
el valor atribuido a éstos y el criterio
seguido para su valorización.
Cuando el capital sea variable, as í
se expresará, indicándose el mínimo
que se fije;

VII. Las partes exhibidas del capital so­
cial;

20 Ibid. • • rtículos 106 y 107.

21 Ibid., artículo 20.
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VIII. El número, valor nominal y natura­
leza de las acciones en que se divide
el capital social;

IX. La forma y términos en que deba
pagarse la parte insoluta de las ac­
ciones;

X. La participación en las utilidades
concedidas a los fundadores;

XI. El domicilio de la sociedad;
X11. Las facultades de la asamblea gene­

ral y las condiciones para la validez
de sus deliberaciones, así como para
el ejercicio del derecho de veto, en
cuanto las disposiciones legales pue­
den ser modificadas por la voluntad
de los socios;

X11i. La manera conforme a la cual haya
de administrarse la sociedad y las
facultades de los administradores;

XIV. El nombramiento de los administra­
dores y la designación de los que
han de llevar la firma social;

XV. El nombramiento de uno o varios
comisarios;

XVi. La manera de hacer la distribución
de las utilidades y pérdidas entre los
miembros de la sociedad;

XV11. El importe del fondo de reserva;
XVIII. Los caSOS .en que la sociedad haya

de disolverse anticipadamente, y
XIX. Las bases para practicar la liquida­

ción de la sociedad y el modo de
proceder a la elección de los liqui­
dadores, cuando no hayan sido de­
signados anticipadernente.V

22 tbia.. artículos 60 y 91.

CUARTO. La Ley General de Sociedades
Mercantiles regula los títulos que sirven, como
ya se aseveró en el punto segundo, para acre­
ditar y trasmiti r la calidad y los derechos de
socio y que para efectos de la sociedad anóni­
ma se denominan acciones, equiparándose en
su naturaleza a los valores literales.

Las acciones deben ser de igual valor y con­
fieren iguales derechos con las salvedades ano­
tadas en el punto segundo.

Cada acción tiene derecho a un voto, res­
ponden por su valor nominal al encontrarse
liberadas en cuyo caso pueden ser al portador,
puesto que las acciones cuyo valor no está
totalmente pagado, tendrán que ser nomina­
tivas; cada acción es indivisible pero si hay
copropietarios de la misma actuarán mediante
representación común.

Pueden emitirse acciones especiales en favor
de las personas que presten sus servicios a la
sociedad.

Las acciones de goce que, como las especia­
les, no son representativas del capital social,
pueden tener derecho a voto y tienen derecho
a utilidades después de que se hayan cubierto
sus dividendos a las acciones no reembolsables,
siguiéndose este orden prioritario en caso de
liquidación, salvo pacto en contrario.

Las acciones pagadas mediante aportaciones
en especie deben quedar depositadas en la so­
ciedad durante dos años -artículo 141- a
efecto de comprobar durante ese lapso el valor
real de tales aportaci ones.

Las sociedades anónimas no pueden hacer
préstamos o anticipos sobre sus propias accio-
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nes, ni adquirirlas, y los responsables de auto­
rizar tal adquisición lo serán de manera per­
sonal y solidaria de los daños y perjuicios que
esta acción ocasione a propios y extraños.
Tampoco puede la sociedad emitir acciones
por una suma menor de su valor nominal, ni
liberarlas hasta que su valor haya sido cubierto
en su totalidad.

Las acciones pueden ser nominativas y al
portador, siguiendo las reglas ya señaladas, y
las sociedades anónimas están obligadas a lle­
var el registro de acciones nominativas y a
considerar como dueño de tales acciones a
quien aparezca inscrito como tal en dicho re­
gistro.

En relación con las sociedades anónimas en
las que existe participación estatal, conviene
destacar que el artículo 46 de la Ley Orgánica
a que se ha hecho referencia en el inicio de este
trabajo determina que se consideran empresas
de participación estatal mayoritaria, aquellas
en que el Gobiemo Federal tenga facultades
para vetar los acuerdos de la asamblea.

Aqu { es necesario preguntarse cuándo el
Gobierno Federal tiene facultades para vetar
los acuerdos de la asamblea general de accio­
nistas, del Consejo de Administración, de la
Junta Directiva u órgano de gobiemo equiva­
lente y la respuesta sólo puede darse en dos
sentidos: cuando as{ se establezca en los esta­
tutos de la sociedad o lo determine la ley.

En el primer caso, tendría que acudirse a
recabar toda la información relacionada con
las empresas en las que participa el Gobierno
Federal para saber cuándo tiene la facultad y
respecto del segundo sobre la pregunta inicial­
mente planteada pueden formularse los si­
guientes puntos de vista.

La Constitución General de la República
otorga al Poder Ejecutivo Federal la posibili­
dad de hacer observaciones a las leyes o de­
cretos ya aprobados por las Cámaras, cuando
le sean enviados para su promulgación.

Esta facultad del Ejecutivo de desechar en
todo o en parte un proyecto de ley o decreto
originalmente aprobado por el Congreso 23 ha
sido reconocida en la doctrina como "derecho
de veto". Es claro que no es a este derecho al
que se refiere el artículo 46 de la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal, ni tam­
poco a que el Ejecutivo Federal como autori­
dad declare una resolución de Asamblea con­
traria a derechO o lesiva a sus intereses, sino a
la posibilidad de oponerse a las decisiones que
un cuerpo colegiado emite como órgano de
gobierno de una sociedad.

La Ley General de Sociedades Cooperativas
otorga al Consejo de Vigilancia la facultad de
supervisar las actividades de una sociedad de
este tipo y "el derecho de veto para el solo
objeto de que el Consejo de Administración
reconsidere las resoluciones vetadas" 21 y
cuando la sociedad tiene participación estatal,
"la Secretaría de la Economía Nacional desig­
nará, a su vez, un representante, pudiendo
delegar su representación en los que designe
el banco o la autoridad, con derecho a voz en
las Asambleas generales y Consejos y a vetar las
resoluciones que tomen. Las resoluciones ve­
tadas podrán recurrirse ante el C. Secretario
de Economía Nacional, quien resolverá en
definitiva" 25 y puede presumirse que fue éste

23 Constitución Polfaca de los Estados Unidos Mexicanos.
articulo 72.

24 Ley General de Sociedades Cooperativas. articulo 32.

25 tbiaem., artículo 70, párrafo se~ndo.
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el antecedente que originalmente tomó en
cuenta el legislador para comprenderlo dentro
de los supuestos de control (leyes para el Con­
trol por parte del Gobierno Federal, de los
Organismos Descentralizados y Empresas de
Participación Estatal de 1947, 1965 y 1970).

El derecho de oposición, que implica un
derecho de veto debe consultarse también en
la Ley General de Sociedades Mercantiles or­
denamiento que al referirse a las acciones de
voto limitado les otorga como derecho el
equipararse a las minorías para oponerse a las
decisiones de las asambleas, y consultado el
texto legislativo por cuanto a los derechos de
las minorías encontramos que, independiente­
mente de que las minorías que representan el
25 por ciento del capital social, tienen el de­
recho de designar un consejero cuando los
administradores sean tres o más 26 que el
nombramiento de este consejero de las mino­
rías sólo podrá revocarse cuando se revoquen
los de todos los demás administradores y que
la minoría que representa el 33 por ciento del
capital social tiene el derecho de ejercitar di­
rectamente la acción de responsabilidad civil
contra los administradores y en materia de
derecho de oposición de la minoría encontra­
mos que los artículos 199,200 y 201 estable­
cen lo siguiente:

26 Disposición a la que no hace referencia expresa la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal tratando­
se de minoritarias, sino que las engloba en el artículo 52
que determina: "Cuando los nombramientos de presi­
dente o miembros de los consejos, juntas directivas o
equivalentes en las entidades de la administración pú­
blica paraestetal, correspondan al Gobierno Federal y
sus dependencias, el Presidente de la República podrá
designara los funcionarios que proceda".

"Artículo 199. A solicitud de los accionistas
que reúnan el treinta y tres por ciento de
las acciones representadas en una asamblea,
se aplazará para dentro de tres días, y sin
necesidad de nueva convocatoria, la votación
de cualquier asunto respecto del cual no se
consideren suficientemente informados.
Este derecho no podrá ejercitarse sino una
sola vez para el mismo asunto.

Artículo 200. Las resoluciones legalmente
adoptadas por las asambleas de accionistas
son obligatorias aun para los ausentes o di­
sidentes, salvo el derecho de oposición en
los términos de esta ley.

Artículo 201. Los accionistas que repre­
senten el treinta y tres por ciento del capital
social podrán oponerse judicialmente a las
resoluciones de las asambleas generales,
siempre que se satisfagan los siguientes re­
quisitos:

1. Que la demanda se presente dentro de
los quince días siguientes a la fecha de la
clausura de la asamblea;

11. Que los reclamantes no hayan concurri­
do a la asamblea o hayan dado su voto en
contra de la resolución, y

111. Que la demanda señale la cláusula del
contrato social o el precepto legal infringido
y el concepto de la violación.

No podrá formularse oposición judicial
contra las resoluciones relativas a la respon­
sabilidad de los administradores o de los
comisarios".
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Debe distinguirse entre el derecho de opo­
sición que es la posibilidad de vetar un acuerdo
de la asamblea y el derecho que asiste a un so­
cio de pedir la nulidad del acuerdo de la asam­
blea.

En el primer caso es conclusión obligada
que cuando el Gobierno Federal es minoritario
en un 33 por ciento, en ese momento le asiste
el derecho de oposición que le otorga la Ley
General de Sociedades Mercantiles y, porende,
la posibilidad de vetar los acuerdos de la asam­
blea y en este supuesto, tal sociedad debe ser
considerada como empresa de participación
estatal mayoritaria para efectos de la Ley Or­
gánica de la Administración Pública Federal.

CAPITAL VARIABLE

Cuando la sociedad anónima adopta la moda­
lidad de capital variable, ésta debe ser refleja­
da en la denominación; las acciones de este
tipo de sociedad serán siempre nominativas,
se indicará el capital m ínimo, se fijarán los
aumentos del capital y la forma y términos en
que deben hacerse las emisiones de acciones,
puesto que será susceptible de aumento por
aportaciones posteriores de los propios socios
o por admisión de nuevos socios de disminu­
ción por retiro total o parcial de aportaciones.
Como limitación se establece que el derecho
de separación de los socios no puede ejercitar­
se si su consecuencia sería reducir a menos del
mínimo el capital social.

Es conveniente tomar en consideración que
si en una sociedad anónima de capital variable
que tenga una participación estatal minorita­
ria, ésta se refleja en el mínimo del capital

social pero no dentro de la composición del
capital variable el 25 por ciento que inicial­
mente hubiese aportado el Estado, un organis­
mo descentralizado o una empresa de partici­
pación estatal mayoritaria, podría disminuirse
durante el ejercicio de la sociedad, lo que ha­
ría inaplicable para esa sociedad específica
las regulaciones que para las empresas de par­
ticipación estatal minoritaria establece la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal.

Independientemente de que al término de
cada uno de los puntos tratados se expresan
algunas sugerencias relacionadas con las em­
presas de participación estatal minoritaria, a
continuación se señalan diversas recomenda­
ciones que pretenden otorgar racionalidad en
la adquisición, manejo y venta de dicha par­
ticipación, atendiendo a que la misma no
permite al Estado conducir la poi ítica de dicha
empresa o manejarla dentro de su convenien­
cia, por lo que se estima pertinente formular
las siguientes propuestas:

PRIMERA. La facultad para determinar
agrupamientos de entidades por sectores de­
finidos es indelegable del Presidente de la
República y a efecto de su estudio y depura­
ción, encomendó a una de las unidades ads­
critas directamente a su servicio -la Coordina­
ción General de Estudios Administrativos- el
apoyo técnico y la asesoría en esta materia.
Así.es conveniente que la Coordinación Gene­
ral de Estudios Administrativos inicie un estu­
dio global sobre las empresas de participación
estatal dirigiéndose a los Notarios de la Repú­
blica, a los Archivos Generales de Notarías
de cada Entidad Federativa, a los Registros
Públicos de Comercio estatales y a la Secretaría
de Relaciones Exteriores, solicitando que in­
vestiguen en sus archivos y le comuniquen
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cuáles escrituras, inscripciones 'o permisos de
sociedades tienen registrados en los que apa­
rezcan como socios uno o varios de los inte­
grantes de la administración pública federal, a
cuyo efecto se acompañará el listado corres­
pondiente a la administración pública paraes­
tatal.

SEGUNDA. En tanto se recibe la informa­
ción solicitada, la Coordinación podría:

al Proponer las reglas para determinar si
debe contarse la participación de una empresa
estatal minoritaria en otra de las mismas ca­
racterísticas y cómo va a realizarse; esto es, si
el porcentaje en el que participa debe contarse,
para efectos de la participación, en su tota­
lidad, o sólo en la medida en que el Estado
participa dentro de la empresa aportante,
supuestos no establecidos en la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal.

b] Determinar igualmente si la empresa de
participación estatal mayoritaria que participa
en otra empresa y tiene como uno de sus ob­
jetivos la promoción de empresas (NAFINSA,
BANCA SOMEXI debe entenderse que su par­
ticipación no tendría implicaciones en el Pre­
supuesto de Egresos de la Federación, toda
vez que la aportación se efectúa con recursos
propios de dichas instituciones, en cuyo caso
las reglas de vigilancia de la participación de­
berían ser diferentes.

e) Proponer las normas de vigilancia cuando
la participación estatal sea menor del 25 por
ciento, caso que la actual legislación no con­
templa.

TERCERA. Recabada toda la información
posible sobre sociedades anónimas en las que

puediera ser socia la administración pública
federal, deter,minar las empresas en donde se
participa de manera minoritaria y estudiado
el objetivo de las mismas, cruzarlo con la in­
formación que se deduce del Plan Global de
Desarrollo en donde se han determinado las
prioridades de la presente administración, de
manera tal que la participación estatal en las
empresas minoritarias cuyo objetivo concuer­
de con las prioridades dentro del Plan, sea
aumentada en su oportunidad por los conduc­
tos debidos, a efecto de que se participe di­
rectamente en el manejo de la empresa para
que su actividad sea congruente con los obje­
tivos mencionados.

CUARTA. Establecer los criterios para de­
terminar cuándo es necesario estimular una
acción en el inicio de la misma, participando
minoritariamente el Estado en la empresa que
va a desarrollar y que en su oportunidad se
elimine tal participación mediante los proce­
dimientos adecuados, pues parece conveniente
estimular el arranque, pero no conceder sub­
sidios anuales sobre los que sólo se tiene la
obligación de vigilar su ejercicio, sin posibilidad
de conducción en la marcha de la empresa...
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Federal.



LA HEGEMONIA HISTORICA DEL EJECUTIVO EN LOS REGIMENES
POLlTICOS MODERNOS

Ricardo Uvalle Berrones

El presente ensayo versa sobre la hegemon ía
del ejecutivo presidencial en el Estado moder­
no. En efecto, el ejecutivo como centro supre­
mo del poder poi ítico ha sostenido, en el seno
del modo de producción capitalista, una riva­
lidad constante con el legislativo, y al amparo
de las revoluciones burguesas y la lucha de
clases como factores determinantes en la vida
del Estado y la sociedad, se ha impuesto poi í­
ticamente al legislativo.

En consecuencia, al referirnos al ejecutivo
hacemos mención a la instancia en la que recae
la supremacía del Estado sobre la sociedad,
dado que desde el punto de vista poi ítico, el
primero es la organización qtle domina y dirige
el ámbito civil de la sociedad y la vida poi íti­
ca en su conjunto. Por ello, la relación anta­
gónica del legislativo y el ejecutivo trasciende
los aspectos formales que regulan su vida ins­
titucional y tiene en cambio una raíz estruc­
tural que deviene de la separación del Estado
y la sociedad civil.

Esto significa que el desarrollo contradic­
torio de la sociedad civil genera las condicio­
nes históricas y poi íticas para que el ejecutivo
se sobreponga al legislativo. De este modo, la
reproducción del régimen capitalista de pro­
ducción requiere de manera imprescindible de
un núcleo de poder que reproduzca con la
fuerza material del Estado las relaciones de
explotación y dominación, a fin de que la bur­
guesía continúe siendo la clase hegemónica y
los asalariados las clases dominadas. En este
sentido, el ejecutivo promueve la autonorn ía
relativa del Estado frente a los conflictos so­
ciales.

El ascenso del ejecutivo al primer plano de
la vida poi ítica es condición necesaria para
llevar a cabo la reproducción del capitalismo;
es además, el testimonio de que la burguesía
no tiene capacidad para gobernar debido a
que está fraccionada, y por tanto, concede
que el ejecutivo organice y dirija la vida polí­
tica.
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El ejecutivo, centro del poder estatal, es el
responsable de conducir el timón del Estado,
lo cual garantiza una mejor vigilancia sobre los
conflictos de clase, para salvaguardar el interés
político de la burguesía. La fuerza del ejecu­
tivo es resultado del desarrollo capitalista; es,
por extensión, producto de la lucha que sos­
tuvo con el poder legislativo, instancia donde
la burguesía adquiría unidad de clase; pero, la
misma burgues ía traslada al poder ejecutivo
los poderes necesarios para evitar el estallido
de los antagonismos de clase, e inéluso da la
apariencia de aceptar en todo momento las
reglas del juego poi ítico.

La fuerza del poder ejecutivo es propia del
Estado capitalista; para ello tuvo que luchar
incesantemente con el fin de desplazar al poder
legislativo del centro de la vida poi ítica; la
representación de las clases sociales y sus res­
pectivos conflictos ponían en peligro el inte­
rés político de la burguesía, esto es, la burgue­
sía adquiría unidad en el poder legislativo.
Pero, la naturaleza de la lucha de clases es una
constante amenaza para sus intereses, porque
la polarización de los antagonismos de clases
va en contra de la lógica de la reproducción
capitalista. Este planteamiento es ampliamente
desarrollado por Marx, en sus análisis del gol­
pe de Estado de Luis Bonaparte, análisis que
servirán de base para nuestros propios argu­
mentos.

En un principio, el parlamento constituyó
la instancia donde se manifiesta la fuerza de
la burgues ía, por lo tanto, representó el eje
de la actividad política, es decir, el parlamen­
to representó el poder organizado de la bur­
guesía en relación a las clases dominadas. Sin
embargo, el carácter multiclasista del mismo
exponía a riesgos no controlados el interés
político de la clase dominante.

La fuerza del parlamento era la fuerza de la
burguesía, por tanto, el centro motor de la ac­
tividad poi ítica se daba en el poder legislativo.
"Una asamblea no fiscalizable que goza de
omnipotencia legislativa, que decide en últi-
ma instancia acerca de la guerra, de la paz y
de los tratados comerciales, la única que tiene
el derecho de amnistía y que con su perma­
nencia ocupa el primer plano de la escala"."

La burguesía organizaba su interés de clase
en el parlamento como instancia que permitía
negociar y refrenar los intereses de sus propias
fracciones. "La república parlamentaria era
algo más que el terreno natural en el que po­
día concluir con derechos iguales las dos frac­
ciones de la burguesía francesa, los legitimistas
y los orleanistas, la gran propiedad territorial
y la industria. Era la condición inevitable para
su dominación en común, la unica forma de
gobierno en que su interés de clase podía so­
meter a la par las pretensiones de sus distintas
fracciones y las de las otras de la sociedad"_2

Sin embargo, la asamblea nacional resumía
en su seno las contradicciones de clase; era la
tribuna donde se expresaban los planteamien­
tos del pueblo, de los mismos capitalistas y
de los obreros, pero de manera tal que atiza­
ba la agitación poi ítica. Entonces la intranqui­
lidad invadió a los hombres de negocios por­
que la amenaza de la inestabilidad poi ítica se
podría convertir en el principal enemigo de su
interés poi ítico, es decir, de su interés de clase.

1 Marx. Carlos. El dieciocho brumario de Luis Bonaparte.
Editorial Grtialbo. 1975. p. 36.

2 tbtd.. pp. 112-113.
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Cada sesión del parlamento era motivo para
que la prensa atizará la incertidumbre de la
vida poi ítica, el constante rumor del golpe de
estado era el fantasma que rondaba a la socie­
dad francesa. "Los periódicos bonapartistas,
amenazaban con el golpe de estado ante cada
tormenta parlamentaria, y cuando más se
acercaba la crisis, más subía de tono. En las
orgías, que bonaparte celebraba todas las
noches con la Svvell Mob de ambos sexos, en
cuanto se acercaba la media noche y las abun­
dantes libaciones desataban las lenguas y ca­
lentaban la fantas ía, se acordaba el golpe de
estado para la mañana siguiente".3

Si en un principio la burguesía tenía unidad
de clase en la esfera del parlamento, la efer­
vescencia de la lucha de clases puso en peligro
su interés poi ítico, así como su hegemon ía y
dominación. La polarización de las clases so­
ciales en la esfera del legislativo amenazó con
destruir la existencia de la sociedad francesa;
por consiguiente, la vida de los burgueses, era
constantemente amenazada debido a la impo­
tencia del parlamento para conjurar los anta­
gonismos de clase.

El parlamento tiene que ser, por esencia, el
foro donde se discutan las ideas, donde los
debates se lleven a cabo, donde la oratoria re­
presenta la clave de la vida legislativa "La lucha
de los oradores en la tribuna provoca la lucha
de los plum íferos de la prensa, el club de de­
bates del parlamento se complementa necesa­
riamente con los clubes de debates de los sa­
lones y de las tabernas, los representantes que
apelan continuamente a la opinión del pueblo

3 tu«. p. 129.

autorizan a dicha opinión para exonerar en
peticiones su verdadera opinión. El régimen
parlamentario lo deja todo a la decisión de
las mavortes","

En un clima de libertades, se requiere de
un poder que tenga capacidad para hacerlas
valer y respetar para evitar los excesos o los
abusos de la vida poi ítica.

En estas condiciones, la sociedad francesa
se vio envuelta en un clima de agitación cons­
tante que perjudicó considerablemente la
actividad económica, quitando de paso el sue­
ño a la clase capitalista. El conjunto de las li­
bertades civiles otorgadas a los ciudadanos, se
convirtieron en el clásico boomeren, es decir,
se volvieron contra el orden burgués de mane­
ra peligrosa y amenazaron, como sí fuera el
corrosivo que afectara los marcos de la vida
económica y social.

El desorden de las clases sociales amenazó
con destruir la hegemonía de la burguesía. El
"burgués de Francia en medio de este pánico
de los negocios con su cerebro obsesionado
por el comercio torturado, aturdido por los
rumores del golpe de estado y del restableci­
miento del sufragio universal, por la lucha
entre el parlamento y el poder ejecutivo, por
la guerra de la fronda de los orleanistas y los
legitimistas, en medio de esa confusión inde­
cible y estrepitosa de fusión, revisión, prórro­
ga de poderes, constitución, conspiración,
coalición, emigración, usurpación y revolu­
ción, el burgués jadeante gritase como loco a

4 tbia., p. 76.
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SU república parlamentaria antes un final te­
rrible que un terror sin fin".s

El esquema liberal, que definió al legislativo
como la esfera de la democracia, fue modifi·
cando en favor del poder ejecutivo debido a
los riesgos de la lucha de clases. Por eso, en la
sociedad francesa la asamblea nacional, órga­
no de las clases sociales, resultó ser un grave
peligro para la unidad de la burguesía; y es
entonces cuando confiere el poder poi ítico a
Bonaparte para debilitar al poder legislativo,
modificando sustancialmente las reglas del
juego poi ítico. Ahora, los campesinos, los
obreros y el pueblo en general, someterían al
ejecutivo sus conflictos y los antagonismos de
clase serían abordados con la maquinaria ad­
ministrativa.

De esta manera, el poder ejecutivo, fuerza
motriz del Estado capitalista, es el encargado
de conducir el aparato gubernamental para
reproducir las condiciones y relaciones del
modo de producción capitalista. Con ello la
burguesía, clase social dominante, asegura la
vigencia y la reproducción de su interés po­
Iítico y económico porque al otorgar el espal­
darazo poi ítico al ejecutivo, las contradiccio­
nes de la clase se refrenaban y no se atizan
como con el poder legislativo.

La burguesía, al conferir al ejecutivo las fa­
cultades para gobernar a la sociedad civil da
la apariencia de someterse a los dictados' del
Estado y, con esta táctica asegura mejor su
interés poi ítico. As í, el Estado moderno es
un Estado de clase, es decir, no es neutral,

5 tbia.. p. 128.

encarna el "interés general" y protege en los
marcos de la lucha de clases la supremac ía po­
Iítica de la clase capitalista.

La fuerza del ejecutivo, en relación al legis­
lativo, dio más organización y unidad a la vida
política de la república; ahora el poder del
Estado descansa en manos del ejecutivo que,
a su vez, anula la posibilidad de que el legisla­
tivo le haga contrapeso. "Luis Bonaparte,
frente a la asamblea constituyente, no era un
poder constitucional unilateral frente a otro,
no era el poder ejecutivo frente al legislador;
era la república burguesa ya constituida frente
a los instrumentos de su constitución, frente
a las intrigas ambiciosas y a las reivindicacio­
nes ideológicas de la fracción burguesa revolu­
cionaria que la había fundado y que veía con
asombro que su república, una vez constituida
se parecía mucho a una monarquía restau­
rada","

Así, la burguesía anula al poder legislativo
y, con ello, la correlación de fuerzas cambia
en favor del ejecutivo que se erige como el
centro rector de la vida poi ítica. Ahora, la
burguesía, clase social dominante, adquiere su
unidad en la esfera del ejecutivo y de esta ma­
nera refuerza su interés poi ítico.

"La victoria de Bonaparte sobre el parla­
mento, del poder ejecutivo sobre el poder le­
gislativo, de la fuerza sin frases sobre la fuerza
de las frases. En el parlamento, la nación ele­
vaba su voluntad general a la ley, es decir,
elevaba la ley de la clase dominante a su vo-

6 Marx, Carlos. "Las luchas de clases en Francia 1848 a
1850", Obras Escogidas. Tomo 1. p. 163.
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luntad general. Ante el poder ejecutivo, abdi­
ca de toda voluntad propia y se somete a los
dictados de un poder extraño a la autoridad.
El poder ejecutivo, por oposición al legislativo,
expresa la heteronomía de la nación por opo­
sición a su autonomra".?

El ejecutivo es ahora el poder fuerte, sólido
y consistente del Estado capitalista, que or­
ganiza y unifica a la sociedad civil; el poder
del ejecutivo es el testimonio de que el Estado
es más fuerte que la sociedad y, como centro
principal del Leviathán estatal, afronta con la
administración pública los conflictos de clase.

La monarqu ía absoluta es el antecedente de
hegemon ía del poder ejecutivo. El surgimien­
to y consolidación de la misma es producto de
un Estado centralizado y unitario, que ejerce
el poder a través del monarca. "Este poder
ejecutivo, con su inmensa organización buro­
crática y militar, con su compleja y artificiosa
maquinaria de Estado, un ejército de funcio­
narios que suma medio millón de hombres,
este espantoso organismo parasitario que se
ciñe como una red al cuerpo de la sociedad
francesa y le tapona los poros, surgió en la
época de la monarqu ía absoluta, de la deca­
dencia del régimen feudal, que dicho organis­
mo contribuyó a acelerar".8

Las condiciones materiales del capitalismo
han propiciado los cambios en la estructura
social: el fenómeno del bonapartismo, la so­
ciedad de clases, el arribo del ejecutivo al pri­
mer plano de la vida poi ítica y el debilitamien­
to del legislativo, son factores que modifican

7 Marx, Carlos. El dieciocho p. 142.

8 Marx, Carlos. El dieciocho po. 142-143.

sustancialmente la mecánica del sistema en su
conjunto. Particularmente el predominio del
ejecutivo fortalece el Estado y, a la vez, garan­
tiza mejor el interés poi ítico de la burguesía
guardando independencia de la misma, la
mantiene con su carácter dominante en el
campo de la lucha de clases.

La administración centralizada del Estado
capitalista es condición imprescindible de su
propia existencia, ya que la unificación del
poder político evita la formación de núcleos
autónomos que desafían la vida del Estado,
es decir, la centralización poi ítica y adminis­
trativa es la mejor arma para combatir y eli­
minar la disgregación de los poderes locales.

Así pues, la organización centralizada del
poder nulifica la existencia de elementos dis­
pares para crear un todo integrado, garantiza­
do que el poder del Estado haga contrapeso a
los feudos, evitando, con ello, la fragmenta­
ción del poder político. El control guberna­
mental se manifiesta en la subordinación de
las clases sociales a los imperativos del Es­
tado, es decir, la unificación de la decisión
poi ítica deteriora la parcelación del poder
poi ítico.

"El poder estatal centralizado con sus órga­
nos omnipresentes: el ejército permanente, la
policía, la burocracia, el clero y la magistra­
tura -órganos creados con arreglo a un plan
de división sistemática y jerárquica del traba­
jo- procede de los tiempos de la monarqu ía
absoluta y sirvió a la naciente sociedad bur­
guesa como una arma poderosa en sus luchas
contra el feudalismo".9

9 Marx. Carlos. "La guerra civil en Francia". Obres Esco­
gidas. Tomo l. p. 496.
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El desarrollo capitalista fue el antídoto que
derrumbó la estructura feudal, dando paso a
la formación del Estado absolutista el cual se
encarga de gobernar a la sociedad civil, por
medio de la administración centralizada.

En el feudalismo, la identidad del Estado y
la sociedad, provocó el estancamiento de la
vida social, debido a la preminencia de los po­
deres locales, es decir, cada señor feudal ten ía
y dispon ía de su ámbito de acción con holgu­
ra y se convertía en el hombre fuerte que ma­
nejaba, con criterios adquisitivos, las formas
de la vida social.

Por tanto, en el feudalismo la ausencia de
la administración centralizada impidió el so­
metimiento de la sociedad civil al poder del
Estado; en esta época, la sociedad era más
fuerte que el Estado. En consecuencia, los
privilegios, los señoríos y la indiferenciación
de las estructuras sociales fueron los ribetes
que obstaculizaron la formación de la admi­
nistración centralizada.

Con el Estado monárquico cobra vida la
administración pública centralizada y la mis­
ma se convierte en la mejor arma para luchar
en contra de los privilegios feudales. "La es­
coba gigantesca de la revolución francesa del
siglo XVIII barrió todas estas reliquias de tiem­
pos pasados, limpiando así, al mismo tiempo,
el suelo de la sociedad de los últimos obstácu­
los que se alzaban ante la superestructura del
Estado moderno, erigido en tiempo del primer
imperio, que a su vez, era el fruto de las gue­
rras de coalición de la vieja europa semifeudal
contra la Francia moderna"."?

10 tbia., pp. 496-497.

El establecimiento del poder monárquico
evitó el torbellino de la lucha de clases, o sea,
el poder centralizado garantizó la organiza­
ción y conducción de la sociedad civil de ma­
nera más directa e inmediata. En contraste al
poder ejecutivo, el legislativo auspiciaba que
los conflictos de clase se sucederían constan­
temente, poniendo en peligro la unidad de la
clase burguesa; y aquí la falta de controles
eficientes que desataba la polarización de las
clases sociales.

Si bien es cierto que la burguesía utilizó el
parlamento para liquidar la estructura social
del antiguo régimen, después fue incapaz de
dar organización y estabilidad á la vida polí­
tica, debido a sus propias luchas internas. La
burguesía dista mucho de ser un bloque mo­
nol ítico, porque el conjunto de sus fracciones
lo impide.

"La clase burguesa se dividía en dos gran­
des fracciones, que habían ostentado por tur­
no el monopolio del poder; la gran propiedad
territorial bajo la monarqu ía de Julio. Borbón
era el hombre regio para designar la influencia
preponderante de los intereses de una frac­
ción; Orleans, el hombre regio que designaba
la influencia preponderante de los intereses de
otra fracción; el reino anónimo de la república
era el único que ambas fracciones podían afir­
mar, con igualdad de participación en el po­
der, su interés común de clase, sin abandonar
su mutua rivalidad"."!

La clase capitalista para asegurarsu carácter
dominante necesita tener unidad en el marco
de la lucha de clases y sólo la adquiere dentro

11 Marx, Carlos. Las luchas de clases... p. 173.
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del Estado, ya que sus propias rivalidades se­
rían el germen de los desgastes continuos y,
por consiguiente, se atentaría contra la vida
social. El imperativo de la unidad de clase dio
como resultado que la burguesía -una vez
que debilitó al poder legislativo por estimular
éste los antagonismos de clase- concediera al
poder ejecutivo las facultades poi íticas para
gobernar a la sociedad civil, y con este paso
acrecentó la preeminencia de su interés poi í­
tico.

Por eso, el Estado moderno y la fuerza del
ejecutivo son los factores que permiten la uni­
dad de la clase dominante en medio de sus
propias rivalidades y son, también, el eje a
través del cual gira el orden poi ítico. "El dis­
frute de la dominación conjunta fortalecía a
cada una de las dos fracciones y las hacía to­
dav ía más incapaces y más reacias a someterse
la una a la otra, es decir, a restaurar la monar­
quía ...

"El 20 de diciembre, la cabeza de Jano de
la república constitucional no había enseñado
todavía más que una cara, la del poder ejecu­
tivo, con los rasgos borrosos y achatados de
Luis Bonaparte; el 28 de mayo de 1849 la
otra cara, la del poder legislativo, llena de ci­
catrices que habían dejado en ella las orgías
de restauración y de la monarquía de julio.
Con la asamblea nacional legislativa se com­
pletó la formación republicana de gobierno
en que queda constituida la dominación de
la clase burguesa, y por tanto, la dominación
conjunta de las dos fracciones monárquicas
que formaban la burguesía francesa: los
legitimistas y los orleanistas coligados en el
partido del orden".' z

12 Ibid.. pp. 174-178-179.

El ejecutivo, fuerza central del Estado mo­
derno, conduce a éste para reproducir las con­
diciones y relaciones del modo de producción
capitalista. La maquinaria administrativa es
puesta en movimiento para beneficiar el inte­
rés político de la burguesía, es decir, las accio­
nes gubernamentales están dirigidas a promo­
ver los intereses de la clase capitalista respecto
de las clases dominadas.

La clase capitalista tiene como objetivo
constante el incremento de la tasa de ganancia
y el fortalecimiento de la acumulación de ca­
pital. Por tal razón, carece de capacidad poi í­
tica para gobernar la vida social, debido a que
su interés de clase es incompatible con el de
las clases dominadas. El interés de la burguesía
es obtener el máximo de los beneficios econó­
micos, a costa de la explotación del trabajo
asalariado, e impedir la emancipación de éste
para mantener su carácter dominante.

Debido a lo anterior, si la clase capitalista
estuviera al mando directo del Estado, provo­
caría enfrentamientos sucesivos entre las cla­
ses sociales y lejos de atemperar los antago­
nismos sociales los estimularía poniendo en
peligro la existencia misma del capitalismo.
Por eso, las expectativas económicas de la bur­
guesía son tangible realidad cuando no ejerce
directamente el poder del Estado, es decir,
cuando sus objetivos económicos y su interés
de clase se garantizan ampliamente, cuando
está en manos del poder ejecutivo.

La actividad económica del capitalismo
para expandirse y consolidarse precisa que la
burguesía no asuma el timón del Estado "Luis
Bonaparte quitó a los capitalistas el poder
poi ítico con el pretexto de defender a los bur­
gueses contra los obreros, y, por otra parte, a
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éstos contra la burguesía; pero a cambio de
ello, su régimen estimuló la especificación y
las actividades industriales; en una palabra, el
auge y el enriquecimiento de toda la burgue­
s ía en proporciones hasta entonces descono­
cidas".13

La fuerza del capital sobre las demás clases
sociales tuvo su máxima expresión con la ins­
tauración del segundo imperio, lo que refleja,
también, que la investidura del poder ejecuti­
vo dispon ía de amplios poderes para abordar
y, en su caso, refrenar los conflictos de clase.
La unidad de la burguesía tiene como base al
poder del ejecutivo, es decir, la administración
pública con sus órganos, estructuras y funcio­
nes constituye el mejor instrumento de la
dominación capitalista y sirve a la vez para
evitar que las contradicciones de clase desbor­
den y pongan en peligro "la tranquilidad" de
la burguesía, es decir, la vigencia de su interés
de clase.

El Estado moderno es la organización polí­
tica que la burgues ía se da para proteger su
interés de clase y ésta sólo adquiere unidad en
el Estado mismo, y al amparo de éste desarro­
lla su actividad económica explotando a la
masa de los asalariados. Así, el Estado moder­
no tiene un carácter de clase,o sea, es un Es­
tado que beneficia el desarrollo de los capita­
listas con el ejecutivo al frente. La fuerza del
ejecutivo es producto del espaldarazo de la
burgues ía, de la negociación de las fracciones
burguesas, o sea, que ante el imperativo de
asegurar su interés de clase la burguesía no va­
cila en apoyar la esfera del poder ejecutivo

13 Prólogo de Engels, Federico. a la edición de 1841. "La
guerra civil en Francia", Obras Escogidas. Tomo l. p.456.

para seguir ocupando el primer plano de la
dominación poi ítica.

"Su unión venía a eliminar las restricciones
que sus discordias impon ían al poder el Esta­
do bajo regímenes anteriores, y, ante la ame­
naza de un alzamiento del proletariado, se
sirvieron del poder del Estado, sin piedad y
con ostentación, como de una máquina nacio­
nal de guerra del capital contra el trabajo. Pero
esta cruzada ininterrumpida contra las masas
productoras les obligaba, no sólo a revestir al
poder ejecutivo de facultades de represión
cada vez mayores, sino, al mismo tiempo, la
despojan de su propio baluarte parlamentario
-la asamblea nacional- uno por uno, de todos
sus medios de defensa contra el poder ejecu­
tivo.

"El imperio fue aclamado de un extremo a
otro del mundo como el salvador de la socie­
dad. Bajo su égida, la sociedad burguesa, libre
de todas preocupaciones políticas, alcanzó un
desarrollo que ni ella misma esperaba".14

El desarrollo mismo del capitalismo modi­
ficó la correlación de las fuerzas poi íticas;
ahora la burguesía no necesitaba directamente
del poder legislativo para hacer valer su interés
de clase, porque establece comunicación di­
recta con el poder ejecutivo, lo cual le permite
elevar ante éste los planteamientos económi­
cos fundamentales y, negociar en el más alto
nivel, los llamados secretos o razones de Es­
tado. Ante esto, el parlamento es desplazado
del escenario principal de la contienda poi l-

14 Marx, Carlos. La guerra civil ... pp. 497-498.
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tica, pero no por eso, dejan de ser importantes
sus tareas y responsabilidades legislativas.

En este sentido, el poder legislativo estable­
ce canales de comunicación con las clases so­
ciales para atender sus demandas, es decir,
escucha a los "sectores" interesados en deter­
minados problemas convirtiéndose en una vía
que institucionaliza la lucha de clases y, por
tanto, no está exenta del fenómeno de la bu­
rocratización. De todas maneras, su acción no
contrarresta la fuerza del ejecutivo ni mucho
menos equilibra el juego del poder, ya que las
decisiones trascendentes y la conducción del
timón estatal corresponden a la instancia del
poder ejecutivo.

La fuerza del Estado es puesta en moví­
:niento por el ejecutivo organizando y concen­
trando el poder del mismo, para paliar, en el
régimen poi ítico, las contradicciones de clase;
interviniendo en las relaciones del trabajo y el
capital asegurando el dominio de éste, promo­
viendo la actividad económica a través de in­
versiones, ahorro, producción, intercambio,
promulgación de leyes, decretos y reglamen­
tos, organizando a la clase capitalista, desorga­
nizando a la clase dominada y delimitando la
participación de ésta en la contienda política
yen la distribución del producto social.

El papel de la administración pública está
en raz/ n de las funciones del Estado, a saber:
garantizar el interés político de la burguesía,
fomentar, reproducir y consolidar las relacio­
nes y condiciones del modo de producción
capitalista y mantener desorganizadas a las
clases dominadas. Así, el ejecutivo se erige
como el árbitro del proceso poi ítico, para
atemperar los conflictos de clase en beneficio

de la tasa de ganancia, garantizando el interés
poi ítico del capital.

Las condiciones materiales y sociales del
capitalismo determinan la fuerza del ejecutivo
en la vida poi ítica. Las mismas necesidades del
mantenimiento y reproducción del capitalis­
mo, conducen a que el poder del Estado se
concentre en las manos del ejecutivo, por ser
éste la instancia donde el poder económico
del Estado y los medios de negociación y re­
presión constituyen la mejor garantía para la
clase capitalista. El poder del Estado descansa
en la esfera del ejecutivo y debe ser explicado
a partir de las condiciones materiales y socia­
les del capitalismo.

"Mi investigación desembocaba en el resul­
tado de que, tanto las relaciones jurídicas co­
mo las formas de Estado no pueden compren­
derse por sí mismas ni por la llamada evolución
general del espíritu humano, sino que radican,
por el contrario, en las condiciones materiales
de vida cuyo conjunto resume Hegel, siguien­
do el precedente de los ingleses y franceses del
siglo XVIII, bajo el nombre de sociedad civil,
y que la anatom ía de la sociedad civil hay que
buscarla en la economía política". 15

Con el ejecutivo al frente del poder estatal,
la clase capitalista ve mejor garantizada "la
estabilidad social", y su actividad económica
tendrá altos índices de rentabilidad que arn­
pi ían la acumulación del capital. Por tal ra­
zón, la función económica del Estado tiene
como propósito promover los intereses de la

15 Marx. Carlos. "Prólogo de la contribución a la crítica de
la econom ía poi Itlca". Obras Escogidas, Moscú, Editorial
Progreso, 1971, Tomo l. p. 342.
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burguesía; para esto invierte en los sectores
económicos construyendo obras de infraes­
tructura, regulando precios y salarios, imple­
mentando y ejecutando la poi ítica fiscal, cre­
diticia y monetaria, promoviendo el comercio
exterior, ampliando mercados, produciendo
bienes de consumo, intermedios y de capital
e impulsando el desarrollo de la ciencia y la
tecnología.

Además, la supremacía del poder ejecutivo
se pone de manifiesto cuando lleva a cabo la
organización de las clases sociales. A la clase
capitalista la organiza y le confiere el status
de instancia de consulta mediante el recono­
cimiento de sus cámaras y confederaciones, es
decir, le reconoce responsabilidad jurídica y
poi ítica para entablar negociaciones en rela­
ción a los asuntos económicos y poi íticos.

A las clases dominadas 16 las mantiene des­
organizadas para que sigan siendo explotadas.
La desorganización de las clases dominadas
beneficia directamente al capital, porque de
esta manera quedan aisladas y marginadas
de la riqueza económica. La fuerza del Estado
es utilizada para contener las alteraciones de
la "paz social", a través de medios institucio-

16 '~Respecto a las clases dominadas, la función del Estado
capitalista es impedir su organización poi Itlce, que supera­
ría su aislamiento económico, manteniendolas en el ais­
lamiento que es en parte su propio efecto ... El Estado
capitalista mantiene la desorganización poi ítiea de las
clases dominadas. por una parte gracias a su efecto de ais­
lamiento sobre las relaciones económicas. y por otra par­
te gracias al partido que saca de ese efecto. presentándose
como la unidad pueblo-nación compuesto de personas
poi íticas-individuos privados. "poutantaes. Nicos. Poder
político y clases sociales en el Estado capitalista, México.
sio'o XXI Editores. 1913. p. 293.

nales (legislación laboral) y de instrumentos
represivos tales como la policía y el ejército,
adscritos a la esfera del poder ejecutivo.

"El ejecutivo ha llegado a ser el centro de
poder superior del Estado, debido a la deca­
dencia del parlamento como centro de poder
de las clases, al mismo tiempo que por la exis­
tencia paralela de otras corporaciones clasistas
y la conjugación de los intereses de la burgue­
sía y las actividades del ejecutivo.

"De acuerdo con esto, la poi ítica fiscal, los
servicios públicos, la actividad del Estado en
la econom ía, los salarios, los subsidios, se en­
lazan necesariamente a la producción y circu­
lación, y por tanto, a los intereses económicos
de la burguesía".17

El Estado moderno centraliza las funciones
políticas y administrativas para imprimir di­
rección a los procesos sociales, mediante la
toma de decisiones y la movilización de recur­
sos. Con ello, el Estado protege la propiedad
privada, desarrolla la acumulación de capital,
salvaguarda las relaciones de producción, ga­
rantiza el intercambio mercantil, fortalece los
centros de producción y distribución de mer­
cancías, vigoriza la tasa de ganancia, explota
al trabajo asalariado y refuerza el carácter do­
minante de la clase capitalista.

En estas condiciones, el estudio de la adrni­
_nistración pública tiene que abarcar en todo

momento los objetivos del Estado capitalista,
es decir, situarlo en su dimensión histórica

17 Guerrero. Ornar. La administración pública del Estado
capitalista. México. Instituto Nacional de Administración
Pública, 1980. p. 121.
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como el instrumento que promueve los inte­
reses de la burguesía, no como mera subor­
dinación, sino guardando independencia de la
misma para asegurar su dominación.

En el capitalismo, el poder del Estado se
materializa con actos de gobierno que ponen
de manifiesto su carácter de clase, porque en
la balanza del poder su función consiste en ga­
rantizar el predominio de la burguesía sobre
las clases dominadas. Así, el Estado moderno
se identifica con el capital, particularmente
con la fracción hegemónica; por lo tanto, es
un mito que evite la explotación de los asala­
riados; lo que hace es suavizar, frenar y encau­
zar las contradicciones de clase.

Para esto, la poderosa maquinaria estatal
cumple con las siguientes funciones:

1. "Procurar aquellas condiciones generales
de producción que no puedan asegurarse por
medio de las actividades privadas de los miem­
bros de la clase dominante.

11. "Represión de cualquier amenaza al mo­
do prevaleciente de producción por parte de
las clases dominadas, sectores particulares
de las clases dominantes, a través del ejército,
policía, sistema judicial ...

111. "Integración de las clases dominadas
para asegurar que la ideología dominante de
la sociedad siga siendo la de la clase dominan­
te y que, consecuentemente, las clases explo­
tadas acepten su propia explotación sin nece­
sidad del inmediato ejercicio de represión con­
tra ellas ..." 18

18 Mandel, Ernest. "El Estado en la época del capitalismo

El Estado capitalista, con su carácter de cIa­
se 19 dista mucho de ser un árbitro imparcial;
en' la lucha poi ítica toma partido a favor de la
clase capitalista mediante apoyos, organiza­
ción y promulgación de marcos normativos y
administrativos, mediante el ejercicio del po­
der institucional y no institucional. Sin em­
bargo, esto no significa sometimiento pleno y
absoluto a favor de la clase capitalista, sino
que con su autonomía relativa maneja los con­
flictos de clase de acuerdo a la coyuntura en
cuestión, es decir, sitúandose por encima de
las clases, concede o niega las demandas de
clase aun la de la misma burguesía.

"En el Estado capitalista, la autonomía ele
lo poi ítico puede permitir la satisfacción de
intereses económicos de ciertas clases domi­
nadas, limitando eventualmente el poder de
las clases dominantes, frenando en caso nece­
sario su capacidad de realizar sus intereses
económicos a corto plazo, pero con la única
condición posible en el Estado capitalista de
que en su poder poi ítico y el aparato de Es­
tado queden intactos".20

La alta burocracia, que conduce el timón
del Estado para concretar proyectos poi íticos
en favor de la clase capitalista, promueve la
actividad económica de la misma a través de

tardío". En: Críticas de la economía política. Edición
latinoamericana El Caballito, México, No. 4, Julio-sep­
tiembre, 1971, p. 16.

19 "El Estado capitalista, con dirección hegemónica de clase,
no representa directamente los intereses económicos de
las clases dominantes, sino sus intereses políticos: es el
centro del poder poi Itlcc de las clases dominantes al ser
el factor de organización de su lucha poi itice". Poulanrzes,
Nlcos. Poder político ... p. 241.

20 Ibid., p. 243.
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inversiones, es decir, en ningún momento la
actividad empresarial del Estado tiende a sus­
tituir, marginar o desplazar el poder económico
de la burguesía; el capital del Estado pern'lite
que los grupos económicamente poderosos
sean los beneficiarios de la inversión, el aho­
rro, la producción y el consumo, todo esto a
través del manejo y cobro de impuestos obte­
nidos del trabajo asalariado.

Para esto, la función económica del Estado
se concreta en:

1. "El mantenimiento de normas legales
de validez universal.

2. "La emisión de moneda fiduciaria.

3. "La expresión del mercado indispensa­
ble para el desarrollo de las fuerzas pro­
ductivas capitalistas y,

4. "El establecimiento de un orden jurídi­
co nacional, moneda, mercado y adua­
nas".21

El desarrollo del capitalismo precisa de un
Estado fuerte que garantice la reproducción
del mismo; por eso, el predominio del ejecu­
tivo en la vida poi ítica obedece a que la clase
capitalista, inmersa en constantes rivalidades,
requiere de la unidad de clase para seguir do­
minando, y la única forma posible es fortale­
ciendo y apoyando la esfera del poder ejecu­
tivo como centro rector del Estado moderno.

La complejidad de la vida económica y so­
cial plantea como imperativo la existencia de

21 Mandel, Ernest. El Estado en la época... p.21.

un Estado fuerte y altamente centralizado
para encauzar las reacciones de la sociedad ci­
vil. En ésta, la actividad económica es condu­
cida por la clase capitalista y los beneficios de
la riqueza social son repartidos de manera
desigual, ya que la concentración de la riqueza
en manos de los capitalistas genera explotación
y escases para las clases dominadas; de esta
manera, surgen los antagonismos de clase, que
sólo pueden ser abordados y refrenados por
el responsable de la actividad organizadora
del Estado o sea, por el poder ejecutivo.

La clase capitalista confiere al poder ejecu­
tivo las facultades políticas para regir los des­
tinos de la sociedad civil y adquirir unidad de
clase dentro del Estado.

De esta manera, el Estado moderno se iden­
tifica con la clase capitalista, en particular con
la fracción hegemónica, dándole unidad de
clase en el campo de la lucha poi ítica. Las
fracciones de la burguesía son incapaces de
organizarse y de organizar a las demás clases
sociales, por tanto, esto acarrearía constantes
enfrentamientos que desgastarían a las propias
clases sociales. "Por regla general, el predomi­
nio del ejecutivo, característico de una forma
de Estado, significa así una incapacidad par­
ticularmente aguda de la fracción monopol ísta
para organizar, por sus propios partidos, la
hegemon ía respecto del pueblo-nación-trans­
formaciones de legitimidad y la hegemon ía
respecto del bloque en el poder" .22

El poder ejecutivo es el encargado de dar
movimiento y definición al Estado moderno,
y entendido como el gobierno en acción rna-

22 Poutantzas, Nicos. Poder político ... p.413.
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terializa en la esfera particular de la sociedad
civil la universalidad del Leviathán estatal
organizando a la clase capitalista y desorga­
nizando a las clases dominadas, promoviendo
la actividad económica del Estado en benefi­
cio de la burgues ía mediante la inversión y el
ahorro, para que la tasa de ganancia se incre­
mente; moviliza al aparato administrativo para
que la estabilidad poi ítica sea la garantía de
la tranquilidad de la burguesía y ésta siga sa­
cando la mejor parte en el reparto desigual de
la riqueza social.

El sistema económico del capitalismo se
caracteriza por la concentración del producto
social, es decir, por la constante desigualdad
del proceso económico, ya que únicamente
los propietarios de los medios de producción
son los que obtienen las ganancias mayores en
detrimento de la explotación del trabajo asa­
lariado.

La clase capitalista, en su afán de obtener el
mayor lucro posible, provoca y estimula que
los conflictos de clase sean más agudos, en
consecuencia, pueden desbordarse en perjuicio
de la sociedad civil, es decir, la explotación
del trabajo asalariado y la obtención de la
plusvalía, implican un gran costo social y sien­
do la burguesía un conjunto de fracciones con
fuerte rivalidades, en las mismas difícilmente
habra acuerdo para repartirse la riqueza social.
Cada fracción luchará por obtener la mejor
tajada en la repartición de las ganancias y para
eso utilizará los medios necesarios a fin de
vencer en la contienda. Sin embargo, las pug­
nas interburguesas atentan contra la estabili­
dad del sistema en su conjunto, y sólo pueden
ser suavizadas por el Estado como factor que
garantiza su organización de clase.

El fraccionamiento de la clase burguesa
sólo puede ser refrenado por el Estado; éste
es el único capaz de estructurar poi íticamente
a la clase capitalista dándole unidad de clase
en el marco de la lucha política. Por eso, el
Estado moderno tiene un carácter de clase,
ya que con su poder organiza a la clase domi­
nante para evitar que ésta se desarrolle en
constantes rivalidades que ella misma es inca­
paz de conjurar. En esta forma, la unidad de
la burguesía sólo se realiza dentro del Estado
y el desarrollo mismo del capitalismo exige,

para su mantenimiento y reproducción, la
unificación de la burguesía, y por ende, la uni­
ficación de la sociedad civil.

"El Estado constituye una unidad interna
propia con autonorn ía relativa en la medida
en que aparece como el factor de unidad de
una sociedad civil no-unificada, molecularizada
y atomizada, y donde representa el factor de
unidad de las clases o fracciones por su frac­
cionamiento característico en el modo de pro­
ducción capitalista".23

El desarrollo del capitalismo modifica las
relaciones de poder de la clase capitalista; la
producción de mercancías, el tipo de inver­
sión, la magnitud de los capitales, los renglo­
nes heterogéneos de la econom ía, el tipo de
tecnología aplicada, la creación y ampliación
de los mercados y fa capacidad misma para
acumular el capital son los factores que inci­
den en el fraccionamiento de la burgues ía. El
enfrentamiento de las fracciones conduce a

23 Poulanrzas. Nicos. Hegemonía V dominación en el Estado
moderno. Córdoba, Cuadernos de Pasado Y Presente,
1969. p. 86.
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que el bloque en el poder se caracterice por
la hegemon ía de una fracción de clase; y con
la fracción hegemónica se identifica el Estado
moderno para asumir la representación del
interés general y evitar la polarización de las
fracciones de la clase burguesa.

Así mismo, el Estado tiene dirección hege­
mónica de clase pero, es a la vez, el factor de
unidad del bloque en el poder; "unidad po­
Iítica del bloque en el poder bajo la época de
la clase o fracción hegemónica significa así,
unidad de poder de Estado en su correspon­
dencia con los intereses específicos de clase o
fracción de clase".24

La relación que tiene el Estado con la bur­
guesía es constante. La actividad del Estado en
la economía testimonia el impulso y apoyo a
los negocios privados, mediante la construcción
de obras de infraestructura, estímulos fiscales
y el manejo de la política económica. Todo
ello permite consolidar el poder económico
del capital y no constituye un atentado o el
supuesto desplazamiento de la propiedad pri­
vada; es más bien, el indicador más evidente
de que el Estado reproduce el modo de pro­
ducción capitalista, organizando constante­
mente la producción material.

Los mecanismos que el Estado instrumen­
ta para promover los negocios capitalistas en
cuanto a producción, también permiten "ajus­
tar" la redistribución de la riqueza, es decir,
la función de servicio por parte del Estado
que se manifiesta en la llamada "poi ítica so­
cial"; esto refuerza su carácter capitalista por-

24 Poulantzas. Nicos. Poder Po/ftico... p. 319.

que su participación en la economía no tiene
un fin altruista o desinteresado, sino que es
un medio para atemperar los conflictos de
clase.

El intervencionismo del Estado obedece a
la reproducción del capitalismo, y evita que
la tasa de ganancia decaiga cuando se presen­
tan las crisis económicas. En ningún momento
la función económica del Estado es contraria
a los intereses del capital, es ante. todo, un me­
canismo reforzador del poder que detentan
los grupos económicamente poderosos. "Todas
las subsecuentes desilusiones sobre el "Estado
social" de la economía mixta y del reformis­
mo en general se basaron en una extrapola­
ción arbitraria de esta tendencia, o sea corres­
ponden a la falsa creencia de una creciente
redistribución del ingreso nacional en favor
del trabajo asalariado a expensas del capital.
De hecho, por supuesto, no toman en cuenta
que la caída de la tasa media de ganancia, re­
sultante de tal redistribución en el modo de
producción capitalista, expondría tanto a la
reproducción simple como a la ampliada y
provocaría una huelga de inversionistas, la
fuga de capital y el desempleo masivo".25

Las crisis económicas del capitalismo, pro­
vocadas por la acción de la burguesía, son en­
frentadas por el Estado a través de los meca­
nismos monetarios, crediticios y fiscales para
restituir la caída de la tasa de ganancia; prue­
ba de ello fue la crisis de la econom ía mundial
que en 1929-1933 amenazó con el desplome
estrepitoso del capitalismo y para evitar catás­
trofes mayores, la intervención del Estado
permitió reactivar las actividades económicas,

25 Mandel, Ernest. El Estado en la época... p. 25.
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pero, el costo económico, poi ítico y social de
la gran depresión abarcó "la destrucción vo­
luntaria de las mercancías para evitar que sus
precios se abatieran, desempleo de decenas
de millones de trabajadores, detención del
crecimiento económico, concentración mo­
nopol ista reforzada, las consecuencias de esta
crisis sin precedente se controlaron con la
intervención del Estado, evitando la bancarro­
ta de la sociedad fundada sobre las relaciones
de producción capitalista,,26

Las pugnas de la burgues ía se traducen en
crisis agudas para la econom ía y demuestra,
a la vez, la incapacidad del capital para frenar­
las o evitarlas; además, es la evidencia de que
la propia burguesía carece de sensibilidad po­
Iítica para resolver las contradicciones, porque
sus divisiones constantes impiden apuntalar el
deterioro de la vida social.

En las crisis agudas del capitalismo, la in­
tervención del Estado se hace imprescindible;
por un lado, para evitar y controlar mutacio­
nes sociales que amenazan la estabilidad y la
vida misma del sistema en su conjunto, y por
otro, para evitar que las pugnas interburguesas ­
repercutan violentamente en el orden econó­
mico y poi ítico.

Por su carácter de clase, el Estado moderno
tiene que garantizar la preservación y repro­
ducción de las condiciones y relaciones del
modo de producción capitalista; para ello, a
través de la vía institucional, promulga la le­
gislación laboral, capacita y adiestra mano de
obra poniendola a disposición del capital en

26 Bocera. Pau! y otros. Capitalismo monopolista de Estado.
México, Ediciones de Cultura Popular. 1970. p. 31.

el mercado de trabajo, interviene en el estable­
cimiento de los precios y salarios para asegu­
rar el incremento de la tasa de ganancia, con­
cede dentro de riesgos calculados conquistas
laborales, hace uso de los aparatos represivos
cuando las circunstancias de la lucha política
atenten contra el mantenimiento del capita­
lismo; entonces violentamente y sin conceder
o tolerar, frena o golpea las protestas e incon­
formidades aun con carácter legítimo.

"En el sentido más elemental, el Estado es
el que garantiza las condiciones, las relaciones
sociales del capitalismo y el protector de la
siempre creciente desigualdad de la propiedad
que este sistema trae consigo. En un sentido
posterior la fuerza del Estado ha sido usada
por los gobiernos para enriquecer a la clase
capitalista y por grupos e individuos para enri­
quecerse ellos mismos".27

Por lo tanto, el papel de la administración
pública es constante y dinámico para promo­
ver y concretar los objetivos del Estado mo­
derno. Al respecto un autor dice: "La admi­
nistración pública es acción, acción guberna­
mental; es dinámica, movimiento continuo.
El gobierno es el proceso conductivo del Es­
tado que concreta las relaciones de domina­
ción, explotación, tutela y servicios inheren­
tes al mismo; gobierno, fuente de orden y
voluntad poi ítica, en la administración públi­
ca cuando desempeña las funciones involucra­
das en la movilización, organización y dirección
de hombres y recursos para lograr los cam­
biantes objetivos del Estado; esto es, la prácti­
ca y actividad continua, coordinada, sincroni-

27 Braverman, Harrv. Trabajo y capital monopolista. México,
Editorial Era, 1975. p. 317.
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zada, de decisiones poi íticas generales a través
de medios específicos".28

El Estado "administra" la desigual reparti­
ción de la riqueza favoreciendo crecientemen­
te a la clase capitalista. Desde esta perspecti­
va, juega un papel importante el derecho pues
a través de él, se reglamenta y sanciona la se­
rie de medidas económicas que benefician a
los núcleos del poder comercial, financiero e
industrial en detrimento del trabajo asalaria­
do. De esta forma, lasexpectativas del capital
a corto, mediano y largo plazo son aseguradas
en términos del incremento de la tasa de ga­
nancia.

"Los poderes del Estado que tienen que ver
con los impuestos, la regulación del comercio
exterior, las tierras públicas, el comercio y el
transporte y la realización de las funciones de
la administración pública han servido como
un motor para bombardear riqueza a las ma­
nos de grupos especiales, tanto por medios
legales como ilegales".29

Paralelamente, el incremento del aparato
gubernamental ha reforzado el papel del Es­
tado en el manejo de los procesos económicos
y poi íticos; su función como instancia formal
y real de los conflictos sociales lo convierten
en la institución que tiene el poder necesario
para ejercerlo con los medios con que cuenta.
En nombre del "interés general, del bien de la
nación", sanciona el cumplimiento de las nor-

28 Guerrero. Ornar. Teorla administrativa de la ciencia polí­
tica. México. Universidad Nacional Autónoma de México.
Facultad de Ciencias Poi íticas V Sociales, 1976. p. 76.

29 Braverman, Harrv. Trabajo y... p.327.

mas de la convivencia social y cuando surgen
problemas que perturban el "orden público"
tales como huelgas, protestas, etcétera, no
vacila en contenerlas con el monopolio orga­
nizado de la fuerza física para salvaguardar la
tranquilidad del capital.

"Cada vez que el gobierno ha considerado
necesario, como lo ha considerado cada vez
más, intervenir directamente en disputas entre
patrones y asalariados, el resultado de su in­
tervención ha propendido a perjudicar a estos
últimos, no a los primeros. Los gobiernos han
desempeñado el papel decisivo en la tarea de
hacer fracasar las huelgas, frecuentemente me­
diante la invocación del poder coercitivo del
Estado yel uso de la franca violencia; y el que
lo hayan realizado en nombre del interés ría­
cional, de la ley y el orden constitucional, y
no simplemente en apoyo de los patronos, su
intervención no ha restado un ápice de utili­
dad para estos últimos".JO

El predominio del ejecutivo concierne a la
época del Estado capitalista como el factor
que conduce el timón gubernamental y sobre
él descansa la organización del poder de la
clase dominante. Es propio del capitalismo la
concentración del poder en la esfera del ejecu­
tivo; es, además, el testimonio de laseparación
del Estado y la sociedad a fin de que estos
entes puedan subsistir y es la condición que
qarantiza la unidad de la clase dominante y
su organización como bloque de poder.

La fuerza del ejecutivo garantiza el desarro­
llo del capitalismo, es decir, la preeminencia

30 Miliband. Ralph. El Estado en la sociedad capitalista. Mé­
xico, Siglo XXI editores. 1971. p. 79.
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de la burguesía sobre las clases dominadas y,
como centro del poder estatal, el ejecutivo
moviliza la maquinaria gubernamental para
promover la reproducción de las condiciones
y relaciones del modo de producción capita­
lista.

Con el ejecutivo fuerte al frente del Estado,
la clase capitalista adquiere unidad de clase,
desorganiza mejor a las clases dominadas, pre­
valece la estabilidad poi ítica para asegurar el
incremento de la tasa de ganancia y consoli­
dar la acumulación de capital. El Estado ca­
pitalista gobierna en beneficio del capital
creando y reproduciendo las condiciones ma­
teriales de producción a través de la poi ítica
económica, cuyos mecanismos dados por el
gasto público, la deuda pública, el cobro de
impuestos directos e indirectos, el fomento
de las inversiones, la promoción del ahorro,
la aplicación de la poi ítica monetaria, crediti­
cia y fiscal en condiciones de inflación, rece­
sión, depresión y el impulso a la formación de
los cuadros técnicos y científicos se conjugan
para beneficiar directamente a la burguesía.

Siendo el Estado moderno un Estado de
clase, unifica y organiza a la clase capitalista
a fin de que asegure su dominación en el mar­
co de la lucha de clases y así sea la directa be­
neficiaria de la repartición desigual del pro­
ducto social. Las palancas de la econom ía son
movidas por la administración pública para
llevar a cabo la acumulación del capital, así
como la reproducción de las relaciones socia­
les de producción.

En cuanto a las clases dominadas, el Estado
las desorganiza y divide para mantenerlas mar­
ginadas de los beneficios económicos, es decir,
las aisla de la riqueza social para que la clase

capitalista no vea disminuido el cuerno de la
abundancia. Cabe señalar que la desorganiza­
ción de las clases dominadas es ejecutada por
el Estado; pero promovida por la clase domi­
nante. En suma, el Estado moderno es la or­
ganización de la clase capitalista, es el centro
que da unidad de clase a la burguesía en los
límites de su autonomía relativa.

El desplazamiento del legislativo y el ascen­
so del ejecutivo como centro rector del Esta­
do, fue promovido por la clase capitalista para
garantizar la permanencia y reproducción de
su interés de clase, para favorecer el manejo
de sus asuntos económicos y para dominar en
los marcos de la vida poi ítica.

El parlamento fue la mejor arma que la bur­
guesía empleó para combatir las estructuras
de la vida feudal y absolutista, ya que permi­
tió la expresión de las clases sociales largamen­
te silenciadas y marginadas de la contienda
poi ítica. La época medieval se caracterizó por
la ausencia de ciudadanos con derechos civiles
y poi íticos; únicamente había individuos so­
metidos a los designios del gran señor y en la
etapa del absolutismo, la acumulación del po­
der político en manos del soberano impidió el
juego de las fuerzas del poder. Por tanto, los
intentos de la participación poi ítica fueron
absolutamente nulos.

Por eso, el parlamento fue la conquista ma­
yor para hacer valer las libertades burguesas,
reconociendo la vida poi ítica de los ciudada­
nos; como foro de expresión, recogía los plan­
teamientos y posiciones de las clases sociales
y, en una primera instancia, fue el centro que
dio unidad a la clase burguesa, que, de esta
manera, limitó la influencia del ejecutivo.
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Sin embargo, el desarrollo del capitalismo
modificó la correlación de fuerzas para forta­
lecer al poder ejecutivo en detrimento del
legislativo. La burguesía advirtió que la lucha
de clases ponía en peligro su unidad de clase
en el parlamento, debido a que la injusticia de
la vida económica y las conquistas poi íticas
del proletariado propiciaban la inestabilidad
de la vida social. Entonces se precisaba de un
poder que refrenará y encauzará los antago­
nismos de clase y, lo más importante, que le
asegurará la vigencia de su interés poi ítico.
Por eso, la burgues ía fortalece al poder ejecu­
tivo el cual con los medios materiales de la
administración pública tiene la capacidad de
hacer frente a los antagonismos de clase, para
encauzarlos por las vías institucionales ya sea
mediante la negociación y, en caso necesario,
por la represión.

Ahora el poder ejecutivo es el indicado para
gobernar y conducir la vida poi ítica en bene­
ficio de la clase capitalista. En su esfera, la
burguesía adquiere unidad de clase para asegu­
rar su dominación, y con ello ser la directa­
mente favorecida en la acumulación de capital.
Para esto, el Estado promueve su actividad
económica en el orden industrial, financiero
y comercial y la actividad misma del Estado
en la economía, está dirigida a garantizar la
reproducción de las condiciones y relaciones
del modo de producción capitalista.

El desarrollo del capitalismo consolida la
separación del Estado y la sociedad, pero una
de sus formas de mediación, es decir, la admi­
nistración pública, se relaciona estrechamente
con la actividad económica de lasociedad civil.
Así, la actividad económica de Estado está
dirigida a reproducir las relaciones sociales de
producción y, además conduce al incremento

de los vínculos entre las empresas de la socie­
dad civil y los órganos de la administración
pública.

En este sentido, la potencia del ejecutivo es
indiscutible porque es la fuerza dinámica que
vincula al Estado con la sociedad civil. "La
separación institucional entre el Estado y la
sociedad dio paso a una múltiple interdepen­
dencia y entrejimiento entre el poder ejecutivo
y la econom ía. Las multiformas prácticas de
intervención económica y socio-poi ítica por
parte del Estado, desenbocaron necesariamente
en un fortalecimiento del poder ejecutivo".31

En esta perspectiva, la fuerza del ejecutivo
es la mejor garantía para asegurar el interés
de la burguesía, tanto en lo poi ítico como en
lo económico. En lo político, el ejecutivo, con
el potencial del aparato administrativo, refre­
na las reivindicaciones de las clases dominadas
así como las contradicciones sociales. En lo
económico, con el manejo de la poi ítica mo­
netaria, crediticia y fiscal, promueve y benefi­
cia a los negocios privados y consolida la acu­
mulación del capital.

La relación de la administración pública
con la clase capitalista es evidente; los gran­
des capitanes de la industria, el comercio y
las finanzas, mantienen vínculos constantes
con las instancias de la administración pública
a fin de proteger mejor su interés poi ítico y
sus negocios económicos. "Las clases propia­
mente dominantes se agrupan en torno a los

31 Karsch y Schmtedere. "Evolución funcional del poder
legislativo". En: Abendroth, N y K. Lenk. Introducción
a la ciencia política. Barcelona, Editorial Anagrama. 1971.
p.203.
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centros del poder que mantienen el sistema
entero: la producción, la política exterior, las
fuerzas armadas, etc." 32

Por otra parte, la hegemon ía histórica del
ejecutivo deriva también de que su radio de
acción no depende exclusivamente de las dis­
posiciones legales elaboradas y aprobadas por
el poder legislativo, sino que con la democra­
tización del parlamento fue investido de facul­
tades legislativas que aunadas a su función
administrativa, lo convierten en el centro prin­
cipal del poder estatal. "La delegación de las
competencias legislativas, a la administración

32 tu«, p. 213.

por parte del parlamento, así como el incre­
mento de las disposiciones legales; la legisla­
ción global del parlamento; las interpretacio­
nes administrativas y las cláusulas generales de
derecho administrativo; las teorías de los
actos de soberan ía, de las violaciones de la
constitución y de derecho estatal de emergen­
cia, desarrollados por la ciencia jurídica.

"En todos estos casos, la administración ya
no actúa sobre la base de unas competencias
claramente establecidas por el parlamento,
sino que ella misma prescribe en su mayoría
las normas de su propia actividad".33

33 Griepenburg, Rüdiger. "Función de la administración en
el Estado Burgués". En: Abendrcth-Lenk. Introducción
a la ciencia política. p.221.



LA REFORMA ADMINISTRATIVA EN AME RICA LATINA

Gildardo Campero Cárdenas

La reforma administrativa representa la estra­
tegia más generalizada en los países del área,
para incrementar la capacidad del sector públi­
co en el cumplimiento o logro de los objetivos
del desarrollo a través de sus organizaciones.

Los rasgos más sobresalientes que definen
el perfil de la reforma administrativa en la re­
gión, se describen en seguida en los términos
de su naturaleza, propósito, estrategia, objeti­
vos y programas, así como de la organización
requerida para instrumentarla. En todo caso,
se ejemplifican las modalidades propias de los
países de América Latina y del Caribe, aten­
diendo a la estructura y el entorno socioeco­
nómico, poi ítico y cultural en que se desen­
vuelven, su sistema de valores y su herencia
histórica.

NATURALEZA DE LA REFORMA
ADMIN ISTRATIVA

El análisis de las diversas definiciones que de
la reforma administrativa se han dado, permi­
ten entenderla operacionalmente como un
proceso social de cambio permanente en. la
administración pública, conducido a concien­
cia y de manera intencional.

A manera de ejemplo, en cuanto proceso
permanente de carácter social para la Repú­
blica Dominicana, la reforma administrativa
es un proceso de carácter social que inside es­
pecialmente en la estructura y funcionamiento
de la administración pública, a fin de adecuar­
los a los objetivos del desarrollo integral; en el
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caso de El Salvador la reforma administrativa
es un proceso permanente y sus acciones deben
ser sistemáticas y sostenidas, ya que la admi­
nistración pública debe evolucionar de acuerdo
a los Planes de Desarrollo; y en Perú se le defi­
ne como un proceso de cambios estructurales
dirigidos a lograr la adecuación permanente
de la administración pública, para el cumpli­
miento de los Planes del Gobiemo, en relación
con las aspiraciones de la comunidad nacional.

Por lo que respecta al cambio conducido a
conciencia y de manera intencional. Argentina
conceptúa a la reforma administrativa como
un proceso permanente y sistemático, que te­
niendo en cuenta la situación existente, trate
de perfeccionar los organismos estatales; Mé­
xico ha considerado que para instrumentar
adecuadamente el actual programa de gobierno
y responder con eficacia a las exigencias poi í­
ticas, económicas y sociales que afronta el
país, es indispensable programar y dirigir
conscientemente los cambios y adecuaciones
que en forma permanente requiere la admi­
nistración pública federal; en este mismo sen­
tido, para Barbados el cambio planificado
constituye el elemento clave de la reforma
administrativa; proceso de cambio planeado
por el cual, entiende Brasil, las organizaciones
puedan efectuar la transición de su estado ac­
tual hacia posiciones más deseables.

siendo la administración -y administrar es
servir con intensidad- debe serlo para el desa­
rrollo económico y social del país". 1

En los últimos años, algunos países de
América Latina han sustituido el concepto de
reforma administrativa por los de planifica­
ción, desarrollo o modernización de la admi­
nistración pública, para significar que la acción
reformadora ha pasado de ser un fin en sí mis­
ma a ser un valioso elemento del desarrollo
nacional.

En efecto, aunque las reformas administra­
tivas tienen una larga trayectoria en la región,
a las anteriores a la planificación se les ha atri­
buido, en general, la característica de haber
sido motivadas por objetivos limitados y no
vinculados directamente con el desarrollo eco­
nómico y social, así como por su utilización
poi ítico-partidista por parte de gobiernos de
corta o larga duración, de facto o elegidos.2

Se ha reconocido que las deficiencias ad­
ministrativas surgidas de las prácticas tradicio­
nales son diferentes de las que se originan en
la preparación y ejecución de planes nacionales
de desarrollo.3 Hubo casos en que la reforma

En suma, "una reforma es un esfuerzo, un
proceso permanente. Toda reforma no sólo es
un ejercicio de conciencia -se requiere de la
realidad-, sino también y fundamentalmente
una conducción intencional del cambio".

"Conciencia, conducción intencional del
cambio en esfuerzo permanente, es lo que
constituye una reforma que, en este caso,

2

3

Lóoez Portillo. José. "Reforma Administrativa". Cua·
demos de Filosofía Política. No. 19. México. Secretaría
de Proqrerneclón y Presupuesto. Dirección General de
Documentación y Análisis. 1919. pp. 6 y 7.

Unidad de Administración Pública de la CEPAL. "Capa­
cidad Administrativa para el Desarrollo en América
Latina: Diagnóstico General y Medidas para Fortalecer­
la". Reunión de Expertos sobre Capaddad Administra­
tiva para el Desarrollo. Santiago de Chile. noviembre de
1970. Naciones Unidas. Consejo Económico y ·Social.
Documento ST/ECLA/Conf. 38/L 12. 7 de octubre de
1970.

Unlded de Administración Pública de la CEPAL. OP. cit.
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fue motivada por la búsqueda de la eficiencia
como único propósito, centrándose en medi­
das de racionalización y austeridad, tendientes
a la reducción del gasto público o el déficit
fiscal.4 En ocasiones, la reforma administrativa
se acometió básicamente desde un punto de
vista formal-legalista, adoleciendo de un marco
de referencia que permitiese abordarla inte­
gralmente;; convirtiéndose, de tal suerte, en
"sinónimo de cambio de estatutos, reglamen­
tos y flujos de rutina, ignorándose el hecho de
que una organización es un sistema múltiplo
de personas".6

Todo ello se explica en el hecho de que
"para muchos, una reforma administrativa es
una ley o varias leyes que modifican un orga­
nograma, cambian funciones o simplifican
procedimientos. En realidad, un proceso de
reforma administrativa podría iniciarse en esa
forma, pero su objetivo final no se cumple por
decreto, sino a travésde un proceso de cambios
que lleva a una transformación en el proceso
social y económico, modifica las relaciones

sociales y el comportamiento de organismos,
personal y dlriqentes"."

La experiencia de reforma administrativa
en América Latina, previa a la introducción de
la planificación del desarrollo, conduce a ca­
racterizarla como un esfuerzo cuyo foco de
acción estuvo centrado casi exclusivamente
sobre los elementos formales del sistema, y su
orientación estratégica fue procesa lista, lo
cual presupuso un condicionamiento de los
fines a los rnedios.f Esta lección permite tipi­
ficar a la reforma de esos años como procedi­
mental y técnica, puesto que propendió al
mejoramiento del "orden" de la Administra­
ción haciendo énfasis en el razonamiento legal
y en la creación o simplificación de rutinas y
procesos. Administración fue sinónimo de or­
den, y el mejoramiento per se de los métodos,
propósito de la reforrna.?

En cambio con el impulso tomado por la
planificación socioeconómica, y los obstáculos
administrativos encontrados por ella, se ha

4

5

6

Dickson, Guillermo José y Carbone, Roberto. "Expe­
riencias Nacionales en Reforma Administrativa: Argen­
tina". En: Experiencias Nacionales en Reforma Admi­
nistrativa. Primer Coloquio. Centro Latinoamericano
de Administración para el Desarrollo (CLAD). México.
1979.

Antonorsl. Nelly M. de. "Reflexiones sobre la Experien­
cia de la Reforma Administrativa: Venezuela". En: Ex­
periencias Nacionales en Reforma Administrativa. Primer
Coloquio. Centro Latinoamericano de Administración
para el Desarrollo (CLAD). México, 1979.

Carvetho. Williarn. "Aprendiendo con el Error: Algunas
reflexiones sobre el esfuerzo de reformas administrativas
federales: Brasil". En: Experiencias Nacionales en Re­
forma Administrativa. Primer Coloquio. Centro Latino­
americano de Administración para el Desarrollo (CLAD).
México, 1979.

7

8

9

Mermer, Gonzalo. "El Papel de la Reforma Administra­
tiva en la Estrategia de Desarrollo". En: Kliksberg Ber­
nardo y Madrid, Pedro José (Compiladores) Aportes
para una Administración Pública Latinoamericana Ca­
racas, Universidad Central de Venezuela. Ediciones de
la Biblioteca. 1975.

Nasclmlento, Kteber. "Reflexiones sobre la Estrategia de
la Reforma Administrativa: La Experiencia Federal
Brasileña". Reunión de Expertos sobre Capacidad Ad­
ministrativa par/J el Desarrollo. Santiago de Chile, no­
viembre de 1970. Naciones Unidas. Consejo Económico
y Social. Documento ST/ECLA/Conf. 38/L.4. 25 de
[unlo de 1970.

Been Lee, Hehn. "Bureeucratic modele and administra­
tlve reform". En: Development and Change. Admlnis­
trative reformo Vol. 11. 1970-71. No. 2. Institute of
Social Studtes. The Hague.
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16

tratado de relacionar la planificación adminis­
trativa con la prtmera."? Así por ejemplo, en
República Dominicana al enfocarse el aspecto
de la reforma administrativa, se estima nece­
sario hacer referencia al proceso del desarrollo
nacional, por cuanto la reforma tiene un obje­
tivo ligado a la planificación de tal proceso.l '
"Por ello, actualmente se habla de la planifi­
cación administrativa, definida (por la CEPAL)
como 'un proceso permanente por medio del
cual se establecen objetivos administrativos a
alcanzar en un periodo determinado por medio
de poi ítica, planes y empleo eficiente de los
recursos administrativos existentes para con­
seguir un cambio, de un nivel administrativo
existente a otros mejores'''.12

Por medio de la planificación administra­
tiva se trata de procurar la máxima eficiencia
en el empleo de los recursos administrativos
en todas las fases de la planificación econó­
mica, con el fin de acelerar el desarrollo, au­
mentando el rendimiento de los insumas para
conseguir el correspondiente aumento del
producto en bienes y servicios.13

La planificación administrativa, al integrar
el esfuerzo de reforma administrativa con los
planes globales de desarrollo, hace que en
América Latina la reforma adquiera bajo esa

10 Unidad de Administración Pública de la CEPAL. "La
Planificación Administrativa para el Desarrollo Econó­
mico y Social en América Latina". Op, cito

11 Amaro Guzmán. Hevmundo. "La Reforma Administra­
tiva: República Dominicana", En: Experiencias Necio­
nales en Reforma Administrativa. Primer Coloquio.

12 Unidad de Administración Pública de laCEPAL. Op. cn..
citado por Amaro Guzmán, Raymundo. Op. cito

'3 Ibidem.

filosofía una nueva razón de ser y su utilidad
es claramente cornprendida.!" En efecto,
" ... Ia transformación de las estructuras, sis­
temas y procedimientos de la administración
pública tiene ahora una nueva justificación y
una nueva ética: la de lograr que esas estruc­
turas, sistemas y procedimientos permitan el
desarrollo, o más precisamente, permitan la
ejecución de los planes de desarrollo econó­
mico y social y no se convierta en su freno" .15

Puesto que una de las causas de la inefica­
cia de los planes "ha sido la existencia de una
administración pública incapaz de servir, no
sólo para una eficiente formulación de planes,
sino para una eficaz ejecución y evaluación de
los mismos ... "es precisamente el proceso de
planificación el que motiva la reforma adminis­
trativa.16 De ahí que países como Venezuela
estimen que el propio sistema de planificación
debe ser modlñcado:"? Costa Rica realice pro­
gramas de racionalización administrativa con
el propósito de mejorar la capacidad de pla­
neamiento y ejecución de sus actividades y de
asegurar así el cumplimiento de los planes de
desarrollo;18 y México considere "que los

14 Ibidem.

15 Brewer-Car ias, Allao R. "Palabras pronunciadas en el
Acto de Instalación del Consejo de Reforma Adminis­
trativa de la Oficina Central de Coordinación y Plani­
ficación (CORDIPLAN) el 17 de octubre de 1969". En:
Comisión de Administración Pública (CAP)' La Reforma
de Toda la Administración Pública por toda la Admi­
nistración Pública. Caracas. Venezuete. CAP. 1970.

Brewer-Carjas. A.A. Op. cit.

'7 Ibidem.

18 Presidencia de la República. Decreto No. 9283-p. Crea­
ción del Sistema de Reforma Administrativa. San José.
Costa Rica. 30 de octubre de 1978.

•
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Ibídem.

trabajos de reforma administrativa ... han de
orientarse, fundamentalmente por la necesidad
de adecuar las estructuras, sistemas y métodos
administrativos en función de los objetivos
que persigue el Gobierno en esta etapa de de­
sarrollo y de las metas y programas específicos
que se establezcan en cada dependencia... "19

De ah í que al relacionar la planificación
global y la planificación administrativa, "deben
salvarse al respecto una serie de cuestiones
prácticas que no se limitan a la coordinación
institucional, entre ellas: la identificación de
las necesidades administrativas que surgen
de los planes globales, la estructuración de
poi íticas administrativas ajustadas a ellos, la
compatibilización de objetivos administrativos
en función de las metas de la planificación
global, la estructuración de procedimientos
para el ajuste del plan administrativo a las mo­
dificaciones que la dinámica de aplicación del
plan global va suscitando en el mismo ..." 20

Ouienes han adoptado el concepto de desa­
rrollo administrativo en lugar del de "refor­
ma", afirman que en la experiencia latinoame­
ricana el común denominador de esta última
fue el desarrollo cíclico con fuerte impulso en
sus primeros momentos, decaimiento lento
luego y largos periodos de letargo después."
Subrayan, de nuevo, que el enfoque tradicio­
nal de reforma administrativa adoptado cir-

19 Presidencia de la República. Acuerdo para el estableci­
miento de Unidades de Programación en cada una de
las Secretarías V Departamentos de Estado, Organismos
Descentralizados V Empresas de Participación Estata/.
México, D. F. Diario Oficial. 11 pe Marzo de 1971.

20 Antonorst. Neliy M. de. Op. cit.
21

cunscribió los cambios a la solución de pro­
blemas parciales (cambio de leyes y normas,
reorganización de dependencias o entidades
en crisis, introducción O modernización de
sistemas de apoyo). Pero estos cambios no
tuvieron continuidad en el tiempo y no llega­
ron a remover las causas generadoras de pro­
blemas en las dependencias públicas, sobre
todo en las directamente responsables de la
prestación de servicios y producción de bienes
para la sociedad.22

"Esta realidad ha conducido al Gobierno
Ecuatoriano a concebir al desarrollo adminis­
trativo como una nueva perspectiva, compren­
dido éste como un proceso dinámico, ligado
íntimamente a los objetivos del desarrollo in­
tegral. El desarrollo administrativo no sólo
busca la adaptación de las estructuras y proce­
dimientos administrativos al cambio, sino que
busca fundamentalmente hacer que la admi­
nistración pública promueva y rija ese cambio.
Se trata de lograr que ella sea capaz de movili­
zar un proceso dinámico de desarrollo, en el
que se integran todos los recursos humanos,
poi íticos, económicos y sociales a diferencia
de la administración pública tradicional que
buscaba simplemente asegurar la correcta eje­
cución de las leyes y el mantenimiento de
una estructura económica simple. Esta es la
concepción esencial del desarrollo adminis­
trativo".23

Para Guatemala, la alternativa de desarrollo

22 Secretaría General del Consejo Nacional de Planificación
Económica. Programa de Desarrollo Administrativo del
Sector Público -PRDDA5P- Plan de Desarrollo Admi­
nistrativo del Sector Público. República de Guatemala,
C.A. 1978. PRODASP-D-78·32.

23
Rodríguez P" CarlOS A. Op. cit.
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administrativo que ahora se emprende, supone
la inversión del enfoque tradicional al admi­
tir la existencia de limitaciones burocráticas,
poi íticas y sociales que imposibilitan la reali­
zación de cambios en forma global e inmedia­
ta. 24 En consecuencia, se eligió el criterio de
producir la reforma dentro de un proceso
permanente que moviliza a la propia adminis­
tración pública para que cambie.25

En tal sentido, el desarrollo administrativo
o la reforma se entiende en Guatemala "como
un proceso que, en lugar de agotarse a medida
que se desarrolla, vaya autososteniéndose me­
diante la institucionalización de la capacidad
para autoevaluar y autocorregir las deficiencias
y problemas que afectan a la ejecución de los
programas de Gobierno".26 De la misma ma­
nera, "el proceso de desarrollo administrativo
en Honduras, más que brindar soluciones a la
problemática administrativa, busca desarrollar
las potencialidades y capacidades institucio­
nales, para que sean los mismos organismos
quienes se auto-adecúen constantemente, con
arreglo a las orientaciones y directrices que
establece el Plan de Desarrollo Administrativo
del sector público. Interesa que al desarrollar
tales potencialidades y capacidades, éstas se
constituyan como agencias de cambio organi­
zacional planificado".27

El desarrollo administrativo se complementa
con un ingrediente finalista (teleológico) y otro
valorativo (axiológico), En cuanto al primero,
esto es, a su contenido, el desarrollo adminis­
trativo centra su acción en un énfasis a las ac­
tividades sustantivas del Estado, de modo que
no se limite como ha sido tradicional, al me­
joramiento de las actividades de apoyo a la
gestión y busque así afrontar directamente los
problemas que afectan a la administración pú­
blica, mejorando la cantidad y calidad de los
servicios, bienes y regulaciones que entrega a
la sociedad.28

En su aspecto valorativo, la estrategia del
desarrollo administrativo se sustenta en un
proceso participativo de naturaleza humanista.
Se caracteriza por brindar a quienes nunca
fueron considerados antes como protagonistas
del cambio administrativo, una oportunidad
para poner de relieve los problemas que viven
a diario y comprometerse en un programa pa­
ra soluclonarlos.é? En consecuencia, se trata
al mismo tiempo de superar los enfoques es­
tructuralistas, formalistas y mecanisistas y
aplicar una concepción y un método compor­
tamental o conductualista, cuya técnica de
intervención básica la constituye un mecanis­
mo y una herramienta de programación par­
ticipativa o colectiva (programación de mejo­
ramiento del rendimiento, PIP), * sustentados

ttvo: Honduras". En: Experiencias Nacionales en Refor­
ma Administrativa. Primer Coloquio.

28 Secretada General del Consejo Nadonal de Plantñcectón
Económica. PRODASP. OP. ctt:

29 Secretada General del Conee¡o Nacional de Planificadón
Económica. PRODASP. "Documento para los Partici­
pantes de Grupos de Programación Colectiva". Op. cit.

Performance Improvement Procrammfnc (PIPI.

Secretaría General del Consejo Nacional de Planificación
Económica. Programa de Desarrollo Administrativo del
Sector Público. "Documento para los Participantes de
Grupos de Programación Colectiva". -PRQOASP­
0-78-35. En: Documentos de Programaci6n Colectiva.
(Recopilación). Guatemala, octubre de 1979.

27 Consejo Superior de Planificación Económica (CONSU­
PLAN). Secretaría Técnica. "El Desarrollo Administra-

24
Secretaria General del Consejo Nacional de Planificación
Económica. PRODASP. Op. cito

25 Ibidem.
26



G. CAMPERO CARDENAS LA REFORMA ADMINISTRATIVA EN AMERICA LATINA 211

en la tecnología y estrategias del desarrollo
organizacional (d.o.).3o

En suma, "el desarrollo administrativo for­
ma parte del proceso total de cambio que
experimenta un país para la consecución de
sus metas societales. Dentro de este contexto,
el desarrollo administrativo trasciende las di­
mensiones estrictamente formales y técnicas,
para incorporarse a la cultura nacional como
un valor y una capacidad permanente y soste­
nida para la autorrenovación organizacional,
mediante esfd!!rzos conscientes y deliberados.
En este sentido debe considerarse al desarrollo
administrativo (d.a.) como el proceso acumu­
lativo de modernización (m) e instituciona­
lización (i)".31

La conveniencia de adoptar el término mo­
dernización administrativa reside en que per­
mite describir con mayor propiedad la clase
de cambio que los países desean para sus sis­
temas administrativos, puesto que por moder­
nización administrativa se entiende el proceso
de cambio a través del cual los organismos
públicos incorporan nuevas formas de organi­
zación, tecnologías físicas y sociales y com­
portamientos que les permitan alcanzar nuevos
objetivos de una manera más adecuada. Visto
desde este ángulo, el fenómeno de moderni­
zación consiste en un proceso de creación y
transformación institucional, a través del cual
la administración pública eleva su desempeño

30 CONSUPLAN. Op. cit.
31

Campero. Gildardo Héctor y Loureiro, Ceci. "Ensavc
sobre la Modernización de la Administración Pública",
En; Colegio de Licenciados en Ciencias Políticas V
Administración Pública, A.C. Revista de Política y Ad­
ministración No. 5. México, mayo-agosto de 1976.

para hacer frente a las demandas que sobre
ella inciden .32

Así definida, la modernización administra­
tiva comprende parámetros y objetivos dife­
rentes a los de la reforma en su acepción tra­
dicional. Así por ejemplo, Brasil estima que
la reforma se interesaba en promover mayor
eficiencia en la consecución de los fines, su
orientación era predominantemente procesa­
lista. Por el contrario, al trascender los pro­
pósitos y el ámbito de la reforma, la moder­
nización administrativa busca la innovación y
persigue la eficacia, su orientación dominante
es "teleológica".33

En el caso de la reforma administrativa en
Paraguay, se afirma que "no se tratará de una
reforma destinada simplemente a lograr una
mayor eficiencia de una administración pública
tradicional, sino destinada a dejar a un lado
estructuras arcaicas, incapaces de marchar al
unísono con la transformación que el país está
comenzando a experimentar ..." 34

32
Ochs. Smill y Laureiro Pinto, Atuz¡o. "Modernización y
Reforma Administrativa del Gobierno Federal Brasile­
ño". En: Reforma Administrativa: Experiencias Latino­
americanas. México. Instituto Nacional de Administra­
ción Pública (lNAP) No. 6. 1975; Secretaría General del
Ministerio de Planeamlento y Coordinación General/Se­
cretaría de Modernización y Reforma Administrativa.
"Modemtaecao e Reforma Administrativa do Goberno
Federal Brasuetro. Quatro Décadas de Experiencia".
Primer Seminario Interamericano de Reforma Adminis­
trativa. s/f.

33 De Souza wanruch, Beatriz M. "Reforma Administrativa
Federal Brasileña" (Pasado y Presente) En: Revista La­
tinoamericana de Administración Pública No. 1. México.
Asociación Latinoamericana de Administración Pública
(ALAP). Instituto Nacional de Administración Pública
(tNAP). Enero-Marzo, 1974.

34 Presidencia de la República. Secrerarfa Técnica de Pla­
nificación. Propuesta Relativa a los Lineamientos Gene-
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la experiencia de México muestra cómo
además de las reformas incrementales -que
sólo pretenden incrementar la eficiencia de las
funciones o el volumen de los servicios que ya
se prestan, de tiempo en tiempo, se vuelve
necesario hacer ajustes mayores, reformas o
reestructuraciones de fondo,35 para acelerar
el cambio de las estructuras administrativas
tradicionales con el fin de ajustarlas a las enor­
mes transformaciones de la población, asi
como para adecuarla a las nuevas necesidades
surgidas del papel cada vez más importante
del Estado en el desarrolld,36 además de la
necesidad que tiene el país de plantearse cla­
ramente que tipo de administración pública
requiere para cumplir con la tarea que habrá
de corresponderle en el último cuarto del siglo
XX.37 Por todo ello, al nivel más alto de deci­
sión del Poder Ejecutivo, se ha señalado la
necesidad de "modernizar" urgentemente la
administración pública.38

rales del Proceso de Refonna Administrativa. República
del Paraguay. s/f.

35 Carrillo Castro, Alejandro. La Nueva Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal, uno de los Medios
para Alcanzar el Modelo del País al que Aspiramos. Mé­
xico. ISSSTE. 1977.

36 Partido Revolucionario Institucional (PRII, Propuesta
de Programa de Gobierno 1976-1982; López Portillo,
José. Discurso de Cierre de Campaña; López Portillo.
José. Su Pensamiento. No. 5.

37 Ca,,;IIo Cestro, Alejandro. La Reforma Aarninistretive:
Antecedentes, Estado Actual y Perspectivas. México.
Instituto de Estudios Administrativos. A.C. s/f.

38 López Portillo. José. "Palabras Pronunciadas por el C.
Presidente de la República, José López Portillo, durante
la Primera Reunión de Gabinete sobre Reforma Admi­
nistrativa". Palacio Nacional, 28 de enero de 1977. En:
Boletín de Estudios Administrativos No. 8. Presidencia
de la República. Coordinación General de Estudios
Administrativos. México, octubre de 1977.

Para Guyana se ha recomendado en el cam­
po muy particular de la administración de
personal la "modernización" del servicio pú­
blico, de tal modo que pueda conduci rse hacia
el desarrollo dinámico de una nación joven.39

la enseñanza de América latina en el cam­
po de la reforma administrativa permite obser­
var una metamorfosis en su naturaleza, al
transitar por un continuo de medidas de me­
joramiento tipificadas como reformas proce­
dimentales y técnicas para llegar a la reforma
programática. "Esta última encuentra su ob­
jetivo en el contenido mismo de los programas
de trabajo, más que en los métodos O en el
orden que se sustenta en los procedimientos y
rutinas de la administración. El foco de la re­
forma se traslada de la forma a la substancia,
de la econom ía y la eficiencia a la eficacia en
el logro de las metas, del mérito burocrático
al bienestar de la población. En este énfasis
novedoso sobre el desempeño o realización
de los programas se da cuando el Gobierno
de un país en desarrollo inicia realmente un
movimiento hacia el desarrollo económico y
social. En esta nueva orientación de la reforma
administrativa el "producto" O "resultado",
se convierte en la palabra clave, y la burocra­
cia avanza forzada por los programas de traba­
jo. Conforme a toda esta concepción innova­
dora la reforma administrativa es básicamente
un cambio para hacer de la administración un
mejor instrumento, a través del cual se alcan­
zan los objetivos de orden público de una so­
ciedad" .40

39 Guvana. "Estrategia de la Reforma Administrativa". En:
Experiencias Nacionales en Reforma Administrativa.
Primer Coloquio.

40 Been Lee, Hahn. OP. cit.
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PROPOSITO DE LA REFORMA
ADMINISTRATIVA

Al definir operacionalmente el concepto de la
reforma administrativa, que genéricamente
recoja los principales elementos de este proce­
so en los países de la región, se le entendió
como un esfuerzo de naturaleza intencional,
esto es, deliberado. En tal sentido, la elección
clara de los objetivos globales de la reforma
administrativa es requisito fundamental para
su éxito.41 Por consiguiente, cuando en Amé­
rica Latina y el Caribe se busca la eficiencia y
la eficacia a través de los trabajos de reforma,
éstos están dirigidos, dentro de una cadena de
medios a fines, a un propósito sustantivo, To­
mando un caso, en México se ha resuelto ini­
ciar una reforma administrativa no por un
simple capricho orgánico, ni por un prurito
racionalista, sino como una de las respuestas
fundamentales para aumentar la capacidad de
respuesta a las necesidades fundamentales del
país. No se trata entonces, de hacer el "ejerci­
cio de la antiburocracia", o de un simple afán
de renovación sin sentido que busca el cambio
por el cambio.42

Un examen de las diversas finalidades per­
seguidas con la reforma administrativa por los

41
Drar, Yebezket. "Strateqíes for Administrative Reform".
En: Developmenr and Change. Administrative Reform.
Volume 11-1970-71. No. 2. tnstltute of Social Studies.
The Hague.

42
López Portillo, José. "Reforma Administrativa". En:
Cuadernos de Filosofía Política. No. 19. México. Secre­
tar ra de Programación y Presupuesto. Dirección General
de Documentación y Análisis. Abril de 1979; López
Portillo. José. Su Pensamiento No. 3, Su Pensamiento
No. 4. Discurso de Toma de Posesión.

gobiernos del área, conduce a definir su pro­
pósito comoel de fortalecer a la administración
pública y transformarla en un instrumento
adecuado, para que responda con eficiencia,
eficacia, congruencia y honestidad a las exi­
gencias del desarrollo nacional y al curnpli­
miento de los programas de Gobierno.

La motivación intencional del cambio ad­
ministrativo se ha puesto de relieve, en los
sectores públicos de la región, cuando éstos
buscan con la reforma fortalecer y adecuar a
la administración pública en función del de­
sarrollo económico y social según se advierte
en los propósitos perseguidos por Panamá,
Ecuador, Honduras y El Salvador.

Tal cometido general se complementa cuan­
do paises como Argentina, Chile, Ecuador,
México, Paraguay y Perú añaden el carácter
instrumental del objeto de cambio, cuyo de­
sempeño, en el logro del desarrollo y la ejecu­
ción de los planes, debe calificarse en términos
de eficacia, eficiencia, congruencia y hones­
tidad.

A manera de ejemplo para modernizar al
Ecuador es imperativa una administración pú­
blica eficiente, técnica y honesta. Y a fin de
erradicar la lentitud, la corrupción y el despil­
farro, la administración pública se reformará
profundamente . En México se quiere organi­
zar al gobierno para organizar al país mediante
"una reforma administrativa para el desarrollo
económico y social, que contribuya a garanti­
zar institucionalmente la eficiencia, la con­
gruencia y la honestidad en las acciones pú­
blicas".43

43 Roldós Agullera, Jaime. Mensaje a la Nación, Quito,



214 REVISTA DE ADMINISTRACION PUBLICA

Ibídem.

51

49 Secretarfa General del Consejo Nacional de Planificación,
Económica. PRODASP. Plan de Desarrollo Administra­
tivo del Sector Público.

50 Carrillo Castro. Alejandro. La Nueva Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, uno de los Medios para
Alcanzar el ModeJo de País al que Aspiramos.

Unidad de Admi"nistración Pública de la CEPAL "Capa-

"En síntesis, la eficiencia se concibe como
la capacidad para lograr mayor productividad
y la eficacia, como la capacidad de alcanzar
los objetivos propuestos. La eficiencia no pue­
de ser un objetivo único en un programa de
mejoramiento del sector público, ya que por
esta vía puede llegarse, inclusive, a perfeccio­
nar aspectos que lejos de facilitar, obstruyen
el proceso administrativo (tal el caso de algu­
nas leyes y mecanismos de control). La efica­
cia es lo deseable, ya que el Sector Público
requiere de ella para alcanzar sus objetivos; la
combinación de ambos enfoques es lo ideal".49

Por consiguiente, aumentar la productivi­
dad, la eficiencia de las acciones de la admi­
nistración pública, constituye una meta im­
portante; pero no es suficiente, por ejemplo,
para la reforma administrativa mexicana. Pues­
to que, "tan importante como aumentar la
productividad y la eficiencia esque se cumplan
los objetivos propuestos por el sistema poi íti­
co, del cual la administración es sólo su medio
ejecutivo".5o

En el campo de la integración económica,
concebida como coadyuvante al desarrollo de
Cada país de la región, la integración latino­
americana y del Caribe es un objetivo impor­
tante, ambicioso y difícil, cuyas repercusiones
administrativas adquieren especial importancia
dentro de los esfuerzos de reforma, aun cuando
a inicios de la década de los años setenta sólo
habían sido estudiadas en forma limitada.51

United Nations. Development Admintstrstton: Outrent
Approaches and Trends in Public Administratian tor
Natíonal Oevetopment. New York. United Nations.
Departament of Economic and Social Affairs. Sales No.
E.76.II.H.l.

48 L6pez Portillo, José. Intervención del C. Presidente de
la República durante la Segunda Reunión de Gabinete
sobre Reforma Administrativa. Palacio Nacional. México,
22 de julio de 1977.

Ecuador. 10 de agosto de 1979; López Portillo. José.
Segundo Informe de Gobierno (Complementario). Mé­
xico, D.F. 10. de septiembre de 1978.

44 Oror, YehezkeL Op. cit.: Leemans, Ame F. "Adminis­
trative Reform: An Overview". En: Development and
Change. Administrative Reform. Volume 11. 1970-71.
No. 2. lnstltute of Social Studies. The Hague.

45 0'0'. Yehezkel. Qp. cít.: Leemans, A.F. Qp. cit.
46
47

Del análisis anterior, se deriva una distinción
en cuanto a la di rección de los propósitos de
la reforma administrativa en América Latina,
que permite calificarla como un "esfuerzo
orientado hacia objetivos múltiples".44 En
efecto, un grupo de éstos se encaminan al in­
terior de la administración 45 y se interesan,
principalmente, en su "mejoramiento", en
cuanto a la productividad o uso racional de
los recursos (eficiencia) y la honradez en la
conducta de los funcionarios públicos (hones­
tidad). Otro grupo de propósitos de la reforma
tiene que ver con "el papel del sistema admi­
nistrativo en relación a la sociedad global".46
Aquí se aplica a la eficacia (grado de cumpli­
miento o logro de los objetivos) como indica­
dor del efecto último de la administración pú­
blica en la sociedad, así como de su capacidad
para alcanzar o responder a los objetivos del
desarrollo."? Dentro de este grupo, la corres­
pondencia oportuna entre fines y medios
(congruencia) constituye un propósito funda­
mental de gobiemo.4s
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Ibídem.

Al lado de los primeros sistemas orientados
hacia la integración del área, creados alrededor
de 1960, tales como la Asociación Latinoame·
ricana de Libre Comercio (ALALC) y el Mer­
cado Común Centroamericano, han empezado
a cobrar impulso en años recientes otros siste­
mas subregionales: el Acuerdo de Cartagena
(más conocido como Grupo Andino). el Mer­
cado Común del Caribe Oriental (ECCM) y la
Comunidad del Caribe (CARICOM).

En ese contexto adquiere especial lrnpor­
tancia la coordinación entre todos estos sis­
temas de integración y el fortalecimiento de
la capacidad administrativa de las instituciones
multinacionales, sobre todo los Bancos o cor­
poraciones de fomento y de las corporaciones
públicas latinoamericanas. Entre las tareas
más urgentes parecen figurarel establecimiento
de estructu ras y procedimientos más flexibles
y eficientes y la formulación de personal téc­
nicamente idóneo y dotado de un punto de
vista rnultinacional.P?

La preocupación por una óptica multina­
cional responde a que en muchos casos las
frustraciones del proceso de integración se
atribuyen al predominio de consideraciones
nacionales sobre conveniencias regionales o
subregionales. Lo anterior se advertía en los
planes de desarrollo durante el decenio de
1960 que estaban basados en un enfoque pu­
ramente nacional, ignorando en gran medida
los objetivos de la integración.5 3

cidad Administrativa para el Desarrollo en América
Latina: Diagnóstico General y Medidas para Fortalecer­
la". Op. cit.

52 Ibídem.
53

En la actualidad, algunos planes nacionales
y programas de Gobierno ya recogen entre sus
objetivos, metas y estrategias, la integración y
cooperación regional y subregional. Incluso,
se busca coordinar, como sucede en Colombia,
los planes y programas nacionales de desarrollo
con los de otros países latinoamericanos, con
miras a establecer un régimen de planeación
conjunta del proceso de integración económi­
ca regional o subregional, a través del Depar­
tamento Nacional de Planeación.

El Programa de Gobierno de la Junta de
Reconstrucción Nacional de Nicaragua consi­
dera entre sus Lineamientos básicos, dentro
del área económica, que "en el ámbito latino­
americano se fortalecerá la acción del Sistema
Económico Latinoamericano (SELA), y se
hará hincapié en el enfoque multilateral, cuan­
do se trate de encontrar soluciones conjuntas
a problemas comunes, especialmente aquellos
que se planteen frente a los países industria­
lizados. La integración centroamericana y lati­
noamericana se apoyará en la medida en que
no obstaculice el proceso de transformaciones
internas o la reactivación de la economía que
llevará a cabo el Gobierno, y en que impulse
los legítimos intereses y aspiraciones de los
pueblos". 5~

Otro caso se registra en el Plan Nacional
Bienestar para Todos (Plan de Desarrollo Eco­
nómico y Social 1978/82) de El Salvador, que
en su capítulo sobre la integración económica
centroamericana establece que el Gobierno está

54 Junta de Gobierno de Reconstrucción Nacional. "Linea­
mientos Básicos del Programa de Gobierno", En: Go­
bierno de Reconstrucción Nacional. 1979: Afio de la
Liberación. Nicaragua, 18 de junio de 1979.
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consciente de la trascendencia del Mercado
Común y del perfeccionamiento del proceso
de integración regional, " ... porque constituye
un instrumento idóneo para impulsar el desa­
rrollo económico y social de los países del 1st·
mo y fortalecer los vínculos de solidaridad.
"En tal sentido se prestará atención al perfec­
cionamiento de la zona de libre comercio; a
la adaptación e instrumentación de un nuevo
arancel externo común, y a proyectos de alto
interés regional, a fin de ampliar al alcance y
la profundidad del proceso, asegurando a la
vez que la integración se convierta así en ins­
trumento más efectivo del desarrollo".55

Por último, la Propuesta de Programa de
Gobierno 1976-1982 de México, estableció
entre las directrices básicas de su poi ítica ex­
terior, fincada sobre las bases de voluntad de
integración y del establecimiento de institu­
ciones comunitarias: propiciar un mayor acer­
camiento entre la ALALC, la Comunidad del
Caribe y el Mercado Común Centroamericano,
en apoyo a la integración latinoamericana;
colaborar con la Asociación representada por
el Acuerdo de Cartagena; así como, seguir
ayudando al SELA y a la Naviera Multinacio­
nal del Caribe (NAMUCAR).56

ESTRATEGIAS DE LA REFORMA
ADMINISTRATIVA

estrategia a emplear para la introducción de
medidas de modernización gubernamental y
producir realmente el cambio social que se ne­
cesita.57

El concepto de estrategia en reforma admi­
nistrativa se relaciona con las poi íticas princi­
pales o maestras (mega-políticas), las cuales
establecen el marco de lineamientos y las
fronteras dentro de las cuales deberán formu­
larse las poi íticas específicas y operativas, así
como las decisiones que habrán de adoptar­
se. 58 Esto es, aquellas "decisiones de política,
que se refieren, en el nivel más general, a tomar
medidas para alcanzar el fin",59 que en este
caso corresponde a los propósitos de la refor­
ma.

En los países de América Latina y del Ca­
ribe, diversos han sido los enfoques o elemen­
tos de estrategia que se han tomado en consi­
deración para el estudio de la administración
pública y la propuesta de medidas de cambio.
De la revisión de las Experiencias Nacionales
que en cuanto a la estrategia para la reforma
administrativa se examinaron recientemente
en la región por los países miembros del Cen­
tro Latinoamericano de Administración para
el Desarrollo (CLAD), se encuentran las si­
guientes:

Dror. Yehezkel. "Strategies ter edmtntstranve retorrn".
En: Oevetooment and Change. Administrative Reform.
tnstltute of Social Studies. The Hague. Volumen 11­
1970-71. No. í. p. 19.

59 Parsons, Talcott. Estructura y Proceso en /a Sociedad
Moderna. Madrid. Instituto de Estudios Poi úlcos. 1966.

57 CEPAL. OP. cit., p. 186.
58

(lEPES) del Partida Revolucionario Institucional (PRII.
Propuesta de Programa de Gobierno 1976-1982. México,
octubre de 1976.

55 República de El Salvador. Plan Nacional "Bienestar para
todos", San Salvador. Secretaria de Información de la
Presidencia de la República, julio de 1978.

56 Instituto de Estudios Poi iticos. Económicos, y Sociales

Uno de los puntos más importantes a definir
en un proceso de reforma administrativa, es la
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61

PRIMERA. La reforma administrativa for­
ma parte de los cambios sociales y por lo
tanto, no se produce en el vacío. Por consi­
guiente, no es posible desarrollar la reforma
de manera independiente al sistema político
y económico en el cual seinserta la administra­
ción pública, concebida como "un subsistema
de la sociedad en general y del sistema poi ítico
en particular".6o De donde, los múltiples sub­
sistemas que integran al Estado inciden espe­
cialmente en el comportamiento de la admi­
nistración, a fin de adecuarla a sus objetivos.
De tal suerte, que la reforma administrativa
se asocia a reformas de tipo poi ítico, cultural,
social, económico y legal (Cuba, República
Dominicana y México).

SEGUNDA. La reforma administrativa está
orientada hacia el desarrollo económico y so­
cial. No constituye, entonces, un fin en sí mis­
ma. Esta política " ... surge del convencimiento
de que la reforma administrativa, es decir, el
mejoramiento de la administración pública no
es un fin en sí mismo, no es un proceso conve­
niente en sí mismo, sino que está fundamen­
talmente ligado al proceso de desarrollo eco­
nómico y social".61

TERCERA. La reforma administrativa está
estrechamente vinculada con la planificación
y la programación económica y social y, por
consiguiente, la estrategia del cambio tendrá

60 Weiss, N. "Tovvards A. Comprehensive Approach to
Gobernment Reoraanlaatlon". En: PhiJippine Journal of
Publíc Administraríon. Manila. Januarv 1967. Vol. XI.
No.1.

Brewer-Carias AlIsn R. "Palabras en el acto de instala­
ción del Consejo de Reforma Administrativa del Mi­
nisterio de Hacienda", OP. cito

como eje fundamental al sistema de planifi­
cación, programación, presupuestación y eva­
luación; puesto que "la necesaria vinculación
de la reforma administrativa al proceso de de­
sarrollo, exige su indispensable relación en la
función de planificación".62

CUARTA. La reforma administrativa en sí
misma constituye un proceso planificado y
evaluado. Esto significa que, la reforma "no
sólo es un buen propósito, sino fundamental­
mente una actividad programada".63 Puesto
que " ... si la reforma administrativa tiene por
objeto la adaptación de la administración pú­
blica a un proceso de desarrollo nacional pla­
nificado, ello implica que la misma reforma
administrativa tiene que ser una reforma pla­
nificada".64

En consecuencia, su concepción y desarrollo
obedecen a un plan de acción, se ciñe a un
procedimiento racional y obedece a una meto­
dología que permite que las diversas acciones
que se adelanten, respondan a unos lineamien­
tos de poi ítica y a unos objetivos claramente
definidos y previamente identificados.P''

La expresión operativa de la planificación
de la reforma administrativa, se da por medio

62 CLAD. Experiencias Nacionales en Reforma Adminis­
trativa. Primer Coloquio. "Conclusiones V Recomen­
daciones",

63 López Portillo. José. Su Pensamiento No. 5.
64 Brewer-Carías. Allan R. "Palabras pronunciadas en el

acto de Instalación del Consejo de Reforma Adminis·
trativa de la Oficina Central de Coordinación y Planifi­
cación. CORDIPLAN. Op. cit.

65 Perú. "Proceso de Reforma de la Administraci6n Públi­
ca". En: CLAD. Experiencias Nacionales en Reforma
Administrativa. Primer Coloquio.
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de planes, programas y proyectos como parte
integrante de los planes, programas y proyec­
tos de desarrollo. Indicando claramente los
propósitos, objetivos y metas, poi íticas de
acción, recursos a utilizarse, determinación de
tiempo y los métodos y sistemas para su efi­
ciente aplicación .66

En cuanto al horizonte D temporalidad de
los planes, éstos pueden tener una dimensión
estratégica, tal es el caso del previsto Plan
de Reforma Administrativa para la década del
ochenta de Bolivia; D de aquellos cuyo alcance
coincide con el de la gestión gubernamental:
el Plan de Reforma Administrativa de Costa
Rica, el Plan General de la Reforma Adminis­
trativa Integral de Chile, el Programa de FDr­
talecimiento Institucional del Sector Público
de Panamá, en México, las dependencias y
entidades del Poder Ejecutivo Federal deberán
programar sus reformas administrativas secto­
riales e institucionales, de acuerdo al Marco
Global del Programa de Reforma Administra­
tiva. Coinciden con los planes quinquenales
de desarrollo económico y social los planes de
reforma administrativa de Cuba, Ecuador y
Honduras bajo la denominación en estos dos
últimos países de Plan Quinquenal de Heforrna
Administrativa 1980-1984 y el Plan de Desa­
rrollo AdministrativD del Sector Público 1979­
1983, respectivamente. A corto plazo se pro­
graman las actividades o acciones concretas
de reformas anuales: Argentina las incorporó
dentro del Plan de Tareas de la Acción de Go­
bierno para el año 1979, Cuba formula un
Cronograma para la Aplicación del Sistema de

66 Unidad de Administración Pública de la CEPAL. "La
Planificación Administrativa para el Desarrollo Econó­
mico y Social en América Latina". OP. cit.

Dirección y Planificación de la Economía,
México ha elaborado el Programa de Reforma
Administrativa del Poder Ejecutivo Federal
1979 y Perú el Plan de Reforma de la Admi­
nistración Pública para 1979.

En los documentos que contienen a los pro­
gramas anuales de reforma administrativa se
registran, entre otros datos, -según las expe­
riencias de Cuba, México y Perú- los siguien­
tes: objetivos de reforma global, sectorial e
institucional necesarios para el cumplimiento
de los programas y subprogramas de actividad
sustantiva o de apoyo de la Administración
Pública; líneas de acción fundamental para las
tareas de reforma; acciones de mejoramiento
administrativo, enlazadas con cada uno de los
programas y subprogramas de actividad; resul­
tado esperado y finalidad o impacto de la
acción; coordinación con otros órganos y enti­
dades y relación con otras líneas de acción;
costo o gasto presupuestal de la acción de re­
forma; fechas de calendario y cobertura terri­
torial (regiones, estados o provincias).

En la integración del programa anual de
reforma administrativa intervienen conjunta­
mente, en los casos de Argentina, Ecuador y
México, las unidades centrales de los sistemas
de planeación y de reforma. En Costa Rica y
Perú el programa se estructura dentro de sus
respectivas oficinas de planificación a nivel
global.

Esta actitud de convergencia entre la plani­
ficación económica y social y la planificación
administrativa a través de sus órganos compe­
tentes se estima conlleva " " ... una mayor
identificación y coordinación con la adminis­
tración presupuestaria ... también se tiene el
convencimiento de que es necesario hacer del
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67

71

presupuesto nacional un instrumento válido
para traducir en cifras financieras los planes
de desarrollo y los planes de reforma adminis­
trativa: sin presupuesto nacional, por supueso,
no puede haber, ni desarrollo ni reforma ad­
ministrativa ..." 67

Asimismo, es de fundamental importancia
la evaluación y el control continuo del avance
de los programas de reforma administrativa en
función de las metas establecidas, para poder
adoptar las medidas correctivas pertinentes a
las desviaciones observadas 68 (Argentina,
Costa Rica y México).

Para ello, deben llevarse a cabo comparacio­
nes periódicas de lo actuado y confrontarlas
con el marco de referencia y con el programa
originales, para generar y rendi r al Presidente
de la República los informes de resultados ss
(Costa Rica y México). En este aspecto ad­
quiere especial importancia la construcción y
utilización de indicadores administrativos,
para lograr la medición de los resultados obte­
nidos en forma sintética pero con un alto con­
tenido informático 70 (Argentina).

El análisis crítico y la evaluación del proceso
de reforma deben realizarse con la amplia par-

Brewer-Carfas. A.A. "Palabras en el acto de instalación
del Consejo de Reforma Administrativa del Mlntsteric
de Hacienda". Op. cit.

68 Cerrltto Castro. Aíejandrc. "La Reforma Administrativa
en México", En: Leernens. A.F. (Compilador) C6mo
Reformar la Administración Pública. México. Fondo de
Cultura Económica. 1977; Dickson, G.J. V Carbone, R.
OP. cit.: Costa Rica "Estrategias V Metodologías de la
Reforma Administrativa". En: CLAO. Experiencias
Nacionales en Reforma Administrativa. Primer Coloquio.

69 Carrillo Castro. Alejandro. OP. ctt.: Costa Rica. OP. cit.

70 Dickscn, G.J. y Carbone. R. OP. cit.

ticipación de los directamente vinculados a su
ejecución, dentro de sus respectivos ámbitos,
faci litándose as í una labor constante de eva­
luación y rectificación de resultados en todo
nivel 7 1 (Costa Rica, Chile y México).

Esa tarea de autoevaluación de la reforma
podrá complementarse y apoyarse en visitas
periódicas de evaluación practicadas por la
unidad central de reforma administrativa,
la cual deberá relacionarse al efecto con las
unidades sectoriales 72 (México).

QUINTA. La reforma administrativa será
global en su concepción, pero gradual y selec­
tiva en su implantación. Esta política se sus­
tenta en el principio de la integralidad o uni­
versalidad de la reforma, involucrando a todas
las esferas de la administración dentro de una
concepción global que le abarca en su totalidad
(Argentina, Chile, República Dominicana, Ja­
maica, Puerto Rico y Uruguay).

Sin embargo, como "no es posible realizar
todo lo deseable o necesario al mismo tiempo,
convendrá dar a cada reforma el ritmo y la
prioridad que requiera".73 Este principio de

Costa Rica. OP. cit.: Chile "Experiencias en Reforma
Administrativa", en ClAD. OP. cit.: Carrillo Castro, A.
"Experiencias Nacionales en Materia de Reforma Ad­
ministrativa 0965·1979); México", en: ClAD. OP. cito

72 Presidencia de la República. Coordinación General de
Estudios Administrativos. Acuerdo por el que las de­
pendencias y entidades de la Administración Pública
Federal adecuarán sus planes, sistemas, estructuras Y
procedimientos conforme al proceso permanente, pro­
gramado y perticipetivo de reforma administrativa.
México. Secretaría de Programación y Presupuesto.
Diario Oficial. Martes 24 de abril de 1979.

73 López Portillo. José. Discurso de Toma de Protesta co­
mo Candidato del PRI a la Presidencia de la República.
México. 1975; López Portillo, José. Mensaje de Toma
de Posesión. México, 1976.
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gradualidad supone la ejecución por etapas del
proceso de reforma, asf como la identificación
y fijación de áreas y tareas prioritarias (Costa
Rica, Chile, República Dominicana y México).

SEXTA. La reforma administrativa estará
circunscrita a los ámbitos jurisdiccionales que
el marco poi ítico-administrativo y legal esta­
blezcan. De acuerdo con esta estrategia, aunada
al principio de simultaneidades posible realizar
paralelamente la reforma en los distintos nive­
les de Gobierno, en los órganos de los poderes
del Estado, asf como en las dependencias e
instituciones o entidades de la administración
pública centralizada y descentralizada.

Sin embargo, en los paises con estructura
federal, como es el caso de Argentina y Mé­
xico, al Poder Ejecutivo Federal sólo corres­
ponderá la responsabi lidad de la reforma
administrativa dentro de su propia esfera. Por
lo que se refiere a los otros dos poderes de la
Federación y a los qobiernos estatales y muni­
cipales, son esos poderes yesos gobiernos los
que, por sf mismos, habrán de llevar a cabo
sus propios programas de reforma, recibiendo
cuando as ( lo soliciten, toda la colaboración y
asistencia técnica por parte del Gobierno Fe­
deral. Otros paises, tales corno República Do­
minicana, Bolivia, Costa Rica y Venezuela,
consideran dentro del proceso de mejoramien­
to administrativo la reforma de los otros ór­
ganos de poder y niveles de gobierno, inclu­
yendo a la Junta Central de Elecciones como
es el caso de la República Dominicana.

La tarea de reforma administrativa com­
prenderá, dentro de este mismo orden de
ideas, tanto al sector central como al descen­
tralizado, incluyendo a las empresas estatales
(Argentina, exceptuando en una primera etapa

a sus empresas públicas, Barbados, Guyana y
República Dominicana),

Esta estrategia combinada con el principio
de "gradualidad", otorga al proceso de desa­
rrollo administrativo, como ámbito inmediato
de aplicación el gobierno central y posterior­
mente se ocupará del sistema descentralizado
de gestión, hasta cubrir al gobierno local y a
todo el sector público, como es el caso de
Honduras.

SEPTlMA. La reforma administrativa, en
cuanto a su dimensión temporal, será un acto
constante y renovado de modernización y
mejoramiento. Conforme a esta directriz, el
proceso de reforma debe ser continuo o per­
manente, a fin de adaptar el medio a los fines
cambiantes de la acción del gobierno, en fun­
ción de las transformaciones de la sociedad.
Por consiguiente, constituye una acción que
tiene comienzo pero no término, es una cons­
tante; es algo que tiene que estar constante­
mente variando y habrá de concientizarse
acerca de la permanencia de ese proceso (Ar­
gentina, Cuba, Honduras y México).

Dentro de esta concepción temporal del
cambio administrativo, laestrategia de reforma
deberá decidir acerca de "Zcuál es la mejor
época para establecer un programa de reforma?
¿se debe esperar una coyuntura favorable?
Algunos observadores han notado que los
cambios de importancia ocurren, con bastante
éxito, durante periodos de emergencia o crisis.
Otros han sugerido, que las grandes reformas
tienen mayor posibilidad de ser llevadas a ca­
bo, poco tiempo después del advenimiento de
un nuevo liderazgo político de alto nivel",74

74 Grosentck, Lelh y Mosher. Frederick C. "Reforma Ad-
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Tal ha sido el caso de la reforma adminis­
trativa a fondo emprendida en México, valién­
dose de la oportunidad de renovación del
Presidente de la República que cada seis años
se presenta. La estrategia de reforma estimó
que de no aprovecharse esta especial coyuntura
para llevar a cabo la transformación profunda
de la administración pública, sancionada por
una nueva Ley Orgánica, es probable que hu­
biera sido necesario esperar otro periodo sexe­
nal para volver a intentarlo. La administración
de la crisis económica que vivió el país al inicio
del nuevo gobierno, hizo también necesario
introducir para esa emergencia medidas inme­
diatas de modernización y mejoramiento ad­
ministrativos.

La alternativa de modernización o mejora­
miento de la administración pública constitu­
yen posibilidades de orientar el proceso de
reforma por la vía incremental o innovadora.
En ocasiones se sugiere proceder por la vía
evolutiva más que por el camino de la revolu­
ción administrativa o transformación profunda
de las estructuras y sistemas de las organiza­
ciones públicas. Este último sería el caso de
muchos países en desarrollo en donde, de he­
cho, "lo que se requiere es una 'revolución
administrativa' en apoyo de los cambios re­
volucionarios ... en el campo económico y
social"75 La estrategia evolutiva ha sido

rntnlstratlva: Objetivos, Estrategias, Instrumentos,
Técnicas". En: Naciones Unidas. Seminario Interregional
sobre la Reforma Administrativa en Gran Escala de los
pa/ses en Desarrollo Falmer Brighton, Reino Unido. 25
de octubre-2 de noviembre de 1972. Documento ESA/
PA/Meeting 1/13.

75 Naciones Unid". La Administrectón Pública en el Se­
gundo Decenio de las Naciones Unidas para el Desarrollo.
Informe de la Segunda Reunión de Expertos_ 16-26 de
enero de 1971. Nueva York, 1971. Número de venta:
S.71.II.H.3.

adoptada por Argentina. Nicaragua ha reque­
rido de un cambio innovativo y de transfor­
mación radical de su administración dentro de
las tareas de reconstrucción nacional. Jamaica
también considera que en algunos campos y
en cierta medida, las reformas en la adrninis­
tración pública tendrán que ser radicales si es
que ha de cumplirse con las metas y objetivos
trazados por el programa a corto plazo. Panamá
ha adoptado una estrategia mixta de mejora­
miento permanente al igual que de moderniza­
ción. En este último caso está la problemática
administrativa del Canal de Panamá derivada
del Tratado Torrijos-Carter.

OCTAVA. La reforma administrativa será
participativa y democrática, al mismo tiempo
que se sustentará en la voluntad y el apoyo
políticos. Así, por una parte, Se considera que
sólo una acción iniciada desde los más altos
niveles de gobierno podrá brindar resultados
efectivos en las tareas de reforma. La decisión
y el respaldo poi ítico y de la alta dirección,
deberán darse en forma abierta y sostenida
(Argentina, República Dominicana, Uruguay,
Venezuela y México).

Por consiguiente, se debe procurar que los
proyectos de reforma administrativa sean via­
bles poi íticamente. En tal sentido "no debe
dejar de tenerse presente que la instrumenta­
ción de los proyectos y de las acciones con­
cretas de reforma han de obedecer siempre a
decisiones poi íticas concretas que habrán de
tomar en cuenta la viabilidad y la oportunidad
políticas para llevarlos a cabo".76 De esta
suerte, "la poi ítica no es necesariamente in­
compatible con las reformas administrativas ...

76
Carrillo Castro, Alejandro. "La Reforma Administrativa
en México", en: Leemans, A.F. OP. cit.
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Así, en la misma proporción en que la reforma
se viabiliza por tomar en cuenta los condicio­
namientos poi íticos, ella introduce una tasa
considerable de racionalidad en el sistema po­
Iítico".7 7

En ocasiones, el proceso de reformas a fondo
han tenido serios altibajos y han encontrado
tropiezos por los obstáculos poi íticos. La falta
de continuidad en las tareas se ha producido
con el advenimiento de un nuevo partido po­
Iítico en el gobierno, o por la ausencia de res­
paldo del Poder Legislativo, elemento fun­
damental cuando la instrumentación de los
cambios de fondo han requerido el respaldo
del Congreso.78

De ahí, que la voluntad y el apoyo políticos
constituyen un prerrequisito en la estrategia
de reforma administrativa. La voluntad poi í­
tica implica la identificación de los represen­
tantes del régimen en el poder con las necesi­
dades de reforma, y disposición de los mismos
a asumir los costos que implica su concreción.
También implica identificación continuada, es
decir, que no se agota con el entusiasmo pasa­
jero o el apoyo coyuntural. 79

Sin embargo, la voluntad política no asegura
la prestación de un apoyo poi ítico permanen­
te. "El apoyo se manifiesta en la provisión de
bienes materiales, medios financieros y recur-

77 Carvetbo, W. oo. cit.

78 Antonorsi, Nellv M. de. "Reflexiones sobre la Experien­
cia de la Reforma Administrativa: Venezuela". En:
CLAD. OP. cito

79 Naciones Unidas. Diagnóstico de la Administración
Pública Uruguaya. Informe Técnico. Nueva York. Pro­
grama de las Naciones Unidas para el Desarrollo. 1972.

sos tecnológicos, así como en la asignación de
recursos humanos, en medida suficiente como
para asegurar la ejecución de las actividades
previstas en la estrategia de reforma. Implica
también la presentación de ligitimidad, infor­
mación, instrumentos coercitivos y otros re­
cursos intangibles necesarios para superar
aquellos obstáculos y resistencias inmunes al
simple empleo de recursos tangibles. Supone,
por último, un compromiso continuado a tra­
vés del tiempo, de modo que las diversas fases
previstas en la estrategia de cambio se comple­
ten y sucedan efectivamente".8o

En suma, "una reforma de fondo ... requiere
de decisiones y apoyos poi íticos, de capa­
cidad técnica, de recursos suficientes y de
tiempo".a1

Por otra parte, se estima también indispen­
sable para legitimar y garantizar la instrumen­
tación de las reformas, que se cuente con la
participación convencida tanto de los usuarios
como de los servidores de la administración. A
veces las reformas impuestas y ejecutadas
"desde arriba" han llevado al fracaso a los pia­
nes de reforma; en consecuencia, todos los
empleados y funcionarios y de modo especial
los titulares de los organismos públicos habrán
de participar y responsabilizarse de esas tareas.
Este nuevo estilo de estrategia requiere, ade­
más, del establecimiento de mecanismos para •
incorporar a la ciudadan ía directamente a los
procesos de mejoramiento administrativo,

80 Naciones Unidas. OP. cito

81 Carrillo Castro. Alejandro. La Nueva Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, Uno de los medios para
etcenssr el Modelo de Pafs al que Aspiramos.
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vinculándose a través de instrumentos tales
como los comités, consejos y juntas. (Costa
Rica, Chile, República Dominicana, Ecuador,
Guyana, México y Venezuela).

NOVENA. La reforma administrativa evitará
los cambios meramente formales y racionalis­
tas, adoptando también enfoques conductua­
les. En este sentido, deberán superarse los
enfoques formalistas y mecanisistas, introdu­
ciendo estrategias de intervención en la cultura
administrativa y el comportamiento de las
organizaciones públicas y del personal que las
integran, tomando en consideración sus acti­
tudes, valores, percepciones e interacciones,
entre otros factores de la conducta adminis­
trativa (Brasil, Honduras, Guatemala, Vene­
zuela y México).

DECIMA. La reforma administrativa deberá
llevarse a cabo en base a criterios técnicos y
científicos. Por lo cual, no se apoyará en ac­
ciones circunstanciales fundadas en opiniones
espontáneas o intuitivas. La base de la progra­
mación y ejecución de las transformaciones
administrativas deberá ser la investigación
científica,82 puesto que "la modificación de
los niveles actuales de la administración pú­
blica hacia otros mejores dentro del proceso
de desarrollo, debe ser también realizada en
forma consciente, coherente y equilibrada.
Para acelerar este cambio social se necesita
aplicar a la administración pública los mismos
principios de análisis científico que se apli­
can para acelerar el cambio social en otras
áreas." .83

82 Dickson, G.J. y Carbone, R. OP. cit.: Quevedo V., Da­
niel, y Taborga Barrera. Luis. "La Administración PÚ­
blica y sus Proyecciones: Bolivia". En: CLAD. Op. cito

83 Unidad de Administración Pública de la CEPAL. "La

Por tal motivo "la reforma administrativa
de fondo ... debe' partir de un estudio cuida­
doso y lo más completo posible de la realidad
existente ... Es por eso que se recomienda que
toda reforma auténtica sea precedida de un
trabajo de investigación con métodos científi­
cos, que dé realmente un diagnóstico de la
situación existente".84 A manera de ejemplo,
durante los trabajos que relizó en su tiempo la
Comisión de Administración Pública (CAP) de
México, se acordó utilizar la siguiente meto­
dología:

"1. Realización de un diagnóstico de la
administración pública mexicana.

11. Presentación de modelos o esquemas
alternativos tendientes a reformar la
administración pública.

111. Proposición de medidas concretas, es­
tructurales y globales para las reformas
admin istrativas".85

En todo caso, "no es la técnica de la refor­
ma administrativa y sí la poi ítica de la reforma
(estrategia) el factor más relevante". De don­
de, " ... tiene poco sentido el que los técnicos
se propongan delinear un modelo ideal de

Planificación Administrativa para el Desarrollo Econó­
mico y Social en América Latina", Naciones Unidas.
Op, cito

84 Martínez Cabañas, Gustavo. "Bases para una Reforma
Administrativa". 1966. En: Aportaciones al Conocimien­
ro de /a Administración Federal. (Autores MexicanosJ.
México. Secretaría de la Presidencia. Dirección General
de Estudios Administrativos. 1976.

85 Comisión de Administración Pública (CAP). Secretaria
de la Presidencia. "Acta número 1". 20 de abril de 1965.
Citado por: Carrillo Castro, Alejandro. En: La Hetorme
Administrativa. (Antecedentes, estado actual y perspec­
tivas].
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c6mo se debe estructurar y funcionar una or­
ganizaci6n, en lugar pe establecer un proceso
por el cual las organizaciones pueden efectuar
la transici6n de su estado actual hacia posicio­
nes más deseables, envolviéndose en un proce­
so de cambio planeado".86

OBJETIVOS DE LA REFORMA
ADMINISTRATIVA

Para el logro de sus propósitos de reforma ad­
ministrativa, los países de América Latina y
del Caribe han definido objetivos de cambio
más concretos enmarcados por las poi íticas de
una estrategia de mejoramiento y moderni­
zaci6n definida como típicamente "progra­
mática" y "técnica",87 al orientar la direc­
cionalidad del proceso de reforma hacia la
transformación de la maquinaria administra­
tiva gubernamental en instrumento eficiente,
eficaz y congruente para la consecuci6n de los
fines del desarrollo.

Por cuanto al sector público tiene a su cargo
la coordinación poi ítica y econ6mica de la
sociedad, además de ser la Administración
Pública el instrumento a través del cual el Go­
bierno orienta, estimula y apoya la acción de
los particulares y de los grupos sociales para
acelerar el desarrollo econ6mico y social,8B
las tareas de reforma administrativa se proyec-

86 Cervathc. W. "Aprendiendo con el Error: Algunas re­
flexiones sobre el esfuerzo de reformas administrativas
federales: Brasil", En: CLAO. Op. cit.

87 Been Lee, Hahn: Op. cit

88 López Portillo. José, Discurso pronunciado en el acto
(;nal de su campaña. México. D.F. 27 de junio de 1976.

tan fundamentalmente en los países de la
región a la realizaci6n de dos objetivos básicos:

a) "Proveer al Ejecutivo de un instrumento
modemo y eficiente para la prosecuci6n de
los objetivos nacionales; y

b) "Convertir a la administraci6n pública
en un sistema accesible y eficiente para quienes
necesitan negociar con ella, utilizar sus servi­
cios y realizar trámites gubernamentales".BS

Dicho en otras palabras, las reformas se tra­
zan con objetivos específicos que en última
instancia pudieran resumirse en: "a) conseguir
que los programas de gobierno alcancen los
prop6sitos para los cuales se establecieron; y
b) que se acelere y mejore la calidad de los
servicios que se prestan al pueblo".so

Las diversas acciones emprendidas por los
países de la regi6n dentro de sus programas
de reforma administrativa, se han encaminado
hacia la consecuci6n de todos o algunos de
los siguientes objetivos:

1. Organizar a la administración pública
para el desarrollo económico y social, estruc­
turándola como un gran sistema conformado
por subsistemas sectoriales y regionales que
permita al gobierno organizar el esfuerzo na­
cional, a través de la modernizaci6n, simplifi­
caci6n, desconcentraci6n y sectorización de
la maquinaria administrativa del Estado, cen­
tralizada y paraestatal.

89 lópez Portillo. José. Op. cit.
SO

Montai'lez, Luis. S. "La Reorganización de la Rama
Ejecutiva: Puerto Rico", En: CLAD. Op. cit.
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2. Racionalizar los sistemas y procedimien­
tos de trabajo, otorgando prioridad a los que
tengan relación directa con la planificación
del desarrollo y la programación del sector
público, y a los que impliquen un contacto
inmediato y personal de la administración COn
el público, a quien se debe atención conside­
rada y respeto en el trato, así como eficacia y
celeridad en el trámite.

3. Fortalecer el sistema de planificación
del Poder Ejecutivo para mejorar su capacidad
decisional y de formulación de poi íticas y pia­
nes. Asimismo, adoptar la programación como
instrumento fundamental de gobierno, con el
fin de ordenar y orientar su acción hacia el fu­
turo conforme a prioridades, objetivos y me­
tas.

4. Optimizar la captación, asignación y uso
de recursos, a través de reformas en los siste­
mas de programación-presupuestación finan­
ciera, de información y control, y de aquellas
otras funciones auxiliares de la administración
pública.

5. Institucionalizar sistemas de administra­
ción y desarrollo del personal público, que al
mismo tiempo que propicien el desempeño
eficiente y honesto de sus actividades, dignifi·
quen su función y garanticen la seguridad, es­
tabilidad y bienestar en el trabajo, así como
su desarrollo individual y profesional.

6. Contribuir al fortalecimiento de la orga­
nización poi ítica del país y de sus administra­
ciones locales, tanto en los sistemas federales
como unitarios o centrales, para acrecentar la
participación de los distintos niveles de gobier­
no en el proceso y beneficios del desarrollo
nacional.

7. Mejorar la administración de justicia me­
diante una reforma al sistema judicial que ga­
rantice seguridad, eficiencia y democracia
jurídica en el ejercicio de sus derechos y res­
ponsabilidades a los habitantes del país.

8. Integrar a la administración pública con
las masas populares y fortalecer las organiza­
ciones de base, para que la ciudadanía inter­
venga y participe activamente, de manera
consciente y responsable en los actos de go­
bierno y en la solución efectiva de los proble­
mas que afectan a la mayoría de la población.

PROGRAMAS DE REFORMA
ADMINISTRATIVA

Con el fin de dar cumplimiento a los objetivos
globales de la reforma administrativa que pero
siguen los gobiernos del área, éstos han for­
mulado programas específicos y objetivos
particulares, según se enuncian y definen en
seguida:

PROG RAMA 1. Reformas estructurales y
funcionales a la administración pública.

Subprograma A. Reorganización de la ad­
ministración centralizada.

Objetivos particulares: Convertir a la ma­
quinaria central de Gobierno en un instru­
mento con responsabi lidades claras y precisas,
mediante reformas que permitan evitar dupli­
caciones, superposiciones o enfeudamientos
administrativos; además de simplificar la ma­
croestructura de la administración pública,
reordenando y eliminando órganos y funcio­
nes o, en su caso, creando nuevas responsabi-
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lidades. Consignar estos cambios en las leyes
orgánicas de la administraci6n pública y en los
manuales generales de organizaci6n.

Subprograma B. Desconcentraci6n y regio­
nalizac,i6n de la administraci6n pública.

Objetivos particulares: Institucionalizar la
desconcentraci6n administrativa y la territorial
superando el centralismo y evitando retrasos
en la gesti6n y resolución de las demandas de
la poblaci6n, acercando lasdecisiones, acciones
de gobierno y servicios públicos a los lugares
donde surjan esas peticiones. Desconcentrar
además físicamente las oficinas gubernamen­
tales coadyuvando al descongestionamiento
de los centros urbanos, al reubicar las depen­
dencias del Poder Ejecutivo en diferentes ám­
bitos geográficos del país. Crear también re­
giones administrativas y establecer organismos
de desarrollo, coordinaci6n y planificaci6n
regional.

Subprograma C. Reorganizaci6n de la ad­
ministraci6n pública descentralizada.

Objetivos particulares: Agrupar a los entes
descentralizados y a las empresas públicas.
Asignar responsabilidades de coordinaci6n a
los titulares de las secretarías de Estado o mi­
nisterios cabeza de sector, encargados de la
planeaci6n y conducci6n de las poi íticas a
seguir en su ámbito de coordinaci6n respectivo
para conseguir una mayor coherencia en la ac­
ci6n de los organismos sectorizados evitando,
además, desperdicios y contradicciones. Ana­
lizar también el régimen financiero, adminis­
trativo, econ6mico y jurídico, así como los
fines u objeto de lasentidades descentralizadas
para simplificar y depurar los sectores median­
te la funci6n, extinci6n o fortalecimiento de,
esas instituciones incrementando su producti-

vidad y eficacia y mejorando su desempeño.
Precisar las responsabilidades y ámbitos de
competencia de los ministerios o secretarfas
de Estado coordinadoras de sector, de las ofi­
cinas centrales responsables de los sistemas de
orientaci6n y apoyo global, así como de las
instituciones agrupadas sectorial mente, para
los efectos de la planificación, programaci6n,
presupuestaci6n, financiamiento, evaluaci6n y
control de la actividad pública, conforme a
esa convenci6n sectorial.

Subprograma D. Reorganizaci6n interna de
las dependencias centralizadas.

Objetivos particuiares. Definir y precisar
las responsabilidades y funciones de los 6rga­
nos que integran a la administraci6n pública
centralizada, con el propósito de incrementar
su propia eficiencia en el cumplimiento eficaz
de sus objetivos y programas, y construir a la
del sector público en su conjunto. Consignar
estas reformas en sus respectivos reglamentos
interiores y manuales de organizaci6n, mante­
niéndolos permanentemente actualizados.

Subprograma E. Mejoramiento de los pro­
cedimientos y métodos de trabajo.

Objetivos particulares: Simplificar y agili­
zar las prácticas y procedimientos administra­
tivos relacionados di rectamente con el público,
para facilitar el ejercicio de sus derechos y el
cumplimiento de sus obligaciones, atendiendo
a sus características socio-culturales, así como
en el caso de aquellos sistemas de trabajo
vinculados a las áreas prioritarias de los planes
de desarrollo y los programas de gobierno.
Consignar esas mejoras y documentar esos
procedimientos en los manuales respectivos y
en los de servicios al público. Estos objetivos
incluyen acciones en las siguientes áreas pro-
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gramáticas de la reforma de "ventani llas":
1) orientación e información al público; 2)
quejas y sugerencias; 3) simplificación de sis­
temas y procedimientos;4) desconcentración
administrativa; 5) adecuación de instrumentos
jurídicos; 6) mejoramiento del ambiente físico
laboral; 7) capacitación y sensibilización de
los servidores públicos; 8) difusión de dere­
chos y obligaciones, y 9) participación de los
usuarios de los servicios públicos en las tareas
de reforma.

PROG RAMA 11. Reformas a las bases ju­
rídicas de la administración pública,

Objetivos particulares: Revisar y proponer
modificaciones a las normas legales y regla­
mentarias que rigen la actividad administrativa
del sector público. Expedir leyes orgánicas de
la administración pública y reglamentos inte­
riores de las dependencias y entidades que la
integran, as í como los ordenamientos jurídicos
que rigen los sistemas de apoyo administrativo
en su conjunto. Compilar, además, así como
codificar y publicar las principales disposicio­
nes jurídico-administrativas y unificar criterios
para la preparación de esos instrumentos lega­
les. Establecer también un sistema electrónico
referencial de disposiciones jurídicas, propor­
cionando un servicio de consulta actualizado.

PROG RAMA 111. Reformas a los sistemas
de planeación, programación y presupuesto.

Objetivos particulares: Organizar o fortale­
cer el Sistema Nacional de Planificación com­
puesto por la Oficina Central y las unidades
sectoriales, además de los mecanismos de for­
mulación de la poi ítica y de coordinación,
tales como los consejos económicos o los ga­
binetes por áreas o sectores de actividad. Ins-

titucionalizar la programación de las acciones
de la administración pública e implantar un
sistema integral de plan-programa-presupues­
to-evaluación; y establecer un Sistema Nacio­
nal de Proyectos, con una unidad central de
asesoría, apoyo técnico y coordinación. Pro­
mulgar las leyes respectivas a esos sistemas.

PROGRAMA IV. Reformas al sistema de
financiamiento.

Objetivos particulares: Establecer un pro­
grama financiero público que permita la ade­
cuación utilización de los recursos provenien­
tes del crédito interno y externo; así como
integrar la administración de los impuestos
para establecer un sistema integral de tributa­
ción, además de ampliar el control fiscal. Pro­
mulgar las disposiciones generales que recojan
los diversos instrumentos legales dictados sobre
la materia.

PROGRAMA V. Reformas al sistema de
ejecución del presupuesto.

Objetivos particulares: Liberar la autoriza­
ción del ejercicio del gasto público presupues­
tado y adecuar los procedimientos de pagos
para que los responsables de los programas
cuenten con oportunidad yen lugar necesario
de los recursos financieros; as í como revisar
aquellos procedimientos necesarios para reali­
zar la inversión pública en forma ágil y opor­
tuna. Descentralizar en las dependencias y
entidades mayor responsabi lidad en el ejercicio
del programa y del presupuesto anual. Moder­
nizar los ordenamientos legales en la materia
e introducir reformas en las leyes orgánicas
del presupuesto, haciéndolas más claras, pre­
cisas e idóneas en este campo.
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PROGRAMA VI. Reformas al sistema de
contabi lidad gubernamental.

Objetivos particulares: Organizar el Sistema
de Contabilidad del Gobierno, fortaleciendo
los órganos centrales del mismo, la Contraloría
y Auditoría General, e instrumentando las
medidas que permitan que cada dependencia
y entidad lleven su propia contabilidad patri­
monial y presupuestal, convirtiéndose en un
medio para administrar y constituir también
en esas instituciones del Poder Ejecutivo órga­
nos de auditoría interna. Establecer además,
el control de la eficiencia en la gestión guber­
namental y de las empresas del Estado; y for­
talecer los sistemas de control de los fondos
públicos para garantizar el uso correcto y
honesto de los mismos, verificando además su
adecuada inversión. Disponer de la información
integral y oportuna para preparar la cuenta
pública y facilitarle al Poder Legislativo su
labor.

PROGRAMA VII. Reformas a los sistemas
de información, estadística y archivos.

Objetivos particulares: Ubicar en la Oficina
Central de Planificación el Sistema Nacional
de Estadística para contar con una información
sólida y oportuna que proporcione los ele­
mentos para la planeación del desarrollo, así
como para programación, presupuestación,
evaluación y control permanente de las accio­
nes del sector público; establecer mecanismos
de coordinación en que participen dentro del
Sistema de Información Nacional los sectores
públicos a niveles federal o central, local o
municipal, así como los grupos sociales yeco­
nómicos interesados. Proteger, por otra parte,
el acervo documental de las instituciones pú­
blicas, a fin de constituir y preservar la memo-

ria del país; y analizar y fortalecer el Sistema
de Archivo y Correspondencia a nivel central
e institucional.

PROGRAMA VIII. Reformas al sistema de
informática.

Objetivos particulares: Ubicar en la Oficina
Central de Planificación el Sistema Nacional
de Informática, fortaleciéndola como cabeza
del mismo. Racionalizar y estandarizar la ad­
quisición de equipo electrónico y formular un
contrato tipo para ese propósito. Incrementar
la productividsd y racionalizar el gasto de las
unidades de cómputo sectoriales y dictaminar
sobre la viabilidad para la contratación de bie­
nes y servicios de informática. Ejecutar planes
de formación y desarrollo de recursoshumanos
en la tecnolog la de la computación electrónica
y establecer sistemas de teleinformática para
el sector público, e inventariar los equipos.

PROGRAMA IX. Reformas al sistema de
evaluación.

Objetivos particulares: Establecer un Siste­
ma Nacional de Evaluación con una unidad
central asesora, de apoyo técnico y coordina­
dora y unidades de evaluación sectoriales e
Institucionales, para analizar los planes, pro­
gramas y resultados de la gestión pública.

PROGRAMA X. Reformas a los sistemas
de recursos materiales.

Objetivos particulares: Organizar el Sistema
de Compras y Suministros con una unidad
central normativa y oficinas sectoriales e ins­
titucionales, para contribuir a la optimización
del gasto público y la administración de los
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recursos materiales, mediante el establecimien­
to de poi íticas, normas y sistemas referentes a
los bienes muebles e inmuebles de la adminis­
tración pública. Impartir cursos de capacita­
ción y extensión sobre el sistema y sus prácti­
cas de operación, as í como consignar en la ley
respectiva, las reformas que se introduzcan en
esa materia.

PROGRAMA XI. Reformas a los sistemas
de administración y desarrollo del personal
público.

Objetivos particulares: Organizar o fortale­
cer los sistemas integrales de administración
de personal o servicio civil y de capacitación,
a través de una oficina central y de unidades
sectoriales, además de la implantación de la
carrera administrativa fundada en el mérito.
Establecer sistemas y aplicar políticas de re­
clutamiento, administración de sueldos y sala­
rios, prestaciones y servicios sociales, estímulos
y recompensas y condiciones generales de tra­
bajo idóneas a los requerimientos del desarrollo
nacional y que propicien un desempeño efi­
ciente y honesto de funcionarios y empleados,
además de su realización individual y familiar.
En materia de capacitación, desarrollar aptitu­
des y profesionalizar la administración pública
en todos sus niveles. Así como también fo­
mentar vocaciones de servicio y actitudes de
solidaridad con las poi íticas del gobierno. En
cuanto a la investigación, levantar y mantener
actualizados el censo y el banco de recursos
humanos y formular diagnósticos de necesi­
dades de adiestramiento.

PROGRAMA XII. Reformas administrati­
vas para el fortalecimiento del federalismo y
del régimen nacional.

Objetivos particulares: Propiciar una mayor
coordinación y una mayor participación de
los distintos niveles de Gobierno en los proce­
sos de desarrollo económico y social, mejo­
rando los mecanismos de coordinación para la
programación concertada entre esas instancias
y con la colaboración de los diversos sectores
de la comunidad. Celebrar convenios de coor­
dinación entre el Poder Ejecutivo Federal o
General y los ejecutivos de los gowernos loca­
les para la prestación de servicios públicos, la
ejecución de obras o la realización de cualquier
otro propósito de beneficio colectivo, a fin de
mejorar los servicios, abatir costos o favorecer
el desarrollo económico y social de las propias
entidades estatales o provinciales y municipa­
les. Transferir el ejercicio directo de obras y
servicios federales o centrales a los gobiernos
locales y coordinar por parte de estos progra­
mas espec íficos, formulando y aplicando un
plan de transferencia de funciones, fondos pre­
supuestales y recursos técnicos que correspon­
dan a esos programas, con el fin de que queden
totalmente a cargo de esos niveles de Gobier­
no. Establecer un Sistema Nacional de Coor­
dinación Fiscal al que puedan adscribirse las
entidades estatales o provinciales mediante
convenios con el Gobierno Federal o Central
por el cual reciban porcentajes fijos de los
impuestos federales, siempre y cuando se evi­
ten concurrencias impositivas. Formular una
Ley de Coordinación Fiscal entre los distintos
niveles de gobierno que regule sus relaciones
en esa materia y fortalezca las finanzas públi­
cas de los Estados o provincias, para que éstos
realicen lo mismo con los municipios. Deter­
minar y fortalecer las áreas de actividad al ser
devueltas a los gobiernos locales e incorporar
más activamente a las estructuras municipales
al desarrollo económico y social del país; im­
plantando la reforma municipal. Informar,
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asesorar y prestar apoyo técnico por parte
del Gobierno Federal o Central a los estados o
provincias y a los municipios que lo soliciten,
para contribuir al fortalecimiento de su capa­
cidad administrativa.

PROGRAMA XIII. Reformas administrati­
vas de apoyo a la organización de los poderes
legislativo y judicial.

Objetivos particulares: Prestar asesoría por
parte del Poder Ejecutivo a los poderes Legis­
lativo y Judicial que así lo soliciten en los ni­
veles federal, local y municipal.

PROGRAMA XIV. Reformas a la adminis­
traci6n de justicia.

Objetivos particulares: Asegurar una efi­
ciente administraci6n de justicia promoviendo
la eficacia y la honestidad en la resoluci6n de
los problemas planteados por la ciudadan ía,
contribuyendo a fortalecer la seguridad y la
confianza del pueblo en sus instituciones con
base en el principio fundamental de garantizar
la democratizaci6n de la justicia, mediante
acciones de reforma en áreas de prevenci6n,
procuraci6n e impartici6n de justicia, readap­
taci6n social; implantar la carrera judicial,
transformar las defensorías de oficio hacién­
dolas más accesibles al público y simplificar
los trámites administrativos para atender a la
poblaci6n con oportunidad y eficacia.

PROGRAMA XV. Participaci6n popular.

Objetivos particulares: Movilizar y cons­
cientizar a la población para que participe
organizadamente en los procesos de gobierno,
particularmente en los de planea miento y eva­
luaci6n; as í como en la soluci6n de sus proble­
mas y en las decisiones sociales fundamentales.

ORGANIZACION DE LA REFORMA
ADMINISTRATIVA

Para realizar los programas de reforma admi­
nistrativa los países de América Latina y el
Caribe, han adoptado diversas modalidades
estructurales que permiten diferenciar "tres
modelos básicos en cuanto a la naturaleza de
sus componentes y las interrelaciones que
guardan entre sí. 9'

El primer modelo, que se podría denominar
de Mecanismos e Instrumentos Centrales, ge­
neralmente parte de un "esquema centralizado
con una Oficina Central que brinda servicio a
todos los entes del sector público".92

El segundo modelo, es el de los Mecanismos
e Instrumentos Periféricos, en donde "a medi­
da que el tamaño y la complejidad -así como
la naturaleza propia de las funciones y de la
clientela- de las instituciones se torna cada
vez mayor y se dispone de personal técnico
calificado, se va presentando un proceso de
diferenciaci6n estructural que termina en un
tipo de organizaci6n descentralizada. A partir
de este momento surgen las unidades de aná­
lisis administrativo a nivel institucional".93

El tercer modelo se refiere al "mayor grado
de desarrollo de la estructura de la funci6n de

91 Campero Cárdenas, Gildardo H. Diagnóstico del Sistema
de Análisis Administrativo de CostR Rica. Informe Pre­
liminar. Instituto Centroamericano de Administración
Pública OCAP). San José, Costa Rica. 1976.

92 Campero Cárdenas. G.H. OP. cito

93 Ibídem.



G. CAMPERO CAROENAS LA REFORMA ADMINISTRATIVA EN AMERICA LATINA 231

Idem.

mejoramiento administrativo".94 Aqu í ya se
manifiesta la presencia de Mecanismos e Ins­
trumentos Sistémicos, integrados por un órga­
no central que provee poi íticas, lineamientos
y normas para orientar a las partes represen­
tadas por las unidades sectoriales e institucio­
nales de análisis administrativo y coordinadas
a través de diversas formas tanto a nivel macro,
meso y microadministrativo, y que "Le co­
rresponde el papel de difundir y habilitar la
capacidad para el cambio en todo el sector
público".95

Cabe señalar que los modelos en ocasiones
no surgen cronológicamente en secuencia ni
con una clara diferenciación funcional e inte­
gración estructural.

A continuación se describe la evolución de
los órganos más representativos de Latinoamé­
rica y el Caribe, de los modelos enunciados.

Mecanismos e Instrumentos Centrales

Comisiones

A nivel global se encuentran en primer término
los cuerpos colegiados que adoptan la forma
de comisiones, consejos y comités denomina­
dos de administración pública, racionalización,
eficiencia, reforma o desarrollo administrativo.

Los primeros cuatro surgen en la década de
los años treinta y cuarenta en: Argentina, Bra­
sil, México, Uruguay. Para 1960 ya existían
ocho nuevas comisiones, dos en Argentina,

94 Idem.
95

Colombia y Brasil, una en Bolivia y Uruguay.
Durante la década de los sesenta se crean nueve
Comisiones, tres en Costa Rica, dos en Brasil,
una en Bolivia, México, Panamá y Venezuela.
Es en los años setenta cuando tiene mayor
impulso el establecimiento de este tipo de ór­
ganos, elevándose la cifra a 17; Argentina crea
3, Costa Rica, Bolivia y Colombia 2, y una en
Barbados, Chile, Ecuador, El Salvador, Gua­

temala, Honduras, Paraguay y Venezuela.96

Algunas de estas comisiones fueron creadas
con un carácter temporal y una vez cumplida
su misión han sido disueltas; en cambio otras
se establecieron con carácter permanente. Sin
embargo, su vida promedio ha sido de tres años
y con mayor frecuencia han durado un año en
sus actividades, con excepción de la Comisión
de Administración Pública (CAP) de Venezue­
la, que trabajó durante cerca de dos décadas
ininterrumpidamente (1958-1976).

Estos mecanismos suelen integrarse por per­
sonas del sector público y privado de recono­
cida capacidad en el campo administrativo.
Así, en ellos participan funcionarios de las se­
cretarías de la Presidencia, oficinas centrales
de planificación, organización y métodos, ser­
vicio civil, presupuesto y de la administración
pública descentralizada. Estas comisiones han
contado también con la presencia de expertos
en administración nacionales o extranjeros,
estos últimos de algún organismo de coopera­
ción técnica multinacional o internacional. En
ocasiones también se integran con represen­
tantes del sector privado, de los trabajadores y
de los profesionales o por "eminentes ciuda-

96 Ver cuadro 1 y gráfica 1.
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danos". Algunas comisiones han contado tam­
bién con la presencia de secretariados técnicos
a través del apoyo de las oficinas centrales de
análisis administrativo o de órganos ad hoc.

A estos cuerpos colegiados se les localiza en
ocasiones directamente adscritos al Titular del
Ejecutivo; vinculados a las secretarías genera­
les D técnicas de la Presidenciade la República;
adscritas a los ministerios de planificación o
de la presidencia; como dependencia interna
de estos últimos, o coordinados por los mi­
nisterios de hacienda.

Las comisiones de reforma administrativa
han venido persiguiendo, durante el tiempo
entre sus objetivos los de: a) asegurar eficien­
cia con el máximo de economía posible; b)
un mejor desenvolvimiento de la gestión ad­
ministrativa en el sector público; c) introdu­
cir técnicas de organización administrativa al
aparato gubernamental; d) lograr una mejor
preparación del personal; e) modernizar la or­
ganización y el funcionamiento de la Admi­
nistración Pública, a fin de lograr el mejor
cumplimiento de los objetivos de la planifica­
ción, y f) transformar la administración pú­
blica en un instrumento eficiente y eficaz para
el desarrollo nacional.

Para el cumplimiento de su cometido las
comisiones realizan tareas propias a su natura­
leza de órganos asesores, aun cuando en algu­
nas ocasiones han tenido facultad para tornar
decisiones y sus acuerdos han sido de carácter
obligatorio. Entre sus funciones se encuentran
las de: a) elaborar estudios y diagnósticos, pre­
parar informes y presentar propuestas y reco­
mendaciones; b) evaluar consultas y emitir
dictámenes; el formular planes de reforma
administrativa vinculándolos al Plan de Desa-

rrollo y evaluar su aplicación; d) prestar ase­
soría y asistencia técnica; e) propiciar, coordi­
nar y ejecutar medidas de reforma, y g) coor­
dinar a los sectores público y privado en las
tareas de majoramiento administrativo.

A este mismo nivel de la macro-organización
del sector público, algunos países del área lati­
noamericana se han valido de otros cuerpos
colegiados permanentes establecidos para IDs
propósitos de la planificación del desarrollo
económico y social, CDn objeto de conduci r
las tareas de la reforma administrativa. Fue
el caso en 1972, del Consejo Nacional de
Economía y Planificación (CONEPLAN)
de Bolivia, que a través de su Secretaría pro­
puso y ejecutó el plan de reforma administra­
tiva y coordinó el proceso. Tarea similar les
ha correspondido a los Consejos Nacionales
de Planificación Económica de Guatemala, El
Salvador y Honduras. En Cuba el Comité Eje­
cutivo del Consejo de Ministro lleva a cabo a
través de sendas oficinas, el estudio de la admi­
nistración central y de los órganos provinciales
y municipales. La Junta Central de Planifica­
ción atiende lo relativo a la reforma adminis­
trativa en el sistema económico, en esta oficina
(Dirección para el Perfeccionamiento del Sis­
tema de Dirección y Planificación de la Eco­
nomía), se estudian los aspectos metodológicos
financieros, contables, de planificación, de
estructura vertical y horizontal de las empre­
sas y agrupaciones empresariales. Se busca
garantizar que las disposiciones y medidas que
deban dictar los diferentes Ministerios en el
marco de sus respectivas facultades no entren
en contradicción con otros.

Organos centrales

Cuando los qobiernos de la región han decidi-
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do, que las tareas de reforma administrativa
se institucionalicen de manera permanente y
diferenciada, han creado organismos especiales
dentro de la estructura de la administración
pública con ese cometido exclusivo,

A esas unidades especializadas se les conoce
comúnmente como de racionalización, refor­
ma, modernización, desarrollo, estudios y
planificación administrativa. También se les
denomina de organización y métodos, servicio
civil, función pública e instituto de adminis­
tración pública.

Si bien como se advierte en el cuadro 2 y
gráfica 2, antes de la década de los años cua­
renta, ya se registran este tipo de instituciones,
es a partir de 1960 cuando comienza a incre­
mentarse, en veinticinco nuevos órganos cen­
trales. Tendencia que se mantiene en los años
setenta.

A estas unidades centrales se les ha encon­
trado adscritas 97 al Jefe del Ejecutivo, (en
Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Ecuador,
Guatemala, México, Panamá y Perú) al Primer
Ministro (en Barbados y Perú), o a las Secreta­
rías Generales o Técnicas de la Presidencia (en
Argentina, Bolivia, Ecuador y República Do­
minicana), o formando parte de las oficinas
del Servicio Civil (en Bolivia, Trinidad Toba­
go y Ecuador en la Dirección Nacional de
Personal). Esta adscripción responde al prin­
cipio administrativo clásico de la posición de
las funciones de nivel superior en las estruc­
turas gubernamentales. Esta práctica es utili­
zada desde sus inicios hasta la fecha, en todo

97 Ver cuadro 2 y 3 V gráfica 2.

caso se estima que "es necesario dotar al órga­
no al cual se le confiere la responsabilidad del
liderazgo del proceso de una colocación estra­
tégica en la estructura del poder".98

El adscribir a las unidades centrales de re­
forma administrativa ha evolucionado, de ha­
ber surgido como un "apéndice" de la función
presupuestaria, al estar ubicadas en las oficinas
de presupuesto de los ministerios de hacienda
o finanzas, (por la preocupación de éstos por
reducir los costos de operación en la adminis­
tración pública) a ser parte integrante de las
oficinas que realizan la función de planifica­
ción económica, en las unidades centrales de
planificación y siguiendo los mismos esquemas
empleados para la institucionalización de la
planificación económíca.P"

En algunos países (Venezuela, Honduras,
Argentina, Guatemala, Ecuador y Panamá),
en donde se da la interdependencia de la
planificación administrativa, y de la planifica­
ción económica, se han colocado las dos fun­
ciones en la entidad central de planificación.
Costa Rica y Uruguay han integrado dentro
del núcleo central de planificación, las fun­
ciones de planificación económica, planifica­
ción administrativa y administración presu­
puestaria.

98 Carvalho, W. Experiencias Nacionales de Reforma Ad­
ministrativa. Primer Coloquio: Brasil...Aprendiendo con
el Error: Algunas Reflexiones sobre el Esfuerzo de Re­
formas Administrativas Federales", México. Centro
Latinoamericano de Administración para el Desarrollo
(CLAD).1979.

99 Naciones Unidas. "La Ptantficación Administrativa para
el Desarrollo Económico y Social en América Latina"
por la Unidad de Administración Pública de la CEPAL.
en: Aspectos Administrativos de la Planificación. Docu­
mentos de un seminario. Número de Venta 569.G.2.
Nueva York. 1968.
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Algunos pa íses cuentan con esquemas de
institucionalización de la planificación admi­
nistrativa aún más integrados que los anterio­
res. Brasil integró en un solo organismc las
funciones de planificación administrativa, ad­
ministración presupuestaria, administración
de personal y la normatividad de las compras
gubernamentales. Panamá constituyó.u.na ?fi­
cina con responsabilidades de planificación
económica, planificación administrativa, ad­
ministración presupuestaria y de personal.
Perú reunió en un solo organismo las funcio­
nes de racionalización, abastecimientos, pero
sonal y capacitación. República Dominicana
instaló un Secretariado Técnico con oficinas
de autoridad en planificación, organización,
personal, presupuesto y estadística. Guatemala
contó con una oficina que ejercía funciones
de planeamiento administrativo, adrninlstra­
ción de personal y adiestramiento en servicio.
Guyana y Jamaica crearon un ministerio cuyo
fin era unir ciertas funciones relativas al pero
sonal, su capacitación y los servicios adminis­
trativos.

Ecuador entre otros, creó la Secretaría Téc­
nica de la administración pública, como una
"unidad de asesoría directa al máximo nivel
de gobierno e integrado por tres. oficinas de
jurisdicción nacional: la de presupuesto,. la
de organización y la de personal. Sus funcio­
nes básicas fueron: a) proveer de los elementos
administrativos necesarios para el proceso de
planificación y ejecución del desarrollo en
escala nacional; b) traducir en cifras, mediante
presupuestos anuales, el Plan Gener~1 .de De·
sarrollo; el administrar la Ley de Servlcio CIVil
y Carrera Administrativa en escala nacional,
luego de su aprobación y vigencia, y d) efec­
tuar estudios tendientes a organizar adecua­
damente las entidades del sector público ecua-

toriano. Este núcleo central encargado de
dinamizar el proceso, estaría complementado
con el funcionamiento de unidades adminis­
trativas de asesoría sobre programación eco­
nómica y administrativa en cada ministerio o
entidad importante a escala nacional".10o

En algunas ocasiones a estas unidades cen­
trales se les ha dado rangos que van desde mi­
nisterios o subsecretarías de Estado, secretarías
de la Presidencia de la República a direcciones
nacionales, centrales o generales y divisiones,
departamentos o secciones.

Si bien en su mayoría constituyen depen­
dencias de la administración pública centrali­
zada en el caso de los institutos nacionales de
administración pública su naturaleza es de or­
ganismos descentralizados con autonom ía de
gestión y personalidad jurídica.

Entre los objetivos que persiguen estas ins­
tituciones se encuentran los de: a) obtener
mayor economía en los gastos y eficiencia en
los servicios; b) acelerar y racionalizar el des­
pacho de los asuntos públicos; e) simplificar
las estructuras, procedimientos y métodos de
trabajo de la administración pública y flexibi­
lizar su organización; d] evitar la duplicación
y superposición de tareas; el formar recursos
humanos; f) integrar a la administración pú­
blica las masas populares y propiciar el esta­
blecimiento da mecanismos para incorporar su

100 Rodríguez P., Carlos A. Evaluaci6n y 04$8"0110 del
Sistema Administrativo Ecuatoriano. Documento pre­
sentado en la sesión Especial de Gabinete del Gobierno
Ecuatoriano sobre el tema DeséV'rollo Administrativo.
celebrado el 22 de marzo de 1977. Quito, Ecuador.
1977.
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participación; g) conscientizar a la ciudadanía
sobre los servicios públicos y el propósito y
objetivos de las agencias; acercar los servicios
y acciones gubernamentales a los ciudadanos;
i) adaptar la administración pública a las exi­
gencias de la planificación económica y social,
y j) responder con eficacia a las necesidades
del desarrollo nacional.

Para la consecución de esos objetivos los
órganos de reforma administrativa realizan en-·
tre otras tareas las de: a) investigar, estudiar y
diagnosticar la administración pública; b) pro­
poner, recomendar o sugerir reformas; e) ase­
sorar a petición de parte y presentar asistencia
técnica; d) emitir opiniones o dar su acuerdo a
iniciativas de reforma; el formular estrategias
e integrar y compatibilizar los planes de refor­
ma administrativa y evaluar su ejecución; f)
dictar normas, lineamientos y políticas; g) ca­
pacitar y administrar el personal; h) promover,
orientar y dirigir las labores de reforma ad­
ministrativa del sector público; i) servir de se­
cretaría técnica a los cuerpos colegiados de
reforma administrativa; j) promover el esta­
blecimiento de unidades de mejoramiento ad­
ministrativo, y k) dirigir otros sistemas de
apoyo.

Mecanismos Pllriféricos

En los diversos países de la región se ha acudi­
do al establecimiento de unidades de análisis
administrativo a nivel institucional para la eje­
cución de los programas de reforma adminis­
trativa en apoyar los diferentes ministerios e
instituciones descentralizadas.

Así por ejemplo, en México en el año de
1917 se estableció una Comisión de Eficiencia

en la Secretaría de Industria y Comercio, para
"estudiar y proponer los medios de mejora­
miento de la organización de la Secretaría, para
que la acción ejecutiva de ésta resulte, cada
vez más eficiente y económica".101

En este mismo país se ha señalado que "no
es posible resolver todos los problemas que
implica una reforma administrativa desde una
unidad central de estudios y decisiones".102
Por consiguiente, se llegó a recomendar "que
se cree, en cada Secretaría y Departamento de
Estado, una unidad de organización y rnéto­
dos que tenga, entre otras funciones, la de
estudiar, analizar y planear la actividad admi­
nistrativa de la dependencia";' 03 Dentro de
este mismo orden de ideas, Argentina decretó
en el año de 1953 que en cada ministerio se
organizara un servicio de racionalización y
auditoría. Seis años más tarde un nuevo decre­
to dispuso que se estableciera en "la Presiden­
cia de la Nación, ministerios y secretarías de
Estado, el Tribunal de Cuentas y empresas del
Estado, una comisión (o servicio) de O y M",
considerando que "el principal factor por el
cual fracasaron numerosos intentos de racio­
nalización fue "la carencia de organismos aptos
para encararla", ya que "la experiencia univer­
sal demuestra que los trabajos de racionaliza­
ción deben ser de carácter metódico y perma-

101 Presidencia de la República. Diado Oficial, 31 de mayo
de 1917. México, D.F.

102 Comisión de Administración (CAP). Informe sobre la
Reforma de la Administración Púb#ca Mexicana. Secre­
taría de la Presidencia. México. 1967. Publicado en la
Colección: Fuentes para el Estudio de la Administración
Pública Mexicana. Serie: Al Documental Núm. 1 por la
Coordinación General de Estudios Administrativos de
la Presidencia de la República. México. 1967.

103 Ibídem.
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nente y realizarlos con personal especializado
y de dedicación exclusiva".' 04

En la actualidad estos servicios se les en­
cuentra en todas las administraciones públicas
de los países de América Latina y del Caribe,
bajo la denominación, aparte de la de organi­
zación y métodos, de unidades de racionali­
zación, sistemas y procedimientos, análisis
administrativos, organIzación y sistemas, pro­
gramación (cuando la unidad de organización
y métodos forma parte de las oficinas de Pla­
nificación) y de reforma administrativa, entre
otros.

Las enseñanzas de la reforma administrativa
muestran "que los trabajos de racionalización
deben contar con el más amplio interés y apo­
yo de las altas autoridades' 05 Yque este apoyo
debe ser continuo y sostenido. Por consiguien­
te, se ha dispuesto que los titulares de las de­
pendencias centrales y de las descentralizadas
se hagan asesorar directamente por las unida­
des de organización y métodos,'06 como de­
pendencia directa de las mismas o del funcio­
nario de jerarqu ía inmediata al respectivo
titular.,07

104 Instituto Nacional de Administración Pública ONAP).
"Algunas Acciones Anteriores de Reforma Administra­
tiva (periodo 1958-1975). Reforma Administrativa en
Argentina". Ciclo de Actualizaci6n Permanente para
8/ Personal Superior. Buenos Aires. 2 de agosto de 1977.

105 INAP.Op. cit

106 Presidencia de la República. Acuerdo sobre la Atención
que requiere el Programa de Reforma Administrativa
por el ritularde cada Dependencia. México. D.F. Diario
Oficial. 5 de abril de 1973.

107 Presidencia de la República. Acuerdo para la Promoción
y Coordinación de las Reformas Administrativas del
Sector Público Federal. México. Diar;o Oficial. 28 de
enero de 1971; INAP. Op. cit.

Las unidades de organización y métodos
tienen entre sus objetivos los de: a) racionali­
zar el gasto público y contribuir a reducir el
déficit presupuestario; b) mayor eficiencia y
economía en las dependencias del Ejecutivo;
el adecuar la organización y los procedimien­
tos a la dinámica del crecimiento rápido de las
instituciones; d) mejorar la capacidad de pla­
neamiento y ejecución de las actividades de
las dependencias centrales y entidades paraes­
tatales, y e) asegurar así el cumplimiento de
los planes de desarrollo.

Para el cumplimiento de los objetivos, las
Unidades de Organización y Métodos realizan
entre otras tareas las de: a) realizar estudios y
presentar recomendaciones; b) formular planes
o programas de reforma; e) prestar asistencia
en la ejecución de los programas de reforma
y en la implantación de las recomendaciones;
d) fungi r como secretariado técnico de las
comisiones institucionales de reforma admi­
nistrativa, y e) desempeñar el papel de agentes
de cambio.

En algunos países se ha dispuesto la creación
en cada Ministerio o Secretaría de Estado, or­
ganismos descentralizados y empresas del Es­
tado de un mecanismo de participación en
donde se planteen, coordinen y evalúen los
programas globales de operación y reforma
administrativa.' 08 A estos órganos de "pro­
gramación, ejecución y control de la reforma
administrativa" 109 se les conoce como comi-

108 Presidencia de la República. Acuerdo por el que las
dependenc;as y en t;dades de la Adm;n;strac;ón PúbUca
adecuarán su organ;zac;ón y tunctonemiento conforme
al proceso de reforma adm;n;strathI4 México. D.F.
Dietia Of;c;a/. 24 de abril de 1979.

109 Presidencia de la República. Decreto No. 141, que esta­
blece los mecanismos para la Reforma de la Administre-
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•

siones internas de administración y programa­
ción (CIDAP) en México, consejos de reforma
administrativa en Venezuela yen Paraguay, y
comisiones institucionales de desarrollo ad­
ministrativo (CIDA) en Ecuador. Están inte­
grados por el Titular de las dependencias o
entidades, quienes los presiden, por los fun­
cionarios responsables de las áreas fundamen­
tales o sustantivas de la institución y por los
encargados de los sistemas de apoyo adminis­
trativo de la misma. Estos mecanismos pueden
a su vez, organizarse en comités o grupos de
trabajo para los aspectos sustantivos y auxi­
liares.

Mecanismos e Instrumentos Sistémicos

Este es el modelo de mayor diferenciación­
integración estructural para la reforma admi­
nistrativa en los pa íses de América Latina y
del Caribe. Como se menciona al inicio es
aquel en que los gobiernos organizan esta tarea
conforme al concepto de "sistema". En los
sistemas no existen unidades aisladas: hay un
"núcleo u órgano central" que tiene la respon­
sabilidad de coordinar y evaluar a través de
normas técnicas y de relaciones de asesoría y
funcionales, el comportamiento de las otras
partes componentes del sistema, es deci r, de
las unidades "periféricas, sectoriales y locales,
quienes as í orientadas deberán realizar lo mis­
mo en su propio ámbito de responsabilidad y
cornpetencta"."!"

cíón Pública Nacional. Caracas, Venezuela. 17 de sep­
tiembre de 1969.

110 Jiménez Castro, Wilburg. Aspectos Administrativos de
la Planificación. Documentos de un Seminario. "Sistemas
Prioritarios para la Administración del Desarrollo";

As í por ejemplo, en Argentina en 1964 se
estableció un Centro Coordinador de Servi­
cios de Organización y Métodos en la Oficina
Nacional de Presupuesto de la Secretaría de
Hacienda. Dos años después se transfiere la
Dirección General de Organización y Métodos
de la Secretaría de Hacienda a la Secretaría
General de la Presidencia con el carácter de
"órgano coordinador de los servicios de Orga­
nización y Métodos de los Ministerios y otras
dependencias", manteniendo estos últimos
servicios "su dependencia normativa de la
Dirección General de Organización y Méto­
dos".'11

En Perú fue creada en 1964 la Oficina Na­
cional de Racionalización y Capacitación de
la Administración Pública (ON RAP) como
"cabeza" del Sistema de Racionalización y
Capacitación de la Administración Pública,
integrado además por las oficinas de organiza­
ción y métodos, debiendo mantenerse éstas en
estrecha coordinación con la ONRAP median­
te el intercambio de información y asesora­
rnlento.U? Las oficinas de organización y mé­
todos fueron consideradas como organismos
técnicos del sistema, encargados de analizar y
elaborar planes de reforma administrativa de
las entidades o circunscripciones donde labo­
rasen.

Unidad de Administración Pública de la CEPAL. "La
Planificación Administrativa para el Desarrollo Econó­
mico y Social en América Latina". En: Aspectos Admi­
nistrativos de la Planificación. Documentos de un Se­
minario. Naciones Unidas. No. de Venta 569.11.6.2.
Nueva York, 1968.

111 INAP. Op. cit.

112 Oficina Nacional de Racionalización y Capacitación de
la Administración Pública (ONRAP). Reglamento de la
Oficina Nacional de Racionalización y Capacitación de
la Administración Pública. Lima, Perú. 1964.



238 REVISTA DE AOMINISTRACION PUBLICA

En el caso de México, la Comisión de Ad­
ministración Pública (CAP) estimó convenien­
te en su Informe de 1967 " ... Ia participación
de una unidad técnica central que estudie la
estructura y los procedimientos macroadmi­
nistrativos y proponga los cambios necesarios
para mejorar la eficiencia, y de unidades téc­
nicas en cada una de las dependencias del
Ejecutivo que actúen en la esfera microadmi­
nlstrativa". Se consideró entonces que "sería
aconsejable que estas unidades estuvieran en
comunicación con la Comisión de Administra­
ción Pública, para la discusión de problemas
técnicos". La CAP elaboraría "criterios gene­
rales y gu ías técnicas para la confección de
los diferentes instrumentos administrativos,
con el objeto de dar unidad a las que prepara­
sen, para sus respectivas dependencias, las uni­
dades de organización y métodos. 11 3 En años
más recientes se acordó que correspondería a
la Secretaría de la Presidencia "la promoción
y coordinación de las reformas administrativas
del sector público federal, así como la compa­
tibilización de los propósitos que por ellos se
persiguen, relacionándose para ello con las
comisiones internas de administración y con
las unidades de organización y métodos, a fin
de proponer normas y sistemas que armonicen
los trabajos respectivos de las dependencias y
establecer aquellos que se refieran a sus aspec­
tos comunes".114

En cuanto a Venezuela, el Informe EMME­
RICH de 1958 115 recomendaba crear una

113 CAP. OP. cit.

114 Presidencia de la República. Acuerdo por el que se es'
tablecen las Bases para la Promoción y Coordinación de
las Reformas Administrativas del Sector Público Federal.
México, D.F. Diario Oficial. 28 de enero de 1971.

115 Comisión de Administración Pública (CAP). La Reforma

"Oficina Central Permanente de Organización
y Métodos y Delegaciones de Organización y
Métodos en cada Ministerio". Años más tarde
al establecerse los Consejos de Reforma Admi­
nistrativa en cada Ministerio y organismo o
empresa paraestatal se dispuso que actuaran
en estrecha coordinación con la Comisión de
Administración Pública (CAP).116

Durante la presente década algunos países
latinoamericanos y del Caribe han explicitado
formalmente la constitución de sus "sistemas"
de reforma administrativa. Así por ejemplo,
en Bolivia la Dirección de Función Pública y
de Racionalización Administrativa, depen­
diente del Ministerio de Planeamiento y Coor­
dinación, es el órgano central del sistema y
forma parte integrante del Sistema Nacional
de Planeamiento, por Decreto de 1976. 117

En Brasil, la Secretaría de Modernización y
Reforma Administrativa (SEMOR) es el órgano
normativo supervisor del subsistema de Mo­
dernización y Reforma Administrativa y está
integrado a la Unidad Central del Sistema Na­
cional de Planeamiento; según su instrumento
de creación de 1972. 118

República Dominicana considerando "que
es urgente alcanzar la coordinación y raciona­
lización de las funciones de los organismos

de toda la Administración Pública por toda la Adminis'
tración Pública. Caracas, Venezuela.

116 CAP. Op. cit.

117 Quevedo V,. O. V Taborga B., L Op. cit.

118 Secretar ía de Modernización y Reforma Administrativa
(SEMOR). "Modernizacao e Reforma Administrativa do
Goberno Federal Bresüelrc: Ouátro Décadas de Expe­
riencia". Primer Seminario Interamericano de Reforma
Administrativa. s/f.
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técni cos que si rven de bases comúnes a todos
los ramos de la administración pública para
hacerlos más eficientes a efecto de que contri­
buyan al desarrollo nacional", creó por Ley
de 1965 "un sistema de planificación del desa­
rrollo ... y un sistema para lograr una buena
administración pública" formado por: a) el
Consejo Nacional de Desarrollo; b) el Secreta­
riado Técnico de la Presidencia, y c) oficinas
institucionales de programación. Las Secreta­
rías de Estado, organismos autónomos y mu­
nicipales, empresas estatales y demás organis­
mos públicos deberán coordinar con la Oficina
Nacional de Administración y Personal (O N­
AP) del Secretariado Técnico de la Presiden­
cia, los proyectos de organización adminis­
trativa. 119

Costa Rica en 1978 creó por Decreto el Sis­
tema de Reforma Administrativa como parte
integrante del Sistema Nacional de Planifica­
ción. El Sistema de Reforma Administrativa
está compuesto por la Oficina de Planificación
y Poi ítica Económica (OF IPLAN) a través de
su División de Reforma Administrativa, las
unidades sectoriales, regionales e institucio­
nales de Reforma Administrativa que operan
como parte de las respectivas oficinas de pla­
nificación y las comisiones de actividades sus­
tantivas y de apoyo para atender disposiciones
del Plan de Reforma Administrativa. El proceso
de reforma administrativa responderá a los li­
neamientos y poi íticas formulados por el Pre­
sidente de la República y por OFIPLAN. 12o

119 Guzmán, R.A. "La Reforma Administrativa, República
Dominicana". En CLAO. Op. ctt:

120 Presidencia de la República. Decreto No. 9283-P. Crea­
ción del Sistema de Reforma Administrativa. San José.
Costa Rica. 30 de octubre de 1978.

Finalmente, en Panamá el Programa de
"Fortalecimiento Institucional" dispone el es­
tablecimiento de un Sistema de Planificación
y Operación Administrativa que a su vez, de­
sarrollará tres subsistemas: de Análisis Admi­
nistrativo, Planificación de Recursos Humanos
y Adiestramiento. El sistema operará teniendo
en cuenta como marco de referencia dos as­
pectos fundamentales: a) centralización nor­
mativa por parte de la Dirección de Planifica­
ción y Desarrollo Institucional del Ministerio
de Planificación y Poi ítica Económica, y b]
descentralización operativa a nivel de las insti­
tuciones. El programa para el Fortalecimiento
Institucional promueve aunar esfuerzos, entre
la Oficina Central del Sistema y cada una de
las instituciones que componen el sector pú­
blico. Estos esfuerzos deben coordinarse en
forma ordenada, a través de una serie de ins­
trumentos normativos que proporciona el
Sistema. Un factor preponderante en el éxito
de la ejecución del programa estriba en la
creación y organización del cuerpo de enlaces
del Ministerio de Planificación y Poi ítica Eco­
nómica en cada una de las entidades de la Ad­
ministración Pública. De los enlaces se espera
una completa compenetración con las poi íti­
cas, técnicas y normas de ejecución que emita
el Ministerio de Planificación para servir de
verdaderos agentes de cambio en sus respec­
tivas instltuclones.l "

Para el análisis, propuesta y autoevaluación
de las reformas sectoriales en algunos países
de América Latina y el Caribe, los Ministerios
o Secretarías de Estado cabeza de sector esta-

121 Delegación de Panamá. "Experiencia en Materia de Re­
forma V Fortalecimiento de la Administración: Pana­
má". En CLAD. os. cito
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blecen comisiones sectoriales de reforma ad­
ministrativa o convocan a reuniones ampliadas
o a SUS comisiones internas de reforma a los
funcionarios de las entidades del sector res­
pectivo que tengan relación con las mejoras
sujetas a estudio.

También se han establecido a nivel global
comisiones sustantivas o de apoyo (Costa Rica)
o comités técnicos consultivos (México) en
cuanto mecanismos participativos para propo­
ner al Presidente de la República normas y li­
neamientos de reforma en su respectiva esfera;
tal fue el caso en México, de la Comisi6n de
Reforma del Sector Agropecuario y de los ac­
tuales Comités Técnico Consultivos para las
unidades de organización y métodos, informá­
tica, personal, capacitación, normas jurídicas,
orientaci6n e informaci6n y quejas, archivos,
entre otros.

Algunos países han institucionalizado tam­
bién reuniones peri6dicas de gabinete y gabi­
nete ampliado (México) o sesiones especiales
a esos niveles (Ecuador) para evaluar, planear
y fijar lineamientos de la reforma administra­
tiva en su conjunto o para "analizar la marcha
del programa y arribar conclusiones".122 En
todo caso el propósito fundamental es "hacer
pensar en común y aprender a pensar juntos
en las mismas cosas que nos son comunes y
que a todos nos importan y que más importan
al país".123

122 Secretaría General de la Administración Pública. Presi­
dencia de la República. Sesión Especial de Gabinete so­
bre Desarrollo Administrativo. OJito, Ecuador. Grupo
de Coordinación de Desarrollo Administrativo. Publica­
ción Número4. 1977.

123 López Portillo, José. Tercera Reunión de Gabinete sobre
Reforma Administrativa. México, D.F. 21 de diciembre
de 1977.

CONCLUSIONES

Recapitulando, las lecciones de la experiencia
latinoamericana en reforma administrativa
permite concluir que ésta: '

1. Constituye la estrategia más generalizada
de cambio para adecuar la organización del
sector público a los fines del Estado en los
países de la región, independientemente de
sus regímenes poi íticos y sus sistemas econó­
micos.

2. Se entiende como un proceso social de
cambio permanente en la Administraci6n PÚ­
blica, conducido a conciencia y de manera
intencional.

3. Tiene como propósito fortalecer a la ad­
ministración pública y transformarla en un
instrumento adecuado para que responda con
eficiencia, eficacia, congruencia y honestidad
a las exigencias del desarrollo nacional y al
cumplimiento de los programas del gobierno.

4. Se identifica con los conceptos de pla­
nificaci6n, desarrollo y modernización de la
administraci6n pública, trascendiendo las di­
mensiones estrictamente formales y técnicas,
para enfatizar su vinculación al desarrollo del
país, facilitando este proceso mediante la in­
corporaci6n de nuevas formas de organización,
tecnologías, culturas y comportamientos ad­
ministrativos.

5. Sigue una estrategia cuyas líneas básicas
de acci6n se dirigen por una parte, al contenido
sustantivo del cambio y por la otra, al proceso
del mismo.
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5.1 En cuanto a su contenido, la reforma
es parte de las transformaciones de la sociedad
en su conjunto. Se vincula con la poi ítica y se
eslabona estrechamente a la planificación y a
la programación y está orientada hacia el de­
sarrollo económico y social.

5.2 Por lo que respecta a su proceso, la re­
forma constituye un esfuerzo permanente,
susceptible de ser programado y evaluado,
además de ser participatívo y sustantarse en
la voluntad y en el apoyo poi ítico. Debe ser
global en su concepción y gradual y selectivo
en su implantación, conjugando los enfoques
del comportamiento administrativo con los
formales y los de la tecnología física.

6. Es un esfuerzo que conjuga objetivos
múltiples. Combinando aquellos de orientación
eficientista con los que poseen un ingrediente
valorativo (axiológico) y finalista (teleológico).
Esto es, los que se ocupan de los medios aso­
ciados a los que directamente se relacionan
con los principios y las aspiraciones funda­
mentales de la sociedad.

7. Persigue los siguientes objetivos globales;

Primero. Organizar a la administración pú­
blica para el desarrollo económico y social;

Segundo. Ordenar la acción del Gobierno
mediante la planificación, orientándole hacia
el futuro;

Tercero. Mejorar las relaciones entre la Ad­
ministración Pública y la población, facilitando
el acceso a los servicios públicos;

Cuarto. Institucionalizar la administración
y el desarrollo del personal público dignifican­
do su función;

Quinto. Contribuir al fortalecimiento de la
organización política del país y de sus admi­
nistraciones locales;

Sexto. Mejorar la administración de justicia
para garantizar su democracia y fortalecer la
confianza del pueblo en sus instituciones; y
por último,

Séptimo. Integrar a las organizaciones de
base con la administración pública, mediante
la participación popular en la solución efectiva
de los problemas que afectan a las mayorías.

8. Los países de América Latina y el Cari­
be, para realizar sus programas de reforma
adoptan diversas modalidades de diferencia'
ción e integración estructural de dicha fun­
ción, observándose tres modelos básicos:

al Mecanísrnos e instrumentos centrales,
b) Imecanismos e instrumentos periféricos, y
c) mecanismose instrumentos sistémicos. Este
último es el de mayor diferenciación, integra­
ción estructural para la reforma administrativa,
porque constituye un sistema compuesto por
un órgano central que provee poi íticas, linea­
mientos y normas para orientar a las partes
representadas por las unidades sectoriales e
institucionales de análisis administrativo y
coordinadas a través de variadas formas de
participación a niveles macro, meso y micro­
administrativos.



242 REVISTA DE ADMINISTRACION PUBLICA

En suma, con la reforma administrativa se
persigue en algunos paises de América Latina
y del Caribe erradicar del sector público, "la
ineficiencia, la corrupción y el despilfarro"124

•

y "convertir a la administración en un óptimo
instrumento del desarrollo económico y 50­
cial".125

124 Roldós AQuileta. Jaime. Mensaje a la NlICi6n. Quito.
Ecuador. 10 de octubre de 1979; López Portillo. José.
Su Pensami6nto No. 3. México. Instituto de Estudios
Poi Ittcos, Económicos V Sociales del Partido Revolu·
clonarle Institucional (PAIl. üí.; National Planning
Aganey. Ministrv of Finance and P1anning. Five Year
Deve/opment Plan 1978-82. Main Document Jamaica.
5/1.

125 lópez Portillo. José. Tercera Reunión de Gabinete sobre
Reforma Administrativa. México, D.F. 21 de diciembre
de 1977.
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11lll3.DlREOCION GENEAALDEOIIGNlIZACION noclo_ye-d_dolo_.
y fIIACIOlVILIZAeIOfl ADMINISTRATIVA ,_ ."_1

BOLIVIA "'.._ .... _ ....._1
1_. SLlllSECRET ...RI", OE REFOMlA ...OMIPlIS-
TR...TIV... l_......ooclo ......._1

11137. DE~"'RTI\IIE"'TO "'*IPlISTIlATIVO DEL li1l13. "''''ISTER'O EXTRI\OfIO'..... RIO ~"'RA lA. 19n. SiEClIET...RIA DE IlII(l()EI'IPlIZACIOPI 'f I'IE-
SEI'IVICIO PUtlllCO -0_-~ clt lo REFOfI ...... A.OMI...ISTRATIY .... FOR ...... "'OMIPlISTR'" TlVA l)I;l MIPlISTEI'lIO DE- 111M. AaSOlII'" ESf'I¡ClAl DE ESTUDIOS DE ~I.ANEAMIE"'TO 'f COORIlIPlACIOIoIGEPlEIlAL

BRASil
REFOfI ...... A.OMtPlISTR"'TlV'" -ASESTR"'- IMi lt1l1. MIPlISTtRIO DE OES81JROCR ...TlZACIOIl
n._Ooclt~.CoonlInacIolooE_I. ...OM11lISTR...TIV....
ll11!11. ESCRITOfIIO DE lA. REFORM... "'OMtPlIS·
TR"'TIV'" -ERA- 1_clt -... 'f
~GonotaI)

18601.OFlCt..... DE ORGAPlIZACIOPI 'f METOOOS Il11!1D. SECRET ...RI'" DE ORGAPlIZACIOIoIE IPlS- 1914. seCRET...RI... DE ADMI"'ISTRACIOPI pu.
DE TRAIl.uo l~cltI",-,-" l'Ea:1ON AOMllltSTI'IATIV'" ''''--clt''lIe- 911CA l"'-io clt "l\opIlbIiCol.
clt _'f CrMIitol"ilbücol. """iCol

COLOMBIA 1_. afICIPI'" DE OfIGAPlIV<CIOIl 'f METODOS
leam_cltllol""",,_.. _clt

" RopúbIiCol

OIRECCIOlol ~ARA El l'ERFECCIOPlAMIEPlTD

CUBA DEL SISTtM'" DE DtRECCIOPl V ~lAPIlflCACIOIl

DE lA. ECOPIOMI'" 1........ Con... clt "'-oifaaón)

11154.SECCIOPl DE ORGAIlIZACIOPI 'f METODOS Il11!13. DE~ARTAMEPITO DE PRODUCTIVIDAD 'f 1974. DIYISIOPI DE PlA.IlES 'f I'OUTlC.... AOMI
,Oficinodolp_...ini'_"cIoHoo_1 EFICIEPlCIA ADMIPlISTR...TIVA 100io... clt PlI- PlISTR"'TIV'" IOficino cIo Pl..ifaaón _ •

"__-OFIP\.AIII-I
Po/"ieoE_-OFI'lAN_)

COSTA RICA 1918. DIVISIOPI DE REFORMA AOMfPllSTRATI~

V'" -of'lI'lAH-

1_. OflCl..... CEIlTRAL DE ORGAPlIZACIOPI 'f

CHILE
MErODOS 10ir00<iIlf1 clt "'-lOO, _Ooclo
H_I

IlII!Il. DEPARTAMHITO DE PlANEAMIEPlTO 1914. OflClPlA CEPlTRAl DE OI'lGA/IIIZACIOPI'f
AOMIPllSTR...TIVO (Jun .. __doPl..~_ MnODOS 1(1;__.....1 cIo ...........,-....

.~E_) ".Gonoo-.. clt_~troo:HIo_iCo.P,_clt
11181.OFICIN ... cEPlTRAl DE ORGANIZACIOPI 'f I.R.....ieo)
MnODOS I();_~ <lo _ ...."0. Mi 1974.GRUPO DE COORDIPlACIOPI ce OESARRD

ECUADOR n~...-;.,cltfi......1 llO AOMIPlISTRATIVO 11:;.",.....,. Gonoo-oI clt l.

lilll3. SECRn...RIA TECNICA DE lA. ADMIHIS- _~II'Io:iónI'\j"ieo.P_cltl.RopJl;Nleo)

TRACION PliBllCA 1.un .. Mm_ do GobWnoI
Il1111l. OflCl..... CEPlTRAl DE ORGANllACtOtl 'f
METOOOS IDi___ clt ",-o. Mi

..._iocltFi,....uol

DIRECCIOH DE OI'lGAPlIZACIOH y "ETODOS 1971. UPlIDAD DE ...OMIPlISTRACIOPI P"'RA El

EL SALVADOR IM",i_iocltH""*'<Io) DESARROllO lSocroU<i. Ejowtiw. doI eon.oio
HocionoI ... Pl....l..-'Ción.Coon;lO_Eoonómieol

Il11!1O. OfICINA DE DRGAHIZAClOPl Y ",nODOS 181\1. DIRECCIOPl ce DESARROllO AOMlNIS-
l..i....,iocloH".;......, . TRATlVO oEl SECTOR PUBLICO ISocroU<'. Go--

GUATEMALA Il11!17. OfiCINA TECNICA DE "'OMIPlISTRACIOIoI _01 .... Conoojo __ dO P\oni_6n Econó-

PVBllCA -DTAP- I_clt .. _leo) m_'
GUYANA

1887. "'NtsnI'lIO OEl SERVICIO PUBLICO.

1889. OflClPlA OE ORGAHIZACIOPI Y ",nODOS 1913. DEP...RTAMENTO DE REfORMA ADMIOlIS-

HONDURAS IDi'_ Gonoo-oI cltP_ro, Mlni._"'cIoHo- TRATIVA (Soc<o"'a T""'ico cIoi eon.ojo SIl.......
,,"ndo. CrMIlro Públo",,) "''''''ili<a<o6nE''''''''''''lco1

JAMAICA 1973. MIPlIST'ERIO DEL SERV ICIO PUBLICO.

1911. OEPAIlTAMEPlTO DE COf(TRAlORI... 19lI1. SofCRETARIA TECPlICA DE lA. cDMlSIOPI 1911. DIRECCION GE~ERAl OE ESTUDIOSAO

MEXICO
1928. OEPARTAMEPlTO DEL PRESl.PUfSTO DE ADMINlSTRACIDN PIJ{lllCA ISoc<..... '. dO " MIPlISTRATIVOS1SOC,""'i.cltl._........¡
1947. DIRECCIOPl TECNICA. DE ORGAHllACIOPl P_io) 1977. COOI'IDINACtON GEPlERAl DE ESTUDIOSAD"'PllSTRATlV'" I-... '.clt ....... _ ..

.I.....-;I>n_"~tr..i'.1
AOMIPltSTR...T1VOS IP...ido<1ci.cIol. ROpÚbIieol

NICARAGUA
1971l. INSTlruTO NICARAGUENSE DE ADMINI$
TRACIOPl P\J811CA -INAP- I""ni ...'io cIo ",..i¡-

1l111D. DEPARTA..EPlTO DE ORGANIZACION ...o- 1113. DIRECCION DE ORGAPlIZACIOO "'OMIPlI5-
PANAMA "'IPlISTRATIVA 10"_",, Gocoo",1 do ",,,,¡lioo<i6n TRATlV'" y DE PERSOPIAl. IMi.....' .. cIo ",,,,¡

y Adm .. ~"_do la I'<oo......i.... " RopúI)l"" fiCo<""yP"",... Eo"""",...)

1978. DIRECCIOPl DE PlA.NlfICACIOPI y DESA
RROllO 1N5T1TUCIOPlAl IMini"."o do "' ....ih-- PoHlieoE""""""leo

I~. OflClPlA "IACIOPIAl DE RACIONALIZA
PERU CIOPI • CAPACITACIOPI DE LA AD"'''II5-TRA

CION PliBltCA -otIRAP_ 1_. do l. R•
..,;.bhcoJ

REPU8lICA
19lI5. Of ICIPlAPlACIOPIAl ce AOMIPlISTRACION

OOMINICANA
y PERSONAL -OtIAP_ IS."n.....", Tlmoco <lo l.
.....i<lM<i.cltl.l\opIlbIoeol

IQ!;1. SofRViCIO DE ORGAPlllACION ...ETO ll11!17. DIVISIOO DE ORGANIZACIOPI ."ETODOS
TRINIDAD Y DOS lSo<.",ioCi,¡11 IM"'i"eo-;odo F¡......,¡
TOBAGO 1969. DIVISION DE ORGANIZACIOPI. GESTIOH

IMini"",ioclt Fin••" ..I

URUGUAY 1916. DIRECCION DE lA fUNCION PUBLICA 1"-
""'.... ¡. cIo"' ....""ion'o. Coo<din.."'" y Oifu>ii>nl

1916. OIRECCIOPl OE PlANlflCACIOPI AOMIPlIS

VENEZUELA
TRATlVA {DI"in. "I"'ionol,jo eoo,dlnoci"". Pl.
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CUADRO No.3

ADSCRIPCION DE LOS ORGANISMOS CENTRALES DE REfORMA ADMINISTRATIVA EN lOS PAISES DE AMERICA LATINA y DEL CARIBE

MINISTERIOS-- -- ------ ---'--IiACIENDA--~. ----r--- --

REfORMA AD- (Finanzas y SERVICIO
MINISTRATlVA Presupuesto) PUBLICO

)RGANO DE !
DSCRIPCION PRESIDENCIA CONSEJOS O

DE LA 'JUNTAS DE

~~TINA e-:u;:-tANIFICAC:

IBADOS .c-----. -~- ----t----- --
~A____ 2__ ¡ _
Io.SIL 1
----

.QMBIA 3

lA 1
-- ---- , -- ----- - ---

iTA RICA

ILE
I

JADQR 2 1

YANA

NDURAS
-- c-- ------ ----- ------ -- - - --------

--- -- -------1
1F ,G

--f---- --- -t-----'------I

----- f--------fl-- ----- ------- -
V1AICA
-------

XICO 1 2 1
---.-e---- ---- ----- --- ----+- ----- ---- --- ---- ----
;ARAGUA 1

NAMA 2
----f----~--- -+-----+-----f----+-----

-- f- ----- - -- -----_. ---------

2

19

------ ---------,-- --- ---- --- --- --

2------ --f---- -1----- -- ------- ------- ---
5 2 14 2 13

--- -- ------ -- ~ ----------------'------ ------ ---

:NEZUELA

:lTAL

IUGUAY )
--------------t

--- - --j----------~
2 2 5'
-- -'-------~-------~

MINiSTERIO DE ECONOM1A.
MINISTERIO DE ASUNTOS TECNICOS.
SECRETARIA PERMANENTE DEL PRIMER MINISTRO.
SERVICIO CIVIl.

El D1RECCION NACIONAL DE PERSONAl.
F/ SECRETARIA DE BIENES E INSPECCIONADMINISTRATIVA.
G/ DEPARTAMENTO DE CONTRAlORIA.
HI PRIMER MINISTRO, EN EL CASO DEL INAP.
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